Jurisdicciones especiales by Alonso y Colmenares, Eduardo





CL-.. t 	 roa EL raceme. 3ERGE. 
D. EDUARDO ALONSO Y COLMENARES 
Presidente que fué del Tribunal SLpremo, ete. 
Y TERMINADA POR 
n. JOSÉ ALONS0-001,MEN.A.RE 
Abogado del ilustre Colegio de Madrid y ex-IMputado a Cortas 
TOMO CUARTO 
MADRID 
ESTABLECIMIENTO TIPOGRÁFICO DE PEDRO NlYSEz 






Ha llegado por fin el día en quo la BIBLIOTECA 
JUDICIAL, cumpliendo uno de sus más sagrados 
compromisos, continuase la publicación de las Ju 
RISDICCIONES ESPECIALES, una de las obras que ma-
yor realce han dado á la misma, y que quedó inte-
rrumpida por la muerte de su inolvidable autor. el 
Sr. D. Eduardo Alonso y Colmenares. Colaborador 
primitivo de la BIBLIOTECA este distinguido juriscon-
sulto y alto Magistrado, la hubiera enriquecido ade-
más con otros interesantes trabajos que meditaba, 
por lo cual, aunque principalmente por su gran va-
lor, y por el afecto y respeto que nos inspiraba, su 
pérdida será siempre por nosotros sentida. 
Pero en la familia de los Alonsos parece como 
vinculados el talento y la aptitud para los escritos 
científico-legales. Al Sr. D. José Alonso, autor de los 
Recursos de fuerza y protección y de la Recopilación 
y comentarios de las leyes de Navarra, sucedió su 
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hijo D. Eduarc  ionso y  Colmenares, como su pa-
dre también Presidente del Tribunal Supremo, y 
autor de diversas obras 4i Derecho. A esto último 
ha reemplazado su hijo D. José Alonso•Colme-
nares, joven jurisconsulto de grandes esperanzas, 
de que ha dado ya brillantes muestras, y que hoy 
viene á terminar las JURISDICCIONES ESPECIALES. 
La BIBLIOTECA le saluda augurándole legítimos 
triunfos en su carrera de jurisconsulto y de publi-
cista, y agradeciéndole profundamente el honor que 
la dispensa. 
MI RESPETABLE Y BUEN PADRE 
EL EXCMO. SENOR 
Don eduardo Alonso y Co1mollaros 
e%seoibente cpte 	 L2iU2YYlai Sicrzemo. 
No . con tu autoridad, tu competencia y tu saber, 
que dificilmente alcanzaré jamás, sino con mi recuerdo 
fijo en ti y firme en mi propósito de imitarte, voluntaria-
mente me ofrecí á continuar el compromiso de amistad 
que te llevó å dedicar los raros momentos de descanso 
que tu elevado cargo te consentía, en la redacción de la 
presente obra de JURISDICCIONES ESPECIALES, terminan-
do la misma, con la preparación de su cuarto y quin-
to tomo. 
Por extraña coincidencia, entre otras muchas, años 
atrás, y cuando tú pasaste por el mismo dolor que á mí 
me embarga, por la pérdida irreparable de tu padre, cuyo 
nombre llevo, hallaste, como lo hallo yo, consuelo en un 
trabajo semejante, recogiendo las notas y publicando su 
obra de Recursos de fuerza y protección. 
Esta circunstancia, que desde luego permite que reali-
ce, en parte, mi propósito de imitarte, me da ocasión y 
motivo, bien gratos por cierto, de vivir en tus ideas y 
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recuerdos y de estrechar con ion vircilo más mi modesto 
nombre al tuyo, esclarecido y respetado, aspiración y di-
cha, á tu vez, por tí sentidas; y como no puede menos 
que desde la mansión del justo, donde moras, tú la expe-
rimentes también, viendo mi  noble  afán y la resolución 
con que procuro seguir tus huellas, recibe, padre mio, 
como prueba de la consideración y respetuoso cariño que 
siempre te guardé, y como prenda segura del recuerdo que 
te consagro, el esfuerzo y religioso anhelo con que procu - 
ro conseguirlo. 
¡Quiera el cielo concederme la esperanza de que así 
como tú en tu padre, y yo en tí, se miren mis hijos al 
llegar ser hombres en mis actos y deseos! 




No parece natural que una sola obra, aun 
cuando se componga de diferentes tomos, con-
tenga más de un solo prólogo. Y, sin em-
bargo, aun cuando el que por razones que ya 
son del conocimiento de los lectores tiene que 
cumplir el sagrado deber de terminar la pre- 
sente de JURISDICCIONES ESPECIALES, ha pro- 
curado con el mayor esmero amoldarse en la 
forma ó imitar el fondo de cuanto hasta el 
presente va de la misma publicado, no ha en-
contrado medio de prescindir de redactarlo, 
siquiera sea para esplicar alguna pequeña di-
ferencia de mótodo, que de no ser convenien-
temente expuesta, hubiese podido, y con razón, 
señalarse como un desvío en el plan, con ma-
yor autoridad trazado, por el autor principal 
de la misma. 
No me cabe la menor duda, de que al co- 
^., 
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mentar la publicación de este trabajo sobre 
JURISDICCIONES ESPECIA ,ES, el autor del mis 
mo concibiera todo el plan que había de se- 
guir hasta terminarlo por completo; pero, esto 
no obstante, y sin que por nadie pueda du- 
darse que á veces las publicaciones que no se 
hacen de una vez, y sí por etapas sucesivas, 
como acontece á la presente, imponen varia- 
ciones que pueden no ser sustanciales para el 
fin que se persigue, ocurre también, que 
adoptándose uua línea aconsejada por la ge- 
neralidad de las materias que han de ser ob- 
jeto de la publicación, aquella se varía ó que- 
branta, cuando se llega á la que constituye la 
excepción. Tal sucede justamente, repito, que 
en cuanto á la forma se refiere, con la juris- 
dicción contencioso-administrativa, que es lo 
que ha de ser objeto de los tomos poniendo 
fin á la obra. 
No es seguramente lo que acabo de indicar 
una apreciación exclusivamente mïa: deseoso, 
por muchos conceptos, de continuar estos es-
tudios con una hilación y comunidad tal, co-
ino en realidad existe entre `el que los inició y 
el que los concluye; la diferencia que haya 
en cuanto al plan de la misma, queda expre-
sada anticipadamente desde los comienzos de 
la publicación, en los cuales se determinó 
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como punto de partida para tratar la materia 
de JURISDICCIONES ESPECIALES, la ley de uni- 
ficación de fueros de 1868, que no comprendió . 
para nada la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa, y en los que á su vez se señaló 
también la separación de punto tan general, 
con que había de tratarse la materia que es 
hoy objeto del presente trabajo. 
Efectivamente; en el prólogo que precedió 
al examen de la jurisdicción eclesiástica, pro-
pia ó privilegiada, se decía por el autor de 
la obra: 
«Al expresar cuanto está dispuesto sobre 
JURISDICCIONES ESPECIALES, me pareció que 
el orden más perfecto exigía comenzar por 
la ley de unificación de fueros de 1868, en el 
cual se suprimieron muchos de los existentes 
y se especificaron los que con más ó menos 
limitaciones se conservaban. Por este medio 
se consigue reconcentrar la atención en lo 
que es aplicable y prescindir de lo que el de-
recho nuevo ha derogado. Mi tarea se ha 
extendido á marcar del modo más perceptible 
que estuvo á mi alcance, los límites á que, 
sin invadir la Real ordinaria, pueden llegar 
aquellas Jurisdicciones, ya sea la eclesiástica 
propia ó privilegiada, ya la de Guerra y 
Marina, ya la contencioso-administrativa.» 
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Y cuando, entrando en materia, se ocupaba 
 
el autor en la refundición de los fueros espe-
ciales en el ordinario, añadía, haciendo alusión 
 á lo que hoy constituye nuestro trabajo:  
«Nada diremos aquí de lo que la Real cé-
dula de 1855 estableció sobre facultades de  
los Tribunales de los negocios de la adminis-
tración, porque disposiciones posteriores com-
pletaron esta materia, deslindando la vía gu-
bernativa y estableciendo la contenciosa con 
 
la creación de los Consejos administrativos; y  
como estas disposiciones guardan gran ana-
logía con las que después de 1868 restable-
cieron en la Península la jurisdicción conten-
cioso-administrativa, de ambas nos ocupare-
mos ampliamente en esta obra.»  
Finalmente, cuando después de analizar el 
 
decreto-ley sobre unificación de fueros de 1868,  
proclamaba la jurisdicción civil ordinaria, co-
mo fuente y origen de todas las demás, des-
cartaba de este principio la contencioso-admi-
nistrativa, diciendo:  
«Como nos proponemos tratar extensa y se-
paradamente de cada una de las jurisdicciones 
 
que aquel decreto-ley dejó subsistentes, y de  
otras que después del mismo se restablecieron,  
como la contencioso-administrativa y la de las  
Ordenes Militares, reservamos para sus res- 
^.• 
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pectivos lugares exponer las consideraciones 
que el estudio de todos sus preceptos nos su-
giere, así como la jurisprudencia que acerca 
de ellos viene estableciéndose por las decisio. 
nes y consultas de los altos Cuerpos á quienes 
esta confiada tan honrosa como dificilísima 
tarea. Apuntamos aquí solamente lo que se 
refiere á la economía general del decreto-ley 
y lo que por afectar las jurisdicciones defi-
nitivamente suprimidas no puede en determi-
nados capítulos concretarse.» 
Véase, pues, por las ideas que vienen de 
transcribirse, como no es hija de una aprecia-
ción exclusivamente mía, la idea, ó mejor 
dicho, la necesidad de tratar con alguna se-
paración que afecta, hasta en la forma, la 
materia que constituye la jurisdicción conten-
cioso-administra ti va. 
No es posible, pues, tomar como punto de 
partida, para el examen de la jurisdicción, el 
decreto-ley de unificación de fueros de 1868, 
que lo fad para estudiar la eclesiástica, pro-
pia ó privilegiada, la de Guerra y la de Ma-
rina. Sobre que como queda apuntado, aque-
lla disposición no guardó relación alguna con 
la jurisdicción llamada á entender en los asun-
tos propios de la administración, aun cuando 
por exigencias propias de la escuela política 
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hubo un período en que la jurisdicción conten-
cioso-administrativa, en la forma en que la 
conocemos, fué suprimida y agregada á la 
ordinaria, dentro de las ideas modernas que 
inspiran la división de los poderes, en el 
régimen constitucional, aquella disposición no 
podía ni debía guardarla. 
No es este el momento oportuno de entrar 
á analizar lo que en la expresada división de 
poderes representa y puede valer lo que cons-
tituye la administración del Estado; sería, si 
lo hiciéramos, desnaturalizar nuestro propó-
sito, que en el momento actual no es otro que 
justificar las razones que nos obligan á tratar 
la jurisdicción contencioso-administrativa de 
manera algún tanto diferente en cuanto á la 
forma de la que lo han sido las demás juris-
dicciones especiales. 
La jurisdicción contencioso-administrativa, 
como emanación del derecho político moderno 
y del régimen constitucional por él introdu-
cido, es una función social de reciente his-
toria: además, como función nueva y enlazada 
seriamente con los organismos que constitu-
yen aquel régimen, ha sido considerada como 
cuestión de escuela, y aun cuando en nuestro 
ánimo está, que por consecuencia de la dis-
cusión y de las transacciones que más que en 
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su esencia, en su forma, se vienen operando y 
han de operarse todavía, dicha jurisdiccion, 
como necesidad sentida, ha de establecerse 
definitivamente sobre bases permanentes y 
sustanciales, como lo es su naturaleza, no 
puede menos de conceptuarse este ramo del 
poder como en período de formación, siendo 
preciso tratarlo y examinarlo en esta forma. 
De aquí la necesidad de que, apartándonos 
algún tanto de la forma con que han sido ex-
puestas las demás JURISDICCIONES ESPECIALES, 
cumplamos nosotros el ofrecimiento que con-
tiene el último de los insertos que anterior-
mente se ha transcrito, sin omitir por de con-
tado al hacerlo, comprender sumariamente, 
bajo un capítulo, cuanto constituye la historia 
y vicisitudes de esta institución, su carácter 
índole especial, las formas á que se ha ajus-
tado, y cuanto, en una palabra, pueda cons-
tituir y constituye el estudio de tan impor-
tante y trascendental materia. 
Abundando, después, en el saludable pro-
pósito que guió al autor de esta obra de hacer 
de la misma un trabajo verdaderamente prác-
tico, y amoldándonos para tal objeto y en 
cuanto sea posible á la forma impresa por el 
mismo, estudiaremos la jurisdicción que abar-
can los Tribunales contencioso-administra- 
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tivos, describiremos su organización y proce 
dimiento, y analizaremos con toda minuciosi-
dad la vastísima jurisprudencia que determina 
la competencia de aquellos, sin olvidar las ju-
risdicciones que ejercen el Tribunal de Cuen-
tas y las Diputaciones provinciales; el primero, 
en lo que es propio y peculiar de su ramo, y 
las segundas, con relación al reclutamiento y 
reemplazo del ejército, materias ambas que no 
pueden menos de conceptuarse como espe-
ciales dentro de la misma jurisdicción conten-
cioso-administrativa. 
Trazada de esta suerte y á grandes rasgos 
la tarea que vamos á desarrollar, ninguna 
advocación al público nos parece tan acer-
tada, como aquella  conque concluía el Prólogo 
de esta obra, contando con que si un hombre 
del valer del autor la dirigía con tanta since-
ridad y franqueza, con no menos, seguramen-
te, pero con muchísima más necesidad y en 
son de súplica hemos de hacerla nosotros: 
« ¡Ojalá que mi fortuna llegue al extremo de 
haber acertado á llenar la misión que me he 
impuesto! En otro caso, sálveme la indulgen-
cia de que buena voluntad es merecedora.» 
JosÉ ALONSO-COLMENARES 
TITULO SEXTO, 
DE LA JURISDICCIÓN ESPECIAL CONTENCIOSO- 
ADMINISTRATIVA. 
CAPÍTULO PRIMERO. 
Reseña histórica de la jurisdicción contencioso-administrativa. 
El verdadero origen del Consejo de Estado se 
pierde en los tiempos remotos de la historia patria. 
Apartándonos, por no hallarse suficientemente pro-
bado, de los que pretenden derivar de Roma esta 
institución, de los que han creído hallarla en los si-
glos de la Monarquía goda, y también de los que 
quieren que proceda de los antiguos Condes y del 
que asistía á los Reyes de Castilla y de León, com-
puesto de prelados, señores, letrados y doctores, 
atribuyéndolo, en tal sentido, los unos á San Fer-
nando y los otros á D. Alfonso XI, aparece como 
cierto, que D. Enrique II, á petición de las Cortes 
de Burgos, en el año 1369, accedió al estableci-
miento de un Consejo, compuesto de doce hombres 
buenos, que representando, dos á dos, los reinos de 
León, Castilla, Galicia, Toledo, Extremadura y An-
dalucía, constituyesen su Consejo. 
Jurisd. esp.—T. IV. 2 
... 
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La forma de institución dada á este Consejo, se 
 
halla en el decreto del referido Rey, que decía: «A 
 
:esto respondemos, que nos place y lo tenemos por 
 
»bien, é ante desto, nos se lo queríamos demandar  
=á dellos: é tenemos por bien de les mandar, dar á  
»cada uno dellos por su salario 8.000 maravedís, 
 
»é todabia estaremos en que les fagamos merced, en 
 
»manera que todos ellos pasen bien.»  
Igualmente resulta comprobado que, á pesar de 
 
la seguridad y firmeza con que aparece el anterior 
 
decreto recaído á la petición de las Cortes de Bur-
gos en 1369, el Consejo de Estado en el mismo con-
cedido, no llegó á plantearse, dando lugar á que 
 
en 1371 se reprodujera la petición de su plantea-
miento por las Cortes de Toro, con cuyo motivo, 
 
aquel Rey, que parecía acceder de buen grado á 
 
otorgar al pueblo la concesión pedida, se mostró 
 
más severo, anunciando que constituiría el Consejo 
 
con los oidores de la Audiencia, Alcaldes de las 
 
provincias y de la Corte, et es la nuestra merced, 
 
decía, que estos que sean de nuestro Consejo, y no 
en la forma solicitada y concedida que anteriormen-
te queda señalada.  
Efectivamente; el Consejo se creó y constituyó en 
 
la forma señalada por D. Enrique II, continuando 
 
de esa suerte hasta el reinado de Juan I, que, des-
graciado en el campo de batalla, tuvo que ceder 
 á 
las mayores exigencias del pueblo, accediendo en 
 
las Cortes de Valladolid de 1385 á la creación de 
 
un Consejo compuesto de cuatro prelados, cuatro 
 
caballeros y cuatro ciudadanos, cuyas atribucio-
nes fueron aumentadas en las Cortes de Briviesca 
 
ele 1387; pero, poco á poco, el Consejo fué cayendo 
 
en olvido, hasta prescindir por completo de él para 
 
la resolución de los negocios públicos, al punto de 
 
que durante los reinados sucesivos, si bien se hace 
 
^ 
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mención de los favoritos que ayudaban al Monar-
ca en el despacho do los asuntos del reino, para 
nada se nombra, ni se hace referencia, al aludido 
Consejo. 
Los Reyes Católicos, en el inmediato siglo, 6 sea 
eu 1480, ampliaron la institución del Consejo y 
crearon el de Castilla, tal como ha llegado hasta los 
tiempos modernos. Ordenaron la residencia del mis-
mo eu su palacio de Toledo; dispusieron que el 
Consejo se compusiese de un prelado, tres caballe-
ros y hasta ocho ó nueve letrados, sin perjuicio de 
autorizar á veces la asistencia de los Arzobispos, 
Obispos y demás que tienen título de Consejo, para 
-que entendiesen en determinados asuntos; y divi-
dieron aquel en cinco Salas, cada una de las cuales 
debía entender en materias diferentes, eu la siguien-
te forma: La Sala 1.a en la que se reservaron lugar 
los Monarcas, se ocuparía de los negocios de Esta-
do; la 2.a de las causas y litigios de todas especies; la 
3 a exclusivamente de los negocios de la Corona de 
Aragón, á cuyo fin sus Consejeros habían de ser 
naturales de aquel reino; la 4.a, compuesta de los dipu-
tados de las Hermandades, se ocuparía de los asun-
tos propios de ellas, según sus estatutos; y, por úl-
timo, la 5.a tenía á su cargo los negocios de Hacien-
da y del Real Patrimonio. 
Producto de la política de aquellos tiempos en que 
los Monarcas se afanaron en aumentar las prerroga-
tivas del Consejo, como medio de sujetar á los gran-
des y al pueblo, la institución creada por los Reyes 
Católicos continuo en las Monarquías sucesivas 
tomando fuerza y ensanchando sus atribuciones. 
En los siglos xvi y xvir, los Soberanos de la Casa 
de Austria aumentaron el número de Consejos, ya 
estableciéndolos para determinados territorios, cama 
Aragón, Castilla, Flandes, Italia é indias, ya 1.:ra 
— , ...._ ^.: 	 —^ - - 	
- — .^.., ^...:^..:...•_,. 
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ramos especiales, como el de guerra, hacienda, ór-
denes militares, comercio, minería y creencia reli-
giosa, ó sea el de inquisición. El de Estado, para 
tratar de los negocios más graves interiores ó exte-
riores del Reino, obtuvo notable preeminencia en 
tiempo de Carlos I y V de Alemania. La Casa de 
Borbón, á su vez, se ocupó con gran ahinco de la 
organización y planta del Consejo durante casi todo 
el siglo xvri, hasta quo variaron radicalmente las 
instituciones de la Monarquía, siendo las modifica-
ciones introducidas en la época á que nos referimos, 
producto de la política de los tiempos, que procuró 
deshacer y destruir con la división de los Consejos, 
el poder que ella misma creó. 
Un notable escritor, ocupándose de la situación 
de estas instituciones en la época que determina la 
segunda mitad del siglo anterior, dice con gran 
acierto: 
(Perdidas las posesiones de Flandes y de Ita-
lia, anonadados los fueros de la Corona de Ara-
gón, reducido todo á conquista, eran superfluos 
los Consejos territoriales fundados en cierta inde-
pendencia y pactos de índole federal de los reinos 
unidos, y sólo podían subsistir, como subsistieron 
en efecto, el de Indias, para los asuntos contencio-
sos de América y de Asia, y el Real y Supremo 
(que generalmente se llamó de Castilla), 
 'en que se 
decidían los asuntos de gobierno y administración, 
y en que se fallaban en último lugar las causas ci-
viles de los dominios de Europa y Africa.» 
Los Consejos dedicados á ramos especiales, 'como 




en el desempeño de sus atribuciones judiciales 
en último grado corno Tribunales Supremos y de 
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los consultivos en negocios de gobierno y adminis- 
tración pública. El de Castilla, sobre todo, conservó 
el privilegio de dar el sello y carácter de ley á las  
pragmáticas sanciones, al paso que los diputados 
 
de los Reinos, vana sombra de las antiguas diputa-
ciones de Cortes, siguieron en el de Hacienda á que  
fueron unidos en la planta de 1658.  
Así continuaron las cosas hasta la guerra de la  
Independencia, á principios del presente siglo, en  
que la revuelta social y política operada tan profun-
damente en nuestra patria, dió margen á que, esta-
blecida la Monarquía bajo distinto régimen que el  
que hasta entonces tuviera, se variara radicalmente  
cuanto constituye los organismos sociales y políticos  
en que aquella descansara. 
 
A partir de este momento histórico, cuya resonan-
cia jamás podrá borrarse para la vida política y so-
cial de nuestra patria, se inicia un período de con-
fusión y de duda, de tentativas y de ensayos, de  
pensamientos
' 
 proyectos, de los cuales en definiti- 
va han de surgir y presentarse las instituciones  
políticas y sociales que determinan nuestra vida  
contemporánea. La Monarquía, abandonando su  
antiguo régimen absoluto, abraza el carácter de re-
presentativa y constitucional en que tanto campo  
se abre á los derechos del ciudadano y á la gober-
nación política del país: las ideas políticas, avanzan-
do en territorio y predicando las nuevas teorías que  
después, con tanto arraigo quedan aceptadas, esta-
blecen la división de poderes que necesariamente ha  
de dar origen a la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa, que si parece que, como asegura un publi-
cista moderno, siempre existió organizada y practi-
cada en forma más ó menos clara y determinada,  
jamás, hasta que aquellas evoluciones ocurrieron,  
presenta caracteres naturales y propios de su exis- 
 ^^..^......, 
	 ^.._.^..^-- 
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tencia real, a lo menos en la forma de poder con-
que ahora la conocemos. 
Concretando, sin embargo, nuestras ideas al exa-
men histórico que del Consejo de Estado venimos 
haciendo, tenemos que la Constitución de 1808 lo 
establece do la siguiente manera: 
(Art. 52. Habrá un Consejo de Estado presidido 
por el Rey, que so compondrá de treinta individuos 
á lo menos y de sesenta cuando más, y se dividirá 
en seis Secciones, á saber: Sección de Justicia y de 
Negocios eclesiásticos; Sección de Interior y de po-
lítica general; Sección de Hacienda; Sección de 
Guerra; Sección de Marina, y Sección de Indias. 
Cada Sección tendrá un Presidente y cuatro indi-
viduos á lo menos. 
Art. 53. El Príncipe heredero podrá asistir á las 
sesiones del Consejo de Estado, luego que llegue 
á la edad de quince silos. 
Art. 54. Serán individuos natos del Consejo de 
Estado los Ministros y el Presidente del Consejo 
Real; asistirán a sus sesiones cuando lo tengan por 
conveniente; no harán parte de ninguna Sección, ni 
entrarán en cuenta para el número fijado en el ar-
tículo antecedente. 
Art. 55. Habrá seis Diputados de Indias adjun-
tos á la Sección de Indias con voz consultiva, con-
forme a lo que se establece más adelante (art. 95, 
título 10) (1). 
(1) Art. 95. Seis Diputados nombrados por el Rey entre • 
los individuos de la Diputación de los Reinos y provincias 
espafiolas de América y Asia, serán adjuntos en el Consejo. 
de Estado y Sección de Indias. Tendrán voz consultiva en 
todos los negocios tocante á los ramos y provincias espafio-
las de América y Asia. 
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Art. 56. El Consejo de Estado tendrá Consulto-
res, Asistentes y Abogados del Consejo. 
Art. 	 Los proyectos de ley civiles y crimina- 
les, y los Reglamentos generales de Administración 
pública, serán examinados y extendidos por el Con-
sejo de Estado. 
Art. 58. Conocerá de la competencia de jurisdic-
ción, entre los Cuerpos administrativos y los judi-
ciales, de la parte contenciosa de la Administración 
pública. 
Art. 59. El Consejo de Estado, en los negocios 
de su dotación, no tendrá sino voto consultivo. 
Art. 60. Los decretos del Rey sobre los objetos 
correspondientes á la decisión de las Cortes, tendrán 
fuerza de ley hasta las primeras que se celebren, 
siempre que sean ventilados eu el Consejo de Es-
tad o.» 
De esta suerte se establecía en la precitada Cons-
titución de 1808 el Consejo de Estado, á quien como 
puede verse en el art. 58, y á imitación de lo que 
por aquel entonces ocurría ya en Francia, se conce- 
día el conocimiento de lo Contencioso de la Admi-
nistración pública. Dicha Constitución, además, res-
tablecía las Cortes compuestas de tres Brazos 6 Es-
tamentos, eclesiástico, noble y llano del pueblo; 
confiaba el Gobierno á nueve Ministros, que serían 
el de Justicia, el de Negocios eclesiásticos, el de Ne-
gocios extranjeros, el de lo Interior, el de Hacienda, 
el de Guerra, el de Marina, el de Indias y el de Po-
lítica general; establecía un Senado, compuesto de 
veinticuatro personas, a más de los Infantes de Es-
paña que hubiesen cumplido dieciocho años, que no 
formaba parte de las Cortes, y dejaba subsistente el 
Consejo Real (6 sea el de Casti lla) despojado de 
muchas de sus atribuciones. 
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Cuatro años después se publicó en Cádiz la Cons-
titución de 1812, y en ella tuvo nueva forma el 
Consejo de Estado, cuya organización y atvibucio-
nes quedaron determinadas de la manera siguiente: 
«Art. 231. Habrá un Consejo de Estado com-
puesto de cuarenta individuos que sean ciudadanos 
en el ejercicio de sus derechos, quedando excluidos 
los extranjeros, aunque tengan carta de ciudadanos. 
Art. 232. Estos serán precisamente en la forma 
siguiente, á saber: cuatro eclesiásticos, y no más, de 
conocida y probada ilustración y merecimiento, de 
los cuales dos serán Obispos; cuatro, Grandes de 
España, y no más, adornados de las virtudes, ta-
lento y conocimiento necesarios; y los restantes 
serán elegidos entre los sujetos que más se hayan 
distinguido por su ilustración y conocimientos, y 
por sus señalados servicios en alguno de los princi 
pales ramos de la Administración y Gobierno del 
Estado. Las Cortes no podrán proponer para estas 
plazas á ningún individuo que sea Diputado de 
Cortes al tiempo de hacerse la elección de los indi-
viduos del Consejo de Estado; doce á lo menos se-
rán nacidos en las provincias de Ultramar. 
Art. 233. Todos los Consejeros de Estado serán 
nombrados por el Rey, á propuesta de las Cortes. 
Art. 234. Para la formación de este Consejo se 
dispondrá en las Cortes una lista triple de todas las 
clases referidas en la proporción indicada, de la cual 
el Rey elegirá los cuarenta individuos que han de 
componer el Consejo de Estado, tomando los ecle-
siásticos de la lista de su clase, los Grandes de la 
suya, y así los demás. 
Art. 235. Cuando ocurriese una vacante en el 
Consejo de Estado, las Cortes primeras que se cele-
bren presentarán al Rey tres personas de la clase en 
JURISDICCIONES ESPECIALES. 	 25 
que se hubiese verificado, para que elija la que le 
pareciese. 
Art ,236. El Consejo de Estado es el único Con- 
sejo del Rey, que oirá su dictamen en los asuntos 
graves y gubernativos, y seflaladamente para dar ó 
negar la sanción á las leyes, declarar la guerra y 
hacer los tratados. 
Art. 237. Pertenecerá á este Consejo hacer al 
Rey la propuesta por ternas para la presentación de 
todos los beneficios eclesiásticos y para la provisión 
de las plazas de la judicatura. 
Art. 238. El Rey formará un Reglamento para 
el gobierno del Consejo de Estado, oyendo previa-
mente al mismo, y se presentará á las Cortes para 
su aprobación. 
Art. 239. Los Consejeros de Estado no podrán 
ser removidos sin causa justificada ante el Tribunal 
Supremo de Justicia. 
Art. 240. Las Cortes señalarán el sueldo que 
deben gozar los Consejeros de Estado. 
Art. 241. Los Consejeros de Estado, al tomar 
posesión de sus plazas, harán en manos del Rey 
juramento de guardar la Constitución, ser fieles al 
Rey y aconsejarle lo que entendiesen ser conducen-
te al bien de la nación, sin mira particular ni inte-
rés privado.» 
De la manera corno queda referido en los artícu-
los de la Constitución que se han transcrito, se pre-
tendió organizar el Consejo de Estado, á quien por 
contraposición sin duda de lo dispuesto en la Cons-
titución llamada de Bayona de 1808, se suprimió la 
facultad de entender en los negocios contenciosos 
de la Administración, limitando sus funciones, como 
especifica el art. 237, á proponer al Rey por ternas 
la presentación de todos los beneficios eclesiásticos 
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y para la provisión de las plazas do la judicatura- 
Un notable publicista dice, á propósito del carác-
ter de este Consejo: «Declarado único Consejo del 
 
Rey (lo cual envolvía inconveniencias y absurdos 
 
quo ya se notaron) y autorizado con las facultades 
 
que indicábamos poco ha, correspondióle también 
 
por complemento de sus atribuciones presentar en  
terna para todos los beneficios eclesiásticos de nom-
bramiento Real y para la provisión de las plazas de 
 
la judicatura; y aquí terminaba concluyentemente  
el poder y autoridad del Consejo de Estado, que no 
 
era por cierto de flaca y débil importancia; que se  
extendía sin duda en anchas é importantes regio-
nes; mas que a pesar de eso estaba también en al-
gunos puntos corta, limitada, escasa absolutamente, 
 
dejando vacíos, y sin comprender capítulos impor-
tantes de lo que ya se juzgaba necesariamense su-
bordinado á la institución. Bástenos citar como  
prueba la jurisdicción contencioso - administrativa.»  
Sin embargo, ni el Consejo de Estado que creó la  
Constitución de 1808, ni el de la de 1812 que veni-
mos de reseñiar, tuvieron ejecución propiamente di-
cha, porque vuelto el Rey al ejercicio de su Poder  
en 1814, abolió la Constitución y restableció los 
 
Consejos, y entre ellos la Junta de Estado que ha-
bía ya servido en tiempo de Carlos III, mandando  
que se atuviese á su Reglamento de 1791. Aunque  
el Consejo de Estado, en esta forma establecido,  
servía en unión de los demás para aconsejar al Mo-
narca en aquellos negocios reservados de Gabinete,  
y para dar su parecer en ciertas cuestiones que el  
Ministerio proponía, sabido es que el Rey lo utilizó  
escasísimas veces, viniendo á convertirse, como dice  
un escritor, en panteón de Ministros y favoritos que  
caían de la gracia del Monarca.  
^---..--..^— 	 -- - ^ - 
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El movimiento político que tuvo lugar en 1820, 
restableció la Constitución anterior y con olla el 
Consejo de Estado, en la forma que anteriormento 
quedó expuesta, que subsistió, hasta que á fines 
de 1823, y por consecuencia de otro movimiento de 
fuerza, se restableció de nuevo el régimen absoluto. 
No conduce á nuestro propósito seguir paso á 
paso las innovaciones que en punto á Consejos se 
introdujeron, á partir desde aquel momento, ha-
ciendo, por consiguiente, gracia á nuestros lectores 
de los móviles y razones que llevaron á efecto la 
propuesta hecha al Monarca en Agosto de 1824 de 
la formación de la Junta de Estado, la creación en 
13 de Septiembre de dicho año de la Real Junta 
consultiva de Gobierno y demás tentativas que la 
historia política de nuestro país señala; basta con 
que consignemos que á la muerte de Fernando VII, 
llamado el Deseado, existían, además del Consejo de 
Estado en la forma que hemos visto, el Consejo de 
Castilla, el de Indias, el de Hacienda, el de las  Or 
 dones Militares y el de Guerra, a los cuales f ué pre-
ciso añadir el Consejo de Gobierno, verdadero Con- 
sejo de Regencia, creado por el testamento del Rey 
para que auxiliase á la Reina, que dejaba protecto-
ra y Gobernadora durante la menor edad de su hija, 
y que se componía do siete personas, según la Prag-
mática de 6 de Octubre de 1833 y Real decreto de 
19 de Diciembre siguiente. 
Pronunciada la opinión en el sentido de las refor-
mas administrativas, en las que pusieron grande 
empeño los hombres que sucedieron en el Gobierno 
de la Nación, con fecha 24 de Marzo de 1834 se pu-
blicaron seis decretos: por uno de ellos se suprimió 
el Consejo de Castilla y se creó el Tribunal Supre-
mo de Gracia y Justicia de España é Indias, al cual 
pasaron todas las atribuciones de los Consejos de 
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Castilla é ludias, menos aquellas que se referían á 
la administración y gobierno del país; por otro, se 
suprimió el Consejo de Guerra y se creó el Tribunal 
de Guerra y Marina con las mismas atribuciones 
que aquél tenía; por otro, se suprimió el Consejo de 
Hacienda, creándose á su vez un Tribunal de Ha-
cienda; por otro, se declaró suspenso el Consejo de 
Estado, reemplazándole en sus atribuciones el de 
Gobierno; por otro, se recomendó al Ministro de 
Gracia y Justicia que propusiera los trabajos nece-
sarios acerca del Consejo de Ordenes Militares, cu-
yas vicisitudes posteriores son de todos conocidas. 
Por último, por el decreto restante y eu sustitución 
de las extinguidas Salas de gobierno y administra-
ción de los suprimidos Consejos, se creó una nueva 
Corporación, con el título de Consejo Real de Espa-
fia y de Indias, que era eu realidad un Consejo de 
Estado, en sus atribuciones, en su organización, en 
la índole de las instituciones y en los caracteres que 
le distinguían de los demás Consejos, así adminis-
trativos corno judiciales. 
En efecto, dicho Consejo Real se componía de 
29 Consejeros, divididos en siete secciones, que 
debían entender respectivamente en los negocios 
de Estado, de Gracia y Justicia, de Gobernación, de 
Guerra, de Marina, de Hacienda y de Indias, esto 
es, tantas secciones como Ministerios: tenía un Presi-
dente de nombramiento real, como lo eran también 
los Consejeros, y un Secretario, cuyos funcionarios 
debían ser propuestos por el Ministro de Estado, 
como Presidente de las secciones del Consejo, debían 
servir de auxilio al respectivo Ministerio á que per-
tenecían, y prestarle ayuda en la resolución de to-
dos los negocios graves que ocurrieran. No se decía 
en el decreto cuándo se habían de reunir estas sec-
ciones para deliberar en común, ni cuándo para for- 
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mar la Junta general del Consejo: esto particular y 
los demás que pudieran constituir la unidad de los 
trabajos en que entendiera el Consejo, se dejaron 
á la ejecución de un Reglamento - que se mandaba 
formar por los arts. 9.° y 11 del referido decreto. 
Objeto de la más acervas censuras, por parte de 
algunos escritores, fué el Consejo Real de España 
é Indias, así creado: un notable publicista decía 
acerca del mismo: 
«Dos defectos señalaban al Consejo Real y exi-
gían urgentemente remedio: era el primero, la ex- 
tremada holgura y división del Cuerpo mismo, que 
no parecía ser uno solo compatible cuando fuese 
necesario, sino más bien por el sistema opuesto; 
seis ó siete Consejos diferentes, con otros tantos 
Secretarios, con otras tantas oficinas, capaces sólo 
de reunirse en casos de absoluta necesidad: falta 
ciertamente grave y de no poca importancia, ya 
por los males que constantemente ocasiona á este 
país el exceso de oficinas, ya porque el Consejo 
perdía el carácter de unidad con todas las v enta-jas y autorización que á éstas son consiguientes, 
rebajando por ello su carácter, adoptando juris-
prudencias distintas, descendiendo en fin de la 
alta consideración de que debiera estar rodeado. Y 
el segundo defecto, que así, considerado en grande, 
no puede por menos atribuírsele, reducíase igual-
mente que en la anterior época constitucional, á fal- 
ta de jurisdicción contencioso-administrativa, que 
tampoco esta vez se tuvo presente corno propia do 
este Consejo ó quo por lo menos no encontró gracia 
ni cabida en el catálogo de sus atribuciones.» 
Realmente, este segundo defecto tiene pocos mo-
tivos de explicación en aquellos tiempos en que ya 
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la opinión estaba completamente pronunciada en el 
sentido del planteamiento de la jurisdicción conten-
cioso-administrativa como derivación de los princi-
pios políticos modernos, y como consecuencia de la 
facultad de administrar concedida á la Corona como 
peculiar del régimen constitucional. Así es que, 
atendida esta consideración, la condición de las per-
sonas que intervinieron en la ordenación de los de-
cretos que anteriormente quedaron enumerados, y 
la época en que éstos fueron publicados, son varios 
los escritores que hallamos contestes en asegurar, 
que no pudiendo alegar á causas distintas omisión 
tan marcada, debían pronunciarse en el sentido de 
suponer que los hombres que habían dictado aque-
llas disposiciones, se reservaban para un acto 
posterior y de gobierno el planteamiento definitivo 
de la jurisdicción contencioso-administrativa. 
Pero una de dos, ó los referidos escritores se 
equivocaron no acertando el verdadero propósito de 
quienes al crear el Consejo Real omitieron conce-
derle las atribuciones propias de aquella jurisdic-
ción, ó circunstancias imprevistas que no están su-
ficientemente demostradas, impidieron que de ser 
aquel su propósito, se realizase; porque lo cierto es 
que el Consejo Real no entendió de las materias 
contenciosas de la Administración. 
El Consejo Real, organizado de la manera y con 
las atribuciones que le concedía el decreto de 1834, 
subsistió hasta el 11 de Septiembre de 1836, en que 
los sucesos políticos debieron aconsejar su supre-
sion. 
Posteriormente se publicó la Constitución de 1837, 
en la que nada, absolutamente nada, en concreto se 
dice de la jurisdicción contencioso-administrativa, 
ni del Consejo de Estado, limitándose, al tratar del 
Poder judicial, á consignar en el art. 63 que á los 
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Tribunales y Juzgados pertenecía exclusivamente 
la potestad de aplicar las leyes en los juicios civiles 
y criminales, añadiendo, sin que puedan ejercer otras 
funciones que las de juzgar y hacer que se ejecute lo 
juzgado: y el art. 64, en que se dispone que las leyes 
determinarían los Tribunales y Juzgados que había 
de haber, la organización de cada uno, sus faculta-
des, el modo de ejercitarlas y las cualidades que 
habían de tener sus individuos. 
Producto la referida Constitución de inteligen-
cias entre los diversos partidos políticos, que ce-
diendo sin duda al peso de las circunstancias, se 
prestaron con concesiones mutuas á hacer una obra 
estable y duradera, tal vez obedeciera la omisión no-
tada á ese mismo espíritu de concordia, pues real-
mente es de notar que en las mismas Cortes que 
ordenaron esa Constitución, en la cual nada se dice 
ni del Consejo de Estado, ni de la jurisdicción con-
tencioso-administrativa, naciera ésta, por decirlo 
así, con bases y fundamentos tan sólidos como en 
el curso do la presente reseña se han de anotar, 
dándose después al Consejo de Estado un carácter 
de asiento y respetabilidad de quo por espacio de 
muchos años había carecido. 
El primer destello, pues, de la jurisdicción con-
tencioso-administrativa, determinado en precepto 
legislativo bajo el régimen constitucional, lo halla-
mos en el proyecto de ley de «Organización y 
atribuciones de los Consejos de provincias,» pre-
sentado en el Congreso de los Diputados en 12 de 
Noviembre de 1838, por el que entonces lo era, don 
Francisco Agustín Silvela. Constituía ésto un pro-
yecto completo y bien meditado, precedido de una 
excelente exposición de motivos, en que con clari-
dad suma se exponía toda la organización que de-
bía darse á los Consejos de provincia para conocer 
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en las cuestiones contenciosas de la Administración 
y la jurisdicción á que se habían de extender los 
mismos; pero aun cuando el referido proyecto fue 
ligeramente modificado y aprobado por la Comisión 
del Congreso que entendió del mismo, disueltas las 
Cortes, quedó sin aprobarse definitivamente. 
Poco tiempo después el Gobierno nombró una 
Comisión compuesta de personas competentes y no-
tables para que diesen su dictamen sobre esta misma 
materia, proponiendo al mismo cuanto conceptua-
ron útil: esta Comisión, en la que figuraban Martí-
nez de la Rosa, Sancho; Garelly, Pacheco y otros, 
llenó su cometido, presentando un dictamen en el 
que, prescindiendo de la exposición de motivos, 
cuya inserción haría demasiado extensa nuestra 
cita, se proyectaba lo siguiente: 
«Artículo 1.0 Habrá un Consejo de Estado, com-
puesto del Presidente y veintiocho Consejeros. 
Art. 2.° Para ser nombrado individuo de este-
Consejo, se requieren cuarenta años de edad y ha-
berse distinguido notablemente por sus conocimien-
tos ó por sus servicios importantes al Estado. 
Art. 3.° El nombramiento de los Consejeros de 
Estado se verificará, oído el Consejo de Ministros, 
y en virtud de un Real decreto expedido por el Pre-
sidente de éste. 
Art. 4.° El Consejo de Estado tendrá un Secre-
tario que será nombrado del mismo modo que los 
individuos del Consejo. 
Art. 5.° El Presidente y los Consejeros de Esta-
do tendrán el tratamiento de Excelencia. 
Art. 6. 0 El Presidente del Consejo de Estado 
gozará, por ahora, del sueldo de 60.000 reales; los 




Art. 7.° El Consejo resolverá los negocios quo 
se le sometan, ó en pleno, ó dividido en Secciones, 
ó por medio de Comisiones especiales. 
Art. 8.° Los Ministros tienen derecho de asistir 
á las sesiones del Consejo y de tomar parte en sus 
discusiones, pero sin voto. 
Art. 9.° Las atribuciones del Consejo de Estado 
son las siguientes: 
Redactar los proyectos de ley, de decretos, regla-
mentos, y ordenanzas que le encomiende el Go-
bierno. 
Examinar las bulas, breves y rescriptos pontifi-
cios, y dar su dictamen acerca de su pase reten-
ción. 
Informar acerca de todos los asuntos graves que 
de Real orden se le remitan con este fin. 
Conocer de los negocios contencioso-administrativos 
en el modo y  forma que determinen las leyes. 
Art. 10. El Gobierno, oído el dictamen del Con-
sejo, inmediatamente que esté constituido, formará 
un Reglamento para su régimen interior., 
Tal era el proyecto presentado por la Comisión 
nombrada al Gobierno de 1838. A principios de 
1839, el Gobierno presentó al Senado otro proyecto 
de ley, cuyo articulado es como sigue: 
«Artículo 1.° Habrá un Consejo de Estado com-
puesto de treinta individuos al menos. 
Art. 2.° El nombramiento de los Consejeros de 
Estado se verificará, oído el Consejo de Ministros, 
y en virtud de un Real decreto dirigido al Presiden-
te del mismo. 
Art. 3.° Para ser nombrado individuo de este 
Consejo, se requiere tener cuarenta años de edad 
y haberse distinguido notablemente por sus cono- 
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cimientos 6 por sus servicios importantes en las 
diversas carreras del Estado. 
Art. 4. 0 El nombramiento de Consejero de Es-
tado no es incompatible con el cargo de Senador y 
Diputado, con empleo en Casa Real, ni con otro des-
tino 6 comisión del Gobierno, ya sea en la carrera 
militar ó civil, ya en la judicial 6 eclesiástica. 
Art. 5.° Los Consejeros de Estado tendrán el 
tratamiento de Excelencia y gozarán los mismos 
honores y preeminencias que han disfrutado hasta 
el día los que han tenido esta dignidad. 
Art. 6.° Los Ministros, Secretarios del despacho, 
mientras lo fueren, son Consejeros natos de Estado, 
y los cesantes lo serán honorarios. 
Art. 7.° Las atribuciones del Consejo de Estado 
son las siguientes: 
Redactar los proyectos de ley, los decretos, regla-
mentos y órdenes que le encomiende el Gobierno, 
dar su dictamen sobre las declaraciones de guerra, 
tratados de paz y alianza, de comercio ó de sub-
sidios. 
Examinar las bulas, breves y rescriptos pontifi-
cios, y exponer su parecer acerca del pase 6 reten-
ción de los mismos. 
Informar acerca de todos los asuntos graves que 
de Real orden se le remitan con este fin. 
Consultar en los negocios contencioso-administra-
tivos en el modo y forma que determinen las leyes. 
Art. 8.° En la ausencia del Rey, Reina, Regente 
6 Regencia que gobierne el Reino, será presidido el 
Consejo de Estado por un Decano de nombramien-
to Real. 
Art. 9.° El Consejo de Estado tendrá un Secre• 
tario que será nombrado del mismo modo que los 
demás individuos del Consejo. 
Art. 10. El Decano del Consejo de Estado, go- 
S^` 
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zará por ahora del sueldo do 60.000 reales: los Con-
sejeros el de 50.000 y el Secretario del Consejo el 
de 40.000. 
Art. 11. Siempre que algún Consejero tenga al-
guna comisión, empleo ú otro cargo cuyo desem-
pefio sea compatible con las ocupaciones del Con-
sejo, á juicio dol Gobierno, se le completará el suel-
do, sobre el que disfruta, si fuese menor, hasta el 
total asignado á los Consejeros de Estado. 
Art. 12. El Consejo resolverá los negocios que 
se le sometan, ó en pleno ó dividido en Secciones, 
ó por medio de Comisiones, del modo y forma que 
el Reglamento establezca. 
Art. 13. El Gobierno, oído el dictamen del Con 
sejo, inmediatamente que esté constituido, formará 
un Reglamento para su régimen interior, planteando 
entre tanto su secretaría de un modo económico y 
conveniente.» 
Si comparamos uno y otro proyecto, veremos que 
entre ambos, y en medio de varias modificaciones 
de escasa monta, existen otras diferencias esencia-
les: la Comisión proponía 28 Consejeros, y el pro-
yecto del Gobierno establece 30 individuos al me-
nos; la Comisión presentaba el cargo de Consejero 
incompatible con cualquier otro, y el Ministerio decía: 
=El nombramiento de Consejero no es incompatible 
»con el cargo de Senador ó Diputado, con empleos 
»de la Casa Real, ó con otros destinos ó Comisiones 
»del Gobierno, ya sea en la carrera militar ó civil, 
s ya en la judicial ó eclesiástica; » la Comisión pro-
ponía que los Ministros pudieran asistir á las Sesio-
nes del Consejo, y el Gobierno proyectaba que los 
Ministros, mientras lo fuesen, se considerarían como 
Consejeros natos, y los que quedasen cesantes, como 
honorarios; la Comisión suponía que el Consejo de 
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Estado debería tener un Presidente nombrado como 
los Consejeros, y el Ministerio señalaba que «en 
»ausencia del Rey, Reina, Regente 6 Regencia que 
»gobernase la nación, el Consejo sería presidido 
»por un Decano de nombramiento real.» Finalmen-
te, y para nuestro objeto es la parte más esencial, 
entre las atribuciones señaladas por la Comisión al 
Consejo de Estado, estaba la de «conocer de los ne-
gocios contencioso-administrativos en el modo y 
»forma que determinasen las leyes,» y el Gobierno 
á su vez proponía entre dichas atribuciones del Con-
sejo, la de «consultar en los negocios contencioso 
»administrativos en el modo y forma que deter-
minan las leyes,» añadiendo además la de «dar su 
»dictamen sobre las declaraciones de guerra, tra-
tados de paz y alianza, de comercio y de subsi-
dios.» 
De este modo, y con sólo comparar estas diferen-
cias, se nota el origen de la jurisdicción retenida en 
la materia contencioso-administrativa, toda vez que 
ni dentro del lenguaje real, ni mucho menos dentro 
del jurídico, conocer equivale á consultar, naciendo 
de aquí lo que, objeto de apreciación distinta den-
tro de las ideas políticas de los diferentes partidos, 
ha sido durante muchos años motivo de controversia 
y discusión por parte de unos, en el sentido de que 
la jurisdicción contenciosa debe ser delegada, y por 
parte de otros en el de que debe continuar siendo 
retenida. 
Mas no es este seguramente el lugar y momento 
en que debamos entrar en esta materia puramente 
doctrinal, que tendrá su lugar debido en el curso 
del presente estudio; dejándola, pues, iniciada tan 
sólo para determinar el momento histórico en que 
la jurisdicción contencioso administrativa se presen-
tó tal y como hasta el presente la hemos conocido, 
a- 
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continuaremos nuestra relación para volver sobre 
aquella en ocasión oportuna. 
Pasado el proyecto del Gobierno de que anterior-
mente queda hecho mérito, á la Comisión del Sena-
do correspondiente, ésta introdujo en él algunas va-
riaciones, siendo las más importantes la de reducir 
á veinte el número de Consejeros; la de proponer 
que el cargo de Consejero fuera incompatible con 
otro cualquier empleo efectivo en las diferentes ca-
rreras del Estado; la de variar la atribución conferi-
da al Consejo de consultar en los negocios conten-
cioso-administrativos, sustituyendo en cambio que 
el Consejo conocería en los referidos negocios «y en 
las cuestiones sobre apelación del derecho de gentes, en 
el modo y forma que determinasen las leyes, haciendo 
en esos casos de Fiscal un individuo de su seno.» Por 
último, la Comisión del Senado añadió á las atribu-
ciones que el Gobierno proponía para el Consejo la 
de «decidir las competencias entre las Autoridades 
judicial y administrativa, y sobre las atribuciones de 
los respectivos Ministerios.» 
Suspendida la legislatura de aquellas Cortes, en 
la siguiente del mismo año reprodujo el Ministerio 
un proyecto del Consejo de Estado que en realidad 
era el mismo que había propuesto la Comisión del 
Senado; pero ni entonces ni después, el proyecto 
estableciendo el Consejo de Estado en la forma y 
con la jurisdicción que acabamos de ver, obtuvo la 
sanción de ley, determinándose, sin embargo, como 
oportunamente conviene que señalemos, un hecho 
verdaderamente esencial, cual fué, que aceptándose 
como general la idea de que cuanto se relaciona con 
el ejercicio de la Administración, y entre ello la juris-
dicción contencioso-administrativa, constituye una 
rama de la prerrogativa Real, en cuanto se halla 
comprendida dentro de las funciones del Poder eje- 
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cutivo, á diferencia de lo establecido por las Consti-
tuciones de 1808 y 1812, y siguiendo el ejemplo dado 
por la de 1837, ni la posterior de 1845, ni ninguna 
de las sucesivas, incluso la de 1876, que actualmente 
nos rige, ni ninguna de sus reformas hicieron, como 
aquellas habían hecho, capítulo especial de la orga-
nización y atribuciones del Consejo de Estado. Esta 
observación, que, como puede comprenderse, debe 
ocupar el presente lugar en la resefia que venimos 
haciendo, determina de una manera evidente lo que 
anteriormente dejamos sentado, haciendo que la 
discusión de los partidos políticos haya versado y 
verse sobre la forma en que deba practicarse la ju-
risdicción, pero poniendo fuera de toda duda la ne-
cesidad de su existencia. 
En 1845, la suspirada aspiración de las reformas 
administrativas tuvo por fin lugar, estableciéndose 
los principios que venían sustentándose en las ma-
terias contenciosas de la Administración. En efecto, 
por la ley de 6 de Julio de dicho año, complemen-
tada por el Real decreto de 22 de Septiembre si• 
guiente, se creó el Consejo Real, dotándole de una 
Sección encargada de instruir los expedientes y pre-
parar las resoluciones en asuntos contenciosos, á 
cuyo fin, por Real decreto de 30 de Diciembre de 
1846, se aprobó el Reglamento formado expresa-
mente para la tramitación y resolución de los 
mismos. 
Dicho Reglamento establecía en su tít. 1.0 acerca 
de la competencia y régimen del Consejo Real en 
los negocios contenciosos de la Administración: 
cArtículo 1.0 Corresponde al Consejo Real co-
nocer eu primera y única instancia: 
Primero. De las demandas contenciosas sobre 
el cumplimiento, rescisión y efectos de los remates 
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y contratos celebrados directamente, ó por el Go-
bierno 6 por las Direcciones generales de los dife-
rentes ramos de la Administración. 
Segundo. De las demandas á que den lugar las 
resoluciones de los Ministros de S. M. cuando el 
Gobierno acuerdo previamente someter al conoci-
miento del Consejo las reclamaciones de las partes. 
Tercero. De los recursos de reposición, acla-
ración y revisión de sus providencias y resoluciones. 
Art. 2.° Compete igualmente al Consejo conocer 
en apelación de las resoluciones de los Consejos 
provinciales y de las de cualesquiera otra autoridad 
que entienda en primera instancia de negocios con-
tencioso-administrativos. 
Art. 3.0 La sección de lo contencioso preparará 
las resoluciones finales del Consejo, dictando al efec-
to las providencias de actuación que convinieren.» 
En esta forma, y con la creación de los Consejos 
provinciales, llevada a, efecto por la ley de 2 de 
Abril y Reglamento de 1.° de Octubre de 1845, la 
jurisdicción contencioso-administrativa quedó im-
plantada en la Península, bajo el carácter de juris-
dicción retenida, y concediéndosele por consiguiente 
la facultad de consultar. 
Sin embargo, innovación y reforma de tal magni-
tud, no afectó desde el primer instante las condi-
ciones de estabilidad que hubiesen sido tan necesa-
rias y provechosas: el movimiento político de 1854 
determinó la suspensión de los Consejos provinciales 
que lo fueron por Real decreto de 7 de Agosto de 
dicho año, encomendando el conocimiento de los 
asuntos contenciosos á las Diputaciones provinciales, 
que los llevarían por los mismos trámites estable-
cidos, y creándose, por soberana resolución de la 
misma fecha un Tribunal contencioso-administra- ontencioso-administr
-4 
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tivo para el despacho de los negocios que venían 
confiados al Consejo Real, teniendo las sentencias 
de aquél, como las de éste, tan sólo el carácter con-
sultivo. 
Aplazada, sin embargo, la constitución de este 
Tribunal hasta la decisión de las Cortes, no llegaron 
éstas á discutir el proyecto de ley que se les pre-
sentó constituyendo el Consejo de Estado; la varia-
ción sufrida en la política de 1856, restituyó en su 
vigor las disposiciones adoptadas en 1845, de que 
anteriormente queda hecho mérito, y con posterio-
ridad, en 1858, el Consejo Real adoptó definitiva-
mente el nombre de Consejo de Estado, con que 
hasta nosotros ha llegado. 
Las disposiciones que hasta el presente venimos 
enumerando, no extendieron hasta nuestras provin-
cias de Ultramar la jurisdicción contencioso admi-
nistrativa, hasta que por el capítulo 6.0 de la Real 
cédula de 30 de Enero de 1855 así se dispuso; la ex-
tensión y competencia de dichajurisdicción en aque-
llas apartadas regiones se especificó de la siguiente 
manera: 
«Art. 120. Compete á las Reales Audiencias, 
constituidas en acuerdo, conocer en via contenciosa, 
después de agotada la gubernativa ante las autori-
dades administrativas, por su orden jerárquico, de 
los agravios que se causen á los particulares en la 
aplicación de las leyes, Ordenanzas y Reglamentos 
administrativos, ofendiendo un verdadero derecho. 
Art. 121. Producen lo contencioso administra-
tivo, llegado el caso del artículo anterior, las resolu-
ciones que recaigan sobre los asuntos siguientes: 
Primero. El repartimiento y exaccción indivi-
dual de toda especie de cargas municipales. 
Segundo. El cumplimiento, inteligencia, resci- 
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sión y efectos de los contratos y remates celebrados 
con la Administración en todos los ramos del Esta-
do para cualquier servicio en obra pública. 
Tercero. Los dados y perjuicios ocasionados por 
la ejecución de las obras públicas. 
Cuarto. La incomodidad ó insalubridad de las 
fábricas, establecimientos, talleres, máquinas ú ofi-
cios, y su traslación á otros puntos. 
Quinto. La pertenencia en posesión de los terre-
nos colindantes entre pueblos y á que dé margen el 
deslinde de los términos de éstos, salva la cuestión 
de propiedad. 
Sexto. El deslinde, amojonamiento y pertenen-
cia en posesión de los montes del Estado o de los 
establecimientos públicos, sin perjuicio de ventilar 
la cuestión de propiedad en la forma común. - 
Séptimo. El curso, navegación y flote de los 
ríos y canales, obras hechas eu sus márgenes y cau-
ces, y primera distribución de sus aguas para riego 
y otros usos. 
Octavo. La concesión, explotación y abandono 
de las minas. 
Noveno. El cumplimiento, inteligencia, resci-
sión y efectos de los arrendamientos, ventas y mer-
cedes de los bienes del Estado, cuando en estos dos 
últimos casos se trate del acto primitivo de adquisi-
ción, y salvo el pleito de propiedad. 
Décimo. La aplicación en su parte penal de las 
Ordenanzas ó Reglamentos generales de policía de 
aguas, caminos, montes y demás objetos públicos, 
mientras el hecho no constituya delito.» 
Estas disposiciones, directamente relacionadas 
con cuanto constituye el fondo de la competencia y 
jurisdicción que creaba la referida Real cédula de 
30 de Enero de 1855, tenían su complemento en lo 
^^ . 
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dispuesto en los arts. 118 y 119 de la misma, que 
literalmente decía: 
«Art. 118. El Gobernador, Capitán general, de-
berá oir previamente al acuerdo sobre las Ordenan-
zas, Reglamentos ó disposiciones generales de su 
competencia y de la de los Gobernadores y Tenien-
tes Gobernadores, siempre que puedan afectar la 
administración de justicia. 
En los demás casos, oirá á las Corporaciones su-
periores establecidas ó que se estableciesen en el 
ramo de que se trata. 
Los Gobernadores y Tenientes Gobernadores ne-
cesitan la aprobación superior previa para llevar á 
efecto toda disposición general permanente de su 
competencia. 
Art. 119. Los Tribunales no admitirán reclama-
ción alguna contra las disposiciones de que habla 
el artículo anterior, pudiendo los interesados diri-
girse por la vía gubernativa al Gobernador, Capitán 
general, quien resolverá oyendo previamente al 
acuerdo. 
De esta providencia se podrá recurrir al Gobier-
no, por conducto del mismo Gobernador, Capitán 
general, que con el recurso remitirá el expediente 
para la oportuna resolución mía.' 
La confusión que entre la Administración y la 
Justicia creaba esta disposición, tuvo su término, 
con la publicación de tres Reales decretos dados en 
 4 de Julio de 1861, según los cuales, por el prime-
ro se privó á las Audiencias, constituidas en acuer-
do, de consultar y fallar los asuntos de la Adminis-
tración, privándoles, por consiguiente, de las facul- 
tades administrativas que, por la Real cédula que 
se acaba de examinar, se les había conferido; por 
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el segundo, se creaba para cada una de las provin-
cias ultramarinas un Consejo de Administración 
(que aun hoy subsiste) dividido en Secciones, una 
de las cuales, llamada de lo Contencioso, estaba en-
cargada de los litigios administrativos, y por el ter-
cero se determinaba el Reglamento para el modo de 
proceder en los asuntos de esta naturaleza. 
A su vez en la Península se adoptaban resolucio-
nes que, regimentando de una manera más sólida 
y definitiva la jurisdicción contencioso-administra-
tiva, han determinado su estabilidad, aunque no 
sin variaciones, hasta época reciente. En efecto; la 
ley de 17 de Agosto de 1860, dió al Consejo de Es-
tado una organización completa, señalando entre 
sus atribuciones, en cuanto se relaciona con la juris-
dicción contencioso-administrativa, las que compren-
den los arts. 46 y siguientes, que literalmente de-
cían: 
«Art. 46. El Consejo, constituído en Sala de lo 
Contencioso, del modo que se establece en los ar-
tículos 18 y 19 de esta ley (1) será oído en única ins-
tancia sobre la resolución final de los asuntos de la 
Administración central cuando pasen á ser conten-
ciosos y señaladamente en los que siguen: 
(1) Art. 18. El Consejo pleno se constituirá en Sala de lo 
Contencioso para la resolución final de los negocios conten-
cioso-administrativos, sobre que haya informado también en 
pleno, ó de los que se lleven á él por recurso de revisión. 
Para que haya acuerdo en el Consejo, así constituido, se 
necesita la asistencia de 17 Consejeros. 
Art. 19. tara la resolución final de los demás negocios 
contencioso-administrativos, formarán la Sala de lo Conten-
cioso, la Sección de este nombre, dos Consejeros de la Sección 
que entiende en los asuntos del Ministerio á que correspon-
de la reclamación, y otro de cada una de las demás Secciones. 
No podrá haber acuerdo, sin la asistencia de nueve Conse-
jeros. 
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Primero. Respecto al cumplimiento, inteligen-
cia, rescisión y efectos de los remates y contratos 
celebrados directamente por el Gobierno 6 por las 
Direcciones generales de los diferentes ramos de la 
Administración civil ó militar del Estado, para toda 
especie de servicios y obras públicas. 
Segundo. Respecto á las reclamaciones á que 
den lugar las resoluciones particulares de los Mi• 
uistros de la Corona en los negocios de la Península 
y Ultramar. 
Tercero. Respecto á los recursos de reposición, 
aclaración y revisión de las providencias y resolu-
ciones del mismo Consejo. 
Art. 47. También será oído el Consejo sobre la 
resolución final en toda última instancia de los ne-
gocios contencioso-administrativos, y sefialadamen-
te en los recursos de apelación, nulidad y queja. 
Contra cualquiera resolución del Gobierno acerca 
de los derechos de las clases pasivas civiles. 
Contra los fallos de los Consejos de provincia. 
Contra los fallos del Tribunal de Cuentas del 
Reino y de los de Ultramar en los recursos de casa-
ción de que tratan las leyes especiales de estos 
Cuerpos. 
Art. 48. El Consejo será oído en Secciones: 
1.° Sobre los indultos particulares que no sean 
acordados en Consejo de Ministros. 
2.° Sobre la naturalización de extranjeros. 
3.0 Sobre la autorización para litigar que deba 
ser otorgada por el Gobierno. 
4.° Sobre las autorizaciones que deba el Gobier-
no conceder para encausar por abusos cometidos en 
el ejercicio de sus cargos á los empleados públicos 
no comprendidos en la atribución 11 del art. 45. 
5.° Sobre la admisión ó denegación de la vía 
contenciosa contra la resolución de los Ministros de 
JURISDICCIONES ESPECIALES. 	 4 
la Corona 6 de los Directores generales de los dife-
rentes ramos de la Administración civil 6 militar 
que causen estado. 
El Gobierno podrá consultar al Consejo en plenas 
sobre todos los asuntos enumerados en este artículo 
y acerca de cualquiera' otros de los que se hayan 
atribuído en esta ley á las Secciones. 
Art. 49. Será también oído el Consejo en pleno, 
en Sala de lo Contencioso 6 en Secciones, sobre 
todos los demás asuntos que prescriban las leyes 6 
disposiciones generales, ó que estuviesen atribuidos 
anteriormente al Consejo Real 6 al Tribunal Con-
tencioso-administrativo.» 
A virtud de lo dispuesto en los arts. 70 y 71 de la 
ley que venimos examinando, y con las modificacio-
nes establecidas en él por el Real decreto de 19 de 
Octubre de 1860, el Reglamento de 30 de Diciembre . 
de 1846 rigió para el Consejo de Estado, organiza-
do por aquélla, hasta que con fecha 30 de Junio 
de 1860 se publicó el Reglamento definitivo, que, 
con las alternativas que oportunamente dejaremos
. 
señaladas, ha venido rigiendo hasta hace poco. 
Este Reglamento, de carácter puramente interior, 
nada prescribe en cuanto se relaciona con la sus-
tanciación de los negocios contencioso-administrati-
vos, en cuyo punto ha continuado vigente el de 1846. 
Los movimientos políticos que se operaron en 
1868 alcanzaron también á la jurisdicción conten-
cioso-administrativa, convertida ya, como anterior-
mente queda manifestado, en cuestiones de partido; 
así es, que con fecha 13 de Octubre de dicho añœ 
se publicó un decreto por el Gobierno provisional, 
suprimiendo dicha jurisdicción, cuyos términos, en 
la parte dispositiva, son los siguientes: 
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«Artículo 1.° Se suprime la jurisdicción conten-
cioso-administrativa, que, según las leyes, decretos 
y Reales órdenes, ejercían el Consejo de Estado y 
los Consejos provinciales. 
Art. 2.° Se suprimen los Consejos provinciales 
y la Sección de lo Contencioso del Consejo de Es-
tado. 
Art. 3.° Los negocios pendientes ante el Conse-
jo de Estado pasarán al Tribunal Supremo de Jus-
ticia, y los que lo estén ante los Consejos provin-
ciales, á las Audiencias, sustanciándose según el 
estado en que se encuentren. 
Art. 4.° Los recursos de alzada y nulidad que 
en lo sucesivo se incoasen, se elevarán al Tribunal 
Supremo de Justicia. 
Art. 5. 0 Las demandas que, según la legislación 
vigente, hasta ahora debían establecerse en primera 
y única instancia ante el Consejo de Estado, lo se-
rán en lo sucesivo ante el Tribunal Supremo de 
Justicia. 
Art. 6.° La tramitación de los asuntos conten-
cioso-administrativos se verificará con arreglo á lo 
dispuesto en las leyes y Reglamentos del Consejo 
de Estado y de los provinciales, hasta que otra cosa 
se disponga por las leyes, exceptuándose la parte 
referente á proposición y realización de prueba por 
los litigantes, que se efectuará conforme á las dis-
posiciones de la ley de Enjuiciamiento civil.» 
Como consecuencia de esta disposición, y para 
su cumplimiento, se dictó con fecha 16 de Octubre 
siguiente por el Ministerio de Gracia y Justicia otro 
decreto, cuyo contenido es el siguiente: 
«Artículo 1.0 Para llevar á efecto lo dispuesto 
en los arts. 3. 0 , 4. 0, 5.° y 6.0 del decreto expedido 
^^- ----^ ^ . -- 
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en 13 del actual por el Ministerio de la Gobernación, 
se crea en el Tribunal Supremo de Justicia y en 
todas las Audiencias de la Península é Islas adya-
centes, una Sala que decidirá sobro las cuestiones 
contencioso-administrativas. 
Art. 2.° La Sala á que se refiere el articulo an-
terior, la formarán: en el Tribunal Supremo, el Pre-
sidente del mismo y los dos de Sala más antiguos, 
y en las Audiencias, el Regente con los dos Presi-
dentes, también más antiguos. 
Art. 3.° Todos los acuerdos, instancias y demás 
resoluciones que dicte la Sala, serán por mayoría 
absoluta de votos...» 
Reforma tan radical, en cuanto al ejercicio de la 
jurisdicción contencioso-administrativa se refiere, 
como la verificada por las disposiciones que vienen 
de relatarse, y acerca de la cual, más bien que como 
cronistas, que en este momento somos, no hemos 
de decir ni uua palabra, no podía menos de exigir 
el que se adoptara una resolución de mayor fuerza, 
en que, con la meditación y comedimientos necesa-
rios, se determinase de una manera cabal la nueva 
marcha que á los asuntos de esta especie se impu-
siera; y, efectivamente, con fecha 26 de Noviembre 
del mismo ato 1868, se publicó por el Ministerio 
de Gracia y Justicia un Decreto-ley, en el que se 
dispone lo siguiente: 
«Art. 5.° (1) En los negocios contencioso-admi-
nistrativos se requiere: 
El número de tres Ministros para la providencia 
(1) Los artículos 1.° al 4.° se refieren á la organización de 
las Salas del Tribunal Supremo, por cuya razón hemos creído 
innecesaria su inserción. 
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de sustanciación que no tiene señalado otro es-
pecial. 
El de siete, para las sentencias definitivas, las 
providencias de admisión 6 no admisión-de las de-
mandas, las en que se conceda 6 niegue la reposi-
ción de otras providencias, y las de admisión de to-
das las que requieren el mismo número. 
El de once, para los recursos en que el Consejo 
de Estado haya informado en pleno y los de revi-
sión y sus aclaraciones. En estos casos se agrega-
rán, para completar el número, el Presidente del 
Tribunal y un Presidente de Sala, á los Ministros 
que forman la dotación de la tercera. 
Art. 6. 0 Corresponderá: 
A la Sala primera, el conocimiento de los recur-
sos de casación en el fondo quo se interpongan, en 
virtud de la ley de Enjuiciamiento civil y de la Cé-
dula de 30 de Enero de 1855, de los de Hacienda 
pública, de las de injusticia notoria en los negocios 
de Comercio, de las de nulidad que penden ó aún 
puedan interponerse con arreglo al Decreto de 4 de 
Noviembre de 1838, y de los de súplica que proce-
dan con arreglo á las leyes vigentes contra las pro-
videncias de la Sala segunda. 
A la Sala segunda, el conocimiento de todos los 
demás asuntos que, á excepción de los señalados en 
el artículo anterior, son hoy de la competencia y 
atribuciones del Tribunal Supremo y de los recur-
sos de fuerza que, con arreglo al Decreto de 2 de 
este mes, se interpongan en los negocios de que co-
nozcan los Ministros que ejerzan la jurisdicción 
eclesiástica de las Ordenes militares. 
A los Ministros de esta Sala que ejercen la juris-
dicción eclesiástica de las Ordenes militares, el co-
nocimiento de los negocios que son de su compe-
tencia, en conformidad al expresado Decreto de 2 
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de este mes, arreglándose en sus procedimientos á 
las disposiciones que regían en el Tribunal especial 
de las mismas Ordenes. 
A la Sala tercera, el conocimiento de los negocios 
contenciosos de la Administración, procedentes de 
la Península, islas adyacentes y provincias ultrama-
rinas, ya seau en instancia única, ya sean en apela-
ción ó en recurso de nulidad. 
Art. 7.° La Sala tercera se arreglará en los ne-
gocios de que conozca en instancia única y en los 
recursos de apelación y nulidad, á las disposiciones 
por que se regía el Consejo de Estado para la sus-
tanciación y decisión de lo contencioso-administra-
tivo, inclusa la práctica de las diligencias que para 
esclarecimiento de los hechos sean necesarias, y, por 
lo tanto á la ley orgánica de dicho Cuerpo, dada en 
17 de Enero de 1860, al Reglamento sobre el modo 
de proceder el Consejo Real en los negocios conten-
ciosos de la Administración de 30 de Diciembre de 
1846, al Real decreto de 19 de Octubre de 1860, y 
á las demás leyes y disposiciones quo han venido 
rigiendo hasta aquí en los negocios contencioso-
administrativos, con las modificaciones que quedan 
ya establecidas y las que establecen los artículos si-
guientes. 
Art. 8.° Presentada en la Sala tercera una de-
manda contencioso-administrativa, se oirá por vía 
de instrucción, sobre su procedencia, al Ministerio 
fiscal, aunque no deba ser parte en el pleito. Si ésto 
no se opusiere, declarará la Sala su admisión cuan-
do lo considere procedente. 
Si el Fiscal hiciese oposición, ó la Sala considera-
se que su admisión requiere mayor examen ó que 
que es improcedente, se sefïalará día para la vista, 
con citación de las partes, debiendo decidirse este 
punto dentro de tercer día, fundando siempre la re- 
Juriad. esp.—T. IV. 	 4 
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solución, la cual producirá ejecutoria. Queda, por lo 
tanto, suprimida la consulta que antes hacía el Con-
sejo de Estado sobre admisión ó denegación de ad-
misión de las demandas, y la resolución del Gobier-
no sobre su procedencia. 
Art. 9.° No obstante lo dispuesto en el artículo 
anterior, el Gobierno resolverá sobre la procedencia 
de la vía contenciosa en los casos en que el Consejo 
hubiese elevado su informe antes del día 13 de Oc-
tubre de este año. 
Art. 10. Las sentencias definitivas que la Sala 
tercera pronunciase, se extenderán en la misma for-
ma que las pronunciadas por las otras Salas; siem-
pre serán fundadas, y sin perjuicio de los recursos 
de aclaración y revisión en los casos que procedan, 
causarán ejecutoria y se insertarán en la Colección 
Legislativa. 
Queda suprimida en lo sucesivo la consulta que 
se hacía al Gobierno con arreglo á las leyes ante-
riores; éste, sin embargo, decidirá, según ella, sobre 
los proyectos de sentencia acordados por la Sala de 
lo Contencioso del Consejo de Estado, ó por este 
Cuerpo en pleno, antes del 13 de Octubre de este 
a fio. 
Art. 11. El cargo que se da en el Decreto de 2 
de este mes al Teniente Fiscal del Tribunal Supre• 
mo, respecto á la jurisdicción eclesiástica de las 
Ordenes militares, se entiende sin perjuicio de las 
demás atribuciones y cargos que hasta ahora ha 
venido desempeñando. 
Art. 12. El Ministerio fiscal del Tribunal Su-
premo lo será en los negocios contenciosos de la 
Administración. Para auxiliarle en sus tareas habrá 
dos Abogados fiscales que exclusivamente se ocu-
parán en los negocios do la Salá tercera. La dota-
ción de cada uno será de 2.800 escudos anuales. 
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Art. 13. Habrá eu la Sala tercera tres Secreta-
rios relatores que darán cuenta de los negocios, y 
asistirán á las vistas, los cuales tendrán fe pública 
en todo lo que se refiera al ejercicio de sus funcio-
nes. Su nombramiento recaerá siempre en letrados. 
La dotación de cada uno será de 2.800 escudos 
anuales, y además se les señalará á cada uno la re-
tribución de 600 escudos anuales para gastos de 
escritorio. 
Art. 14. Los Relatores y los Escribanos de Cá-
mara que hoy corresponden á las secciones primera 
y segunda de la Sala primera del Tribunal Supre-
mo, despacharán en la Sala primera, repartiéndose 
entre ellos los negocios con igualdad. 
El Relator y Escribano de Cámara que despa-
chan en la actualidad en la Sala segunda y de In-
dias, quedarán en la segunda. 
El Secretario Relator, el Canciller y el Escribano 
de Cámara del extinguido Tribunal de las Ordenes 
militares, continuarán desempeñando los cargos 
que antes tenían y con los mismos emolumentos y 
derechos en todo lo que se refiere á la jurisdicción 
eclesiástica ejercida antes por aquel Tribunal. 
Art. 15. Dos ugieres llenarán en la Sala tercera 
las funciones que á los de su clase señalaba el Re-
glamento de lo Contencioso por que se han regido 
el Consejo Real y el de Estado. La dotación de 
cada ugier será de 1.400 escudos anuales. 
Art. 16. El Presidente del Tribunal Supremo 
distribuirá los porteros que hoy existen entre las 
tres Salas. 
El mismo Presidente propondrá al Gobierno el 
número do dependientes indispensables por la in-
corporación de la jurisdicción eclesiástica de las 
Ordenes militares al Tribunal Supremo y las dota-
ciones que deban dárseles. 
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Art. 17. La Sala tercera del Tribunal Supremo 
no percibirá honorarios, ninguno de  sus subal-
ternos. 
Art. 18. Los negocios contenciosos de la Admi-
nistración pendientes ó que en lo sucesivo se incoa-
ren, de que conocían antes los Consejos provincia-
les, serán de la competencia de la Sala primera de 
la Audiencia del territorio á que correspondan las 
provincias en que debían comenzarse. 
Art. 19. Los recursos de nulidad y do apela-
ción, cuando su admisión proceda, se interpondrán 
para ante la Sala tercera del Tribunal Supremo de 
Justicia. 
Art. 20. Las Audiencias, en los pleitos conten-
cioso.administrativos, se arreglarán en sus procedi-
mientos, inclusos los de prueba, al Reglamento 
del 1.° de Octubre de 1845, sobre el modo de pro-
ceder los Consejos provinciales, y á las demás dis-
posiciones quo lo completan, sin más excepciones 
que las que se establecen en esta ley. 
Art. 21. La Administración estará representada 
por el Ministerio fiscal en los negocios contencioso-
administrativos que so sigan ante las Audiencias. 
Art. 22. Los Relatores, los Escribanos de Cá-
mara y demás subalternos de las Salas primeras de 
las Audiencias, según sus respectivos cargos, des-
empefiarán las funciones que, según el Reglamento 
de 1.0 de Octubre de 1845, sobre el modo de pro-
ceder los Consejos provinciales eu los negocios con-
tenciosos de la Administración, correspondían á los 
Secretarios y ugieres, sujetándose respecto al per-
cibo de derechos á los aranceles establecidos para 
los negocios comunes. 
Art. 23. Las demandas contencioso-administra-
tivas se interpondrán directamente en la Sala pri-
mera do la Audiencia respectiva, la cual oirá siem- 
111111111F 
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pre al Ministerio fiscal, aunque no deba ser parte 
en el pleito, procediéndose en la forma prevenida, 
respecto al Tribunal Supremo, en el artículo 7. 0 de 
este decreto para decidir la admisión 6 no admisión 
de la demanda. 
Art. 24. Cuando se niegue la admisión, queda-
rá expedito al que se considere agraviado el recurso 
de apelación á la Sala tercera del Tribunal Sup:emo 
de Justicia. El fallo de esta Sala admitiendo ó recha-
zando la demanda, será ejecutorio. 
Art. 25. Cuando se admita la demanda por la 
Audiencia, no habrá lugar á la apelación; pero po-
drá, alegarse su improcedencia como excepción pe-
rentoria, sin que esto impida ni suspenda el curso 
del pleito. 
Art. 26. Se derogan todas las leyes y disposicio-
nes anteriores en lo que sean contrarias á lo que 
queda dispuesto. 
Art. 27. El Gobierno provincial dará cuenta de 
este decreto á las Cortes Constituyentes.» 
Al propio tiempo que en la Península, sufrió idén-
tica transformación en las provincias de Ultramar 
la organización de lo contencioso, que, como opor-
tunamente se ha visto, su jurisdicción estaba con-
fiada a los Consejos de Administración. Por de-
cretos de 7 de Febrero y 2 de Junio de 1869, se 
suprimieron éstos, confiándose la jurisdicción con-
tenciosa, como anteriormente lo había estado, á las 
Audiencias territoriales. 
Desposeído el Consejo de Estado de ejercer la 
jurisdicción contenciosa, y limitado simplemente 
Consejo consultivo, lti , su organización tuvo necesaria-
mente que variar notablemente. Por decreto de 12 
de Octubre de 1870 se suprimió la Sección de Ul-
tramar, disponiéndose que el Consejo se compusiera 
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tan sólo de cuatro Secciones, denominadas de Estado 
y Gracia y Justicia, de Guerra y Marina, de Hacien-
da y Ultramar, y de Gobernación y Fomento, coin-
poniéndose cada uua de estas Secciones tan sólo de 
cinco Consejeros. Por decreto de 26 de Noviembre 
de 1873, se dispuso igualmente que el Consejo se 
compusiese de un Presidente y veinticuatro Conse-
jeros, para que cada una de las Secciones estuviese 
dotada de seis Consejeros, en lugar de cinco que 
anteriormente tenían. Por otro decreto de 1.0 de 
Junio de 1874, fué disuelto el Consejo de Estado, 
reorganizándose con arreglo á la ley de 17 de Agos-
to de 1860, y las modificaciones introducidas en la 
misma por el decreto do 13 de Octubre de 1868, y 
en su consecuencia, se dividió el mismo en cuatro 
Secciones, denominadas: de Estado y Gracia y Jus-
ticia, de Guerra y Marina, de Hacienda y Ultramar, 
y de Gobernación y Fomento, componiéndose cada . 
una de las dos primeras Secciones, de cinco Conse-
jeros, y de siete las dos segundas, á las cuales ade-
más se concedió la facultad de subdividirse en Sec-
ciones, compuestas, cuando ménos, de tres Conseje-
ros, siempre que la acumulación de expedientes 
así lo aconsejase, á juicio del Presidente del Con• 
sejo. 
El movimiento que en los últimos días del ario 
1874 determinó la Restauración de la Monarquía en 
España, dió pronto frutos en cuanto se refiere á la 
materia que examinamos, pues por decreto-ley de 
20 de Enero de 1875 se derogaron las disposiciones 
anteriores, restableciéndose la jurisdicción conten-
cioso-administrativa en el Consejo de Estado. Esta 
disposición preceptúa lo siguiente: 
«Artículo 1.0 Queda derogado el decreto de 13 
de Octubre de 1868, por el que se suprimieron la 
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jurisdicción contencioso-administrativa y los Tribu-
nales que la ejercían. 
Art. 2.° Se restablecerá desde luego en el Con-
sejo de Estado la Sección de lo Contencioso. 
Art. 3.° Por ahora, y sin perjuicio de lo que en 
adelante se determine, las Comisiones provinciales 
conocerán en los asuntos contencioso-administrati-
vos en que entendían los suprimidos Consejos de 
provincias. 
Art. 4.° En las provincias en cuyas Comisiones 
no hubiese el número de letrados que exige el ar-
tículo 1.0 de la ley de 2 de Abril de 1845, el Gober-
nador nombrará los que falten, escogiéndolos entre 
los Diputados provinciales, y eu su defecto, entre 
los Abogados residentes en la capital. 
Los Letrados que se nombren sustituirán á los 
individuos de la Comisión provincial que el Gober-
nador designe; pero sólo para los efectos de consti-
tuir el Tribunal contencioso-administrativo. 
Art. 5.° Los recursos contencioso-administrati-
vos en que se hubiera verificado la vista, se ultima-
rán en los Tribunales donde se hayan sustanciado; 
aquellos en que uo se hubiese celebrado dicho acto, 
pasarán, si estuviesen pendientes en el Tribunal 
Supremo, al Consejo de Estado, y si en las Audien-
cias, á la Comisión de la provincia á que corres-
pondan. 
Art. 6.° El Consejo de Estado y'las Comisiones 
provinciales se atendrán á las disposiciones que de-
terminaban la competencia y el procedimiento con-
tencioso-administrativo al tiempo de publicarse el 
decreto de 13 de Octubre de 1868. 
Art. 7.0 Por el Ministerio de Gracia y Justicia 
se procederá á reformar la organización del Tribu-
nal Supremo, en consonancia con lo ordenado en el 
presente decreto.» 
1 
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Restablecida de esta suerte la jurisdicción conten-
cioso-administrativa en el Consejo de Estado, dife-
rentes disposiciones vinieron á completar posterior-
mente tan importante reforma. Así, pues, por decre-
to-ley de 24 de Enero de 1875 se dispuso que el 
Consejo de Estado se compondría del número de 
Consejeros que establecía la ley de 17 de Agosto 
de 1860, dividiéndose aquél en siete Secciones, á 
saber: de Estado y Gracia y Justicia, de Guerra y 
Marina, de Hacienda, de Gobernación, de Fomento, 
de Ultramar, y de lo Contencioso; igualmente se dis-
puso que á las órdenes del Fiscal de lo Contencioso 
habría cuatro Tenientes fiscales, en vez de los cinco 
Abogados fiscales asignados á la Sala tercera del 
Tribunal Supremo; y que quedaba sin efecto la re-
forma hecha por la ley de 1.0 de Marzo de 1873 en 
los arts. 27 y 58 del Reglamento do 30 de Diciem-
bre de 1846 (1). Por decreto de 26 de Enero de 
dicho año 1875, se organizó la Sección de lo Con-
tencioso del Consejo de Estado, disponiendo, quo 
además de los cinco Consejeros de la Sección de lo 
Contencioso, entrasen á formar parte de la Sala un 
Consejero por cada una de las seis Secciones res-
tantes, y dos más por la Sección que entendiera 
especialmente en los asuntos del Ministerio á que 
correspondiese la reclamación, no pudiendo haber 
acuerdo sin la asistencia, cuando menos, de once 
Consejeros. • 
Por decreto-ley de 11 de Febrero siguiente, se 
declaran en suspenso los plazos de sustanciación 
de las demandas y pleitos señalados por días úti-
les en el Reglamento de 30 de Diciembre de 1846, 
(1) Por dicha ley se estableció que en los pleitos conten-
cioso-administrativos pudieran las partes ó sus Abogados 
designar Procuradores que intervinieren en su nombre. 
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hasta que por la Secretaría del Consejo se anunciase 
el alzamiento de dicha suspensión (1), no compren-
diéndose en aquel precepto los plazos generales y 
particulares fijados por Real decreto de 21 de Mayo 
de 1853, por la ley Provincial y Municipal, de Minas, 
de la Deuda, de Ciases pasivas y otras especiales 
para interponer ante el Consejo de Estado, y pre-
sentar en la Secretaría del mismo las demandas y 
recursos de alzada contra las resoluciones de la 
Administración activa, ora procediesen de los res-
pectivos Ministerios, ora de la Direcciones generales, 
ni tampoco los términos y plazos señalados para in-
terponer los recursos de aclaración y revisión ante 
el Consejo de Estado, y los de apelación y nulidad 
á que se refieren la Sección tercera del cap. 16, y los 
capítulos 17 y 18 del Reglamento de 30 de Diciem-
bre de 1846, y el art. 66 del Real decreto de 4 de 
Julio de 1861 sobre organización de los Consejos 
de Administración de Ultramar. Además, se dispuso 
por esta resolución quo los pleitos en que se hubie-
se hecho el apuntamiento por hallarse terminada 
la discusión escrita, se pasasen al Fiscal para ins-
trucción por uu tiempo prudente, según fuese su 
número, reservándole la facultad de proponer ó con-
testar en su caso á los escritos aducidos cuando lo 
juzgase oportuno; que oyera previamente y por vía 
de instrucción al mismo Fiscal respecto de la proce-
dencia de las demandas contencioso-administrativas 
incoadas antes del 20 de Enero anterior, cuando to-
davía estaban vigentes para estos recursos el artícu 
lo 282 de la ley provisional sobre organización del 
Poder judicial, y el decreto de '26 de Noviembre de 
1868; que se observara lo mismo con relación á las 
demandas presentadas después de aquella fecha, y 
(1) La suspensión quedó alzada en 12 de Marzo de 1875. 
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las que en lo sucesivo se presentasen; y, finalmente, 
que cuando la Sección de lo Contencioso considera-
se improcedente la admisión del recurso contencio• 
so-administrativo, celebrase vista pública antes de 
formular la consulta correspondiente, concurriendo 
precisamente al acto el Fiscal ó uno de los Tenien-
tes fiscales. Por Real orden de 31 de Agosto siguien-
te se introdujeron algunas modificaciones en el Re-
glamento interior del Consejo. Y por ley de 30 de 
Diciembre de 1876 se declararon leyes del Reino los 
anteriores decretos, completándose los disposiciones 
contenidas en los mismos (1). 
Al propio tiempo que se dictaban todas estas dis-
posiciones para la Península, en Ultramar se resta- 
(1) Dicha ley de 30 de Diciembre de 1876, dispone lo si-
guiente: 
‹Artículo 1. 0 Se declaran leyes del Reino los decretos del 
Ministerio-Regencia de 20, 24 y 26 de Enero de 1875 y 11 de 
Febrero siguiente, que con carácter legislativo restituyeron 
al Consejo de Estado y encomendaron á las Comisiones pro-
vinciales la jurisdicción contencioso-administrativa. 
Art. 2.0 Los efectos legales de la declaración anterior se 
retrotraerán á las fechas de los respectivos decretos y á la de 
la orden de 24 de Enero de 1875, que designó cuál había de 
ser la representación fiscal ante las Comisiones provinciales, 
y la que tuviesen en su caso la provincia y el Municipio. 
Art. 3.° Asimismo se declara ley del Reino el Real de-
creto de 29 de Diciembre de 1875, que amplió á los Jefes su-
periores de. Administración la aptitud para ser Consejeros de 
Estado, y redujo el número de plazas en que podía recaer la 
elección del Gobierno, conforme al art. 7. 0 de la ley orgánica 
del Consejo; pero en adelante, para ser nombrado Consejero, 
con arreglo al art. 6.° de dicha ley orgánica y su ampliación 
de 29 de Diciembre de 1875, será necesario que, además de 
los dos afios en el cargo, categoría 6 empleo que da aptitud 
para el nombramiento, cuenten previamente los designados 
más de quince años de servicios efectivos al Estado los Mi-
nistros plenipotenciarios, y más de diecisiete los Jefes supe-
riores de Administración. 
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blecía también la jurisdicción contencioso-adminis, 
trativa, á virtud del Decreto de 19 de Marzo de 1875, 
que dejando sin efecto los de 7 de Febrero y 2 de 
Junio de 1869, de que oportunamente se ha hecho 
mención, declaró nuevamente en vigor las disposi-
ciones que regían con anterioridad á la revolución 
de 1868; esto es, las disposiciones dictadas en 1861 
por las que se crearon los Consejos de Administra-
ción con la Sección de lo Contencioso para entender 
en las contiendas con la Administración. 
Así han permanecido las cosas durante algún 
tiempo, en el que si ya, como en su lugar adverti-
mos, no se discute corno al principio del siglo l a . 
existencia real de la jurisdicción contencioso-admi‘ 
nistrativa, los partidos políticos han sostenido con- 
Art. 4.° La Sala de lo Contencioso, compuesta del número 
de 13 Consejeros señalados por el decreto de 26 de Enero 
de 1875, se formará de manera que concurran siempre á ella, 
haciendo parte de la Sección de lo Contencioso, cinco Conse-
jeros letrados. Si por enfermedad, recusación 6 ausencia fal-
tare alguno de los ordinariamente adscritos á dicha Sección, 
será sustituido con otro de la de Gracia y Justicia, del modo 
que determina el art. 207 del Reglamento de 30 de Diciem-
bre de 1846; y cuando llegase el caso, por tales motivos, de 
que quede reducida la Sala al número de 11 Consejeros, con-
forme al decreto arriba citado, se cuidará que al retirarse 
para ello el Consejero más moderno de entre los de las de-
más Secciones, nunca sea propietario ó suplente de los que 
pertenezcan á la Sección de lo Contencioso ó de los dos que 
necesariamente han de concurrir de la que entienda de los 
asuntos peculiares al Ministerio de donde proceda la resolu-
ción del origen del pleito ó demanda. 
Art. 5. 0 El Gobierno queda autorizado, conforme al ar-
tículo 73 de la ley de 17 de Agosto de 1860, para hacer en el 
procedimiento contencioso-administrativo, después de oir at 
Consejo, las variaciones convenientes. 
Art. 6. 0 Quedan derogadas todas las leyes, reglamentos 
y demás disposiciones, en cuanto se opongan á las conteni-
das en la presente., 
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tinua lucha en lo que se relaciona con la forma de 
ejercer esta jurisdicción, según había de restituirse 
á los Tribunales de Justicia, como se hizo durante 
el periodo de la revolución de Septiembre, 6 si ha-
bía de conservarse en el Consejo de Estado, como 
desde 1845 hasta aquélla, y como después de la Res-
tauración se ha practicado, sosteniéndose igualmen-
te, y como consecuencia de esa diversidad de crite-
rios, la divergencia también de si la jurisdicción ha-
bía de ser delegada 6 retenida. 
Ardua ha sido la tarea, y difícil y empefiada la 
contienda, sostenida con bizarría por los partidos 
políticos, si bien no hay que negar que, poseídos 
los unos y los otros de la necesidad de no esterilizar 
sus frutos, entraron en el terreno de las transaccio-
nes é inteligencias, en el cual únicamente era posible 
fundar algo que fuera, como de necesidad se impo • 
ne, permanente y duradero. 
Para semejante fin, y para preparar cuantos otros 
trabajos se conceptuaran procedentes, por virtud de 
la ley de 16 de Enero de 1879 se creó una Comisión 
de personas notables, cuyo fin fué pro' oner las re-
formas que la misma conceptuara p cedentes en 
los intereses administrativos, civil y canónico. 
Fruto de estos trabajos, fué el proyecto presen-
tado á las Cortes en 26 de Enero de 1881, refor-
mando la organización, competencia y procedimien-
to de los Tribunales contencioso-administrativos, 
tuyas bases principales parecen refundirse en las si-
guientes: 
e 
	 Continuación del sistema de Tribunales ad- 
ministrativos. 
2. 0 Continuación como tales Tribunales de las 
Comisiones provinciales en la Península y de la Sa-
la de lo contencioso del Consejo de Estado, aquellas 
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reforzadas con dos vocales Letrados, y ésta com-
puesta de una base de Consejeros titulares inamo-
vibles, completados por los necesarios de otras Sec-
ciones, todos Letrados.  
3.a Jurisdicción delegada por el Monarca en di-
chos Tribunales para fallar los litigios, así en la pri-
mera instancia como en la segunda.  
4. a Facultad de los mismos Tribunales para de-
cidir acerca de su competencia en la materia, ó sea 
 
para resolver por sí y con independencia de la Ad-
ministración activa, la llamada cuestión previa, y  
5.a Creación de un recurso contra los fallos de la . 
Sala de lo contencioso, por razón de incompetencia 
 
y conocimiento en estos casos del Consejo de Esta-
do constituido en pleno, en los términos en que hoy  
entiende cuando actúa como Tribunal, ó sea emi-
tiendo, con audiencia de la parte, consulta al Go-  
bierno, que decidirá en definitiva.»  
Como efectivamente se ve, el aludido proyecto re-
presentaba una transacción marcada entre las diver-
sas opiniones y doctrinas sostenidas por los partidos 
 
políticos en esta materia. No hemos, sin embargo, de 
 
entrar analizarle minuciosamente, como tampoco 
 
analizaremos el proyecto que, apartándose de aque-
lla transacción, presentó á las Cortes el partido libe-
ral en 30 de Diciembre de 1882, porque ni uno ni  
otro obtuvieron la aprobación de las mismas, sien-
do, por consiguiente, prolongar tan sólo sin necesi-
dad la presente reseña histórica.  
Otro proyecto presentado á las Cortes en 22 de  
Julio de 1886, fué después aprobado, aunque con 
 
notabilísimas y radicales variaciones introducidas  
en el mismo, y como éste constituye el verdadero  
estado actual de cosas, á él hemos de concretar pre-
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ido de las alteraciones sufridas por consecuencia de 
las discusiones de la Cámara, ya que á nuestro pro-
pósito sólo aprovecha conocer y apreciar el adelanto 
6 variación que por actos sancionados constituye la 
verdadera situación de la materia contencioso-admi-
nistrativa. 
Considerando ésta en su esencia, y comparando 
lo que las Cortes han aprobado recientemente, con 
 el orden do cosas que la nueva ley sobre ejercicio 
de la jurisdicción contencioso-administrativa ha ve-
nido á modificar, tenemos, que la jurisdicción con-
tencioso-administrativa, perdiendo su carácter anti-
guo do jurisdicción retenida, y aceptando el de dele-
gada, es ejercida á nombre del Rey por un Tribunal 
de lo contencioso-administrativo, que formará par-
te del Consejo de Estado y por Tribunales provin-
ciales. 
Las disposiciones principales de esta ley, que re-
gula el carácter de la jurisdicción y su manera de 
ejercerla, se hallan expresados en los siguientes ar-
tículos, correspondientes al tít. 2.°: 
«Art. 8.° La jurisdicción contencioso-adminis-
trativa será ejercida á nombre del Rey y por dele-
gación suya, por el Tribunal de lo contencioso-ad-
ministrativo, que formará parte del Consejo de Es-
tado y por Tribunales provinciales. 
Art. 9.° El Presidente y los demás Ministros del 
Tribunal concurrirán con voz y voto á las delibe-
raciones del Consejo de Estado en pleno: 
1. 0 Cuando se delibere sobre competencias en-
tre la administración activa y las Autoridades ju- 
diciales. 
2.° Cuando se trate de Reglamentos é Instruc-
ciones generales para la aplicación de las leyes ó 
sobre cualquier asunto que produzca decisiones  con 
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tra las cuales no proceda recurso contencioso-admi-
nistrativo.  
La asistencia del Tribunal a las deliberaciones  
del Consejo de Estado en pleno, es necesaria en los  
casos á que se refiere el núm. 1.° Si se trata de los  
asuntos especificados en el núm. 2. 0, lo podrá dis-
poner el Gobierno.  
El Presidente del Tribunal sustituirá al del Conse-
jo en los casos de ausencia, imposibilidad y vacante.  
Cuando los Ministros del Tribunal concurran á  
las deliberaciones del Consejo ó asistan en corpora-
ción como Consejeros de Estado, ocuparán los pues-
tos de preferencia.  
Art. 10. El Tribunal de lo contencioso-admi-
nistrativo conocerá en única instancia de las de-
mandas que se deduzcan contra resoluciones dicta-
das por la Administración central y de los recursos  
que se produzcan contra las decisiones de los Tri-
bunales provinciales con arreglo á las leyes. 
 
Art. 11. Los Tribunales provinciales de lo con-
tencioso-administrativo conocerán de las demandas 
 
que se entablen contra las resoluciones de las Auto-
ridades provinciales y municipales de las respecti-
vas provincias.»  
Aplazando para su debida oportunidad cuanto se 
relaciona con la organización, competencia y pro-
cedimiento de estos Tribunales contencioso-admi-
nistrativos, queda terminada la reseña histórica que 
venimos haciendo de esta jurisdicción. De los datos 
 
y antecedentes comprendidos en este capítulo, úni-
camente se deduce cuanto con la misma hace refe-
rencia, desde su origen é implantación en España, 
 
particularmente con sujeción á las teorías modernas 
 
del derecho administrativo. Desechado el régimen de  
la Monarquía absoluta, vemos nacer el Consejo de  
l^ 
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Estado con caractéres diferentes de los que predomi-
naron en los antiguos Consejos, y á su sombra na-
cer también la jurisdicción contencioso-administra-
tiva como derivación del Poder ejecutivo, afecto á 
la Corona dentro del régimen constitucional; vemos 
igualmente que la jurisdicción que acaba de nom-
brarse, afectando en un principio carácter de im-
portación extranjera, es causa de grandes y conti 
cuas repugnancias, que si se explican perfectamente 
por la época crítica de su aparición, la ciencia y el 
tiempo se encargan de desvanecer, hasta que se 
admite por todos como necesidad del derecho pú-
blico y como satisfacción debida al derecho perso-
nal contra el arbitrio ministerial y contra el abuso 
administrativo, que en ocasiones puede lesionar 
aquél. Queda, por último, una cuestión grave é im-
portante: que se convierta en principio de doctrina, 
acogida con calor por los partidos políticos, la ex-
tensión, forma y manera de ejercitarse la jurisdic-
ción contencioso administrativa, admitida ya coma 
principio inconcuso de nuestro derecho público; y 
asimismo se ve cómo el orden progresivo de las 
ideas y de los tiempos, venciendo resistencias siste-
máticas, viene á buscar por el medio de transaccio-
nes honrosas, único medio de lograrlo, fundadas en 
discusiones solemnes, la verdadera proporción de lo 
que, después de todo y considerado en detalle, así 
como lo ha sido en su esencia, no puedo menos de 
apreciarse como una necesidad, que el derecho in-
dividual obtenga las garantías posibles, y que éstas 
se constituyan sobre verdaderas bases de seguridad 
y acierto. 
Terminada , pues, esta parte eseucialísima de 
nuestro trabajo, pasaremos á desarrollar la teoría, y 
á estudiar la organización, competencia y procedi-




División de poderes.—Materia administrativa y contencioae- 
administrativa. 
Consecuencia inmediata y necesaria del plantea-
miento del régimen constitucional y representativo, 
es la división do poderes que constituye el mismo. 
Declarada por los principios modernos la soberanía 
de la Nación, al cambiar el régimen tradicional ó ab-
soluto por el moderno constitucional, la tarea que 
más sobresale; aquella de donde so deriva cuanto 
al mismo se refiere, consiste en determinar con toda 
exactitud y precisión cuáles sean las funciones, cuá-
les los derechos y los deberes que corresponden á 
cada una de las instituciones que constituyen en su 
conjunto el gobierno de la Nación, 6, mejor dicho, 
la nación misma; porque no constituye la Nación el 
territorio sólo que ocupa, que eso sólo sería de es-
timar bajo el punto de vista geográfico; la Nación, 
considerada como ser que alienta y vive, llenando 
un hueco en el organismo moderno y un lugar en 
la historia, un territorio, por su riqueza, y una pa-
tria para sus individuos, es el conjunto de esta ri-
queza y de estos individuos, que tienen como tales, 
leyes y principios de gobierno, por los cuates deben 
regirse, determinando sus derechos y sus deberes, y 
como territorio, una riqueza que tiene que ser ad-
ministrada, no caprichosamente, y por la ley del 
más fuerte, corno se determinó en los tiempos pri-
mitivos, sino por principios constantes y eternos, 
donde de igual manera resplandezcan, el principio 
Turisd. esp.—T. IV. 	 5 
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de la justicia común que con perfecta igualdad con-
sidero a todos los ciudadanos, y el principio de la 
justicia individual que sancione, reconozca y respe-
te el derecho de cada uno de ellos. 
Así, pues, considerada la cuestión bajo el punto 
de vista político, huyendo de las ideas antiguas, 
que consagraban la soberanía por el principio de la 
fuerza, por el de la conquista 6 por el derecho de 
herencia, con lo que después de todo venía a re-
sultar la Nación patrimonio del que por los expre-
sados medios lo alcanzaba, los adelantos de los tiem-
pos por la ciencia moderna, y los principios del 
derecho vinieron á declarar, corno principio inconcu-
so, fuente de todo nuestro derecho político, que la 
Nación, como conjunto de ciudadanos y corno ex-
presión de la riqueza de los mismos, es libre y so-
berana, y que la organización política de la misma, 
con sus entidades, que juntas constituyen su régi-
men y gobierno, son permanentes en cuanto son 
acatadas y constituidas en la forma, acción y medi-
da que determina la Ley fundamental; pero son mu-
tables conforme la voluntad de la Nación por los 
medios legales reconocidos, ó por los especiales que 
se derivan de su propia soberanía, se alteran ó mo-
difican. 
No es esta seguramente ni la ocasión ni el mo-
mento de que con la extensión con que problema 
tan trascendental, corno el de la soberanía de la Na-
ción se desarrolla en la ciencia, vengamos á disertar 
sobre la misma, admitida ya como principio incon-
cuso dentro de las organizaciones políticas de los 
tiempos modernos. Bástanos por consiguiente par. 
tir de su principio, y señalar, como anteriormente 
queda expresado, que el establecimiento del régi-
men constitucional trajo consigo, como consecuen-
cia natural y necesaria, la división de poderes. 
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Si partiendo, pues, de este hecho histórico, quere 
mos ver cómo esta división de poderes se inició y 
han venido á determinarse de una manera completa 
en nuestra patria, veremos que los legisladores de 
Cádiz, aquellos patricios que con la sangre regaron 
las libertades modernas, de las que tantos y tau 
buenos frutos ha recogido nuestra patria, la deter-
minaron ya de una manera. perfecta. En el discurso 
preliminar que precedía á la Constitución de 1812, 
decían aquellos legisladores, después de señalar á 
grandes rasgos los fundamentos de su obra: «Para 
»dar toda la claridad y exactitud que requiere la Ley 
»fundamental de un Estado, se ha dividido la Cons- 
»titución en cuatro partes: l.a Lo que corresponde 
»á la Nación, como soberana é independiente, bajo 
»cuyo principio se reserva la autoridad legislativa. 
»2.a Lo que pertenece al Rey como participante de 
»la misma autoridad y depositario de la potestad 
»ejecutiva en toda su extensión. 3.a La autoridad 
»judicial, delegada á los Jueces y Tribunales. Y 4.a 
»El establecimiento, uso y conservación de la fuer-
za armada, y el orden económico y administrativo 
»de las rentas y de las provincias; » añadiendo á 
continuación: «Esta sencilla clasificación está seña-
lada por la naturaleza misma de la sociedad, que 
»es imposible desconocer, aunque sea en los Gobier-
nos más despóticos, porque al cabo, los hombres 
ase han de dirigir Icor reglas fijas y sabidas de todos, 
»y su formación ha de ser un acto diferente de la 
»ejecución de lo que ellas disponen: las diferencias 
»ó altercados que puedan originarse entre los hom-
bres, se han de transigir por las mismas reglas 6 
»por otras semejantes, y la aplicación de éstas 6 
»aquéllas no puede estar comprendida en ninguno 
sde los dos primeros actos; del examen de estas tres 
'distintas operaciones y no de ninguna otra idea, 
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»metafísica, ha nacido la distribución que han hecha 
»los políticos de la autoridad soberana de una Na-
» ción, dividiendo su ejercicio en potestad legislativa, 
» ejecutiva y judicial.» 
Traducidos después estos principios á la práctica, 
la referida Constitución de 1812, después de sancio-
nar en su tít. 1.0, cap. 1.° la soberanía de la Nación 
española, consignd en sus arts. 15, 16 y 17 respec-
tivamente, que la potestad de hacer las leyes residía 
en las Cortes con el Rey; que la de hacer ejecutar 
las leyes residía en el Rey, y que la de aplicar las 
leyes en las causas civiles y criminales, residía en 
los Tribunales establecidos por la ley. En titulos 
sucesivos se desarrolló con toda extensión lo que 
correspondía á cada una de estas potestades ó po-
deres. 
Esta división de poderes, tan perfectamente seña-
lada en aquella Constitución, cum, por decirlo así, 
del régimen constitucional y representativo en Es-
paña, ha sufrido variaciones algunas veces de im-
portancia por consecuencia de las convulsiones po-
líticas que la Nación ha sufrido, en particular la 
que se relaciona con la facultad de aplicar las leyes 
en las causas civiles y criminales, considerada en 
ocasiones como un verdadero poder, independiente 
de los demás, y otras veces como un simple orden, 
derivación de la potestad Real, á quien representaba 
con facultades delegadas por la misma. No hemos, 
sin embargo, do seguir paso á paso estas variacio-
nes, porque el ocuparnos de elles no constituye el 
objeto primordial de nuestro trabajo; sí sólo hemos 
de hacer constar que la subsistencia del Poder le-
gislativo y del Poder ejecutivo, residiendo el prime-
ro en las Cortes con el Rey, y el segundo exclusiva-
mente eu el Rey cou su Gobierno responsable, se 
halla sancionada de igual manera por todas las 
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'`Constituciones posteriores, lo mismo la de 1837 que 
la de 1845, la non-nata de 1856, la de 1869 y la si-
guiente de 1876. De esta suerte, se ve de una mane-
ra palpable lo que al principio dejamos expresado, 
de que la división de poderes es inherente al régi-
men constitucional, y se comprueba de una manera 
clara y completa que independientemente de la fa-
cultad de hacer las leyes que corresponde á las Cor-
tes con el Rey, existe la de aplicar estas mismas 
leyes, que corresponde al Rey y á su Gobierno res-
ponsable. 
Esto sentado, la existencia de la materia adminis-
trativa, como elemento comprendido dentro de las 
funciones propias del Poder ejecutivo, se desprende 
por sí sola: esta materia, diferente de la que constitu. 
ye la de ordenar las leyes, que corresponde al Po• 
der legislativo, y diferente también de la que con-
siste en aplicar esas leyes á las causas civiles y cri-
minales, propia del Poder ó del orden judicial, como 
después se ha llamado, se halla poco más ó menos 
expresada de la misma manera en todas las Consti-
tuciones. En este sentido, el cap. 1.0, tít. 4.° de la 
Constitución de 1812; el tít. 6.° de la de 1837, el 
mismo título de la de 1845, el tít. 4.° de la de 1869 
y el tít. 6.° de la vigente do 1876, están concebidas 
en términos de una marcada semejanza. 
Fijándonos, pues, en esta última como vigente, 
tenemos que la acción del Poder ejecutivo, en cuan- 
to se relaciona con los actos cometidos al Rey y al 
Gobierno responsable, se halla expresada en los si-
guientes artículos: 
«Art. 48. La persona del Rey es sagrada é invio-
lable. 
Art. 49. Son responsables los Ministros. Ningún 
mandato del Rey puede llevarse á efecto si no esta 
70 	 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
refrendado por un Ministro, que por sólo este hecho 
 
se hace responsable.  
Art. 50. La potestad de hacer ejecutar las leyes 
 
reside en el Rey, y su autoridad se extiende á todo 
cuanto conduce á la conservación del orden público 
en lo interior y á la seguridad del Estado en lo ex-
terior, conforme á la Constitución y á las leyes. 
 
Art. 51. El Rey sanciona y promulga las leyes. 
 
Art. 52. Tiene el mando supremo del Ejército 
 
y Armada, y dispone de las fuerzas de mar y 
 
tierra.  
Art. 53. Concede los grados, ascensos y recom-
pensas militares, con arreglo á las leyes.  
Art. 54. Correspondo además al Rey:  
Primero. Expedir los Decretos, Reglamentos 
 é 
Instrucciones que sean conducentes para la ejecu-
ción de las leyes.  
Segundo. Cuidar de que en todo el Reino se ad-
ministre pronta y cumplidamente la justicia.  
Tercero. Indultará los delincuentes con arreglo  
á las leyes. 
Cuarto. Declarar la guerra y hacer y ratificar  
la paz, dando después cuenta documentada á las 
Cortes. 
Quinto. Dirigir las relaciones diplomáticas y co 
merciales con las demás potencias. 
Sexto. Cuidar de la acuiïación de la moneda, en 
la que se pondrá su busto y nombre. 
Séptimo. Decretar la inversión de los fondos 
destinados á cada uno de los ramos de la Adminis-
tración, dentro de la ley de Presupuestos.  
Octavo. Conferir los empleos civiles y conceder 
 • honores y distinciones de todas clases, con arreglo 
á las leyes. 
 
Noveno. Nombrar y separar libremente á los 
 I tinistros. 
^ 
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Art. 55. El Rey necesita estar autorizado por 
una ley especial: 
Primero. Para enajenar, ceder 6 permutar cual-
quier parte del territorio español. 
Segundo. Para incorporar cualquier otro terri. 
torio al territorio español. 
Tercero. Para admitir tropas extranjeras en el 
Reino. 
Cuarto. Para ratificar los Tratados de alianza 
ofensiva, los especiales de comercio, los que estipu-
len dar súbditos á alguna potencia extranjera, y 
todos aquellos que puedan obligar individualmente 
á los españoles. 
En ningún caso los artículos secretos de un Tra-
tado, podrán derogar los públicos. 
Quinto. Para abdicar lá Corona en su inmedia-
to sucesor.» 
Como se ve, el concepto general del Poder ejecu-
tivo se halla contenido en el art. 50 que transcrito 
qu3da, que concordado con el art. 49, da por resul-
tado la residencia de aquél en la persona del Rey, 
con su Gobierno responsable. Pero el Poder ejecu-
tivo no es más que la Administración, y ésta, que 
tiene el carácter de independencia, que naturalmen-
te le corresponde, tiene funciones separadas de los 
demás poderes, aun cuando de ellos se auxilie y 
juntos formen la gobernación del Estado; aquel ca-
rácter de independencia es, además, circunstancia 
indispensable de la responsabilidad que por sus ac-
tos se atribuye á los Ministros y a los demás funcio-
narios de la Administración, dentro de su respecti-
va y propia esfera de acción, porque no se concibe 
la responsabilidad sin la independencia. El Poder 
ejecutivo, ó sea en una acepción más completa, la 
Administración pública, es, pues, independiente por 
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causa de su naturaleza política y de su responsabi-
lidad constitucional, y, por consiguiente, en ella ra-
dican los actos de índole administrativa de las auto. 
ridades que le constituyen. 
Estos actos, siguiendo las teorías del derecho mo-
derno, son de diferentes especies, según que la Ad-
ministración obre en el uso de facultades que le sou 
libres, discrecionales, de puro mando y sin otra guía 
que su propio criterio; cuando ejerce facultades 
previamente reguladas por la ley 6 por pactos que 
restringen su libertad; 6 cuando, finalmente, obra 
como persona jurfdica; porque á semejanza de las 
Corporaciones municipales que gobiernan cuando 
dictan bandos sobre policía de orden público, admi-
nistran cuando adoptan acuerdos sobre aprovecha• 
mientos ó bienes comunales con arreglo á las Orde-
nanzas ó concordias vigentes, y ejercitan derechos 
civiles cuando adquieren, reclaman, explotan ó 
arriendan bienes pertenecientes á los propios del 
pueblo, así también el Estado usa libremente de la 
plenitud de su autoridad, sin otro correctivo que la 
responsabilidad que sus mandatarios contraen ante 
las Cortes y la opinión pública, cuando dicta regla-
mentos para la ejecución de las leyes, cuando decla-
ra la utilidad pública de una obra, ó cuando nombra 
funcionarios de cierta clase: ejerce una acción más 
limitada, cuando al administrar procede aplicando 
prescripciones legales 6 reglamentarias ó sujetándo• 
se á cláusulas pactadas por el mismo con los parti-
culares; y ejercita, por último, derechos civiles, cuan-
do adquiere, enajena, permuta, cede, arrienda ó re-
clama los bienes que le pertenecen como persona ju-
rídica. 
Teoría tan explícita en cuanto se relaciona con los 
actos de diferentes especies que la Administración 
puede ejecutar, no es, seguramente, producto de un 
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convencionalismo intencionado que para establecer-
la empleara nuestro Consejo de Estado en el nota-
bilísimo informe donde la consigna, y donde, como 
más adelante veremos, define de una manera com-
pleta lo que puede ser y es objeto de la materia 
contencioso-administrativa, no; aquella teoría, fun-
dada en un espíritu racional, nacido de los actos 
mismos de la Administración, constituye un incues-
tionable principio de derecho, reconocido y sancio-
nado en la ciencia por los tiempos y por las naciones. 
Así, pues, y examinando los principios que que-
dan consignados de diferente manera de la que vie-
nen de ser expuestos, tenemos que la Administra-
ción, como encarnación de lo que dentro del orden 
político constituye el Poder ejecutivo, á quien por 
la Constitución se confiero la facultad de aplicar las 
leyes, tiene potestad imperativa 6 de mando, que 
puede ser discrecional á reglada, según se ejercite 
discrecionalmente ó se subordine á reglas y precep-
tos determinados, porque si por punto general pare-
ce que la potestad administrativa debe ser discre-
cional, porque así corresponde mejor á la autono-
mía é independencia con que aquélla ha de obrar, 
atendiendo á la oportunidad, la energía, la pruden-
cia y la discreción, según las necesidades de lugar y 
de tiempo, cuando estas razones no existen, se le 
fijan limites, se le ponen condiciones, y el acto ad-
ministrativo que prescinde de ellos, no es válido, te-
niendo por este concepto el carácter de reglada. 
Independientemente de este doble carácter que 
pueden afectar los actos ejecutados por la Adminis-
tración, hay otros que anteriormente hemos ya ca-
lificado y que constituyen aquellos que se ejecutan 
por la misma cou el carácter marcado de persona 
jurídica: definidos han quedado anteriormente los 
actos expresados, cuya existencia abona la necesi- 
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dad en que el Estado se encuentra frecuentemente 
de entenderse con sus administrados, no en el con-
cepto de superior á inferior, sino del de igual á igual, 
para llevar á debido cumplimiento los fines de su 
institución. 
Todos los actos, pues, que emanen de la Admi-
nistración, ya obro en el concepto de potestad dis-
crecional ejecutando actos de mando ó do adtninis 
tración; ya en el de potestad reglada en cuanto se 
atenga para sus actos á las leyes, cuyo cumplimien-
to y ejecución le está conferida; ya, finalmente, como 
persona jurídica, constituye la materia administra 
tiva; pero e,podrá todo esto ser objeto de la materia 
contencioso-administrativa? 
Seguramente que no; ni los actos de la Adminis-
tración pueden ser considerados todos de la misma 
• naturaleza, como se ha visto, ni es posible tampoco 
que en la variedad de los mismos puedan todos ellos 
ser objeto de contención; así sucede, por ejemplo, 
con los actos ejecutados por la Administración en el 
concepto de potestad discrecional ó de mando, y con 
los quo la Administración ejecute en calidad de per-
sona jurídica. 
Y este diverso carácter de los actos de la Admi-
nistración, descansa también en principios de dere-
cho fijos y constantes que la ciencia moderna tiene 
ya perfectamente definidos: el Consejo de Estado, 
en el notable informe, del cual hemos anteriormente 
deducido la teoría sobre la diferente naturaleza de 
los actos de la Administración, según provienen de 
sus facultades libres y discrecionales, de sus faculta-
des regladas y de los actos que revistan el carácter 
de persona jurídica, consigna lo siguiente: 
(Sentadas estas premisas, fácil es deducir como 
consecuencia indeclinable, que si contra los actos 
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que el Estado y la Administración en sù nombre 
ejecute en virtud de su autoridad discrecional, no 
cabe otro recurso que el de responsabilidad ante el 
Poder legislativo, y que si los derechos que la Admi-
nistración deba reclamar ó cumplir como persona 
jurídica, son del resorte de los Tribunales del fuero 
común, claro es que sólo están reservados á la con-
tención administrativa los actos , resoluciones 6 
acuerdos en que la Administración procede, á ma-
nera de juzgador, no creando ó estatuyendo dere-
cho, sino aplicándolo ó declarándolo con arreglo á 
disposiciones preexistentes que lo establecieran. 
Doctrina es esta en la que se hallan de acuerdo 
la mayor parte do los tratadistas, y en la cual se 
han inspirado casi todas nuestras leyes administra-
tivas, desde que se implantaron en España algunas 
de las reformas adoptadas en Francia. Sólo existe 
en nuestra legislación desamortizadora una excep-
ción del principio general, excepción que ha sumi . 
nistrado armas poderosas á los adversarios de lo , 
contencioso administrativo para acusar á la Admi-
nistración de invasora y tiránica, calificando de 
irritante privilegio el derecho concedido al Estado 
para conocer y decidir por medio de sus agentes de 
distintos grados, de todo lo relativo á la enajenación 
de bienes nacionales y de las incidencias y reclama-
ciones anteriores y posteriores á la venta. 
Es indudable que una vez necesitado el Estado 
de los bienes comprendidos en la desamortización, 
adquiere el dominio de los mismos, en virtud de 
una medida general de carácter político; y, por lo 
tanto, al enajenarlos en subasta pública, celebra 
un contrato que por su naturaleza debía de quedar 
sujeto en sus efectos al derecho común, como cual-
quiera otra convención bilateral entre dos personas 
jurídicas. Razones especiales de gobierno movieron, 
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sin embargo, á los legisladores y al Poder ejecutivo, 
á exceptuar del principio general las enajenaciones 
de bienes del Estado, con objeto de favorecer y ace-
lerar la desamortización, evitando que la lentitud y 
complicación del procedimiento judicial ordinario 
fuese una rémora para el Estado y aun para los 
compradores mismos. 
El Consejo cree que si esta singularidad pudo 
justificarse durante toda la primera época en que 
las Cortes decretaron la desamortización de los bie- 
nes de las Corporaciones religiosas y laicales, hoy, 
que aquella trascendental medida se encuentra eu 
gran parte realizada, parece conveniente y justo 
abrogar la excepción, declarando de la competencia 
de la jurisdicción ordinaria todos los actos que sean 
consecuencia de la enajenación de los bienes nacio-
nales y sus incidencias, entendiéndose que sólo han 
de continuar reservadas á la competencia de la Ad-
ministración las cuestiones preliminares de la venta, 
como por ejemplo, las reclamaciones sobre excep-
ción de desamortización ú otras análogas en que sea 
necesario interpretar y aplicar las leyes desamorti-
zadoras. 
Respecto á los demás contratos quo el Estado 
celebra con los particulares, es de suma importancia 
distinguir los que efectúa como persona jurídica so-
bre bienes ó derechos que en tal concepto le perte-
necen, de aquellos en que estipula la prestación de 
un servicio público ó la ejecución de una obra de 
la misma clase: las dudas ó reclamaciones que con 
motivo de los primeros se suscitan, dicho se está 
que deben ventilarse ante la jurisdicción ordinaria, 
porque en ellos no usa la Administración de su au-
toridad, no administra propiamente hablando; por 
el contrario, los segundos pueden dar lugar al re-
curso contencioso, porque tuvieron por objeto satis- 
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facer directa ó indirectamente necesidades públicas,, 
que sólo la Administración está llamada á remediar, 
y la interpretación de las cláusulas estipuladas in-
cumbe á la Administración misma en la esfera gu-
bernativa y en la contenciosa, porque afecta la cues-
tión directamente á los intereses públicos.» 
De esta suerte, y por autoridad tan justificada 
como el mismo Consejo de Estado, se halla definida 
la materia contencioso-administrativa, que, como se 
ve, no es más quo una parto de la materia adminis-
trativa, considerada en toda su extensión, pues ni 
puede afectar aquel carácter, como se ha visto, cuan-
to proviene de actos de la Administración, ejecuta-
dos por sus facultades discrecionales ó de mando, 
ni tampoco cuanto se deriva de los que realiza en 
 su concepto de persona jurídica. Teoría es esta que, 
como anteriormente queda dicho, está generalmen-
te admitida por los tiempos y por las naciones, des-
de que Vivien, en célebre polémica, evidenció la 
diferencia que existe entre la potestad discrecional 
y la reglada, afirmando resueltamente que sólo los 
actos emanados de ésta podían ser materia conten-
cioso-administrativa, quedando desde entonces cien-
tíficamente definido el principio fundamental del 
recurso; pues fuera de él aparece el ejercicio del Po-
der administrativo, no sometido á reglas preexisten-
tes que limiten su libertad de acción y los actos de 
la Administración, no obrando corno Poder público, 
sino como persona jurídica al nivel de los particu-
lares. 
La idea de lo contencioso-administrativo, según 
el dictamen del Congreso de los Diputados en la ley 
últimamente aprobada, surge del concepto de la 
Administración como Poder público; el Poder eje-
cutivo del Estado, no procediendo discrecionalmen- 
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te, sino debiendo acomodarse en sus actos á ciertas 
 
reglas ó limitaciones señaladas por la ley, un regla-
mento ú otra disposición anterior, y cuando al obrar  
en el ejercicio de esta autoridad reglada, vulnera un  
derecho de carácter administrativo que dichas re-
glas ó limitaciones amparan 6 protegen.  
Un eminente hombre público, cuya competencia  
en estas materias está perfetamente reconocida (1),  
en publicaciones periódicas en que trató esta mate-
ria cou notable lucidez, desarrollando los principios  
que quedan expresados, decía:  
:La Administración, cuyo encargo es velar por la 
conservación de los intereses comunes, promover  
su fomento y proveer á la satisfacción de las nece-
sidades generales, está investida de medios sufi-
cientemente enérgicos para atender tan impres-
cindibles exigencias. Los actos por los cuales se  
revela la acción lenta, pero perenne, que para ello  
emplea, son de dos clases principales: 6 son actos 
 
de imperio por los cuales provee de una manera  
general á una necesidad, 6 á un interés común,  ó 
son actos de aplicación de alguna de las medidas 
 
generales, resultado de los primeros á un asunto  
privado: ó reglamenta y dicta disposiciones lega-
les, ó aplica la disposición legal á un caso dado.  
Así en uno como en otro caso, la Administración 
 
tropieza frecuentemente con intereses y con dere-
chos privados Cuando obra bajo el primer concepto,  
dando decretos y reglamentos, estos derechos no  
tienen otro recurso que la queja ante la misma  
Administración que dicta la medida, porque aque-
lla entonces hace oficio de Legislador, y, como tal,  
(1) El Sr. Aguirre de Tejada, hoy Conde de Tejada de Val—
dosera.  
f^A 
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la apreciación de sus actos es de su absoluta y ex-
clusiva competencia. Cuando la Administración  
obra bajo el segundo concepto, es preciso distin-
guir. Si en su marcha tropieza con simples intere-
ses individuales, el único recurso administrativo,  
como en el caso anterior, es la reclamación ante  
ella misma, que en la forma usual decide entre el  
interés colectivo, representado por un acto, y el  
interés privado, representado por la oposición al  
primero. 
»Pero si la entidad hollada no es ya un simple  
interés, sino un derecho, y un derecho respetable,  
entonces la acción administrativa se paraliza, el  
particular ofendido es escuchado en un juicio so-
lemne, y la autoridad pública, revestida de las for-
mas judiciales, falla en justicia. Hé aquí lo con-
tencioso-administrativo. 
 
Otro hombre público, de autoridad superior en 
 
estas materias de Administración (1), en publica-
ción más reciente expresaba también su concepto 
 
sobre este particular en los siguientes términos: 
 
«La Administración, para realizar sus funciones, 
 
está siempre eu contacto con los derechos del ciu-
dadano. Este se halla como dentro de una camisa 
 
de fuerza, cuyos nudos ó eslabones son la contribu-
ción directa y las quintas, los consumos, las adua-
nas y el estanco, la servidumbre pública y el por-
tazgo, la sestafería y la licencia municipal, y la cé-
dula de vecindad y la estadística, y el Registro civil  
y el de hipotecas, y la carga coucejil y el alojamien-
to, y la policía urbana y la rural, y la fluvial y la  
(1) D. José Posada Herrera. 
J^A 
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marítima, que le imponen obligaciones y cargos que 
limitan ú ordenan su libre actividad, poniéndola en 
concierto con la de todos los demás, y al mismo 
tiempo obtiene de la autoridad que el Estado ejer-
ce sobre los servicios públicos, seguridad para su 
persona y su capital, y para los productos de su tra-
bajo, auxilio en las calamidades particulares y ge-
nerales, facilidades de tracción, de locomoción, de 
tratos y comunicaciones, y otras ventajas materiales 
y morales que sería largo enumerar, y que la buena 
ordenación de la sociedad produce: resultando de 
este cambio de servicios mayor reglamentación y 
más libertad, y un conjunto de obligaciones recí-
procas, que poco más que el nombre tienen de co-
mún con las que se enseflan en el estudio del Dere-
cho civil. La Administración tiene el deber de pro-
curar que todas aquellas obligaciones se cumplan; 
de llenar por su parte las suyas; de prestar protec-
ción contra los grandes monopolios, h en sean crea-
ción de ley como los ferrocarriles y los Bancos, bien 
resultado de la aglomeración del capital y del tra-
bajo, como las fábricas.y la gran propiedad, ampa-
rando á los más débiles, y favoreciendo la libertad 
sin perjuicio de la justicia regulada por la equidad, 
y para ello emplea multitud de agentes que han de 
proceder muchas veces sin más reglas que la pru-
dencia, pero siempre con desembarazo, porque has 
ta de la mayor ó menor prudencia han de ser res-
ponsables. Y como en este libre ejercicio de su ac-
ción pueden errar contra las reglas que la ley á la 
Administración impone, ó ella misma se ha impues-
to, es necesario que, según la índole y gravedad de 
los intereses ó derechos, ofrezca á los que por sus 
actos se crean perjudicados, seguridades de acierto 
y de justicia, no solamente por el orden jerárquico 
con que están unos á otros agentes subordinados,, 
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sino por la autoridad del Consejo (1), á cuyo exa- 
men se sometan aquellos actos por la solemnidad 
de la discusiónypor la publicidad de las decisiones.» 
De esta suerte, y con otros pormenores relativos 
á los actos que la Administración ejecuta con un 
carácter de voluntariedad y convencionalismo más 
marcado, como ocurre con todo lo relativo á la con-
tratación de servicios públicos, venía el autor de los 
conceptos que acabamos de transcribir completar 
de una manera inimitable, la diferencia de los actos 
de la Administración, que no siendo de aquellos que 
pertenecen á sus facultades discrecionales, constitu-
yen la materia contencioso-administrativa. 
Demostrado queda, por término de cuanto hemos 
dejado expuesto, que, como consecuencia lógica del 
régimen constitucional, aparece la división de pode-
res, entre los que, de una manera marcada y perrna-
nente, subsiste el Poder ejecutivo, que es en el que 
reside la facultad de aplicar las leyes; que este Yo-
der no es más que la Administración que funciona 
por actos discrecionales 6 de gobierno, por ac-
tos reglados y de pura Administración y por actos 
á los cuales concurre como persona jurídica, com-
poniendo todos ellos la materia administrativa; y, 
finalmente, que no todos esos actos administrativos 
pueden dar lugar á contención con la Administra-
ción, reservándose este carácter tan sólo á los actos 
quo la Administración ejecute en virtud de sus fa-
cultades regladas, que son los únicos en los que 
pueden lesionarse los derechos de los ciudadanos 
con relación á las leyes ó preceptos que regulan 
aquéllos. 
(1) Hace referencia al Consejo del Estado, en quien á la 
sazón residía la jurisdicción contencioso-administrativa. 
Jurisd. esp.—T. IV. 	 6 
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Determinados así aquellos extremos, en el capítu-
lo siguiente veremos la manera de determinar la 
materia puramente contencioso administrativa y los 
límites que separan ésta de la contencioso-judicial. 
CAPÍTULO III. 
Determinación de la materia contencioso-administrativa; 
eu separación de la contenoioso-judicial. 
Difícil es en extremo determinar de una manera 
concreta y señalada, todos aquellos actos del Yoder 
ejecutivo que constituyen ó dan lugar á la materia 
contencioso administrativa. La diversidad incalcula-
ble de casos que la práctica presenta; el sin número 
de cuestiones, diferentes entre sí, que se originan de 
las relaciones naturales y lógicas existentes entre el 
interés general reglado por disposiciones generales, 
y el interés, ó mejor dicho, el derecho particular que 
con ocasión de aquéllas puede sufrir agravio; la li-
mitación grande de toda previsión , enfrente de 
aquella variedad de casos y este sin número de cues-
tiones, es causa evidente de que resulten vanos tan-
tos esfuerzos como en España y fuera de nuestra 
patria se han hecho, para comprender señaladamen-
te en reglas determinadas, todo cuanto puede ser 
objeto de la materia contencioso-administrativa. Des-
de que al amparo de las ideas políticas modernas 
se regularizó la existencia evidenciada do la mate-
ria contenciosa de la Administración, y se inició la 
manera y medio de unificar la jurisdicción propia 
de la misma, esparcida y diseminada anteriormente 
en multitud de Centros, Juntas y Comisiones que 
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para cada ramo de la Administración se nombraron 
y subsistieron por largo tiempo, ha habido un ver-
dadero empello, y más que empeño, una verdadera 
necesidad de determinar de una macera preceptiva, 
cuáles y cuántos casos pudieran presentarse que, juntos, constituyeran la materia contencioso.admi-
nistrativa; así, que vemos que los Legisladores y 
tratadistas de los tiempos y de las naciones, han 
agotado sus fuerzas en señalar por inducción los 
referidos casos, y después, viendo la inutilidad de 
su propósito, han acudido á la deducción para deri-
var de esta manera toda aquella materia. 
Y es que, no solamente por su naturaleza y pro-
pia variedad es en extremo difícil señalar cuanto á 
la jurisdicción contencioso administrativa corres-
ponde, sino que teniendo esta jurisdicción y los ca-
sos que la motivan grande conexión y analogía con 
 los que pueden y deben dar lugar á la jurisdicción 
contencioso-judicial, se necesita mucho tacto y una 
precisión y previsión incalculables para señalar la 
diferencia exacta que entre una y otro median. 
Póngase, por término de todo esto, que, como se-
ñalado queda en el capítulo precedente, hay actos 
de la Administración que pueden lesionar intereses 
privados, los cuales no pueden dar lugar á recurso 
contencioso, mientras que éste tiene efectivamente 
lugar cuando aquéllos lesionan ó vulneran derechos; 
y véase cuán fácil es confundir unos y otros, siendo 
su consecuencia natural y necesaria, que aumente 
con la duda que esto ofrece, la dificultad harto sen-
sible ya de determinar, con toda precisión, cuanto 
constituye la materia contencioso administrativa. 
Sin embargo, no es esta dificultad tan insupera-
ble, que no puedan establecerse reglas fijas y cons-
tantes, por las cuales se determine con precisión, 
bastante la materia que nos ocupa. 
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A semejanza de lo que ocurre con la jurisdicción 
ordinaria, que, instituida por la ley, su misión es 
aplicar ésta en los juicios civiles y criminales, de 
donde fácilmente se deriva que su acción es conocer 
de derechos preexistentes, declarando que hechos 
determinados se hallan comprendidos en determi-
nada ley, el juicio administrativo tiene que recaer 
también sobre un hecho y un derecho; el hecho será 
el acto de la autoridad administrativa contra que re-
clame un individuo, y el derecho será el que el 
 par-
ticular pide á la autoridad que la conserve; de suer-
te, que para que haya contencioso-administrativo, 
es preciso que exista un hecho de la Administra-
ción que vulnere ó conculque un derecho preexis-
tente. Esta similitud tan completa entre la función 
de la justicia administrada por los Tribunales del 
fuero coman y por los de la Administración, con-
siste en la condición esencial de aquélla, pues la jus. 
ticia es una, aun cuando sus manifestaciones, sus 
formas y sus procedimientos varíen. 
Así lo declara con excelente sentido el Sr. Posa-
da Herrera en el notabilísimo Prólogo que antecede 
la ilustrada obra del Sr. Gallostra, sobre lo conten-
cioso-administrativo, distinguiendo con perfecta cla-
ridad la diferencia que existe entre los derechos 
que se ventilan ante los Tribunales y ante la Admi-
nistración. 
«La noción de la justicia administrativa, dice el 
Sr. Posada Herrera, es una extensión de la justicia 
ordinaria á derechos más imperfectos que los civiles 
de las personas; y por eso, mientras las sentencias 
de los Tribunales comunes son por su índole per-
petuas y tienen fuerza de obligar el siglo que viene 
como el presente, las decisiones administrativas 
son casi siempre temporales y duran mientras sub- 
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siste la legislación en que se fundaron, tan variable 
como vemos cada día. El quo este año se eximió de 
servir como soldado ó do pagar una cuota de con-
tribución, podrá el año que viene ser llamado por 
otra ley al servicio de las armas 6 compelido á la 
carga del tributo: y el que ganó el derecho de apro-
vechar con su rebaño unos pastos comunes, lo per-
derá, tal vez mañana, si varía la legislación que re-
gula estos aprovechamientos.» 
Esta diferencia sustancial, en cuanto á los efectos 
propios de la justicia, según se ejerza por los Tri-
bunales ordinarios dentro del Fuero común 6 por 
la Administración en cuanto á sus actos mismos, 
no es una diferencia convencional y caprichosa, 
sino que depende de los fundamentos legales en que 
la misma descansa: mientras que en las contiendas 
entre particulares el derecho que se aplica es per-
manente, puesto que resuelve de una vez y para 
siempre lo tuyo y lo mío do tal manera, que una vez 
declarado, no pueden renovarse aquéllas, en las con-
tiendas con la Administración, aun cuando la jus-
ticia tenga que amoldarse al límite que la marque 
el derecho preexistente, éste puede variar, porque 
los principios de aquélla no consisten en sostener 
las debidas relaciones de ciudadano á ciudadano, 
sino procurar el bienestar, adelanto y progreso de 
todos; en atender, en una palabra, al bien general, 
aunque por ello pueda padecer en algo y de alguna 
manera el derecho particular; y como en esta diver-
sidad de intereses puede provenir que por atención 
al bien común se varie con frecuencia el precepto 
general que regula el derecho del particular, de 
aquí que las resoluciones de los agravios que el par-
ticular reciba por la ejecución ó práctica de las f un-
ciones regladas, no pueden tener aquella firmeza y 
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permanencia que ostentan las decisiones del Fuero 
común, porque de tenerla, equivaldría tanto como 
á anular por ella la acción discrecional del Poder 
ejecutivo, impedida por la eficacia de un simple de. 
recho particular, con lo cual la Administración y  la 
función del Estado desaparecerían por completo. 
Así, pues, la decisión de las contiendas que sur-
gen entre la Administración y los particulares, ami 
cuando encaminada á que se cumpla el eterno prin• 
cipio de la justicia, exige la apreciación de conside' 
raciones de orden distinto de las que han de  ins - 
pirar la resolución de los negocios, entre partes, 
sometidos á la Administración de justicia del fuero 
común. 
Mientras que en éstos sólo hay que atender al 
sentido de la ley y a su rigorosa aplicación, en aqué-
llos, sin prescindir de estos deberes, es necesario en 
ocasiones calificar el interés público, y estimarlo y 
graduarlo con relación al derecho privado ofendido. 
De aquí la necesidad, universalmente sentida, de 
que sean diferentes los Tribunales 6 entidades que 
hayan de juzgar en unos y otros asuntos. 
Pero dejando á un lado estas digresiones que la 
necesidad nos ha puesto en el caso de hacer para 
desarrollar el estudio quo veníamos haciendo, vol-
vamos á nuestro punto de partida, empezando por 
establecer los conceptos generales, de los cuales se 
hagan derivar después los verdaderos actos que 
pueden dar lugar á la materia contencioso adminis-
trativa. Estos puntos generales pueden, en primer 
término, establecerse por razón de la materia. 
Si la materia de que se trata tiene relación di-
recta con puntos constitucionales 6 con leyes orgá- 
nicas, demostrado quedó ya en el capítulo preve• 
dente, que no podrá estar comprendida dentro del 
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dejará de estarlo, si la materia consiste en la aplica-
ción de las leyes politícas del país, corno las de in-
terés general, las de elecciones ó las que fijen los 
términos de una provincia ó de un municipio: ni lo 
estará tampoco cuando la materia verse sobre reso-
luciones adoptadas por la autoridad administrativa, 
dentro del círculo de sus atribuciones, tanto en lo 
relativo á las cuestiones de orden público y de se-
guridad del Estado, cuanto en lo que se refiere'á 
los intereses colectivos, como los de la Agricultura, 
Industria, Comercio, etc. Todas estas cuestiones, por 
razón de la materia, son actos de imperio de juris-
dicción; entran en las facultades discrecionales del 
Poder ejecutivo, y como demostrado queda anterior-
mente, no pueden constituir, con arreglo á los prin. 
cipios del Derecho moderno, materia que dé lugar 
á la jurisdicción contencioso-administrativa. 
De suerte, que como complemento de la teoría 
expuesta, hay tres grandes principios que separan 
de lo contencioso administrativo una buena parte 
de los actos administrativos, siendo preciso para 
atenderlos, considerar: 1.0 A la naturaleza de la ley 
que deba aplicarse. 2.° A la naturaleza de la resolu-
ción administrativa que se haya dado. Y 3.° A la 
naturaleza de los derechos que se reclaman. 
Si, por ejemplo, el Gobierno trata de construir 
una carretera, cuyo trazado y dirección no conviene 
á un particular, porque resulta distante de su pro-
piedad, 6 á un pueblo, porque á sus intereses con-
vendría mejor que llevase dirección distinta, ni uno 
ni otro podrán hacer aquella resolución objeto de 
materia contencioso administrativa, y sí sólo supli-
car de la misma, ante la autoridad competente 6 
ante el Gobierno, por razones de conveniencia 6 de 
utilidad; y esto consiste en que, si bien este caso, 
como los que precedentemente quedan sentados, son 
^ 
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actos de Administración, no son de los que produ-
cen contención por razón de la materia.  
Indicado queda al principio de este capítulo, que  
en todas las naciones se ha trabajado sin descanso  
en el sentido de determinar los casos que, fundados 
 
en actos de la Administración, podían dar lugar  á 
la materia contencioso-administrativa; buena prueba  
de ello es que Cormenín, en sus Cuestiones de Dere-
cho administrativo, llegó hasta establecer 96 reglas,  
que son de todos conocidas, y que en época muy  
reciente, Prusia, por ejemplo, intentó comprender  
en doce apartados ó fórmulas las materias conten-
cioso-administrativas, y cuatro años después, con-
vencida de la inutilidad de su esfuerzo, elevó por  
una ley adicional á 121 el número de fórmulas  ó 
apartados que debían definir y enumerar aquella  
materia.  
Si examinando este mismo punto recorremos las  
disposiciones legales que determinan en nuestra  
patria la materia contencioso administrativa, com-
prendidas en la reseña histórica que de la misma  
hemos hecho en capitulo precedente, veremos cómo  
aquí también se ha pretendido establecer por inclu-
sión en reglas concretas y determinadas las cosas  
que pueden dar lugar á contienda con la Administra-
ción, enumeradas por razón de la materia. De la  
misma suerte que en otros países, el esfuerzo hecho  
en este sentido ha sido infructuoso, y como veremos  
después, la ley que últimamente ha obtenido la  
sanción, ha fijado de una manera completamente  
distinta cuanto corresponde dentro de la materia  
contencioso-administrativa.  
Todas las leyes especiales, y particularmente las  
dictadas en época moderna, sobre aguas, obras pú-
blicas, expropiación forzosa, etc., han especificado  
los recursos contenciosos y los casos en que proce- 
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rifan estos recursos, según las resoluciones que en 
las mismas se dictaran. Prescindiendo de éstas, cuya 
claridad y precisión no puede ocultarse á nadie, pu-
diendo consultar el caso con la misma ley que pre-
ceptuaba ó regfa la materia, tenemos que la ley 
Provincial de 25 de Septiembre de 1863, que refor-
mó los Consejos provinciales, cuyas funciones en el 
ramo de lo contencioso-administrativo han venido 
á desempeñarlas Comisiones permanentes de las 
Diputaciones provinciales, encomendó á aquéllas el 
conocimiento en primera instancia de los asuntos 
contencioso-administrativos referentes: 
1.0 Al uso y distribución de los bienes y apro-
vechamientos provinciales y comunales. 
2.0 Al repartimiento y exacción individual de 
toda especie do cargas generales, provinciales ó mu-
1 nicipales. 
3.0 A la cuota con que corresponde contribuir á 
cada pueblo para los caminos en cuya construcción 
ó conservación se hayan declarado interesados á 
dos ó más. 
4.0 A la reparación de los daños que causen las 
empresas de explotación en los caminos á que se 
refiere el párrafo anterior. 
5.0 A las intrusiones y usurpaciones en los 
caminos y vías públicas y servidumbres pedáneas 
de todas clases. 
6.0 Al resarcimiento de daños y perjuicios oca-
sionados por las obras públicas. 
7.0 Al deslinde de los términos correspondien-
tes á pueblos y Ayuntamientos, cuando estas cues-
tiones procedan de una disposición administra-
tiva. 
8.0 Al curso, navegación y flote de los ríos y ca-
nales, obras hechas en sus cauces y márgenes, y 
 ^ .. 
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primera distribución de sus aguas para riegos y  
otros usos.  
9.0 A la insalubridad, peligro é incomodidad de 
 
las fábricas, talleres, máquinas ú oficios y su trasla-
ción á otros puntos.  
10. A la caducidad de las pertenencias de minas,  
escoriales y terrenos. 
 
11. A la demolición, reparación de edificios rui-
nosos, alineación y altura do los que se construyan  
de nuevo, cuando la ley ó los reglamentos del ramo  
declaren procedente la vía contenciosa. 
 
12. A la inclusión ó exclusión en las listas de  
electores y elegibles para Ayuntamientos y Sindica-
tos de riego.  
13. A los agravios en la formación definitiva del  
registro estadístico de fincas.  
14. A la represión de las contravenciones, á los  
reglamentos de caminos, navegación y riego, cons-  
trucción urbana ó rural, policía de tránsito, caza y  
pesca, montes y plantíos.»  
También por el art. 84 de la referida ley de 25 de  
Septiembre de 1863, se confería á los Consejos, á 
quienes reemplazaron las Comisiones provinciales,  
el conocimiento de los asuntos contenciosos rela-
tivos: 
g1.0 Al cumplimiento, inteligencia, rescisión y  
efectos de los contratos y remates celebrados con la  
Administración provincial para toda especie de ser-
vicios y obras públicas del Estado, provinciales y  
municipales. 
2.0 Al deslinde y amojonamiento de los montes  
que pertenecen al Estado, á los pueblos 6 á los es-
tablecimientos públicos, reservando las demás cues-
tiones de Derecho civil á los Tribunales competentes.  
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3.° A la validez, inteligencia y cumplimiento de 
los arriendos y ventas celebrados por la Adminis- 
tración provincial de Propiedades y Derechos del 
Estado, y actos posteriores que de aquellos se deri-
ven, hasta que el comprador ó adjudicatorio sea 
puesto definitivamente en posesión de dichos bienes. 
4.0 A la indemnización, legitimidad de títulos y 
liquidación de los créditos de los partícipes legos en 
diezmos, con arreglo á lo que previene la ley de 20 
de Marzo de 1846.» 
No hemos de entrar en el examen de las varia. 
ciones quo estas clasificaciones han sufrido poste-
teriormente, ni por lo dispuesto especialmente en 
leyes posteriores, ni por lo que constituye la juris-
prudencia, ni finalmente por las innovaciones pro. 
ducidas por las leyes provinciales publicadas con 
posterioridad á aquélla, toda vez que nuestro obje-
to primordial, al enumerar las materias sometidas al 
conocimiento de las comisiones provinciales, como 
Tribunales contenciosos, no ha sido otro que de-
mostrar la clasificación ó enumeración de los asun-
tos administrativos, que por señalamiento de la ley 
podían dar lugar al referido recurso. 
Persistiendo, pues, en esta idea, tenemos, que los 
artículos 26 y 27 de Real decreto de 4 de Julio de 
1861, que con las variaciones introducidas en el 
mismo por el de 19 de Marzo de 1875, rigieron la 
organización y atribuciones de lo contencioso en 
Ultramar, cometían al conocimiento ele aquellos 
Tribunales administrativos los asuntos siguientes: 
«1.0 Sobre la desigualdad de los repartimientos 
individuales de toda clase de contribuciones. 
2.0 Sobre el cumplimiento, inteligencia, resci. 
sión y efectos de los contratos y remates celebrados 
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con la Administración en todos los ramos del Esta-
do para cualquier especie de servicio ú obra pú-
blica. 
3.° Sobre el resarcimiento de daños y perjuicios 
ocasionados por la ejecución de obras publicas, así 
como la infracción de los trámites de la ley ó regla-
mento de las expropiaciones. 
4.° Sobre inobservancia de las formalidades pres-
critas por la ley ó por reglamento, acerca de los es-
tablecimientas peligrosos, incómodos ó insalubres. 
5.° Sobre el deslinde, amojonamiento y pose-
sión de los montes y terrenos pertenecientes al Es-
tado, ó á los pueblos ó establecimientos públicos, 
sin perjuicio de que las cuestiones de propiedad 
hayan de ventilarse en los Tribunales. 
6.° Sobre los negocios de minas en los casos 
previstos por la ley. 
7.° Sobre el cumplimiento, inteligencia, resci-
sión, efectos ó incidencias de los arrendamientos, 
ventas y mercedes de los bienes del Estado, cuando 
en estos dos casos últimos se trate del acto primiti-
vo de adquisición, y salvo el pleito de propiedad. 
8.° Sobre la aplicación de las Ordenanzas ó Re-
glamentos generales de policía de aguas, caminos, 
ferrocarriles, montes y demás objetos de policía ur-
bana ó rural, y también sobre su parte penal, mien-
tras el hecho no constituya delito. 
Y 9.° Sobre la caducidad de concesiones de pri-
vilegios industriales y sobre la revocación de licen-
cias otorgadas por las autoridades, para la construc-
ción de obras, fábricas y artefactos.» 
A su vez, el Consejo de Estado, considerado 
como cuerpo consultivo, y como Tribunal, en su 
Sala de lo Contencioso, superior y de única instan-
cia, tiene también prescritas en la ley de 17 de  A gos- 
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to de 1860 las materias administrativas en que en 
una y otra forma tenía que entender. Así, pues, el 
artículo 46 de la referida ley establece, que dicho 
Consejo, constituido en Sala de lo Contencioso, será 
oído en única instancia sobre la resolución final de 
los asuntos de la Administración central, cuando 
pasen á ser contenciosos, y señaladamente en los 
que siguen: 
«1.0 Respecto al cumplimiento, inteligencia, res-
cisión y efectos de los remates y contratos celebra-
dos directamente por el Gobierno o por las Direccio-
nes generales de los diferentes ramos de la Admi-
nistración civil ó militar del Estado, para toda espe-
cie de servicios y obras públicas. 
2.° Respecto á las reclamaciones a que den lu-
gar las resoluciones particulares de los Ministros de 
la Corona en los negocios de la Península y de Ul-
tramar. 
3.° Respecto de los recursos de reposición, acla-
ración y revisión de las providencias y resoluciones . 
del mismo Consejo.» 
El art. 47 dispone que también sea oído el Con-
sejo, sobro la resolución final en toda última instan-
cia de los negocios contencioso-administrativos, y 
señaladamente en los recursos de apelación, nulidad 
y queja. Contra cualquier resolución del Gobierno 
acerca de los derechos de las clases pasivas civiles. 
Contra los fallos de los Consejos de provincia. Con-
tra los fallos del Tribunal de Cuentas del Reino y 
de los de Ultramar, en los recursos de casación de 
que tratan las leyes especiales de estos Cuerpos. 
Estableciendo el concepto general de lo contencio-
so-administrativo, dispone el art. 56 de la ley que 
venimos relacionando, que «el que se sintiese agra- 
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»vado en sus derechos por alguna resolución del Go-
»bierno 6 de las Direcciones generales que cause es-
»tado, podrá reclamar contra ello en vía contenciosa, 
»proponiendo su demanda ante el Consejo de Esta-
»do.» Siendo complemento de esta disposición, el 
establecimiento de la cuestión previa de procedencia 
de la vía contenciosa. 
Véase, pues, cómo de lo que venimos exponien-
do, se desprendo que también en España se ha ve-
nido haciendo esfuerzo por determinar dentro de un 
orden marcado y por razón de la materia, la exis-
tencia de lo contencioso-administrativo. La novísi-
ma ley de 13 de Septiembre del anïo último , cedien-
do á principios de escuela y á las exigencias propias 
de los principios modernos de derecho, al paso que 
ha variado completamente cuanto se relaciona con 
el ejercicio de la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa, como veremos en su lugar oportuno, ha 
cambiado también el concepto por el cual se deter-
mina la materia susceptible de contienda con la Ad-
ministración, adoptando el sistema de exclusión que 
anteriormente hemos mencionado, esto es, sentando 
el principio y excluyendo las excepciones del mis-
mo, en vez de enunciar, como anteriormente se ve-
nía haciendo, el número de casos y de materias que 
podían dar ocasión al recurso. 
Así, pues, vemos todo esto desarrollado en la for-
ma que determinan los artículos siguientes: 
«Artículo t° El recurso contencioso-administra-
tivo podrá interponerse por la Administración ó por 
los particulares, contra las resoluciones administra-
tivas que reunan los requisitos siguientes: 
1.0 Que causen estado. 
2.° Que emanen de la Administración en el ejer-
cicio de sus facultades regladas. 
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3.° Que vulneren un derecho de carácter admi-
nistrativo, establecido anteriormente en favor del de-
mandante por una ley, un Reglamento ú otro pre-
cepto administrativo. 
Art. 2.° Para los efectos del artículo anterior, se 
entenderá que causan estado las resoluciones de la 
Administración, cuando no seau susceptibles de re-
curso por la vía gubernativa, ya sean definitivas, ya 
de trámite, si éstas últimas deciden directa ó indi-
rectamente el fondo del asunto de tal modo que 
pongan término á aquélla 6 hagan imposible su con-
tinuación. 
Se entenderá que la Administración obra en el 
ejercicio de sus facultades regladas, cuando deba 
acomodar sus actos á disposiciones de una ley, 
de un Reglamento 6 de otro precepto administra-
tivo. 
Se entenderá establecido el derecho en favor del 
recurrente, cuando la disposición que repute in-
fringida, le reconozca ese derecho individualmente 
ó á personas quo se hallen en el mismo caso en que 
él se encuentre. 
Art. 3.° El recurso contencioso-administrativo 
podrá interponerse de igual modo contra las reso-
luciones de la Administración que lesionen derechos 
particulares, establecidos ó reconocidos por una ley, 
cuando tales resoluciones hayan sido adoptadas 
como consecuencia de alguna disposición de carác-
ter general, si con ésta se infringe la ley en la cual 
se originaron aquellos derechos. 
Art. 4.° No corresponderán al conocimiento de 
los Tribunales de lo contencioso administrativo: 
1.0 Las cuestiones que por la naturaleza de los 
actos, de los cuales procedan, 6 de la materia sobre 
que versen, se refieran á la potestad discrecional. 
2.° Las cuestiones de índole civil ó criminal, 
1 
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pertenecientes á la jurisdicción ordinaria ó á otras 
 jurisdicciones especiales. 
 
Se considerarán de índole civil y de la competen-
cia de la jurisdicción ordinaria, las cuestiones en 
 
que el derecho vulnerado sea de carácter civil, y  
también aquellas que emanan de actos en que la 
 
Administración haya obrado como persona jurídica, 
 
6 sea, como sujeto de derechos y obligaciones.  
3.° Las resoluciones que sean reproducción de 
 
otras anteriores que hayan causado estado y que no  
hayan sido reclamadas, y las confirmatorias de  
acuerdos consentidos por no haber sido apelados en  
tiempo y forma.  
4.° Las resoluciones que se dicten con arreglo á . 
una ley que expresamente las excluya de la via con-
tenciosa.  
5.° Las resoluciones que se dicten consultadas 
 
por el Consejo Supremo de Guerra y Marina, como 
 
Asamblea de las Ordenes militares de San Herme-
negildo, San Fernando y Mérito militar.  
6.° Las Reales órdenes que se refieran á ascen-
sos y recompensas de Jefes y Oficiales del Ejército 
 
y Armada por merecimientos contraídos en campa-
ña y hechos de armas ó á postergaciones impuestas  
reglamentariamente.  
Art. 5.° Continuarán, sin embargo, atribuidas  á 
la jurisdicción -contencioso-administrativa las cues-
tiones referentes al cumplimiento, inteligencia, res-
cisión y efectos de los contratos celebrados por la  
Administración central, provincial y municipal para 
 
obras y servicios públicos de toda especie.  
Continuarán también atribuídas á dicha j urisdic-
ción aquellas cuestiones respecto de las que se otor-
gue el recurso, especialmente en una ley 6 reglamen-
to, si no estuviesen comprendidas en las excepciones  
del artículo anterior.  
—4-.^
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Art. 6.0 No se podrá intentar la via contencioso-
administrativa en los asuntos sobre cobranza de 
contribuciones y demás rentas públicas ó créditos 
definitivamente liquidados en favor de la Hacienda 
en los cases en que proceda con arreglo á las leyes, 
mientras no se realice el pago en las Cajas del Te-
soro público. 
Se exceptúan de lo prevenido en el párrafo ante-
rior los recurrentes que al interponer demanda con-
tencioso-administrativa, soliciten declaración de por 
breza; pero si ésta les fuese denegada, no tendí 
ulterior tramitación el recurso si no se verifica 0 
pago. Si éste no se acredita dentro del término 
un mes, á contar desde la notificación del auto dr.-
negativo de la pobreza, se tendrá por caducado do 
oficio el recurso contencioso-administrativo.» 
De esta manera ha quedado, por la novísima 
determinada por método diferente del anteriormen - 
te empleado, la extension de la materia contencioso-
administrativa, de la cual, como se ve, queda ex -
cluido cuantas cuestiones, por su naturaleza ó por 
la materia sobre que versen, se refieran á la potestad 
discrecional, y cuantas por su índole civil ó crimi-
nal correspondan á la jurisdicción ordinaria, enten-
diéndose, según la ley, que se consideran de índole 
civil las cuestiones en que el derecho vulnerado sea 
de carácter civil y aquellas en que la Administración 
haya obrado como persona jurídica. 
Analizado ya en el presente estudio cuanto se co-
laciona con la primera de las excepciones que vie-
nen de mencionarse, 6 sea la de no dar lugar á la 
materia contenciosa los actos que provienen de las 
facultades discrecionales de la Administración, vo-
mos ahora á entrar en el examen de lo que hace : o-
ferencia a la segunda, ó sea á las cuestiones sor ei- 
Juried. esp.—T.! iv, 	 7 
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das á la jurisdicción de los Tribunales ordinarios. 
 
Dadas las estrechas relaciones que existen entre 
 
lo administrativo y el derecho civil, y la considera-
ble variedad de casos que en la práctica se presen-
tan, la distinción que vamos á. procurar establecer  
es, en extremo, delicada, sin que por eso falten re-
glas que la sana crítica puede dejar sentadas para 
 
determinar una y otra jurisdicción.  
El primer principio que para esta distinción debe 
 
tenerse en cuenta, son las leyes privativas que esta-
blecen las atribuciones del Poder administrativo 
 y 
el" judicial, pues en su estudio y en su espíritu de-
ben hallarse principalmente si las cuestiones conten-
ciosas que resulten son de la competencia de los 
 
Tribunales ó de la Administración.  
La Administración y el Poder judicial son de por 
 
si completamente independientes y deben respetar-
se el uno al otro, sin que la Administración se mez-
cle en las atribuciones y deberes del Poder judicial,  
y siu que el judicial invada las facultades y dere-
chos de la Administración. Sin la realización más 
 
completa de este principio, sus atribuciones resulta-
ran confundidas, quebrantados los cimientos del 
 
organismo social y vulnerados de continuo los de-
rechos de los ciudadanos. Para lograr eu grau parte 
 
que esto no ocurra, y, por consiguiente, que exista 
 
aquella independencia, es un medio poderoso que 
 
cada poder respete sus propios actos, y el uno res-
peto los ejecutados por el otro; es decir, que donde 
 
quiera que el Poder judicial encuentre un acto de la 
 
Administración, lo respete; y que donde la Admi-
nistración se encuentre con una decisión de los Tri-
unales, la respete y acate también.  
Por desgracia, esta teoría que viene de exponerse 
 o es siempre practicable, por cuya razón sólo la 
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parte aquella independencia; y no es siempre prac- 
ticable, porque entre los actos de la Administración 
 
los hay que no significan más que gestión, y no uso  
. 
de poder; otros, que son indiferentes á las atribucio-
nes de aquéllas; y otros, por último, que no supo-
nes su deliberación: tal sucede, por ejemplo, con re-
lación al primer extremo, con el aprecio que pudie-
ra hacerse de los bienes de Propios de un pueblo,  
que si bien sería un acto de la Administración, no 
 
sería uno de esos actos que necesitan acción y ju-
risdicción, sino mera gestión: con relación al segun. 
 
do, cuando, por ejemplo, al intervenir la Adminis-
tración en un asunto, entiende que en el mismo hay  
una cuestión que debe resolverse por otra autoridad, 
 
á cuyo fin remite á ésta el asunto, si después resul-
tara que quien debía ventilarlo era otra autoridad, 
 
pues el acuerdo ó disposición de la Administración 
 
no debería respetarse, siendo para ella indiferente  
que fuese cual quisiese la autoridad que resolviese 
 
la cuestión advertida; y finalmente, con relación al 
 
tercero, es decir, á actos de la Administración que 
 
no suponen ser de deliberación, como cuando se pre-
senta uno suponiendo que ha inventado cualquier 
 
cosa, y á petición suya la Administración le concede 
 
una patente ó privilegio (hoy en día cosa mucho 
 
menos fácil que en otros tiempos): si posteriormente  
un tercero acudiera á los Tribunales é hiciera pre-
valecer su derecho sobre lo mismo que fué objeto  
del privilegio, los Tribunales no estarían en el caso 
 
de respetar la medida administrativa que se le con-
cediô, porque se sobrentiende que en aquel acto la  
Administración no obró con deliberación en benefi-
cio del uno y en perjuicio del otro. Hemos signifi-
cado que el caso últimamente mencionado, no pue-
de ser frecuente en los tiempos actuales, refiriéndo-
nos ti les mayores trámites y precauciones que adop- 
^1 
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ta la legislación vigente en materia de patentes y  
marcas de fábrica; pero aceptado aquél en concepto  
hipotético, sirve para la demostración que nos pro-
poníamos y que confirmamos con este otro ejemplo:  
si un particular acude al Ayuntamiento con el plano  
y memoria de una casa que piensa construir, y en  
su consecuencia obtiene la licencia ó permiso nece-
sario, y otro particular se cree herido en su derecho  
de propiedad ó servidumbre, por la construcción del  
edificio, y acude á los Tribunales para hacer valer  
su derecho, el Poder judicial no tiene para qué ha-
cer respetar el acto administrativo que concedió al  
primero la licencia para construir, porque aquel acto  
no puede considerarse como de deliberación, por  
parte de la Administración, en favor de uno y en  
perjuicio de otro. La autoridad judicial fallará como  
de derecho corresponda, sin que sea preciso anular  
primero el acto de la Administración, que sobren-
tiende siempre quedar á salvo el derecho de tercero.  
Actos hay también que ejecutan los agentes de la  
Administración que no son esencialmente adminis-
trativos, y sí judiciales, conferidos por la ley, como  
los juicios de faltas á ellos sometidos. Ni en estos,  
ni en los actos administrativos; cuando en ellos se  
reserva á los particulares los derechos civiles que  
les correspondan, habrá de detenerse la autoridad  
judicial, porque la generalidad ó totalidad de estas 
 
cuestiones envuelven dos conceptos: el administra-
tivo, y el judicial; y uno y otro deben tratarse con  
una absoluta y total independencia.  
En estos asuntos, que pudiéramos llamar cone-
xos, esto es, en que simultáneamente pueden con-
currir la autoridad administrativa y la judicial, debe  
tenerse muy en cuenta, pues que de por sí viene á  
constituir otra de las reglas que venimos estable-
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pete los actos de la Administración, si de cualquier 
modo destruye sus efectos, y que será excesivo res-
peto extenderlos más allá de donde fuera debido. 
Larga seria nuestra tarea si de hipótesis en hipó-
tesis tratáramos de presentar todos los casos en los 
cuales la diferente atribución de la Administración 
y de la justicia, aunque dirigidas á un mismo fin, 
pueden llegar confundirse; desgraciadamente en 
la práctica se han confundido, y se confunden con 
demasiada frecuencia, dando lugar á esa larga serie 
de conflictos (le jurisdicción, que bajo el nombre 
genérico de competencias ha de ser objeto especialí-
mo de nuestro estudio: por esta razón diferimos el 
seguir en este orden de consideraciones, dejando 
para capítulos sucesivos el tratar extensamente, con 
la doctrina que la jurisprudenca ha sancionado, esta 
extensa materia. 
De todas suertes, condensando en reglas más ge-
nerales cuanto hasta el presente queda dicho, puede 
establecerse que todas aquellas cuestiones que inte-
resan al público, 6 que deban resolverse por las re-
glas generales del interés común, ya entrando en 
ellas la sociedad formando un todo, ya con relación 
á la mayoría de los ciudadanos, deben resolverse 
por la autoridad administrativa, y que cuando se 
trate de cuestiones particulares, ó entre la sociedad 
y un particular, que deba resolverse con arreglo á 
las prescripciones del derecho civil, su conocimien-
to corresponderá á los Tribunales de justicia. 
Principio tan general como et que viene do sen-
tarse, no deja, sin embargo, de tener sus excepcio-
nes, fundadas en la diversidad extraordinaria de ca-
sos que pueden presentarse: tal ocurre, por ejemplo, 
cuando un particular tiene que reclamar la indem-
nización de la propiedad que le ha tomado, que, 
á pesar de provenir de un acto de la Administra- 
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ción, puede llegar ventilarse con jurisdicción com-
petente por la autoridad judicial, á quien el sagra-
do de aquel derecho esta confiado, y, por caso con-
trario, cuando un particular tiene que reclamar el 
 
reconocimiento y pago de haberes 6 pensiones, pues 
 
que con no ser este derecho derivado de los servi-
cios personales menos perfecto que el de propiedad,  
no puede entender en él la autoridad judicial, y sí  
sólo la Administración, que es la que distribuye y 
 
aplica los fondos públicos, que, por otra parte, no  
pueden ser embargados. 
 
Como resumen de lo expuesto, puede darse por  
sentado, como al principio dijimos, que en el estudio  
y espíritu de las leyes, puede y debe encontrarse el  
verdadero criterio que debe presidir la determina-
ción de la jurisdicción contencioso-administrativa  
para diferenciarla de la contencioso-judicial. En efec-
to; cuando se hable de la conveniencia pública, de 
 
las leyes políticas, de las administrativas, del dere-
cho de gentes ó de los Tratados de las naciones, se 
 
requerirá una relación administrativa, y cuando se 
 
invoquen las leyes de los contratos 6 de los testa-
mentos, las disposiciones del derecho civil ó sus  
pruebas, entonces se,necesitará la resolución de los 
 
Tribunales ordinarios; cuando unos y otros princi-
pios, unas y otras leyes se invoquen en un mismo 
 
negocio, cada una de las dos potestades debe enten-
der en la que le corresponda: la Administración, en 
 
en el interés público, y los Tribunales, en los dere-
chos civiles; y si, por ventura, estuviesen tan con-
fundidos unos y otros principios y unas y otras le-
yes, que no fuera posible conciliar las dos resolucio-
nes, el interés del país sera superior á los intereses  
de los particulares. 
 
Como término de todo, y solamente para recordar  
lo que respecto de esto punto determina la novísima  
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ley de 13 de Septiembre del alío último , reproduci-
remos lo que determina su art. 4.°, según el cual,  




«1.0 Las cuestiones que por naturaleza de los  
actos, de los cuales proceden ó de la materia sobre 
 
que versan, se refieren á la potestad discrecional.  
2.° Las cuestiones de índole civil y criminal, per-
tenecientes a la jurisdicción ordinaria ú á otras ju-
risdicciones especiales, considerándose de índole ci-
vil y de la competencia de la jurisdicción ordinaria, 
 
las cuestiones en que el derecho vulnerado sea de  
carácter civil, y también aquellas que emanen do  
actos en que la Administración haya obrado como  
persona judicial, ó sea, como sujeto de derechos y 
obligaciones.  
3.° Las resoluciones que sean reproduccion de 
 
otras anteriores que hayan causado estado y no ha-
yan sido reclamadas, y las confirmatorias de acuer-
dos consentidos por no haber sido apelados en tiem-
po y forma.  
4.° Las resoluciones que se dicten con arreglo 
 á 
una ley que expresamente las excluya de la vía con-
tenciosa.  
5.° Las resoluciones que se dicten consultadas 
 
por el Consejo Supremo de Guerra y Marina, como 
 
Asamblea de las Ordenes militares de San Hermene-
gildo, San Fernando y Mérito militar; y 
 
6.° Las Reales órdenes que se refieren á ascen-
sos y recompensas de Jefes y Oficiales del Ejército  
y Armada, por merecimientos contraídos en campa-
ba y hechos de armas, 6 postergaciones impuestas  
reglamentariamente. » 
 
De las excepciones que vienen de enumerarse, las 




s".aL:ic ss en los núms. 1.° y 2.° han sido ya trata-
d is llo..  nosotros extensamente; la núm. 3.°, recono-
ca la santidad de la cosa juzgada; la núm. 4.°, obe-
dece á la exclusión expresa de la ley, y las núme-
ros 5.° y 6.°, responden á las leyes especiales que  
:.igen en materias del. Ejército y de la Armada,  
cuya organización particular ha sido objeto ya de  
los tomos II y III de esta obra.  
Como excepción también de lo que, como regla ge-
neral, se establece por la repetida novísima ley de 13 
 
de Septiembre del ario próximo pasado, al determi-
nar la materia contenciosa, los arts. 5.° y 6.° deter-
minan: el primero, que continúen atribuidas á esta 
 jurisdicción las cuestiones referentes al cumplimien-
to, inteligencia, rescisión y efectos de los contratos 
 
celebrados por la Administración central, provincial 
 
y municipal para obras y servicios públicos de toda 
 
especie, y aquéllas respecto de las cuales se les otor-
gue el recurso, especialmente por una ley ó Regla-
mento, no estando comprendidas en las excepcio-
nes del artículo anterior; y el segundo, que no se 
 
pueda intentar la vía contencioso administrativa 
 
en los asuntos sobre cobranza de contribuciones y 
demás rentas públicas ó créditos definitivamente 
 
liquidados en favor de la Hacienda, en los casos 
 
en que proceda con arreglo a las leyes, mientras no 
se realice el pago en las Cajas del Tesoro público, 
 
exceptuándose á los recurrentes que al interponer 
 
la demanda soliciten la declaración de pobreza, que 
de ser denegada dejará el recurso sin ulterior trámi-
te, no haciéndose el pago si éste no se acredita en 
 
el término de un mes, desde la notificación del auto 
 
denegatorio, con lo cual caducará de oficio el recur-
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CAPÍTULO IV. 
Principales materias privativas de la Administración, que 
pueden dar, ó no, lugar á lo contencioso-administrativo. 
Consignado hemos dejado en el capítulo prece-
dente, al determinar la materia contencioso-adminis-
trativa y su separación de la contencioso judicial, 
que además de los actos de gobierno que se relacio-
nan con sus facultades discrecionales, y además de 
aquellos que, revistiendo carácter general, existen 
otros que, comprendidos dentro de sus facultades 
regladas, dan lugar únicamente á la materia conten-
cioso-administrativa. Siguiendo, pues, el orden de 
exposición que nos hemos trazado, parece natural, 
y realmente lo es, que antes de pasar ocuparnos 
de otras cuestiones, demos sucintamente una idea 
de aquellas materias que, siendo privativas de la 
Administración, den lugar á lo contencioso, y de las 
que no lo den. A semejante fin, nos ocuparemos con 
la debida separación de las siguientes, que pueden 
conceptuarse como las principales. 
Aguas. 
Es principio generalmente admitido, por las le-
gislaciones do todos los países, que el dominio de 
las aguas públicas corresponde al Estado, quien en 
virtud de este derecho vela por la conservación de 
tan indispensable elemento, regula su aprovecha-
miento y ejerce sobre el mismo la inspección y go-
bierno que necesita para su equitativo y debido uso, 
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obrando en todo ello como función verdaderamente 
social. 
En tal sentido, fácil es comprender que inspira-
dos sus actos eu el sentido del interés general, ni 
pueden ser regulados por las prescripciones del de-
recho civil, ni contra los mismos cabe ni la acción, 
ni la jurisdicción ordinarias, siendo leyes adminis-
trativas las que regulan aquéllos, concediéndoles la 
tutela que continua y necesariamente ejerce sobre 
las aguas públicas, y regularizando los límites, modo 
y carácter que determinan los derechos de los parti-
culares y los que circunscriben las funciones propias 
del Estado. 
Si dentro de estas funciones se dictan medidas de 
carácter general 6 de policía que conocidamente no 
lesionen derechos particulares, no cabe duda que los 
actos del Gobierno no podrán dar lugar á lo con-
tencioso-administrativo; pero si de aquéllas, y rela-
cionadas con el aprovechamiento de las aguas que 
la ley concede á los particulares, se deducen dispo-
siciones que lesionen más 6 menos los derechos pri-
vados de los mismos, claro está que contra estas 
resoluciones, origen de multiples y variadas cues-
tiones, cabrá la contención, que ni puede la Admi-
nistración resolver caprichosamente, ni tampoco de-
cidir los Tribunales ordinarios, porque la primera 
tiene limitada su acción por la ley; el derecho que 
de la misma so desprende ea favor del particular, 
no puede considerarse cowo un titulo de derecho 
civil que los segundos puedan apreciar y mantener 
ó limitar. 
De lo expuesto se deduce, necesariamente, que 
todas las cuestiones directamente emanadas de la 
concesión de aguas, su regulación y aprovechamien-
to, bien se relacionen con su inteligencia, efectos y 
cumplimiento, caben dentro de la jurisdicción con- 
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tencioso-administrativa, ya se trate de la interpreta-
ción del acto administrativo que la produjo, ya se 
trate de los derechos creados por el mismo; quedan-
do sólo para la acción de los Tribunales de la juris-
dicción ordinaria las cuestiones que se producen 
entre particulares, a virtud de derechos sobre las 
aguas que puedan fundar en títulos de derecho 
civil ó eu leyes de esta naturaleza: correspondiendo 
igualmente á la Administración mantener el estado 
posesorio de los particulares, cuando aquél tome 
origen en disposiciones emanadas de aquel orden 
social, sin perjuicio de que si sus derechos fuesen 
desconocidos los ejerciten, tanto en el juicio plena-
rio ante la jurisdicción ordinaria, como en el con-
tencioso-administrativo, ante los Tribunales de esta 
especie. 
La ley de 13 de Junio de 1879 rige actualmente 
esta importantísima materia. 
Después de establecerse en el tít. 1.0 de la misma 
el dominio de las aguas pluviales, el de las aguas 
vivas, manantiales y corrientes, el de las aguas 
muertas ó estancadas y el de las aguas subterráneas, 
la referida ley se ocupa de determinar lo que cons-
tituyen los álveos ó cauces; las riberas, márgenes y 
accesiones; lo que son los álveos, riberas y márge-
nes de los ríos y arroyos; los álveos y orillas de los 
lagos, lagunas y charcas; las accesiones, arrastres y 
sedimentos de las aguas; lo que constituye la de-
fensa contra las aguas pluviales, y lo que se relacio-
na con la desecación de lagunas y terrenos panta-
nosos, entrando después á disponer cuanto se refiere 
á las servidumbres en materia de aguas, clasificadas 
en servidumbres naturales y legales, entre las que 
figuran las de acueducto, de estribo, de presa ó de 
parada, partidor, de abrevadero y de saca de aguas, 
de camino, de sirga y demás inherentes á los predios 
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ribereños. Por el tít. 4.°, la referida ley dispone 
cuanto se relaciona con los aprovechamientos de las 
aguas públicas, bien se relacionen estos aprovecha-
mientos con usos domésticos, agrícolas 6 fabriles; bien 
con los de pesca, con los de navegación y flotación; 
bien con los aprovechamientos especiales, consi-
derando su concesión, en general, para abasteci-
miento de poblaciones, para el de ferrocarriles, para 
el de riegos, para el de canales de navegación, para 
el de barcas de paso, puentes y establecimientos in-
dustriales, y, finalmente, para el de viveros y cria-
deros de pesca. 
Después de disponer en el tít. 5.0 lo necesario á 
la policía de las aguas, regimentando las comunida-
des de regantes y sus sindicatos, y los Jurados de 
riego, establece la mencionada ley de 13 de Junio 
de 1879, las atribuciones de la Administración en 
tan importantísima materia, y concluye diferencian-
do la competencia de los Tribunales en materia de 
aguas por medio de los arts. 253 al 256, que dis 
ponen expresamente lo siguiente: 
«Art. 253. Compete á la jurisdicción contencio• 
soadministrativa conocer de los recursos contra las 
providencias dictadas por la Administración en ma-
teria de aguas en los casos siguientes: 
1.0 Cuando se declare la caducidad de una con-
cesión hecha á particulares ó empresas en los tér-
minos prescritos en la ley general de Obras pú-
blicas. 
2.0 Cuando por ella se lastimen derechos adqui-
ridos por virtud de disposiciones emanadas de la 
misma Administración. 
3. 0 Cuando se imponga á la propiedad particu-
lar una servidumbre forzosa ó alguna limitación 6 
«ravamen en los casos previstos por esta ley. 
i ; 
i 
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4.° En las cuestiones que se susciten sobre re-
sarcimientos de daños y perjuicios á consecuencia 
de limitaciones á gravámenes de que habla el pá-
rrafo anterior. 
Art. 254. Compete á los Tribunales que ejercen 
la jurisdicción civil, el conocimiento de las cuestio-
nes relativas: 
1.0 Al dominio de las aguas públicas y al domi-
nio de las aguas privadas y de su posesión. 
2.° Al dominio de las playas, álveos ó cauces de 
los ríos, y al dominio y posesión de las riberas, sin 
perjuicio de la competencia de la Administración 
para demarcar, apear y deslindar lo perteneciente al 
dominio público. 
3.° A las servidumbres de aguas y de paso 
por las márgenes, fundadas en títulos de derecho 
civil. 
4.° Al derecho de pesca. 
Art. 255. Corresponde también á los Tribuna-
les de justicia el conocimiento de las cuestiones sus-
citadas entre particulares sobre preferencias de de-
recho de aprovechamiento, según la presente ley: 
1.0 De las aguas pluviales. 
2.° De las demás aguas, fuera de sus cauces na-
turales, cuando la preferencia se funda en títulos de 
derecho civil. 
Art. 256. Compete igualmente á los Tribunales 
de justicia el conocimiento de las cuestiones relati-
vas á daños y perjuicios ocasionados a tercero en 
sus derechos de propiedad particular, cuya enaje-
nación no sea forzosa: 
1.0 Por la apertura de pozos ordinarios. 
2.° Por la apertura de pozos artesianos y por la 
ejecución de obras subterráneas; 
Y 3.0 Por toda clase de aprovechamientos en 
favor de particulares.» 
(1) Las aguas marítimas se rigen por la ley de 7 de Mayo 
de 1880, y las medicinales por disposiciones especiales. 
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Estas son las disposiciones vigentes en cuanto se 
relaciona con las aguas públicas terrestres (1), ma-
teria de extensión extraordinaria y de importancia 
grandísima, que por fundamentos de un orden pu-
ramente social, se halla encomendada, como se ha 
visto, exclusivamente á la vigilancia, inspección y 
tutela de la Administración. Basta, sin embargo, 
considerar aquella extensión é importancia, para 
comprender cuán fáciles son los rozamientos con 
los derechos privados de los particulares, para dar 
lugar con ellos al ejercicio de la jurisdicción conten-
cioso-administrativa, ante la que dichos rozamien-
tos tienen forzosamente que ser discutidos y apre-
ciados. 
La acción de la Administración eu punto tan im-
portantísimo, está perfectamente definida dentro de 
la ley, cuyo art. 226 dice lo siguiente: «La policía 
»de las aguas públicas y sus cauces naturales, ri-
»beras y zonas de servidumbre, estará á cargo de la 
»Administración, y la ejercerá el Ministerio de Fo-
»mento, dictando las disposiciones necesarias para 
»el buen uso y aprovechamiento de aquéllas,» aña-
diendo el 227: «respecto á las aguas del dominio 
»privado, la Administración se limitará á ejercer 
»sobre ellas la vigilancia necesaria para que no pue-
dan afectar á la salubridad pública ni á la seguri-
dad de las personas y bienes.» De suerte, que por 
términos tan explícitos y concretos, robustecidos 
por los artículos sucesivos, que anteriormente que-
dan transcritos, se establece la diferencia esencial 
que existe en las atribuciones de la Administración 
en materia de aguas, que cuando pertenecen á par-
ticulares, no ejerce sobre ellas más que la inspec- 
Kr 
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' ción que exigen los intereses generales, como suce-
de con relación á cualquier otra propiedad, y  quo 
cuando son públicas, caen bajo su acción de una  
manera absoluta y completa. Las dudas que pudie-
ran. surgir sobre la clasificación de unas y otras,  
apenas si caben por la minuciosidad cou que la 
 lc^ las ha definido.  
Nada más diríamos acerca de esta materia, que  
con lo expuesto se comprende bien, es privativa de  
la Administración, bajo su punto de vista general,  
y puede dar lugar á lo contencioso-administrativo:  
sin embargo, cumple bien al propósito que nos guía,  
indicar aquí algunas resoluciones de verdadera  im-
portancia, que deslindan en cierto modo las facul-
tades de la Administración eu punto á disponer la  
forma de aprovechamientos de aguas públicas.  
Por Real decreto-sentencia de 17 de Mayo de 
 
1862, se declaró que los concesionarios de aguas tie-
neu un derecho legítimo al disfrute de las que real  
y verdaderamente necesitan para su objeto, sin que 
 
puedan ser despojados de él, sino en virtud de expro-
piación forzosa, mediando causa reconocida de uti-
lidad pública: afiadiendo la sentencia de 18 de Enero 
 
de 1873, que si bien por la ley de aguas correspon-
de á la Administración activa la facultad discre-
cional de conceder 6 negar, con arreglo á sus pres-
cripciones, los permisos que se soliciten para el 
 aprovechamiento de aguas públicas, una vez hechas 
estas concesiones, le imponen el deber de respetar-
los, y hasta tal punto garantizaba sus efectos lega-
les, que otorgaba el recurso contencioso contra las  
providencias en que se lastimen derechos adquiri-
dos, en virtud de disposiciones emanadas de la mis-
ma Administración. 
 
Con relación á las facultades de policía, el Real  
decreto-sentencia de 21 de Diciembre de 1877, de- 
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claró que las facultades de la Administración no 
podrán extenderse á mandar se destruyesen obras 
hechas en cauces ó márgenes, cuando éstos no fue-
ran de reciente construcción, sino que sólo estaba 
autorizada para mantener el estado posesorio, ha-
ciendo destruir las obras recientes que perjudicasen 
al interés público ó al de particulares. 
En punto á indemnización de perjuicios, por con-
cesiones de aguas, la sentencia de 5 de Julio de 1873 
consignó que no obstaba a la procedencia de la via 
contenciosa lo prevenido eu el art. 298 de la ley, 
atendiendo á que se contraía al recurso general que 
establecía ante los Tribunales de justicia, respecto 
de defies y perjuicios ocasionados á un tercero por 
otros conceptos distintos é imprevistos de la con-
cesión. 
Tratándose de obras de defensa contra aguas pú-
blicas, la sentencia de 18 de Enero de 1873 declaró 
que sólo las autoridades administrativas pueden co-
nocer de las incidencias á que dé lugar su ejecución, 
y decretar en su caso la indemnización de daños y 
perjuicios. 
Finalmente, la materia de competencia de juris• 
dicción á que frecuentemente se presta este elemen-
to tan necesario de la vida social y sus regulaciones 
de la ley, la trataremos, como todas ellas, con la 
extensión debida en lugar oportuno; allí podrá apre-
ciarse bien cuanto, con relación á casos concretos, 
se ha resuelto en punto á jurisdicción con posterio-
ridad á la ley de 13 de Junio de 1879. 
Clases pasivas. 
No corresponde á la Administración conceder 6 
negar discrecionalmente los derechos pasivos esta-
blecidos y ya con limitaciones conservados, como 
estímulo de los funcionarios públicos y como recom-
pensa á dilatados servicios. Las leyes y Reglamen-
tos estableciendo preceptos con cuya sujeción, ha-
bida cuenta del tiempo y de la clase de los servicios 
prestados, han establecido reglas que determiuen la 
forma de la pensión y los requisites que son nece-
rios para obtenerla, reglas que, al crear derechos, 
pueden producir reclamaciones cuando aquéllos so 
lesionen, que tienen un carácte ^ ^marcadamente ad-
ministrativo, puesto que se dirigen á exigir el cum-
plimiento de obligaciones que el Estado se ha im 
puesto, en virtud de leyes administrativas: dichas 
reclamaciones pueden, por consiguiente, dar lugar 
á lo contencioso-administrativo, si bien hay que ha-
cer notar que el recurso por el cual se pretende, en 
la forma dicha, la revisión de una resolución admi-
nistrativa, está solamente concedido en la regula-
ción de los derechos pasivos de las clases civiles, 
porque á las clases militares no se les concede el ex-
presado recurso, sin que se alcance bien á compren-
der cuál sea el fundamento de tan marcada dife-
rencia. 
Establecidas las cesantías por disposiciones remo-
tas, fueron reglamentadas posteriormente, hasta quo 
en 23 de Mayo de 1845 fueron suprimidas para lo 
sucesivo; al propio tiempo, fueron támbién regimen-
tadas las jubilaciones de época algún tanto poste 
rior; los retiros militares están también regularlos 
por la ley de 2 de Julio de 1865. 
Por Real decreto de 28 de Diciembre de 1849, se 
creó una Junta de Clases pasivas, encargada de 
aplicar las disposiciones legales en la materia y de 
declarar los derechos correspondientes; contra las re-
soluciones de esta Junta establece el referido Decre-
to los siguientes recursos: 
Jurisd. esp.—T, IV.  
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(Art. 12. Del perjuicio que pueda inferirse, ya 
á la Hacienda, ya á cualquier individuo, por las de-
claraciones de la Junta, queda a salvo el derecho de 
reclamación al Ministerio de Hacienda, de que de-
berá hacerse uso en el término de un mes, contado 
desde el día en que se haga saber la declaración.. 
Art. 14. De las resoluciones que en conformidad 
con los artículos anteriores so dictaren por el Minis-
terio de Hacienda, podrá reclamarse ante el Conse-
jo por la vía contenciosa, en el término de dos me-
ses desde que fueren notificadas . 
Las disposiciones que viene de transcribirse, fue-
ron sancionadas por el art. 47 de la ley orgánica del 
Consejo de Estado de 1860, en el que se expresa que 
selá oído aquel Alto Cuerpo sobre la resolución 
final, en toda última instancia de los negocios con-
tencioso-administrativos, y señaladamente en los re-
cursos de apelación nulidad y queja contra cual-
quier resolución del Gobierno acerca do los derechos 
do las clases pasivas civiles; disposición que, ade-
más, ha sancionado el art. 7. 0 del Real decreto de 4 
de Diciembre de 1877, al dar nueva organización á 
la Junta de pensiones civiles, y que no ha derogado 
la reciente ley de lo Contencioso de 13 de Septiem-
bre del año próximo pasado. Es, pues, incuestiona-
ble, que los agravios que los particulares reciben en 
las resoluciones de la Administración, relacionadas 
con las clasificaciones de sus derechos pasivos, pue-
den subsanarse ante la jurisdicción contencioso-ad-
ministrativa; pero nótese bien, que serán sólo las 
correspondientes á las carreras civiles, porque las 
pensiones concedidas á las clases militares no tienen 
ste recurso; la clasificación de éstas corresponde al 
J ribunal de Guerra y Marina, bajo la dependencia 
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de los respectivos Ministerios, no dejando al de Ha-
cienda más facultades que las relativas al pago de 
los haberes declarados; y aun cuando hube un tiem-
po en que se les concedió el recurso, por Real orden 
circular de 5 de Mayo de 1877 se dispuso que no 
se admitiera, hasta que por una ley, que aún no se 
ha formulado, se uniformaran las disposiciones re-
lacionadas con estas materias. 
Ante preceptos tan concretos, la jurisprudencia 
establecida no ha hecho otra cosa quo confirmar 
aquéllos y resolver cuestiones meramente acciden-
tales. Por Real decreto-sentencia de 20 de Agosto 
de 1864 se declaró que la Junta de Clases pasivas 
no tenía competencia para revocar ni transformar 
sus acuerdos; por otro de 6 de Julio de 1865 se con-
firmó que contra los acuerdos de la Junta se recla-
mara al Ministerio, y no á aquélla, porque una vez 
dictadas, no tiene jurisdicción para variarlas; y por 
otro de 31 de Diciembre de 1864, se establece que 
contra las declaraciones de la Junta, no hay otro 
recurso que la reclamación al Ministerio de Hacien-
da, en el término de un mes. 
Estas son, entre otras varias, las disposiciones 
que establecen las clases pasivas, como materia pri-
vativa de la Administración, que puede dar lugar á 
lo contencioso administrativo, sin que por su natu-
raleza pueda originar, por modo alguno, contiendas 
de jurisdicción. 
Contribuciones. 
Es precepto contenido en el art. 3.0 de la Consti-
tución del Estado, que todo español está obligado á 
contribuir, en proporción de sus haberes, para los 
gastos del Estado, de la provincia y del Municipio, 
añadiendo á continuación, que nadie está obligado 
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á pagar contribución que no esté votada por las 
 
Cortes ó por las Corporaciones legalmente autoriza-
das para imponerla. 
 
Disposición tan importante de la Ley fundamental, 
 
impone á la Administración la obligación de hacer  
que las contribuciones y tributos que para levantar 
 
las cargas publicas establezcan las leyes, ingresen  
en las arcas del Tesoro, y no hay que dudar que las 
 
relaciones que con este motivo se establecen entre 
 
la Administración y los contribuyentes, tienen que 
 
ser, harto frecuentemente, causa de numerosas cues-
tiones, quo no pueden ser más que de un orden me-
ramente administrativo ó de un orden marcadamen-
to penal.  
Las de la primera clase, ó sea las del orden mera-
mente administrativo, tienen lugar en todos los ac-
tos conducentes á preparar y exigir las contribucio-
nes, en las cuales los funcionarios administrativos 
 
obran á nombre y en interés del Estado, no como  
persona jurídica, sino como institución social; sus 
 
actos no se fundan en disposiciones de carácter civil, 
 
sino en reglas de derecho administrativo; las segun-
das, ó sea cuando el acto ejecutado revista caracte-
res de delito, no pueden relacionarse más que con las 
 
prescripciones del Código, cuya aplicación y natu-
raleza las aparta de la esfera de la Administración. 
 
Después de establecer esta diferencia, parece que 
 
puede darse como incuestionable que todo lo que 
 
se relaciona con la exacción de las contribuciones, 
 
legalmente establecidas, y que no envuelva comisión 
 
de un delito, corresponde exclusivamente al conoci-
miento de la Administración; y como ésta, lo mismo 
 
en esta materia que en cualquier otra, puede dar 
 
disposiciones generales, usando para ello do su po-
der discrecional, y sin más responsabilidad que la 
política que por sus actos contrae, estas disposi- 
^^.^^=—
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ciones no pueden dar lugar al ejercicio de lo con-
tencioso-administrativo. Cuando las resoluciones  
adoptadas tengan un carácter particular, ó vengan 
 ^. decidir una cuestión determinada: cuando no 
constituyen actos de gobierno, y sí sólo de Admi-
nistración, no cabe duda, entonces .puede darse 
 
lugar á lo contencioso-administrativo, si la acción  
que eu este sentido se ejercita por el contribuyente  
viene exornada de los• demás requisitos que para  
ello se establecen.  
Con relación á las funciones propias de la Admi-
nistración en materia do contribución territorial, con  
objeto de establecer recursos contra las mismas, ha-
llamos que el art. 164 del Reglamento, de 19 de  
Septiembre de 1876, determina las siguientes:  
«1.0 De agravio absoluto, el cual consistía en  
haberse supuesto al reclamante una riqueza impo-
nible mayor de la que eu realidad disfrutara, por  
figurar en el amillaramiento, como de su propiedad, 
 
bienes que no le pertenecían, ó por figurar asimismo 
 
en aquél una ó más fincas .le su propiedad cou ma-
yor cabida que la declarada, 6 por haberse clasifi-
cado otras como de clase superior á la que le corres : 
pondia; ó, por último, por haberse aplicado á las 
 
expresadas fincas, 6 á cualquier otro objeto de ins-
cripción, tipos superiores á los consignados en la  
cartilla de evaluación correspondiente; 
 
Y 2.° De agravio comparativo, que consistiría 
 
en que, aun cuando al reclamante se hubiese fijado  
con exactitud eu el amillaramiento su riqueza  im-
ponible, resultase, eu su sentir, perjudicado con re-
lación á uno ó más contribuyentes que se hallasen  
eu idénticas circunstancias.»  
Después de estos preceptos, los arts. 176 y 177  
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establecieron que las resoluciones ministeriales se-
rían reclamables en la via contencioso-administra-
tiva, y se harían, en su caso, en el amillaramiento,  
las alteraciones que procediesen, según lo fallado en  
el decreto-sentencia. 
 
Con relación á la contribución industrial y de  
comercio, el Reglamento de 20 de Mayo de 1873  
establecía: 
 
«Art. 4. 0 Son de la exclusiva competencia de la  
Administración activa, y no se da recurso alguno  
contra la resolución ministerial que sobre ellas recai-
gan, las cuestiones sobre señalamiento provisional  
de cuota, á industrias no comprendidas en la tarifa,  
ni en las tablas de exenciones, asimilándolas á otras  
análogas. 
 
Art. 6. 0 Lo son igualmente las dudas 6 reclama-
ciones sobre la base de población que corresponda  
para fijar la cuota á los contribuyentes. 
 
Art. 161. Otro tanto sucede con las reclamacio-
nes contra los fallos que se dicten en los expedien-
tes de comprobación administrativa.» 
 
La resolución ministerial que en estos tres casos 
 
se dictara, tenía que ser, previa audiencia del Con-
sejo de Estado; no dándose tampoco recurso alguno 
 
contra la Real orden que declarase no haber lugar  
á la exención del establecimiento de industrias 
nuevas. 
Las cuestiones originadas por el repartimiento se 
resolverían, en primer término, por el gremio cons-
tituido en Jurado, pudiéndose acudir de la resolu-
ción de éste ante la Junta administrativa. 
Todas estas disposiciones fueron posteriormente 
^^ 
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modificadas por Real decreto de 9 de Agosto do 1877, 
que redujo las Juntas administrativas, confiando 
los asuntos de que conocían á los Jefes económicos, 
concediendo recurso de alzada ante la dirección de 
Contribuciones contra las decisiones de éstos, sin 
perjuicio de la vía contenciosa cuando procediera. 
Tanto estas disposiciones, como las relativas al 
impuesto de derechos reales y transmisión de bie-
nes, y á impuestos y arbitrios municipales, han su-
frido alguna variación por la legislación de Hacien-
da posterior, y en particular por la de 31 de Diciem-
bre de 1881, en cuyo examen, después de las ideas 
enunciadas, no hemos de entrar; basta, á nuestr 
propósito, y para dejar bien demostrado que en &- 
terminados casos puede darse lugar á lo contencio• 
so-administrativo, en materia de contribuciones, 
consignar, como recuerdo, que el art. 6. 0 de la no-
vísima ley de 13 de Septiembre del año último, dis-
pone: «que no podrá intentarse la vía contencioso-
»administrativa en los asuntos sobre cobranza de 
»contribuciones y demás rentas públicas ó créditos 
»definitivamente liquidados á favor de la Hacienda, 
*en los casos en que proceda con arreglo á las le-
*yes, mientras no se realice el pago en las Cajas del 
*Tesoro público.: Con lo que queda demostrado, 
en nuestro sentir de una manera concluyente, quo 
en determinados casos puede utilizarse el recurso 
contencioso administrativo en materia de contribu-
ciones y cargas públicas. 
Desamortización. 
Decretada por las vicisitudes de los tiempos la 
reversión al Estado y su venta, de todos los bienes 
que venían en poder del clero, de los pueblos y do 




cumplimiento de estas disposiciones, unas veces or-
dena en consecuencia de las mismas, y otras contra-
ta: lo primero ocurre cuando declara sujetos á la 
de amortización, ó los exceptúa de ella, determina-
nados bienes 6 derechos, y cuando interpreta las 
disposiciones que rigen esta materia; lo segundo, 
cuando lleva á cabo la venta de bienes, otorga su 
escritura de venta y pone eu posesión de los mis-
mos al comprador. 
Cuando la Administración obra en el primer con-
cepto, como autoridad pública, usando de las atri-
buciones de protección y fomento de los intereses 
generales, sus actos tienen evidentemente un carác-
ter administrativo; y cuando obra en el segundo, 
celebrando contratos, sus actos sou de índole nece-
sariamente civil; y como los actos administrativos, 
ejecutados por la Administración y su agentes, no 
pueden serlo discrecional y arbitrariamente, sino 
que han de serlo con sujeción estricta á las leyes y 
disposiciones que regulan la materia, es consecuen-
cia natural que, estando comprendida la desamorti-
zación en el concepto que se indica dentro de las 
facultades regladas de la Administración, cuando 
por sus decisiones lastima derechos de un particu-
lar que reunen las condiciones preestablecidas, aqué-
llas pueden dar lugar á lo contencioso administra-
tivo: y que, por el contrario, cuando obra eu el se-
guudo concepto, esto es, como persona jurídica que 
contrata, las acciones que del mismo se deriven de-
ben ser ventiladas ante los Tribunales de justicia; 
porque si bien la Hacienda tiene interés en esos con-
tratos, el inmediato objeto de los mismos no es una 
satisfacción pública, pues que si lo fuera, el interés 
social les imprimiría carácter administrativo, y sus 





De aquí, que los fundamentos de orden social que 
motivaron las disposiciones de desamortización, 
apartándose algún tanto de la teoría que viene ex-
puesta, concedieron carácter administrativo, uo sólo 
á los actos ejecutados por la Administración, como 
defensora de los intereses públicos confiados á la 
misma por aquéllas, sino que dieron ese mismo 
carácter á todas las incidencias que surgieran de 
la venta de bienes desamortizados ; cou lo cual 
es notorio, que siendo esta importantísima f un-
ción privativo de la Administración, puede dar, y 
da cou frecuencia, lugar á lo contencioso-adminis-
trativo. 
Conocida será, seguramente, de todos la legislación 
vigente en materia de desamortización, y en particu-
lar las leyes de 1.° de Mayo de 1855 y de 15 de Junio 
de 186€ : apartándonos, por consiguiente, de su  exa-
men, y atentos á nuestro propósito de determinar la 
manera con que cada una de las materias que veni-
mos examinando se ha venido á establecer la juris-
dicción contencioso-administrativa, habremos de con-
signar, que la primera disposición por la cual las 
cuestiones referentes al arrendamiento y venta de 
bienes nacionales, se declararon propias de la juris-
dicción contencioso administrativa, f uó una Real or-
den del Ministerio de Hacienda de 14 de Junio de 
1848, recordada por otra del Ministerio de la Go- 
bernación de 23 de Enero del siguiente afio. Por 
ellas se dispuso que quedaba sometido al conoci- 
miento de los Consejos provinciales y del Real, en 
su caso, «todo lo relativo á la validez ó nulidad de 
»las ventas do bienes nacionales, á la interpretación 
'de sus cláusulas, á la designación de la cosa euaje-
'nada, y declaración de la persona á quien se vendió 
'y á la ejecución del contrato.' 
La ley de Contabilidad de 20 de Febrero de 1850, 
/, 7 
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estableció después que correspondía al orden admi-
nistrativo la venta y administración de bienes nacio-
nales, y que las incidencias de subasta ó arrenda-
mientos se ventilarían ante los Consejos provinciales, 
y el Real, en su caso, si no hubieran podido termi-
narse gubernativamente por mutuo consentimiento; 
y que las cuestiones sobre dominio y propiedad pa- 
sarían á los Tribunales do justicia á quien corres-
pondiesen. 
Por Real orden de 20 de Septiembre de 1852, se 
concretaron más estos extremos, declarándose en la 
misma, que correspondían al conocimiento de los Con-
sejos provinciales, y del Real, en su caso, las cues- 
tiones contenciosas relativas á la validez, inteligen-
cia y cumplimiento de los arriendos y subasta de bie-
nes nacionales, y actos posesorios que de ellos se de-
rivasen, hasta que el comprador 6 adjudicatario 
fuese puesto en posesión pacífica de ellos; y al de 
los Juzgados y Tribunales de Justicia competentes, 
las que versasen sobre el dominio de los mismos 
bienes 6 cualquiera otros derechos que se fundasen 
eu títulos anteriores y posteriores á la subasta, 6 fue-
ran independientes de ella. 
Este mismo precepto fue consignado eu el artícu-
lo 84, núm. 3.0 de la ley de 25 de Septiembre de 1863, 
para el gobierno y administración de las provincias, . 
y reiterado en el art. 15 de la ley de Contabilidad 
de '25 de Junio de 1870. 
No ha dejado, sin embargo, este número . de pre-
ceptos, constante en determinar la acción de la ju-
risdicción en materia tan extensa, de producir con-
siderable número de competencias que en su lugar 
oportuno podrán ser examinadas; y de originar que 
multitud de incidentes ventilados ante la jurisdic-
ción contencioso-administrativa se resuelvan en el 
sentido de ampliar las mismas la esfera de la Ad- 
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ministración, como puede verse po^^ alguno de los 
que apuntaremos á continuación. 
Las leyes de desamortización exceptuaron de la 
venta ciertos bienes, y concedieron el derecho á redi-
mir otros dentro de un término fijado por las mis-
mas; como la infracción de estos preceptos podía dar 
lugar a que se lastimaran derechos particulares, la 
jurisprudencia ha admitido siempre las demandas 
que se fundaran en aquellas causas; en tal sentido, 
se ha declarado que correspondía a la Administra-
ción activa, y en su caso y lugar á los Tribunales 
contencioso.administrativos, el calificar la naturale-
za de los bienes á que se refieren las leyes desamor-
tizadoras para declarar si son 6 no enajenables, con 
arreglo á las mismas, y decidir cuantas cuestiones 
se susciten acerca de la inteligencia, aplicación y 
cumplimiento de las referidas leyes y demás dispo-
siciones sobre desamortización, en cuanto se refieran 
á bienes comprendidos en las sucesivas, según el 
texto terminante de la ley de 1.0 de Mayo de 1855 
,é Instrucción formada para su cumplimiento. 
Con relación a este punto, existe una cuestión ver-
daderamente dudosa; las leyes han dejado á la libre 
apreciación y juicio del Gobierno, el determinar si 
existen las condiciones necesarias para declarar ex-
ceptuados ciertos bienes; en tal sentido, la resolución 
que se adopte por la Administración no podrá ser 
impugnable en vía contenciosa, por haberlo sido en 
uso de las facultades discrecionales; pero adoptada 
la resolución de exceptuar de la venta determinados 
bienes, ¿podrá, volviéndose sobre aquel acuerdo, de-
clararlos después sujetos á la venta? El Tribunal 
Supremo, obrando como Tribunal administrativo, 
declaró, en su sentencia de 29 de Abril de 1872, ab-
suelta de una demanda de esta clase á la Adminis-
tración, estimando que en aquel caso especial la re- 
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solución reclamada no lastimaba ningún derecho 
preexistente, haciendo constar, al propio tiempo, 
cque cuando el Gobierno, al usar de las facultades 
»discrecionales que le competen por disposiciones 
»especiales, hacía alguna concesión á. particulares, si 
»bien en su origen podía, libremente, concederla 6 
»negarla, después de otorgardas tenía el deber de 
»respetar los legítimos intereses creados y adquiri-
dos á consecuencia de la misma.» 
En Real decreto sentencia de 29 de Enero de 1879, 
se estableció que, verificada la venta de un censo 
constituido á favor del Estado, habiéndose cumpli-
do en ella los requisitos marcados por la ley, era 
nula la redención del mismo que con posterioridad 
se hiciera. 
Tratándose de una cuestión sobre falta de cabida 
do una finca, por Real decreto-sentencia de 2 de Ju-
lio de 1879 se declaró que el Real decreto de 10 de 
Julio de 1865 era aplicable aun á las ventas ante-
riores á su publicación, según daba á entender el 
art. 10, siendo el término de reclamar el de quince 
días. 
Por otro Real decreto-sentencia de 19 de Agosto 
de 1879, se declaró también que las reclamaciones 
responsabilidades que puedan ocurrir entre el Es-
tado y el primitivo comprador de una finca del mis-
mo, en nada afectan á los derechos y deberes que 
dos particulares invoquen, respectivamente, sobre 
si procede ó no el saneamiento estipulado, cuya 
cuestión debla decidirse en el juicio correspon-
diente. 
Deada pública. 
Cuando no bastan al Estado para cubrir sus aten-
ciones los impuestos y los bienes que posee, acude 
al crédito, contratando empréstitos y emitiendo títu- 
1 
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los a favor do los que los cubren, constituyendo éstos 
la Deuda pública. Dada, pues, la existencia de ésta, 
difícilmente puede contestarse de una manera re-
suelta, quién sea la autoridad que pueda ser llama-
da á conocer do las cuestiones que se susciten con 
ocasión de la misma, pues no cabe duda de que en 
la realidad de la operación por la cual aquélla se 
produce, concurro el Estado que pide prestado, y el 
particular que le facilita el préstamo, cuyo conjunto 
parece asimilar este contrato al de préstamo que re-
gula el derecho civil. Examinada, sin embargo, la 
cuestión bajo orden de consideraciones independien-
tes do la entidad social que representa la Adminis-
tración pública, resulta que el empréstito hecho por 
la misma, no es uu contrato análogo al del présta-
mo que anteriormente se indica, porque el Estado 
no lo verifica como cualquier otro propietario que 
cuida de sus intereses, sino que interviene como re-
presenta nte de los intereses generales de la Nación, 
acudiendo á él para lograr el desempeüo de los ser-
vicios que la misma le tiene confiados; de donde se 
deduce, que en lugar de representar los intereses de 
un particular enfrente de otro particular, lo que en 
realidad hace, es representar los intereses generales 
enfrente de esos mismos intereses, con lo que las 
cuestiones que versen sobre las obligaciones con-
traídas afectarán directamente al interés público, y 
éste resultará perjudicado ó atendido, según las re-
soluciones que sobre las mismas se dicten. 
Por esta razón se ve que las leves fundamentales 
de todos los países garantizan el cumplimiento de 
las obligaciones contraídas, y que el poder legisla-
tivo interviene por medio de leyes ó autorizaciones 
en el acto mismo: no siendo, por lo demás, compa-
rable con un contrato civil, sometido á la acción de 
los Tribunales ordinarios, aquel en que una de las 
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partes contratantes se reserva la conversión ó modi-
ficación de sus condiciones sin el consentimiento 
de la otra. 
Las reclamaciones, pues, que se refieren á la 
Deuda pública, hay que confiarlas á la Administra-
ción, que, teniendo una acción limitada, si con ésta 
lastimase derechos privados, y éstos reunieran los 
demás requisitos exigidos, daría lugar á lo conten-
cioso-administrativo. 
Y si esto sucede con relación á la Deuda pública, 
representada por títulos procedentes de un emprés-
tito, no ocurrirá menos con aquellas otras deudas que 
tienen su origen en relaciones puramente adminis-
trativas, sin ninguna apariencia de contrato, como 
ocurre con las del Estado para con sus empleados, 
G con los dafios causados á particulares con motivo 
de obras públicas, en las cuales no es fácil negar la 
competencia administrativa y la procedencia de lo 
contencioso; siendo, por último, de igual evidencia 
esta acción en favor de particulares, cuando siendo 
el Estado acreedor, en vez de deudor, cometiera 
exceso en los medios de realizar sus créditos. 
El Real decreto de 1.° de Noviembre de 1851 es-
tableció en tres artículos consecutivos los recursos 
que podían emplearse, cuando la Junta de la Deuda, 
con sus declaraciones, irrogase perjuicio al Estado 
G á sus acreedores; el gubernativo, que se interpon-
dría dentro de un mes, contado desde el día en que 
se hiciera saber la declaración, correspondiendo 
ejercer este derecho á nombre del Estado, al Fiscal 
6 al vocal de la Junta que desistiera del acuerdo: 
el art. 16 dispuso que el Ministro de Hacienda era 
el llamado á resolver sobre la reclamación que se 
promoviese, teniendo al hacerlo que oir el dictamen 
de lo Contencioso; y como pudiera suceder que la 
resolución del Ministro ofendiese derechos de los 
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interesados, el art. 17 dispuso que «de las disposi-
»ciones que dictase el Ministro de Hacienda podría 
»reclamarse ante el Cons * Real, por la vía con-
tenciosa, en el término de uu mes, desde que fue 
» sen notificadas.» 
La ley de 19 de Julio de 1869 dispuso también 
quo los acuerdos de la Junta de la Deuda, declaran-
do la caducidad de créditos, eran apelables ante el 
Ministerio de Hacienda, durante el plazo de un mes, 
contado desde el dia de la publicación en la Gaceta 
de las relaciones mensuales; y que de las resolucio-
nes del Ministerio podría reclamarse en vía conten-
ciosa, en el término de tres meses, desde la fecha 
en que se notificaran al interesado. 
La de 25 de Junio de 1870 contiene un artículo, 
que es el 18, que dispone lo siguiente, con relación 
á cierta clase de deudas: «Ninguna reclamación con-
»tra el Estado, á título de daños y perjuicios, ó á 
»título de equidad, será admitida gubernativamente, 
»pasado un año desde el hecho en que se funde el 
»reclamante, quedando á éste únicamente el recurso 
»que corresponda ante los Tribunales competentes, 
»al que habrá lugar, como si la reclamación hubiese 
»sido denegada por el Gobierno; este recurso pres-
» cribirá por el transcurso de dos años, á contar desde 
»la misma fecha.» 
La legislación posterior, y en particular la que en 
la actualidad regula el ejercicio de la jurisdicción 
contencioso administrativa, está presente en la me-
moria de todos, quedando con ello consignado que 
esta materia de la Deuda pública pueda dar lugar 
al ejercicio de la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa. 
Grandemente relacionada con esta materia está 
la deuda del Estado que se conoce con el nombre 
de «Cargas de justicia,» quo proceden de concesio- 
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nes de determinados derechos, hechos en premios 
de servicios al Estado, que en épocas anteriores á 
nuestra organización actual se solían hacer. Rever-
tidos al Estado los oficios, y abolidos aquellos de-
rechos, se buscó el medio de indemnizar á sus po-
seedores, dictándose diferentes disposiciones A, se-
mejante fin. 
La ley de Presupuestos de 22 de Mayo de 1859, 
creó una Junta para que revisase y reconociese las 
cargas de justicia determinadas por la ley de 29 de 
Abril de 1845. Dicha ley de Presupuestos estableció 
por la última parte de su art. 9.°, que en caso de de-
clararse la caducidad, pudieran los interesados alzar-
se por vía contenciosa, caso de proceder, según las 
leyes vigentes, de las resoluciones adoptadas en este 
punto. 
Como confirmación de lo expuesto, la Sección de 
lo contencioso del Consejo de Estado, en dictamen 
de 24 de Diciembre de 1860, deelaró procedente la 
demanda intentada contra una Real orden que pro-
hibió la continuación del pago de una renta anual 
en concepto de carga de Justicia, fundándose en que 
no se trataba de reconocimiento, liquidación ó con-
versión de un crédito, sino en que habiéndose sus-
citado la cuestión do si era un censo ó un verdade-
ro juro la deuda, se resolvió esto último, en cuya 
virtud no podía negarse al demandante el recurso 
con tencioso-administrativo. 
También se relacionan con la materia que veni-
mos examinando, los créditos por «Partícipes legos 
en diezmos;» suprimidos éstos, se trató también de 
indemnizar los partícipes legos que de ellos dis-
frutaban por títulos dignos de respeto, y en su 
virtud se dictó la ley de 20 de Mayo de 1846, 
que estableció la forma de capitalización de rentas 
y la calificación de títulos de los particulares. En el 
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art. 4. 0 de esta ley, se dispuso que contra la califica-
ción hecha por el Gobierno, podía acudirse ante los 
Consejos de provincia con apelación al Consejo 
Real. El Real decreto de 15 de Mayo de 1850 pro-
vino en su art. 10, que cuando el Gobierno des-
echase el recurso interpuesto por los partícipes do 
los acuerdos de ampliación de expediente de la Jun 
ta clasificadora 6 de la Dirección de la Deuda, 6 
cuando dejase pasar dos meses sin resolver acerca 
de él, podía intentar el partícipe la vía contencioso-
administrativa, como si los títulos hubiesen sido de-
clarados insuficientes, 6 si se hubiese negado la in-
demnización en la cantidad debida. 
Por último, la ley de 25 de Septiembre de,1863 
para el gobierno de las provincias, declaró en el nú-
mero 4.0 del art. 54, propios del conocimiento de los 
Consejos provinciales como contencioso-administra-
tivas, las cuestiones relativas á la indemnización, le-
gitimidad do los títulos y liquidación de los créditos 
de los participes legos en diezmos, con arreglo á la 
ley do 20 de Mayo de 1846. 
Resulta, pues, comprobado también, que la mate-
ria de cargas de justicia y do partícipes legos en diez
-
mos, considerados como deudas públicas, pueden 
dar lugar al ejercicio de la jurisdicción contencioso 
administrativa. 
Expropiación. 
El art. 10 de la Constitución del Estado procla-
ma el sagrado de la propiedad, disponiendo que ja-
más se imponga la pena de confiscación de bienes, 
y declarando que nadie podrá ser privado de su pro-
piedad sino por autoridad competente y por causa 
justificada de utilidad pública, previa siempre la co-
rrespondiente indemnización; si no precediese este 
Jurisd. eap.—T. 1V. 	 9 
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requisito, sigue diciendo el referido artículo, los Jue-
ces ampararán, y en su caso reintegrarán en la po-
sesión al expropiado.  
Sólo, pues, por causa de utilidad pública, puede 
 
llevarse á cabo la expropiación; y la simple anuncia-
ción de este principio constitucional acredita, que 
 
no radicando en nadie más que en la Administra-
ción la facultad de determinar la utilidad pública, 
 á 
ésta sólo pueden incumbir las resoluciones que con 
 
aquélla se relacionen, fuera de las cuestiones de 
 
competencia 6 de abuso de poder. A la Administra-
ción pública corresponde, por consiguiente, sin otra 
 
norma que su criterio y sin otra limitación que la 
 
responsabilidad civil, administrativa 6 política que 
 
á sus funcionarios alcance, apreciar lo que reclama 
 
el interés público y los beneficios que al mismo pue-
de reportar la obra que se proyecta.  
No ocurre lo mismo en cuanto se relaciona con 
 
expropiar en todo 6 en parte un inmueble, cuya de-
claración hace preceder la ley; la Administración, 
 
en cuanto a la aprobación de la obra, tiene que res-
petar las reglas establecidas, y si las infringe, y de 
 
la infracción resultan lesionados los derechos de un 
 
particular, éste puede oponerse por medio de los 
 
recursos legales, que por tratarse de materias y dis-
posiciones administrativas no pueden ser otros que 
 
los contencioso-administrativos.  
Pero no son estos solos los requisitos que estable-
ce la ley para la expropiación; la tasación y entrega 
 
del inmueble expropiado, son actos de verdadera 
 
importancia, sobre los cuales los tratadistas y legis-
ladores han sostenido profundas divisiones, pues 
 
mientras unos sostienen que estas operaciones de. 
 
ben practicarse por la Autoridad judicial, los otros 
 
mantienen que deben practicarse por la Administra-
ción. En resolución de esta divergencia, puede des- 
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de luego notarse, que la expropiación no es un acto 
ni un contrato de derecho civil, sino una obligación 
impuesta por el derecho público, y que la Adminis-
tración, al expropiar, obra como autoridad, en nom-
bre de los intereses sociales, en virtud de los cuales 
le es permitido cambiar, en derecho á una indemni-
zación, el de propiedad de un ciudadano. En este 
sentido, véase con cuánta razón no se puede privar 
a la Administración de los actos propios de la ex-
propiación, ya se trate de la ocupación total ó par-
cial de un inmueble, ya de la imposición de ciertos 
gravámenes cuando los aconseje la utilidad común; 
el procedimiento para indemnizar un propietario 
debe ser administrativo, porque más bien que los 
derechos é intereses privados, se ventilan los públi 
cos, que han de atenderse preferentemente, debiendo 
llevarse á la vía contenciosa los incidentes que sur-
jan, siempre que se consideran vulnerados los dere-
chos, por violación en el fondo de las tramitaciones 
ó por quebrantamiento en su forma. 
Omitiendo, por conceptuarla innecesaria, la rela-
ción de las antiguas disposiciones sobre esta mate-
ria, habremos de fijarnos en la ley de 10 de Enero 
de 1879 y en el Reglamento de 13 de Junio siguien-
te, que constituyen la legislación vigente. 
Comienza la referida ley por establecer, bajo el 
título de disposiciones generales, determinados pre-
ceptos, tales como el que la expropiación por causa 
de utilidad pública que autoriza el art. 10 de la 
Constitución del Estado, sólo podrá efectuarse con 
 arreglo á las disposiciones de aquélla, y que se en-
tiendan por obras de utilidad pública las que ten-
gan por objeto directo proporcionar al Estado, á 
una ó más provincias, ó á uno ó más pueblos, cual-
quiera usos 6 mejoras que cedan en bien general, 
ya sean ejecutados por cuenta del Estado, de las 
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provincias 6 de los pueblos, ya por compañías 6 
empresas particulares, debidamente autorizadas. 
En seguida establece los tres períodos: de decla-
ración de utilidad pública, declaración de la nece-
sidad de ocupar total ó parcialmente el inmueble, y 
justiprecio de lo que haya de expropiarse; y á con-
tinuación transcribe el precepto constitucional que 
anteriormente quedó referido, y después inserta otra 
porción de reglas y preceptos, relacionados con los 
caracteres generales de la materia que legisla. El 
título 2.°, dividido en cuatro secciones, se ocupa 
de los tres períodos anteriormente relacionados, y 
del cuarto, que califica de pago y toma de posesión, 
ocupándose después de las reformas interiores de 
las grandes poblaciones, y el tít. 3.°, que habla de 
las ocupaciones temporales. 
Descendiendo de esta división genérica, a lo que 
constituye nuestro propósito en este momento, no-
tase, desde luego, que a diferencia de lo que ante-
riormente sucedía, la ley no concede recurso alguno 
contra la resolución ministerial , que declara la ne-
cesidad de la expropiación de la finca: el Goberna-
dor es, con arreglo al art. 18, el llamado á resolver, 
en primer término, este punto, y contra su resolu-
ción sólo cabe, con sujeción al art. 19, el acudir en 
alzada al Ministerio. 
Declarada la necesidad de la expropiación de una 
finca, y determinada ésta con toda exactitud, siguen 
las operaciones para su justiprecio, á las que pone 
término la resolución del Gobernador, declarando, 
dentro de ciertos límites, la cantidad importe de la 
expropiación; y entonces el art. 35 establece, que 
contra esta resolución motivada puede reclamarse 
por los particulares, dentro de treinta días, ante el 
Gobierno, cuya decisión ultima la vía gubernativa; 
añadiendo, que el Gobierno, representado por el Mi- 
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nistro que corresponda, podrá reclamar del Gober-
nador el expediente en el mismo plazo y revisar su 
resolución motivada. 
Contra la Real orden quo termina el expediente 
gubernativo procede la vía contenciosa dentro de 
dos meses de notificada la resolución administrati-
va, tanto por vicio sustancial en los trámites que 
establece esta ley, cuanto por lesión en la aprecia-
ción del terreno expropiado, si dicha lesión represen-
ta, cuando menos, la sexta parte del verdadero justo 
precio. Así lo confirma también el art. 56 del Re-
glamento al disponer que «contra la resolución del 
»Gobierno, cabe recurso contencioso en el plazo y 
»por las causas que se detallan en el último párrafo 
»del art. 35 de la ley,» y «que las reclamaciones 
»que en este caso se presenten por los recurrentes, 
»habrán de determinar con precision la cantidad que 
»se reputa como justo precio de la finca que hubiera 
»de expropiarse, y la que constituya, por consi-
guiente, la lesión cuya subsanación se pretende.» 
Hemos indicado anteriormente, que el tít. 3.° de 
la ley trataba de las ocupaciones temporales, deter-
minando el art. 55, que éstas pueden hacerse por la 
Administración y por las Corporaciones y personas 
en quienes haya subrogado sus derechos: 
«1.0 Con objeto de hacer estudios prácticos ú 
operaciones facultativas de corta duración que ten-
gan por objeto recoger datos para la formación 
del proyecto ó para el replanteo de una obra. 
2.° Con el establecimiento de estaciones y ca-
minos provisionales, talleres, almacenes, depósitos 
de materiales y cualquiera otras más que requieran 
las obras previamente declaradas de utilidad públi-
ca, así por lo que se refiere á su construcción como 
á su conservación 6 reparación ordinaria; 
01117:71-777  
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Y 3.0 Con la extracción de materiales de todas 
clases, necesarios para la ejecución de dichas obras,. 
ya se hallen diseminados por la propiedad ó hayan 
de ser objeto de una explotación formalmente or-
ganizada.» 
Como complemento de estas disposiciones, esta-
blece el art. 59 que «no siendo posible en la mayor 
»parte de los casos sefialar de antemano la impor-
tancia ni la duración de tales ocupaciones, el Go-
bernador decretará que se lleven á efecto, previo 
«convenio entre la Administración y el propietario 
»de la cantidad que deberá depositarse para res-
ponder del abono procedente en su día; y que si 
»no hubiera acuerdo, se proceda en los términos 
»expresados eu el art. 29 y siguientes de la ley,» 
que son los relativos á la ocupación, mediante el 
depósito del importe de la tasación, con percepción 
del 4 por 100 do la expresada suma en favor del 
interesado. 
Esta circunstancia, unida á la de que el art. 35 es-
tablece la procedencia del recurso contencioso con-
tra la Real orden que fija en la vía gubernativa el 
importe de la tasación, ha dado lugar á creer que 
también procedería dicho recurso contra la resolu-
ción definitiva que fijase la cantidad que provisio 
nalmente se hubiera de depositar para la ocupación 
temporal; pero esta duda queda desvanecida en el 
art. 117 del Reglamento, que después de transcribir 
casi literalmente el art. 59 de la ley, dice que la re-
solución del Gobernador, en punto al de la ocupa-
ción, será ejecutoria. 
No cabe, pues, el recurso contencioso-administra-
tivo en este particular, y sí sólo cuando se trata de 
la indemnización definitiva por la ocupación, dete-




ya que éstas se hayan terminado en la totalidad, ya 
en la parte que afecta á los terrenos temporalmente 
ocupados; pues el art. 119 del Reglamento dispone, 
que «si el propietario rehusase el convenio que ha 
»do proponérsele por la Administración ó el conce-
sionario sobre el importe de la indemnización abo-
»nable, so hará la tasación por peritos, mediante 
» trámites análogos á los prevenidos para la expropia-
ción en la Sección 3.a del tít. 2.0, y capítulo corres-
pondiente del Reglamento, hasta ultimar el expe-
diente, bien por la vía gubernativa, bien en su 
»caso por la contenciosa.» 
Como complemento de todas estas disposiciones, 
y para su debido y exacto conocimiento, réstanos 
tan sólo consignar aquí, que el Reglamento que ve-
nimos examinando tiene un artículo adicional, que 
dispone lo siguiente: «Las disposiciones contenidas 
»en el presente Reglamento, solamente son aplica-
bles á las obras y construcciones civiles; una Ins-
trucción especial,. dictada por los Ministerios co-
rrespondientes, determinará el modo de aplicar lo 
»preceptuado en la ley de expropiación forzosa, á 
»los servicios y obras militares, y á los casos de 
»guerra, así como lo correspondiente al ramo de 
»Marina.» 
Minas.  
Objeto de grandes controversias ha sido, y si-
gue siendo, la cuestión de propiedad de las minas, 
entre los que pretenden que éstas son del dueño del 
suelo, los que creen que corresponden al primer ocu-
pante, y los que sostienen que pertenecen al Estado. 
Esta última teoría, basada en consideraciones de 
marcada preferencia, entre las que figuran las que 
se relacionan á la actividad é interés común, es la 
que ha prevalecido: y no podía menos de suceder 
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así: porque los que sostienen que la propiedad de 
las minas corresponde al dueño del terreno, deba-
jo del cual aquéllas se encuentran, olvidan, para sos-
tener su teoría, que hay una diferencia esencial de 
naturaleza entre la diversa configuración de la mina 
y de la superficie, y entre la explotación de una y 
otra; pues mientras que la de la superficie debe eje-
cutarse por el agricultor de arriba abajo y en pe-
queñas porciones, la del subsuelo, para ser útil , debe 
practicarse por el minero de abajo arriba y en una 
gran extensión de terreno. Además, las minas, sólo 
en masa pueden explotarse con buen éxito, y los pe-
queños propietarios harían permanecer escondidas 
las riquezas minerales sin explotarlas, 6 las explota-
rían desordenadamente, por evitarse los sacrificios 
y el tiempo que exige una explotación metódica, 
derrochando riquezas que no se reproducen. Por 
otro lado, si la ocupación se considera como funda-
mento de la propiedad, esa ocupación sólo debe ser 
la que tiene un objeto determinado, y no puede ad-
mitirse quo el que ocupó un terreno para los que-
haceres y beneficios propios de la agricultura, con 
relación al suelo, se le conceda por ello la de otra 
cosa, cuya existencia desconocía, y en cuyo apro-
vechamiento, oculto en el subsuelo, ni siquiera hu-
biera pensado. 
La teoría de quo la propiedad de la mina debe 
corresponder al primer ocupante, no carece tampo-
co de menos.inconvenientes, porque si, por ejemplo, 
un mismo filón fuese ocupado por diferentes perso-
nas con igual derecho á explotarle, sería destrozado 
por diferentes puntos, originando conflictos entro 
los ocupantes, constituyendo un perjuicio para la 
sociedad, que vería malgastadas y perdidas rique-
zas inmensas é irreemplazables. 
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En estas razones se funda la teoría, generalmente 
aceptada, de que la propiedad de las minas corres-
ponde al Estado: estimándose también que el Esta-
do, por punto general, no debe explotar por sí toda 
la riqueza minera, sino ceder esta facultad á las 
personas ó entidades que le ofrezcan garantías, y 
reservarse la inspección y vigilancia, pudiendo de-
clarar caducadas las concesiones cuando observe 
que no se cumplen las condiciones establecidas para 
ellas. 
Si, pues, el Estado, en materia de minas, repre-
senta el interés social, y en ella obra con arreglo á 
facultades jurisdiccionales, sus actos serán eviden-
temente administrativos, alguno de los cuales entra-
rá en sus facultades discrecionales, de policía y 
buen gobierno, y otras comprendidas en sus facul-
tades regladas; si atentan á derechos particulares y 
éstos se encuentran exornados de los demás requi-
sitos legales, darán lugar al ejercicio de lo conten-
cioso administrativo. 
También puede originarse algún caso en que la 
jurisdicción competa á la Autoridad judicial, como 
sucede cuando la cuestión verse sobre convenios ó 
intereses particulares, entre los cuales puede entrar 
lo relativo á expropiación, para cuyo fin han de te-
nerse presentes las disposiciones que rigen en esa 
materia. 
La ley de 6 de Junio de 1859, reformada por la 
de 4 de Marzo do 1868, y en cuanto no se oponga 
á las prescripciones del decreto-ley de 29 de Diciem-
bre de dicho agio, son las disposiciones que rigen en 
materia de minas. 
De estas disposiciones se desprende que, marcán-
dose en las mismas determinadas causas para  de-
carar la caducidad de una mina, 6 para privar á 
una persona del permiso que se le concedió para 
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investigar, á los Gobernadores corresponde declarar 
la caducidad ó disponer del permiso, ya de oficio, 
ya á instancia de parte por medio de registro. En 
tales casos, el art. 68 reformado establece, que si el 
anterior concesionario considerase lastimados sus 
derechos por la declaración de caducidad, podrá 
recurrir la via contenciosa ante el Consejo pro-
vincial en el término de treinta días, después de la 
notificación. 
Aun dado el carácter de gubernativos que tienen 
los expedientes de concesiones mineras, las resolu-
ciones dictadas por los Gobernadores pueden ser 
impugnadas en alzada ante el Ministro de Fomento, 
y conforme al art. 89 de la ley de 1859, las Reales 
órdenes en materia de minas podían impugnarse en 
vía contenciosa. Dicho articulo asignaba este re-
curso: 
• 
«1.0 Contra las resoluciones por las cuales se 
confirmara 6 se desestimara el permiso ó negativa 
de los Gobernadores para la investigación. 
2.° Contra las dictadas, concediendo 6 negando 
la autorización para abrir socavones ó galerías ge-
nerales, y 
3.° Contra las resoluciones finales, concediendo 
ó negando la propiedad de minas, escoriales, terre-
nos y galerías generales., 
Pero la ley de 4 de Marzo de 1868 varió esta dis-
posición, limitando la vía contenciosa administrativa: 
«1.0 Contra las resoluciones por las cuales se 
confirmó ó se desestimó el permiso ó negativa de los 
Gobernadores para la investigación. 
2.° Contra aquellas por las que se confirmen ó 
so desestimen las providencias dictadas por los Go- 
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bernadores, concediendo 6 negando la propiedad de 
minas, terrenos y galerías generales; y 
3.° Contra las que se dicten, declarando la ca-
ducidad de una concesión.» 
Como se ve, quedó suprimido el recurso conten-
cioso-administrativo contra las Reales órdenes que 
daban ó negaban la autorización para abrir socavo-
nes, y en cambio se admitió contra las Reales órde-
nes que declarasen la caducidad de una concesión. 
Por lo demás, conforme admite la legislación vi-
gente, las cuestiones sobre inteligencia y cumpli- 
miento de las condiciones establecidas en la conce-
sión son de índole marcada administrativas, y en tal 
sentido es procedente el recurso contencioso-admi-
nistrativo. También admite el expresado recurso 
contra las decisiones que resuelvan la indemniza-
ción de perjuicios á otras concesiones ó á los dueños 
de la superficie, á cuyo fin se establece que, «ade-
»más de los casos en que el art. 89 de la ley conce-
de recurso ante el Consejo de Estado contra las 
»Reales órdenes que definitivamente resuelvan los 
» expedientes de minería, se admitirá también con 
»arreglo á los artículos 25 y 26 del Reglamento de 
»27 de Junio de 1853 para la ejecución de la ley 
»de enajenación forzosa por causa de utilidad pú-
blica (1) en las cuestiones que se susciten por no 
»conformarse los interesados con las tasaciones de 
»indemnización de que tratan los arts. 5. 0 , 11, 44 y 
»71 de la ley; y 5. 0, 7.°, 16, 17, 27, 43, 59, 62 y 80 
»del Reglamento.» 
El art. 86 del Reglamento de 24 de Junio de 1868, 
indica que sólo podía establecerse la vía contencio< 
(1) La vigente hoy, es la de 10 de Enero de 187e. 
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ea, cuando proceda con arreglo á la ley 6 al Regla-
mento: 
«1.0 Por los interesados á quienes se negase 6 
concediese la investigación 6 explotación mineras, 
objeto del respectivo expediente, en los tres casos 
que designa el art. 89 de la ley. 
2.° Por los interesados en los mismos tres casos 
que hubiesen presentado sus oposiciones en tiempo 
hábil. 
3. 0 Por los que hubiesen protestado en el acto 
de las demarcaciones contra esta operación y sus 
consecuencias. 
4.° Por los concesionarios en cuyo terreno, igno-
rándose la existencia del derecho que pudiera asis-
tirles, se hubiera otorgado nuevamente otra con-
cesión. 
5.° Por los interesados 6 duetios de pertenencias, 
siempre que se pretenda alterar la situación, ó inva-
dir el terreno comprendido en sus demarcaciones. 
6.° Por los interesados que, no conformándose 
con las tasaciones de indemnización á que se refiere 
el art. 84 del Reglamento, se alzasen de las mismas.» 
Finalmente, el Decreto-ley de 29 de Diciembre de 
1868, dispuso en su art. 10, que no se podrían abrir 
calicatas en los terrenos de propiedad privada, sin 
que precediera permiso del dueño ó de quien le re-
presentase; de donde nace un nuevo recurso que no 
habia previsto la legislación anterior. 
Con lo expuesto queda suficientemente demostra-
da la procedencia de los recursos contencioso-admi-
nistrativos en materia de minas, faltando tan sólo, 
para que no quede duda, consignar la doctrina es-
tablecida en el Real decreto-sentencia de 19 de Mayo 
de 1880 relativa á una concesión de aguas subterrá- 
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veas: esta doctrina es, que considerando el art. 4. 0 
 del Decreto de Bases de 1868, las concesiones de
aguas subterráneas como registros mineros y apli-
cándoles, en su consecuencia, la legislación de mi-
nas, declara que en el caso en que se soliciten cier-
tas aguas, en el concepto de subterráneas, existentes 
en propiedad particular, son aplicables á las recla-
maciones que se deduzcan las prescripciones de la 
ley de 3 de Agosto de 1866, y no las del Decreto de 
29 de Diciembre de 1869, sobre establecimiento de 
nuevas bases para la legislación de minas. 
1Iontes públicos. 
Los montes públicos constituyen la parte más im-
portante de la propiedad del Estado y do los pue-
blos, no sólo por su valor real y por las ventajas 
físicas y materiales que reportan á la agricultura en 
general, sino por el concierto que establece entre 
diferentes intereses materiales . Cuando se trata, 
pues, de los montes públicos, no obra la Adminis-
tración como un propietario cualquiera, sino que lo 
hace, además, corno tutora de los intereses públicos 
que le están confiados, razón por la que la mayoría 
de aquellos actos no pueden apreciarse más que por 
el prudente arbitrio de los Tribunales contencioso-
administrativos. 
Por virtud del art. 84, núm. 2.0 de la ley de Go-
bierno y Administración de las provincias, de 25 de 
Septiembre de 1863, se encomendó á los Conse-
jos provinciales, cuando pasaran á ser contenciosas 
las cuestiones relativas al deslinde y amojonamien-
to de los montes públicos que pertenecen al Estado, 
á los pueblos ó á los establecimientos públicos, re-
servando las demás cuestiones de derecho civil á los 
Tribunales ordinarios. 
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La ley sobre clasificación, venta, compra y con-
servación de montes públicos de 24 de Mayo de 1863, 
decía en su art. 9. 0, que si las servidumbres ó apro-
vechamientos vecinales que existan legítimamente 
en los montes públicos fuesen incompatibles con la 
conservación del arbolado, cesarían ó se regulariza-
rían cuando hubiese posibilidad, á juicio del Gobier-
no, teniendo presente las condiciones locales, é in-
demnizando previamente á los poseedores, en los 
casos en que la justicia lo exigiera, y como no se 
dejaba a la facultad discrecional de la Administra-
ción, el decidir acerca de si existía ó no la iucompa-
tibilidad referida, se establecía que el Gobierno la 
declararía, previa la instrucción del oportuno expe-
pediente, en el que se haría constar el informe facul-
tativo del ingeniero de montes de la provincia y del 
perito, que podrían nombrar los interesados, y que 
contra las resoluciones que en su vista adoptase la 
Administración, podría intentarse el recurso conten-
cioso. 
Las contratas para corta de leña y demás apro-
vechamientos de los montes públicos, no pueden 
ser consideradas como contratos de servicios públi-
cos, porque su objeto no es directa é inmediata-
mente la satisfacción de un servicio de esta índole, 
sino la obtención de un producto de una propiedad; 
con lo que pudiera entenderse que las cuestiones que 
sobre las mismas se susciten, deberían ser resueltas 
por log Tribunales ordinarios; pero como ni aun en 
estos actos la Administración puede desprenderse 
de su carácter de tutora de los intereses públicos, y 
éstos deben mirarse preferentemente, porque la 
cuestión de adjudicación de aprovechamientos fo-
restales puede influir ventajosa ó desfavorablemen-
te sobre los mismos, las autoridades administrativas 
tienen reglas para las formalidades que han de  re- 
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unir las subastas, y han declarado contencioso admi-
nistrativo las cuestiones sobre su inteligencia y res- 
cisión. El Reglamento de 17 de Mayo de 1865, en 
su art. 100, declara que las subastas se someterán 
a la aprobación del Gobernador, que resolverá las 
reclamaciones que se presenten contra ella, con re-
curso contencioso-administrativo ante el Consejo 
provincial. 
De igual manera el art. 196 establece las causas 
por las cuales puede rescindirse ó modificarse, en 
cuanto al término de su cumplimiento, el contrato 
de aprovechamientos, y dispone el 197, que la so-
licitud de rescisión se presente al Gobernador de la 
provincia, que resolverá lo que corresponda, oyendo 
al Ayuntamiento del pueblo 6 al representante del 
establecimiento público de quien fuere el monte, al 
Ingeniero del ramo y al Consejo provincial, con re-
curso á la vía contencioso-administrativa. 
Finalmente, la represión á las contravenciones 
reglamentarias forma también parte de la jurisdic-
ción contencioso administrativa en materia de mon-
tes, pues el de 17 de Mayo de 1865 declara que pue-
de establecerse el recurso en dicha vía contra las 
providencias que los Gobernadores dicten, penan-
do las infracciones, cuyo castigo les está encomen-
dado, y confirmando 6 agravando en grado de ape-
lación, las dictadas por los Alcaldes. 
Por Real decreto de 29 de Enero de 1879 se de-
claró, que el postor á quien se adjudicó provisional-
mente un remate de aprovechamientos forestales, no 
podía alegar haber sido lesionado en sus derechos 
por la resolución que declaró nulo dicho remate, 
fundándose en que se había verificado antes de la 
hora anunciada en el Boletín y Gaceta: y por Real 
orden de 4 de Julio del mismo año se negó la admi-
sión de una demanda dirigida contra la Real orden 
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que, en virtud de la ley de 24 de Mayo de 1863, y 
en ejecución de lo acordado en Consejo de Minis-
tros, anuló la venta de un monte: la improcedencia 
se fundó, en quo el acuerdo del Consejo que la  de-
!panda venía á impugnar, no era revisable conten-
ciosamente, por ser acto discrecional y de gobierno 
ejecutado en cumplimiento de una ley. 
Es, pues, evidente, que la materia de montes pú-
blicos, encomendada exclusivamente á la Adminis-
tración, puedo dar lugar á la jurisdicción contencio-
so-administrativa. 
Obras públicas. 
Evidente es, al sólo anuncio de la materia de que 
vamos á ocuparnos, que las obras públicas consti-
tuyen una obligación y un derecho, exclusivos de la 
Administración. Bien se ejecuten las obras públicas 
por la Administración misma; bien se lleven á cabo 
por contrata; bien se conceda la ejecución de las 
obras para que las personas ó empresas que las rea-
licen las disfruten y utilicen por un tiempo deter-
minado, revertiéndolas después, las obras públicas 
deben responder a necesidades reconocidas del inte-
rés social, y su inspección, cuidado é iniciación co-
rresponde siempre al Estado, como representante 
de aquéllas y como celoso guardador de los intere-
ses comunes. 
Excusado es también decir, porque desde luego 
se comprende, que las obras públicas, en su conce-
sión y ejecución, y después, en su conservación y 
cuidado, originan muchas veces multitud de cues-
tiones, las cuales, según su índole y naturaleza, pue-
den dar lugar á lo contencioso-administrativo. 
Reproducimos aquí, en primer término, cuanto 




ción forzosa en el punto de declarar la utilidad pú-
blica de las obras; esta declaración, que correspon-
de á la facultad discrecional del Gobierno, que para 
hacerla no necesita acudirá otro miramiento quo 
el del interés general bajo su responsabilidad polí-
tica, no puede dar lugar al recurso contencioso-ad-
ministrativo, porque no hay ley ni disposición al-
guna que regule el ejercicio de aquella facultad, 
que, como queda dicho, corresponde á las discre-
cionales de la Administración. 
No sucede lo mismo con cuanto guarda relación 
con la ejecución de las obras; bien se realicen éstas 
por Administración ó por contratas, la Administra-
ción se relaciona con los operarios eu el primer 
caso, y en el segundo, con el contratista, á quien en 
condiciones determinadas encomendó la ejecución 
de aquéllas; y las contiendas que versen sobre la 
inteligencia y efectos de los contratos, tienen el ca-
rácter de contratos públicos, cuyos caracteres sou 
bien determinados. Cuando las obras se ejecuten 
por concesión, las cuestiones que de la misma se de-
riven tienen un carácter marcadamente administrati-
vo, porque siendo el título de donde aquélla deriva 
regido por disposiciones administrativas, sus conse-
cuencias no pueden entrar dentro del orden civil, y 
el dar intervención en este punto á los Tribunales 
ordinarios, sería destruir por completo la línea divi-
soria de poderes, colocando la Administración por 
debajo de los Tribunales, y dando á éstos facultad 
bastante para modificar ó anular los actos ejecuta-
dos por aquélla, que, como demostrado quedó en 
capítulos precedentes, es de todo punto inadmi-
sible. 
De lo expuesto resulta evidenciado, que, por pun-
to general, las cuestiones entre la Administración y 
las personas quo como auxiliares de ella ó subro- 




gados en sus derechos, concurran á la ejecución de 
una obra pública son de naturaleza contencioso.ad-
ministrativa, bien deban resolverse cou arreglo á 
los preceptos del derecho administrativo, bien sea 
preciso para ello interpretar ó aplicar las cláusulas 
propias de una contrata ó concesión; y si esto deci-
mos con relación á las cuestiones que se susciten 
entre la Administración y los particulares, con mu-
cha más razón habrá de sostenerse en todas aque-
llas cuestiones quo provengan de la policía y vigi-
lancia, medidas todas de equidad, y con aprecio de 
las circunstancias que no caben dentro de los estre-
chos moldes en que se observan y se hacen cumplir 
las leyes por los Tribunales ordinarios. 
Las obras públicas, al llevarse á cabo, producen 
frecuentemente perjuicios en las propiedades parti-
culares contiguas á las mismas , promoviéndose 
cuestiones en que lucha el interés privado de un 
particular, con el colectivo ó general que representa 
la Administración, su contratista ó su concesionario; 
pero en semejantes casos, el interés individual cede 
al general, y la Administración hace prevalecer éste, 
haciendo sobre la propiedad individual lo que cons-
tituye por utilidad pública la obra proyectada; las 
cuestiones, pues, que en tal concepto se promuevan, 
son y tienen que ser resueltas por resoluciones del 
orden administrativo. 
La materia de obras públicas es, pues, marcada-
mente administrativa, y puede dar lugar con suma 
frecuencia á lo contencioso-administrativo. 
La ley general de Obras públicas de 13 de Abril 
de 1877, es la vigente eu la materia. 
Su art. 1. 0 define lo que se ha de entender por 
obras públicas, incluyendo en tal concepto alas que 
»sean de general uso y aprovechamiento, y las cons-
ntrucciones destinadas a servicios que se hallen á 
i 
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»cargo del Estado, de las provincias ó de los pue- 
»blos.» Definiendo más estos conceptos, aÍIade el re-
ferido artículo, que «pertenecen al primer grupo los 
»caminos, así ordinarios como de hierro, los puentes, 
»los faros, los grandes canales de riego, los de nave-
gación y los trabajos relativos al régimen, aprove-
» chamiento y policía de las aguas, encauzamientos 
»de los rfos, desecación de lagunas y pantanos, y 
»saneamiento de terrenos; y al segundo grupo, los 
»edificios públicos destinados á servicios que depen- 
»dan del Ministerio de Fomento.» 
El art. 114 de la referida ley establece que todas 
estas obras, cuando se destinen al uso público, nece-
sitan como requisito indispensable que se declaren 
de utilidad pública, sin que lo sea para las que se 
ejecuten con arreglo al cap. 3.° de la misma, las 
comprendidas en los planes generales, provinciales 
y municipales, y todas aquellas, de cualquiera clase, 
cuya ejecución haya sido autorizada por una ley es-
pecial. La ley preceptúa, además, que ninguna obra 
destinada á uso particular, pueda ser declarada de 
utilidad pública. 
El cap. 10 de la ley, fija las reglas generales de 
competencia, declarando que corresponde á la ju-
risdicción contencioso-administrativa, conocer de 
los recursos contra las providencias de la Adminis-
tración que decidan la caducidad de una concesión 
hecha a particulares 6 empresas en los términos 
prescriptos en la ley, cuyo precepto se halla también 
consignado en el art. 88, en el que se establece 
que las resoluciones del Gobierno declarando la 
caducidad de las concesiones subvencionadas, podrá 
reclamarlas el concesiónario por la vía contenciosa 
dentro del plazo que para el mismo concede, estable-
ciéndose igual derecho contra las declaraciones de 
caducidad que, según sus atribuciones, hagan las 
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Diputaciones y Ayuntamientos, una vez apurada la 
vía gubernativa. 
De igual suerte estima la ley como propia de la 
jurisdicción administrativa todas aquellas reclama-
ciones contra acuerdos administrativos quo causen 
estado, y con los cuales se lastimen derechos adqui-
ridos en virtud de disposiciones emanadas de la Ad-
ministración. 
Finalmente, la ley enumera los conceptos á que 
pueda extenderse la competencia judicial en mate-
ria de obras 'públicas: los casos ó motivos enumera-
dos son los siguientes: 
«1.0 El conocimiento de las cuestiones que pue-
den suscitarse entre la Administración y los parti-
culares, sobre el dominio público y el privado y acer-
ca de las servidumbres fundadas en títulos de dere-
cho civil. 
2.° El de las cuestiones que puedan suscitarse 
entre particulares sobre el preferente derecho del 
dominio público, según la presente, ley, cuando la, 
preferencia se funde en títulos de derecho civil; y 
3.0 El de las cuestiones relativas á daflos y per-
juicios ocasiónados á tercero en sus derechos de pro-
piedad, cuya enajenación no sea forzosa, por el es-
tablecimiento ó uso de las obras concedidas ó por 
cualquiera otras causas dependientes de la conce-
sión. a 
En estos casos, los derechos que 
 se oponen á la 
Administración están fundados 
 en títulos de dere-
cho civil; envuelven derechos de propiedad no exis-
tiendo la declaración do utilidad pública, y no pue-
den, por consiguiente, entrar dentro de los límites 
prefijados para lo contencioso administrativo. 
-.T._..•n  
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Tanto más extendidas y grandes sean las faculta-
des que á la Administración se concedan para cui-
dar y vigilar los intereses públicos que le están con-
fiados, tanto mayores han de ser los medios con que 
cuente para ejercer aquella vigilancia y cuidado; y 
como quiera que para llevar á cabo esta importan-
tísima misión, la Administración dicta frecuente-
mente decisiones que, por punto general, se apoyan 
en sus facultades de gobierno 6 discrecionales, dicho 
se está que, contra los mismos, no puede en manera 
alguna utilizarse los recursos contencioso-adminis-
trativos. Pero no siempre ocurre esto de una mane-
ra absoluta; si la ley ó Reglamento consignan la 
obligación de respetar un derecho ó interés privado, 
la resolución que, dictada bajo el concepto do poli-
cía ó de medida general, vulnere aquella obligación 
6 lesione el derecho amparado por la misma, dará 
lugar al recurso contencioso administrativo. Conta-
dísimos son estos casos, 
Establecido por la primera de las disposiciones 
transitorias de la ley P rovincial de 29 de Agosto 
de 1882, que ínterin no se publique la ley que esta-
blecen los Tribunales que hayan de entender de lo 
contencioso-administrativo, corresponderá el cono-
cimiento do estos asuntos en primera instancia á las 
Comisiones provinciales, se abre paso al art. 83 de 
la ley de Gobierno y Administración de 25 de Agos-
to de 1863, confirmado en este punto por el art. 66 
de la ley Provincial de 2 de Octubre de 1877, que 
conferían á las mismas el de las cuestiones relativas: 
A las intrusiones y usurpaciones en los caminos 
y vías públicas y servidumbres pecuarias de todas 
clases: 




fábricas, talleres, máquinas ú oficios y su remoción 
á otros puntos: 
A la demolición, reparación de edificios ruinosos, 
alineación y altura de los que se construyan de nue-
vo, cuando la ley Reglamento del ramo declare 
procedente la vía contenciosa; 
Y á la represión de las contravenciones, á los re-
glamentos de caminos, navegación y riego, construc-
ción urbana ó rural, policía do tránsito, caza, pesca, 
montes y plantíos. 
Con esta especificación, y con la que se desprende 
de las cuestiones que anteriormente hemos tratado, 
se deduce con precisión bastante, quó cuestiones de 
las derivadas de actos ejecutados por la Adminis-
tración en el ejercicio de sus facultades discreciona-
les ó de gobierno, en materia de policía y rozándose 
con derechos privados, pueden dar lugar al ejercicio 
de lo contencioso-administrativo; dando nosotros 
por terminada esta resefïa sin mencionar la extensa 
jurisprudencia que existe sobre estas materias, por-
que sería apartarnos demasiado del punto principal 
a que se conduce nuestro propósito. 
Contratos. 
La Administración, en cumplimiento de los debe-
res que le imponen la necesidad de atender aquellos 
servicios públicos que por si misma no puede reali-
zar, celebra contratos con los particulares para que 
realicen dichos servicios; pero estos contratos, que 
algunos pretenden hayan de tener el carácter de 
actos jurídicos, no lo son en realidad, sino que en 
ellos ha de prevalecer siempre el fin á que se dirigen 
y las causas que los motivan. 
Si por ventura los aludidos contratos celebrados 
por la Administración se dirigieran á la gestión de 
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intereses que afecten exclusivamente al dominio 
privado del Estado, de la provincia 6 del Municipio, 
tendrían un carácter marcadamente civil; pero si, 
por el contrario, su objeto es satisfacer atenciones 
públicas, y en ellas no se trata de ventilar intereses 
privados, sino que afectan á las funciones sociales, 
entonces la índole y la materia del contrato son ad-
ministrativas, y como tales, deben considerarse y 
ej ecutarse. 
No es extraño, pues, que las cuestiones que se 
susciten sobre la inteligencia, cumplimiento, resci- 
ción y demás efectos de* los contratos, pertenezcan á 
la jurisdicción contencioso-administrativa, porque 
para la resolución de las mismas ha de tenerse pre-
sente, en primer término, el interés común, y como 
éste no cabe dentro de la acción de los Tribunales 
ordinarios, porque sus medios no son los conducen-
tes á conciliar el interés supremo social con las exi-
gencias de los contratistas, los contencioso-adminis-
trativos son los que con determinaciones basadas 
en la equidad pueden evitar que se produzcan irre-
parables perjuicios con la inflexible aplicación de 
los principios de derecho, opuestos, si á mano vie-
ne, en el rigor de su letra, al interés colectivo de la 
Nación. 
Los contratos, pues, que por punto general cele-
bra la Administración, son administrativos, y pue-
den dar lugar frecuentemente á lo contencioso-ad-
ministrativo. 
Diversas disposiciones establecieron, á partir del 
Reglamento del Consejo Real de 30 de Diciembre 
de 1846, la competencia de los Tribunales conten-
ciosos en esta materia; pero omitiendo por innecesa-
rio su examen, tenemos quo el art. 46 de la ley or-
gánica del Consejo de Estado, de 17 de Agosto 
de 1860, decía que el Consejo, constituido eu Sala 
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»de lo Contencioso, será oído respecto al cumpli-
miento, inteligencia, rescisión y demás efectos de 
»los remates y contratos celebrados directamente 
»por el Gobierno 6 por las Direcciones generales de 
»los diferentes ramos de la Administración civil ó 
»militar del Estado para toda especie de servicios y 
» obras públicas.» 
Este principio, que parece no relacionarse más 
que con los contratos que celebre la Administración 
central, se halla también confirmado en la vigente 
ley de lo contencioso administrativo de 13 de Sep-
tiembre de 1888, cuyo art. 5.° dispone: «Continua-
»rán atribuídas á la jurisdicción contencioso admi-
nistrativa las cuestiones referentes al cumplimien-
to, inteligencia, rescisión y efectos de los contratos 
»celebrados por la Administración central, provi,n-
» cial y municipal para obras y servicios públicos 
»de toda especie;» ampliándose, como se ve, el pre-
cepto á lo que se relaciona con la Administración 
provincial y municipal, y resumiéndose en esta for-
ma lo que venía consignado en diseminadas dispo-
siciones de la ley de Consejos provinciales y de la 
de Gobierno y Administración de las provincias. 
Según el art. 84 de la de 25 de Septiembre de 1863; 
se confiaba á los Consejos provinciales, cuando pa-
saren á ser contenciosas, las cuestiones relativas al 
cumplimiento, inteligencia, rescisión y demás efec-
tos de los contratos y remates celebrados con la Ad-
ministración provincial para toda especie de servi-
cios públicos del Estado, provinciales y municipa-
les; y la ley provincial posterior estableció que las 
Comisiones provinciales actuarían corno Tribunales 
administrativos, en los asuntos que determinaban 
los arts. 83 y 84 de la ley de '25 de Septiembre 
de 1863, y demás que señalaren las leyes, y que en 
tal concepto verían y fallarían cuando pasasen á 
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ser contenciosas las cuestiones referentes al cumpli-
miento, inteligencia, rescisión y efectos de los con-
tratos y remates celebrados con los Ayuntamientos 
para toda especie de servicios y obras públicas. 
Queda, pues, perfectamente definida la interven-
ción de los Tribunales contenciosos eu los asuntos 
relativos á la contratación de servicios públicos. 
Acuerdos municipales y provinciales. 
Los acuerdos adoptados en el ejercicio de sus fun-
ciones por las corporaciones populares, también 
pueden dar ocasión á lo contencioso-administrativo. 
La ley Municipal vigente de 2 de Octubre de 1877, 
dedica su tít. 5.0 á determinar los recursos y respon- 
sabilidades que nacen de los actos de los Ayunta-
mientos, y después de señalar los recursos que caben 
contra sus acuerdos y las facultades de suspensión 
de los mismos que á los Alcaldes se confiere, esta-
blece la alzada ante el Gobernador y para ante el 
Gobierno, determinando en el art. 177, que «contra 
»la resolución del Gobierno procede el recurso con-
tencioso administrativo en la forma que las leyes 
»determinan.» Esta disposición completa la do la 
procedencia del recurso contencioso en primera ins-
tancia, establecido para ante las Comisiones provin-
ciales por el art. 172, eu donde se establece que los 
que se crean perjudicados en sus derechos civiles 
por los acuerdos de los Ayuntamientos, haya sido ó 
no suspendida su ejecución en virtud do lo dispues-
to en los artículos precedentes, podrán reclamar con-
tra ellos, mediante demanda, ante el Juez ó Tribunal 
competente, según lo que, atendida la naturaleza 
del asunto, dispongan las leyes. 
La ley Provincial, á su vez, de 29 de Agosto de 
1882, establece en su art. 87, que contra los acuer- 
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dos de la Diputación provincial, comprendidos en 
cualquiera de los casos previstos en el 79, se conce-
de recurso de alzada para ante el Gobierno, hayan 
ó no solicitado la suspensión de dichos acuerdos; y 
el 88 expresa, quo los que se crean perjudicados en 
sus derechos civiles por los acuerdos de la Diputa-
ción, pueden reclamar contra ellos mediante deman-
da ante el Juez ó Tribunal competente, según lo que, 
atendida, la naturaleza del asunto, dispongan las 
leyes. 
Concretando más los recursos, en cuanto á lo con-
tencioso administrativo, tenernos que el art. 53 de-
clara que, contra la resolución de la Diputación pro-
vincial, anulando ó declarando la validez de alguna 
elección, se establece recurso contencioso ante la 
Audiencia respectiva; que el art. 86, prescribiendo 
sobre la manera do tramitarse las alzadas que se in-
terpongan, establece en su último párrafo, que con-
tra las resoluciones del Gobierno procede en todos 
los casos el recurso contencioso administrativo; que 
con relación á la imposición y pago de multas, el ar-
ticulo 136 marca también la procedencia de dicho 
recurso, previa consignación ó depósito de su im-
porte; quo el art. 143 previene quo las providencias 
de los Gobernadores, que, según las leyes, hayan 
puesto término á la via gubernativa ó hubiesen cau-
sado perjuicio á los intereses ó derechos de un par-
ticular ó de una corporación, pueden ser reclamables 
por la vía contenciosa, y, finalmente, que la primera 
de las disposiciones transitorias determina que ínte-
rin so publique la ley que establece los Tribunales 
que hayan de entender de lo contencioso-adminis-
trativo, corresponde el conocimiento de estos asun-
tos en primera instancia a las Comisiones provin-
ciales. 
Resulta, por consiguiente, demostrado, como no 
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podía menos, por su carácter esencialmente adminis-
trativo, que los acuerdos de los Ayuntamientos y 
Diputaciones provinciales pueden`_. "dar lugar á con-
tención ante los Tribunales de su misma orden. 
Aprovechamiento de bienes comunales. 
El núm. 3.° del art. 72 de la ley Municipal vigen-
te, comprende, entre las atribuciones propias de los 
Ayuntamientos, la Administración municipal, ó sea, 
el aprovechamiento, cuidado y conservación de 
todas las fincas, bienes y derechos pertenecientes al 
Municipio y establecimientos que de él dependan. 
A su vez, el art. 83 de la ley do 25 de Septiem-
bre de 1863 sometía á las Comisiones provinciales 
como cuestiones contenciosas, las relativas al uso 
y distribución de los bienes y aprovechamientos 
provinciales y comunales. 
Así, pues, los bienes y aprovechamientos que 
poseen las provincias y los pueblos, que se verifican 
bajo el régimen de la comunidad, si bien en lo que 
se relaciona con el derecho de aprovechamiento re-
viste para las Corporaciones el carácter de personas 
jurídicas, y por tal, aparece como propio de la ac-
ción ordinaria lo que se relaciona con el uso, dis-
tribución y conservación, entra dentro del orden 
administrativo, en el cual habrán de aplicarse las 
reglas establecidas y resolver las cuestiones quo se 
produzcan, pues que estos actos afectan al interés 
común. 
Sin necesidad de profundizar de una manera gran-
de la cuestión que queda iniciada , una jurispruden-
cia constante ha venido á determinar la diferencia 
que anteriormente dejamos establecida. Así, pues, 
se ha declarado que la Administración no alcanza 
á las cuestiones de derecho, y en tal sentido, que 
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aun suponiendo quo una servidumbre de paso a 
pie, reconocida á favor de algunos propietarios de 
fincas inmediatas, y no al de todos los vecinos de 
un pueblo, pudiera considerarse público, y corno tal, 
el Ayuntamiento pudiera adoptar acuerdos sobre su 
conservación, nunca podría la Administración ex-
tenderla a servidumbre de vía, y hacerla servir para 
caballerías, sin imponer un nuevo gravamen á la 
propiedad privada, para lo que en ningún caso tie-
nen facultades las Corporaciones y autoridades ad. 
ministrativas. 
También se ha declarado que un Ayuntamiento 
está en su derecho mandando talar unas plantacio-
nes que interrumpan el paso de una servidumbre 
comunal: que en materia de aprovechamientos co  • 
munales, las providencias que dicten los Ayunta-
mientos para su conservación, están dentro de la 
esfera de sus atribuciones, y no pueden invalidarse 
por interdictos: que si la cuestión tiene por objeto 
determinar el estado posesorio de un aprovecha-
miento común, á las autoridades y Tribunales ad-
ministravas corresponde conocer de ella, sin per-
juicio de las acciones que los particulares agravia-
dos quieran entablar en juicio de propiedad ante 
los Tribunales ordinarios: que la doctrina general, 
en materia de aprovechamientos comunes, es que á 
la autoridad judicial corresponde la declaración del 
derecho y la posesión en juicio plenario, y á la 
administrativa conservar el estado posesorio, y 
para ello, corregir las usùrpaciones recientes y fáci-
les de comprobar, entendiendo como tales las que 
no cuentan un ario y día: que la declaración de que 
una cosa es ó no de aprovechamiento común, sea 
cual fuese el nombre que al derecho se haya dado ó 
se pretenda dar; si una cuestión ordinaria de perte-
nencia, sujeta por su naturaleza á la autoridad judi- 
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cial, y que cuando el negocio está reducido á de-
terminar cuál era el último estado de un aprove-
chamiento común, y si debía hacerse en él alguna 
alteración para reservar la exclusión á cierto pueblo 
determinado, es llegado el caso de corresponder á 
la Administración esta cuestión, así gubernativa 
como contenciosamente, en todo lo que no sea el 
juicio de propiedad, único reservado á la autoridad 
judicial. 
La materia de aprovechamiento de bienes comu-
nales, que participa en gran modo de carácter admi-
nistrativo, puede, pues, dar lugar á lo contencioso. 
administrativo. 
Beneficencia. 
No es esta materia de las que tienen menos im-
portancia, bajo el punto de vista de la acción de la 
Administración: el socorro que se concede al menes-
teroso, el auxilio que presta al desvalido, que su 
desgracia le priva del hogar y de familia, y aun de 
los medios necesarios para su subsistencia, consti-
tuyen el principio de la caridad, que en nombre y 
por el orden social debe ejercer la Administración, 
comprendiendo sus actos lo que en concepto general 
se denomina la Beneficencia. 
Bien se comprende que materia tau vasta, donde 
tantos servicios pueden prestarse á la humanidad, 
y donde tau variadas formas pueden conducir al fin 
que á la caridad se dirige, necesita un régimen y 
organización convenientes, si no ha de incurrirse 
en su ejercicio en el error que la desnaturaliza ó 
que concluya por hacerla perfectamente infruc-
tuosa. Diferentes disposiciones se han dictado en 
esta importante materia, entre las cuales debe men-
cionarse la Instrucción de 22 de Abril de 1873, y 
las contenidas posteriormente, y en la actualidad 
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en vigor, del Real decreto é Instrucción de 27 de 
Abril de 1875. 
Dividen estas disposicio$es la Beneficencia en 
general y particular: la primera, que comprende 
todos los establecimientos clasificados con este ca-
rácter en la forma prevenida por las leyes; y la se-
gunda, que se compone de todas las instituciones 
benéficas, creadas y dotadas con bienes particula-
res, y cuyo patronazgo y administración fuesen re-
glamentados por los respectivos fundadores, 6 en 
nombre de éstos, y confiados en igual forma á Cor-
poraciones, autoridades ó personas determinadas. 
Se establece por los mismos un protectorado, cuyas 
funciones y autoridades que lo ejercen se determi-
nan expresamente, de igual manera que se dan 
reglas sobre el patronazgo, Junta de patronos, y 
patronos y administradores particulares. Tratándo-
se después de procedimientos para los asuntos de 
beneficencia, clasificación de fundaciones, autoriza-
ciones, investigaciones y contabilidad de las mismas 
fundaciones provincial y general. 
La ley Municipal vigente, en su art. 73, incluye 
en las obligaciones de los Ayuntamientos las insti-
tuciones de Beneficencia, en las que sus atribucio-
nes serán y se entenderán siempre sin perjuicio de 
la alta inspección que al Gobierno confiere la legis-
lación sobre beneficencia general y particular; y á 
Su vez, la ley Provincial de 29 de Agosto de 1882, 
establece en el núm. 1.° del art. 74, que corresponde 
á las Diputaciones la creación y conservación de 
servicios que tengan por fin la comodidad de los 
habitantes de la provincia y el fomento de sus in-
tereses morales y materiales, tales como estableci-
mientos de Beneficencia é instrucción, caminos, etc., 
disponiendo el art. 76, que los establecimientos de 
Beneficencia y enseñanza se acomoden á lo que dis- 
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pongan la ley de Beneficencia y de Instrucción pú-
blica, y regulando el 115, núm. 1. 0, que los presu-
puestos contengan precisamente los recursos nece-
sarios para el pago de haberes del personal de estos 
servicios. 
Numerosas pueden ser las cuestiones quo se sus-
citen en materia de Beneficencia, de índole admi-
nistrativa, como fácilmente se comprende; y en tal 
concepto, las resoluciones fiscales que en las mismas 
adopte la Administración, tienen que producir re-
cursos contencioso-administrativos, si de ellas se 
desprende que so vulnere algún derecho nacido . de 
las disposiciones que rigen la materia. 
Así lo hace comprender bien el art. 6.0 de la Ins-
trucción anteriormente citada, que establece que las 
instituciones benéficas litigaran como pobres, bien 
como actoras ó como demandadas, y sin limitar esta 
declaración a los asumtos litigiosos del orden judi-
cial; antes al contrario, ampliándolos á lo conten-
ciosoadministrativo; y el art. 62, que dice, quo no 
se solicitará, tramitará, ni concederá autorización 
para defender ante los Tribunales de justicia los de-
rechos de la Beneficencia, sino cuando estuviesen 
agotados todos los procedimientos y recursos admi-
nistrativos. 
Si á la Administración se concede el recurso con-
tencioso, no cabe duda que de igual manera ha de 
estar éste abierto para el particular que conceptúe 
lesionado su derecho por una resolución cualquiera 
propia de la Beneficencia. 
Patentes de invención y marcas de Fábrica. 
La ley de 30 de Julio de 1878 regula el privilegio 
de explotación exclusiva de una industria nueva en 
España, mediante la patente de invención expedida 
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por el Gobierno. Estas patentes caducan: 1.° Cuan-
do haya terminado el tiempo señalado en la conce-
sión. 2.° Cuando el poseedor no pague la cuota co-
rrespondiente, antes de comenzar cada uno de los 
años de su duración. 3.° Cuando el objeto de la pa- 
tente no se haya puesto en práctica, enlos dominios 
españoles, dentro del plazo marcado por la ley; y 
4.° Cuando el poseedor haya dejado de explotarla, 
durante un agio y un día, á no ser que justifique 
causa de fuerza mayor. Cualquiera de estas causas, 
excepción hecha de la cuarta, producen resolución 
del Ministerio de Fomento, contra la cual, conforme 
al art. 47 de la ley, puede utilizarse el recurso con-
tencioso ante el Consejo de Estado, dentro del tér-
mino de treinta días. La declaración de caducidad 
en el caso cuarto mencionado, corresponde á los 
Tribunales, á instancia de parte, ó del Ministerio pú-
blico en caso especial. 
Con posterioridad á la referida ley se publicó el 
Real decreto de 2 de Agosto de 1886, dando nuevas 
reglas para la concesión de las patentes, quo no 
afectan al orden de los recursos contenciosos, con 
relación á los cuales subsisten vigentes los precep-
tos legales que anteriormente quedan expuestos. 
Las marcas de Fábricas que, como seguridad de 
los industriales, se establecieron por el Real decreto 
de 20 de Noviembre de 1850, se siguen rigiendo 
por esta disposición; pero las acciones á quo den lu-
gar corresponden á los Tribunales ordinarios. Como 
comprobación de estos extremos, en Real decreto-
sentencia de 22 de Noviembre de 1880 se declaró 
que, asimiladas con ligeras acepciones á la propie-
dad mueble de las marcas, las cuestiones que se 
susciten acerca de su dominio y posesión son de la 
competencia de los Tribunales ordinarios, sin que á 
la Administración incumba otra cosa, en caso de 
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litigio, que disponer se exhiba el dibujo de la mar-
ca, y copia testimoniada de la nota que expresa el 
art. 2.0 del Real decreto de 20 de Noviembre de 1850; 
y que la Administración no debe reconocer otro 
derecho para la expedición del nuevo certificado de 
una marca, que el que se haya acreditado 6 acredi-
te en forma legal, ó declaren en el juicio correspon-
diente los Tribunales ordinarios, ni deba tampoco 
declarar caducada dicha marca ínterin ventilan las 
partes el derecho que á ella pretendan tener ante 
los referidcs Tribunales, como asunto de interés 
privado. 
Varias materias. 
Para concluir el examen de cuestiones que veni-
mos haciendo, réstanos señalar que el art. 83 de la 
ley de 25 de Septiembre de 1863, enumeraba, ade-
más de las expuestas (algunas de las cuales han sido 
modificadas por disposiciones posteriores), las si-
guientes materias sobre las cuales habían de enten-
der las Comisiones provinciales eu grado contencioso: 
Las relativas á la cuota con que corresponde con-
tribuir á cada pueblo para los caminos en cuya 
construcción ó conservación se haya declarado inte-
resados á dos ó más. 
Las que afecten al deslinde de los términos co-
rrespondientes á los pueblos y Ayuntamientos cuan-
do estas cuestiones procedan de una disposición ad-
ministrativa. 
Las relativas a la inclusión 6 exclusión en las lis-
tas de electores y elegibles para Ayuntamientos y 
sindicatos de riego. 
También como complemento de estas cuestiones, 
y por si se presenta alguna de que no se hubiera 
hecho mérito, conviene hacer mención, de que con-
forme queda expresado en lugar oportuno, la nueva 
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ley de lo Contencioso administrativo, apartándose 
del sistema do inclusión anteriormente seguido y 
emplazando al de exclusión para determinar la ma-
teria contencioso-administrativa, lia establecido en 
los arts. 1 . .0 y 2.° las condiciones generales que se 
exigen para utilizar ese recurso, debiendo causar 
estado la resolución contra la que se dirige, emanar 
de la Administración en el ejercicio de sus faculta-
des regladas y vulnerar un derecho de carácter ad-
ministrativo, establecido anteriormente en favor del 
demandante, por una ley, un reglamento ú otro 
precepto administrativo; y que el art. 4.° excluye 
de la materia contencioso-administrativa, definien-
do la misma: 
1.0 Las cuestiones que por la naturaleza de las 
actas de las cuales procedan, ó de la materia sobre 
que versan, se refieran á la potestad discrecional. 
2.° Las cuestiones de índole civil y criminal 
pertenecientes á . la jurisdicción ordinaria 6 á otras 
jurisdicciones especiales: considerando do índole 
civil aquellas en que el derecho vulnerado sea de 
índole civil, y aquellas en que la Administración 
haya optado como persona jurídica, á sea como su-
jeto de derechos y obligaciones. 
3.° Las resoluciones que sean reproducción de 
otras anteriores que hayan causado estado y no 
hayan sido reclamadas, y las confirmatorias de 
acuerdos consentidos por no haber sido apelados 
en tiempo y forma. 
4.° Las resoluciones que se dicten con arreglo 
a una ley que expresamente las excluye de la vía 
contenciosa. 
5.° Las que se dicten, consultadas por el Con-
sejo Supremo de Guerra y Marina, como Asamblea 
de las Ordenes militares de Sau Hermenegildo, San 
Fernando y Mérito militar; 
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Y 6.° Las Reales ordenes que se refieren á as• 
censos y recompensas de Jefes y Oficiales del Ejér-
cito y Armada por merecimientos contraídos en 
campaña, y hechos de armas, ó á postergaciones 
impuestas reglamentariamente. 
Cuyas prescripciones, con la aclaración que á las 
mismas establecen los arts. 5.° y 6.° do la referida 
ley, completan con el conocimiento de los asuntos 
que en el presente capítulo hemos tratado, el cua-
dro de los actos de la Administración que pueden 
dar lugar al ejercicio de lo contencioso. 
CAPÍTULO V. 
Del ejercicio de la jurisdicción contencioso -administrativa. 
Si se reconocen los antecedentes establecidos en el 
cap. 1.0, al hacer la reseña histórica de la jurisdic- 
ción contencioso-administrativa, se verá demostrada 
una cosa que, con repetición, hemos expresado, á, 
saber: que dominadas las dificultades que primiti-
vamente se presentaron para el establecimiento y 
régimen de lo contencioso-administrativo, su ejerci-
cio y la manera de determinar la razón política de 
esta función ha venido a ser, por espacio de muchos 
años, objeto de encontrados pareceres, que no pode-
mos llamar propios de escuela de los partidos espa-
ñoles, porque no ha sido sólo en nuestro país donde 
aquellos, sostenidos con diverso criterio, han consti-
tuído verdaderos bandos, sino en toda Europa, por-
que en todas ó casi todas las naciones del continen-
te ha sido objeto de largas y continuas discusiones. 
Esta diferencia de criterios so ha determinado 
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desde un principio con caracteres marcados y per-
fectamente definidos; de un lado, apreciando unos 
que la justicia en todas sus manifestaciones, en los 
países constitucionales se ejerce á nombre del Rey, 
y aplicando eu este sentido las condiciones de inde-
pendencia y estabilidad que constituyen las garan-
tías más señaladas de su ejercicio dentro del fuero 
común, han pretendido que los conflictos que pu-
dieran surgir entre los derechos de los particulares 
y la Administración, por haber vulnerado alguno de 
aquéllos, debían ser dirimidos por Tribunales cons-
tituidos en las mismas condiciones ó por los mismos 
que llamamos do justicia; esto es, por el orden ó 
Poder judicial. Otros, por el contrario, interpretan-
do que los actos de la Administración constitutiva 
del Poder ejecutivo, son actos propios del Rey, á 
quien, con su Gobierno responsable, ha sometido la 
Ley fundamental del Estado el ejercicio de aquel Po-
der, no han creído que por manera alguna dichos 
actos, desde el momento en que pudieran ser objeto 
de contienda, debían ni podían ser revisados por 
otro Poder que podría por esta intervención hacer 
ineficaz el primero; y en tal sentido han creído que 
las cuestiones contencioso-administrativas debían 
ser resueltas en definitiva por la misma Administra-
ción, constituyendo la garantía do acierto eu la in-
tervención eficaz y directa, de un Cuerpo superior 
que, conociendo do la contienda y apreciando sr ;,s 
fundamentos, consultase al Gobierno la resolución 
que, eu su sentir, debía pronunciarse. 
Con esta , simple enunciación, y sin que pueda 
sernos permitido el entrar á examinar la marcha y 
vicisitudes que esta contienda, eminentemente polí-
tica, ha seguido en otras naciones de Europa, desde 
luego se determina una divergencia esencial que de-
termina que la j urisdiccióu eu la materia contencio- 
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so-administrativa haya de ser delegada ó retenida; 
más adelante veremos cómo esta divergencia nació 
en España, y cómo ha ido sosteniéndose la contien-
da hasta las novísimas soluciones aprobadas y san-
cionadas. 
No hay para qué dudar, que los partidarios de 
una y otra teoría, convertidas ambas, como iniciado 
queda, en escuelas, dentro de los principios cientí-
ficos, han desplegado, en apoyo de su respectiva 
doctrina, una cantidad considerable de argumentos 
de la mayor importancia todos ellos. Los partidarios 
de la teoría que sostiene que la jurisdicción conten-
cioso-administrativa debe ejercitarse por los Tribu-
nales del fuero común, alegan que éstos únicamen-
te encierran en su seno las garantías propias de la 
recta é imparcial aplicación de la justicia, por la de-
legación absoluta del poder que ejercen, por la se-
paración completa en que están de los orígenes de 
la contienda, por la inamovilidad que santifica la 
imparcialidad, y por la protección que aquélla con-
cede al Juez, librándole de la parcialidad del poder 
de donde su nombramiento emana; y los partidaries 
de la teoría contraria, ó sea de que los actos de la 
Administración han de ser revisados por la Admi-
nistración misma, alegan en favor de sus principios, 
que si la jurisdicción común ejerciese dentro de 
aquellas condiciones que son necesarias de su exis-
tencia, funciones de esencia administrativa, absor-
bieran en razón de ellas mismas una parte impor-
tante de la Administración, se sobrepondrían al Po-
der ejecutivo, y vendrían á hacer pesar sobre él una 
especie de tutela, cuando no de soberanía. 
Extremando más los argumentos, los primeros 
combaten á los segundos, alegando que, según su 
teoría, y ejerciendo la jurisdicción retenida, la Ad-
ministración viene á ser juez y parte en los asuntos; 
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y los segundos, rechazando este ataque y haciendo 
valer que la Administración no tiene interés alguno 
en sostener sus actos, en menoscabo de la justicia, 
cuando en debate solemne se demuestre que el Go-
bierno o sus delegados han procedido con ligereza 
ó error, acusan á sus adversarios de sostener un sis-
tema que haría á los Tribunales del fuero común 
árbitros de exigencia y de intereses, y aun cb e servi-
cios que les son desconocidos, afirmando que el re-
sultado de su intervención en asuntos tales, sería á 
la larga el perjuicio del Estado y la merma del Te-
soro. 
Indudablemente, y como se ve, los argumentos 
en que descansan una y otra escuela son poderosos; 
y no hay que olvidar que sin que la opinión, y 
con ella el derecho moderno, se haya inclinado re-
sueltamente en uuo ó en otro sentido, buscándose, 
por el contrario, soluciones intermedias, como des-
pués se verá existen diferencias esenciales que no 
pueden fácilmente hermanarse dentro de los lími-
tes estrechos de un exclusivo criterio; así es, que no 
sin algún fundamento los partidarios de la jurisdic-
ción ejercida por la Administración misma alegan 
en su apoyo que la decisión de las contiendas que 
surgen entre los particulares y ésta, requiere la apre-
ciación de un orden de consideraciones diferentes 
de las quo presiden la resolución de los negocios 
entre particulares solos, sometidos á los Tribunales 
ordinarios; porque en las primeras hay que calificar 
el interés público que está en juego, y graduar su 
entidad con el derecho privado ofendido, no siendo 
posible que este examen y apreciación pueda hacer-
se por las reglas del derecho estricto; añadiendo, que 
uua prudente discreción debe entrar en el, hacien-
do que los fallos, por punto general, se funden en 
la equidad más que en la justicia absoluta. Al pro- 
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pio tiempo afirman, que los Tribunales ordinarios, 
cuya acción se ejercita siempre dentro del círculo 
de las cuestiones que nacen del ejercicio de los de-
rechos privados, y cuya apreciación se encierra en 
consideraciones que nacen del estudio del tuyo y 
mío, no están por punto general, y especialmente en 
los grados inferiores, en actitud de abarcar, aquel 
extenso horizonte. 
El Sr. Posada Herrera, tan partidario como era 
de este sistema que analizamos, se expresaba de 
esta manera: «La Administración pública preside la 
»sociedad, cuida de sus intereses y aplica las leyes, 
»los reglamentos administrativos y los principios de 
»bien general que los han dictado. Solícito y vigi-
lante por deber; responsable de los males que al 
»país sucedan cuando no emplean su acción 6 cuan-
»do no la ejerce de una manera provechosa, necesi-
ta que se le conceda cierta libertad, sin la cual 
»sería la responsabilidad un contrasentido. El inte-
rés, la conveniencia de la Nación, de la provincia 
»6 del pueblo es su mira principal, y si atiende al 
»interés de los individuos, si protege sus personas 
»ó sus fortunas, si protege sus derechos, es porque 
»aquella protección y respeto se encaminan al obje-
to primero de su poder. Cabeza y brazos á la vez, 
de este cuerpo moral que llamamos sociedad, debe 
»tener fija la vista para ver, y pronto lo mismo para 
»remediar sus males, para procurar su progreso, 
»para impedir que pueda estorbarlo; y si alguna vez 
»desciende de la altura de estas consideraciones á 
»objetos que por su importancia parezcan pequeños, 
»no olvidará jamás los grandes intereses á que debe 
»su fuerza, ni el valor de sus principios que le toca 
»defender. Los Tribunales ordinarios encargados de 
»interpretar la ley civil, de aplicarla á los derechos 
»de los individuos que imploran su declaración, no 
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» se elevan nunca á la altura del interés social, y 
»prescindiendo de lo que importarle pueda, miden 
» con igual regla al individuo particular y á la socie- 
dad entera de que es pequeña parte, porque irres- 
ponsables del mal y del bien, que del cumplimien- 
to de las leyes sobrevenga, fallase sobre el derecho, 
»encerrados en el templo de la justicia, sin cuidarse 
»de lo que d sus puertas pueda suceder; y ninguna 
»consideración , por alta quo sea, debe apartarlos 
»del sencillo raciocinio que sobre las pruebas del 
»proceso y el artículo de la ley hubiese formado. » 
Consecuencia de esta divergencia de pareceres, 
y del tiempo que la lucha entre los mismos ha ve-
nido sosteniéndose, es que, al extremarse los ata-
ques y la defensa, se llegue A variar completamen-
te el concepto primero do la divergencia: en este 
sentido hemos visto sostener con grande empeño, 
por los partidarios de un sistema, que la Constitu-
ción del Estado prohibía el que los Tribunales de 
justicia conocieran de los asuntos contenciosos de 
la Administración, puesto que sólo confería A aqué-
llos la facultad de aplicar las leyes en los juicios ci-
viles y criminales; y por los partidarios del otro sis-
tema, que la creación de los Tribunales administra-
tivos aminoraba las facultades del orden judicial, 
cuyos Tribunales debían entender do aquella clase 
de asuntos. Uno y otro argumento tiene algo de pa-
sión, porque ni lo primero acredita de una manera 
evidente lo que se propone demostrar, ni lo segun-
do es rigurosamente exacto: una y otra cosa obede-
cen tan sólo al orden político, que no podía menos 
de estar en consonancia con lo quo estatuía, pues-
to que, de otra suerte, ó se hubiera faltado d lo que 
la Ley fundamental mandaba, 6 se hubiera tenido 
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De todos modos, y como concepto que debe tener-
se en cuenta para apreciar el debido carácter de la 
contienda de que venimos de hacer mérito, véase lo 
que sobre lo mismo dice, en época reciente, el mismo 
hombre público, á quien anteriormente hemos alu-
dido: 
«No se debiera nunca olvidar, que la jurisdicción 
contencioso administrativa no se creó con el propó-
sito de amenguar la de los Tribunales del fuero co-
mún, ni para conocer de los negocios civiles, que á 
ellos corresponden, sino como cortapisa á la autori-
dad ministerial y a la de sus agentes, y como medio 
de corregir la ligereza y arbitrariedad de sus decisio-
nes, agravando su responsabilidad con la luz de la 
discusión y la fuerza del Consejo. Pueden, según los 
tiempos, alargarse ó extenderse los límites de la 
competencia de aquella j urisdicción; pero nunca se 
ha de perder de vista que lo fundamental de sus fa-
cultades, no ha sido ni será nunca objeto de la jus-
ticia ordinaria. No ha de examinar esta las cuestio-
nes del Estado, ni determinar la responsabilidad de 
los contribuyentes primeros ó segundos, ni graduar 
los créditos de la Nación, colocándolos en ésta 6 en 
la otra clase de deuda, ni decidir sobre los servicios 
públicos, ni fijar la categoría, sueldo, retiro y demás 
derechos de los funcionarios de las diferentes carre-
ras; ni sería, en suma, conveniente que la realiza-
ción del presupuesto y el ejercicio de las facultades 
de la Corona, que es lo que verdaderamente consti-
tuye la Administración, pudiera someterse, 6 estar • 
sometido á la censura del orden judicial, que por 
lo mismo que es independiente y absoluto, debe de-
jar libre el influjo de los Cuerpos Legisladores en la 
gobernación del Estado, y respetar la independen-




Determinado suficientemente, en nuestro sentir, 
que existe una diferencia esencial, y punto menos 
que inextinguible entre lo que constituye la materia 
sometida á la acción do los Tribunales ordinarios, 
y lo que por su esencia y condiciones no puede me-
nos de ser contencioso-administrativo, y marcada la 
división que en cuanto á la manera de ejercer esta 
jurisdicción se inició desde el momento en que la 
misma principió á reglarse, veamos ahora cómo esa 
división se ha desarrollado y practicado, hasta ve-
nir á desaparecer en la concordia que representa la 
novísima ley que regula el ejercicio de la jurisdic-
ción contencioso administrativa , 
El primer destello que puede considerarse dentro 
de la existencia reglada de la jurisdicción que nos 
ocupa, lo constituye el proyecto presentado en 1838 
por D. Francisco Agustin Silvela, que al pretender 
organizar los Consejos de provincia, les atribuía la ju-
risdicción delegada, apoyándola en estas condiciones. 
«El Rey, decía en la exposición de motivos que 
precedía al' proyecto, ejercerá por sí el Poder admi-
nistrativo judicial, bajo la responsabilidad de sus 
Ministros, mientras racionalmente pueda hacerlo; 
pasada aquella línea de posibilidad racional, lo de-
lega; abdica su omnipotencia con ciertas y determi-
nadas condiciones; declara que las sentencias de los 
Consejos de provincia lo son, y no proyectos de 
decretos; consiente en que tengan por sí y sin ne-
cesidad de aprobación ulterior la misma fuerza, y 
que surtan los mismos efectos que las de los Tribu-
nales ordinarios. Esta delegación es legítima, cons-
titucional, porque no puede dejar de serlo todo lo 
que es inevitable, absolutamente indispensable, y 
porque no hay ningún artículo de la Constitución 
que lo prohiba. En las Repúblicas el Presidente, y 
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en las Monarquías el Rey, están esencialmente in• 
vestidos de todas las facultades, de todos los pode-
res que, no siendo contrarios á la letra ni al espíri-
tu de la Constitución del Estado, formen parte del 
Poder Supremo y se consideren necesarios á todas 
horas y en todas ocasiones, á la prosperidad y se-
guridad de la Nación. La justicia de orden privado 
y de orden público social, ó sea la civil y penal, la 
administran los Tribunales mal llamados ordina-
rios. La justicia administrativa, el Rey por sí mis-
mo 6 por delegación, cuando no puede hacerlo por 
sí. El que suscribe, no halla otro camino, no alcan-
za, no descubre medio de evitar la delegación; y no 
ha querido, por atender á remotas y extraviadas 
consecuencias de un principio, sublevarse contra la 
evidencia. » 
Vinieron después los proyectos presentados en 
1838 y 1839, en los cuales apareció la jurisdicción 
contencioso-administrativa encomendada al Consejo 
de Estado, y así como del primero se deducía el 
ejercicio de la j urisdicción en el concepto de delega-
da, en el proyecto del Gobierno resultó como rete-
nida, toda vez que en aquél se empleaba el verbo 
conocer, y en el último, el que se usaba era consultar; 
entendiéndose que conocer supone facultad de dar 
fallo, que cause estado, como la facultad privativa 
de los Tribunales; mientras que consultar se reduce 
á dar dictamen fundado ó razonado para que luego 
se provea con arreglo al mismo si se acepta. 
Cuando por la ley de 6 de Julio de 1845 se creó 
el Consejo Real, y llevando á la práctica ]as ideas 
entonces palpitantes sobre Administración se l e, 
 concedió el conocimiento de los negocios contencio-
so-administrativos, la jurisdicción que ejerció lo 
fuó en concepto de retenida. 
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De este mismo carácter, a pesar de las vicisitudes  
de los tiempos, ha disfrutado la referida jurisdic-
ción, interrumpida, en cuanto á la forma sólo, en el  
período de 1854 á 1856, reorganizada en diferentes  
épocas, hasta los movimientos políticos de 1868,  
cuyas disposiciones en esta materia suprimiendo la  jurisdicción retenida del Consejo de Estado, y con-
virtiéndola en delegada y ejercida por los Tribuna-
les de justicia, insertas se hallan en su capítulo co-
rrespondiente. 
 
Los sucesos, de todos conocidos, de fines de Di-
ciembre de 1874, que dieron lugar al restableci-
miento de lo contencioso-administrativo en el Con-
sejo de Estado, con jurisdicción retenida, determi-
nan la última época de la forma en que se ha  
practicado la jurisdicción en nuestra patria. Desde  
entonces hasta hoy, que por la novísima ley se halla  
planteada en otra forma, puede decirse que no se  
ha cesado de buscar los medios necesarios para ha-
llar una solución intermedia que, satisfaciendo á los  
unos y á los otros, pusiera término á la necesidad  
de la reforma haciéndola permanente y duradera.  
Para llegar a este fin se han buscado fórmulas, y  
se ha tomado ejemplo de lo que en otras naciones  
se practica; los partidarios de que la revisión de los  
actos de la Administración se verifiquen por la Ad-
ministración misma, deponiendo sus antiguas in-
transigencias, cedieron ya en convertir la jurisdic-
ción retenida en delegada y en hacer inamovibles los  
funcionarios de los Cuerpos consultivos, proponien-
do el establecimiento de la Sala de lo Contencioso  
en el Consejo de Estado con Consejeros inamovi-
bles y con jurisdicción delegada; á su vez, los parti- 
darios de que la justicia en materias de la Adminis-
tración se practicase por los Tribunales ordinarios,  
cediendo también de sus antiguas pretensiones, so  
1 ! ^ 
JURISDICCIONES ESPECIALES. 	 173 
prestaron á que se formara una Sala especial, for-
mando parte de los Tribunales de justicia corno un 
organismo más del Poder judicial con Magistrados in-
amovibles y con jurisdicción naturalmente delegada. 
Como solución entre una y otra tendencia, ha ve- 
nido á aprobarse y sancionarse la novísima ley de 13 
de Septiembre del ario último, cuyas soluciones, me-jor que en manera alguna, se ven con los artículos 
siguientes: 
(Art. 8.° La jurisdicción contencioso-adminis-
trativa será ejercida en nombre del Rey y por de-
legación suya, por el Tribunal de lo Contencioso-
administrativo, que formará parte del Consejo de 
Estado y por Tribunales provinciales. 
Art. 14. Los Ministros del Tribunal de lo Con-
tencioso-administrativo no podrán ser separados de 
sus cargos sino por las causas y mediante las for-
malidades que establece el art. 3.° de la ley de 3 de 
Julio de 1877 (1), respecto al Presidente y Ministros 
(1) El art. 3.° de la ley de 3 de Julio de 1877, dice así: 
cArt. 3.° La cesación y jubilación del Presidente y Minis. 
tros del Tribunal de Cuentas del Reino, se dispondrá tam-
bién por Real decreto acordado en Consejo de Ministros, 
previa formación del oportuno expediente, en el que serán 
oídos el interesado, el Presidente del Tribunal y el Consejo 
de Estado: 
Primero. Cuando hubiese sido condenado por sentencia 
firme á pena correccional 6 aflictiva. 
Segundo. Cuando hubiese faltado gravemente á los debe-
res de su cargo ó los desatendiese por ignorancia inexcusable 
ó negligencia notoria. 
Tercero. Cuando hubiese faltado á la obediencia debida, 6 
sostenido desavenencias graves ó inmotivadas con sus com-
pañeros. 
Cuarto. Cuando por su conducta no pudiese continuar 
desempeñando con prestigio las funciones de su cargo.) 
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del Tribunal de Cuentas, pudiendo utilizarse contra 
 
las resoluciones del Gobierno el recurso que estable-
ce el art. 5.0 de dicha ley. Este art. 5.0 dispone que 
 
el Presidente y Ministros del Tribunal de Cuentas 
 
podrán entablar recurso contencioso contra la Ad-
ministración, cuando fuesen suspendidos, destitui-
dos ó jubilados por el Gobierno, sin expresión de 
 
motivo ó por otras causas ó en otra forma que las  
que en esta misma ley se determinan.» 
 
Tenemos, pues, por término de lo consignado, que  la solución que ha venido á terminar la contienda  
empeñada y que se ha traducido ya en ley que en  
la actualidad se practica, es la creación de un Tri-
bunal de lo Contencioso-administrativo que forma  
parte del Consejo de Estado, compuesto de Minis-
tros Consejeros inamovibles, que ejercen la juris-
dicción contencioso-administrativa en nombre del  
Rey y por delegación suya. De esta suerte se ha 
 
venido á la avenencia de las soluciones admitidas  
ya por una y otra escuela con la creación de un Tri-
bunal que, participando de la organización de los  
de justicia, tiene un sello marcadamente administra-
tivo, funcionando como organismo nuevo que no  
está supeditado de una manera directa ni al Poder  
ejecutivo ni al orden judicial.  
^^^ -..., 
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CAPITULO VI.  
Organización y procedimientos de la jurisdicción contenoicso- 
administrativa. 
La publicidad que ha tenido la ley de lo Conten-
cioso-administrativo de 13 de Septiembre de 1888, y 
el hallarse en práctica ya durante bastante tiempo, 
nos hubieran inducido á omitir su inserción en el 
presente trabajo; pero realmente resulta éste incom-
pleto, si no se ocupara de la misma y de las concor-
dancias á que da lugar con otros textos y disposicio-
nes legales, por cuya razón nos vemos obligados á 
dar aquí una idea de ella, que completaremos con 
sus referencias para mejor conocimiento de los lee• 
tores. 
Ya se ha visto en capítulos precedentes la nueva 
forma que en cuanto á su ejercicio ha tomado la ju-
risdicción contencioso-administrativa, y en particu-
lar la manera como ha quedado definida la materia 
que ha de constituir su objeto: vamos ahora á ocu-
parnos de la organización y procedimientos estable-
cidos para su ejercicio. 
El tít. 2.° de la referida ley, dividido en cinco ca-
pítulos, comprende las disposiciones generales, la 
organización del Tribunal de lo contencioso-admi-
nistrativo, la de los Tribunales provinciales, la del 
Ministerio fiscal y la de los auxiliares de unos y 
otros. 
El art. 8.° de la ley, primero de los relacionados 
en dichos capítulos, establece que la jurisdicción 




del Rey, y por delegación suya por el Tribunal de 
lo Contencioso-administrativo, que formará parte del 
Consejo de Estado. Nada tenemos que añadir, res-
pecto á este concepto, á lo que anteriormente ha 
quedado consignado: el Tribunal, es un Tribunal 
de carácter propio administrativo que ejerce su ju-
risdicción por delegación á nombre del Rey; es de-
cir, con jurisdicción propia. 
El Presidente y demás Ministros del Tribunal 
(dice el art. 9.0) concurrirán con voz y voto á la de-
liberación del Consejo de Estado en pleno: 1.° Cuan-
do se delibere sobre competencias entre la Adminis-
tración activa y las Autoridades judiciales. 2.° Cuan-
do se trate de Reglamentos ó Instruciones generales 
para la aplicación de las leyes, ó sobre cualquier 
asunto quo produzca decisiones, contra las cuales 
no procede recurso contencioso-administrativo. La 
asistencia del Tribunal a las deliberaciones del Con-
sejo de Estado en pleno, es necesaria en los casos 
á que se refiere el núm. 1. 0 ; si se trata de los espe-
cificados en el 2.0, la podrá disponer el Gobierno. 
El Presidente del Tribunal sustituirá al del Consejo, 
en los casos de ausencia, ira posibilidad ó vacante. 
Cuando los Ministros del Tribunal concurran á las 
deliberaciones del Consejo, ó asistan en Corpora-
ción, como Consejeros de Estado, ocuparán los pues-
tos de preferencia. 
El Tribunal de lo Contencioso administrativoco-
nocerá en ilnica instancia de las demandas que se 
deduzcan contra resoluciones dictadas por la Admi-
nistración central, y de los recursos. que se produz-
can contra las decisiones do los Tribunales provin-
ciales con arreglo á las leyes. (Art. 10.) 
Los Tribunales provinciales de lo Contencioso-
administrativo conocerán de las demandas que se es-
tablecen contra las resoluciones de las autoridades 
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provinciales y municipales de la respectiva provin-
cia (art. 11). 
El cap. 2.0 de los que venimos examinando, con-
tiene la organización del Tribunal de lo Contencioso-
administrativo, disponiendo el art. 12, que dicho 
Tribunal se componga de once Ministros Conseje-
ros de Estado, todos Letrados, de los cuales, uno 
será Presidente, disfrutando el haber anual de 25.000 
pesetas, y otro Vicepresidente, con el de 17.500. 
Será Presidente un ex-Ministro de la Corona: el 
Vicepresidente será elegido de entre los Consejeros 
de Estado ó Magistrados del Tribunal Supremo que 
cuenten dos años, por lo menos, en 
 el. ejercicio del 
cargo. Los demás Ministros estarán comprendidos 
en las categorías determinadas por las leyes para ser 
nombrados Consejeros de Estado, con exclusión de 
la facultad concedida en el art. 7.0 de la ley de 17 
de Agosto de 1860 (1). 
Pero tres de las plazas á que se refiere el párrafo 
anterior, podrá el Gobierno proveerlas en personas 
que reunan las mismas condiciones que para ser 
Magistrados del Tribunal Supremo exigen las leyes 
sobre organización del Poder judicial (2). (Art. 13.) 
(1) La disposición citada establece: 
Art. 7.° Ocho plazas de Consejeros de Estado podrán pre-
veerse en personas que, aun cuando no se hallen cornprendi-
das en las clases de empleos ó cargos enumerados en los ar-
tículos anteriores, se hayan distinguido notablemente por su 
capacidad y servicios. 
(2) La ley orgánica del Poder judicial de 15 de Septiem-
bre de 1870, dispone lo siguiente: 
(Art. 144. De cada cuatro vacantes que ocurran en las 
plazas de Magistrados del Tribunal Supremo, se proveerán: 
tres en Presidentes de la Audiencia de Madrid ó en quien hu-
biera sido tres años Presidente de Sala 6 Fiscal de la de Ma-
drid, ó Teniente fiscal único del Tribunal Supremo, ó en el 
Magistrado más antiguo de la de Madrid. 
Jurisd. esp.—T. IV. 	 12 
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Los Ministros del Tribunal de lo Contencioso
-administrativo no podrán ser separados de sus car-
gos, sino por las causas, y mediante las formali-
dades que establece el art. 3.° de la ley de 3 de 
Julio de 1877 respecto del Presidente y Ministros 
del Tribunal de Cuentas, pudiendo utilizar contra 
las resoluciones del Gobierno el recurso que esta-
blece el art. 5.° de dicha ley. 
Los Ministros, los funcionarios del Ministerio 
fiscal y los Secretarios de Tribunal que cuentan dos 
ados de ejercicio en sus respectivos cargos, tendrán 
derecho para jubilación al abono de loa de la carre 
ra de Abogado. (Art. 14.) 
El cap. 3.° se ocupa de la organización de los Tri- 
bunales provinciales de lo Contencioso - adminis-
trativo. 
El art. 15 determina que constituirán el Tribunal 
provincial el Presidente de la Audiencia territorial 
y dos Magistrados de la Sala de lo civil en las capi-
tales en donde exista Audiencia territorial; y que en 
todas las demás, el Presidente y  dos Magistrados de 
la Audiencia de lo criminal de las capitales de pro-
vincia, y en unas y otras dos Diputados provin- 
La cuarta vacante podrá proveerse en Abogados que ha-
yan ejercido veinte años en capital de Audiencia ó quince en 
Madrid, pagando, á lo menos en los ocho últimos, la primera 
cuota del subsidio industrial. 
No recayendo la elección en ninguno de esta clase, se nom-
brará quien reuna las condiciones expresadas en el párrafo 
primero de este artículo.' 
La ley adicional á la orgánica de 14 de Octubre de 1882, en 
su art. 5. 0 , después de confirmar el artículo que precede, aña-
de que el Gobierno puede nombrar para la cuarta vacante 
á Catedráticos de término de la facultad de Derecho que 




ciales letrados elegidos por sorteo anual (1). Sólo 
concurrirán los Diputados provinciales á la resolu-
ción do incidentes sobre excepciones dilatorias y al 
fallo definitivo de los pleitos. 
Los Magistrados que habían de constituir aque-
llos Tribunales serían designados para cada año por 
el Presidente de la Audiencia respectiva, estable. 
siéndose turno y guardando el orden de antigüedad. 
(Artículo 16.) 
Cuando no llegasen á cuatro los Diputados letra-
dos sorteables, para completar el número de dos 
titulares y cuatro suplentes, se sortearán todos los 
vecinos de la capital, comprendidos en las categorías 
siguientes (2): 1.° Magistrados y Jueces cesantes, y 
sus asimilados del Ministerio fiscal. 2.0 Catedráti-
cos activos ó excedentes de la Facultad de Derecho. 
3.° Profesores de Institutos ó de las Escuelas de 
(1) El art. 1. 0 del Real decreto de 13 de Septiembre de 
1888 para la ejecución de la ley, dispuso ,que para constituir 
los Tribunales provinciales de lo contencioso-administrativo, 
A tenor de lo dispuesto en el cap. 3.° de la misma, los Presi-
dentes de las Audiencias territoriales y de lo criminal pro-
cedieran inmediatamente á designar los dos Magistrados que 
con ellos habían de formar parte del Tribunal en los térmi-
nos que determina .el art. 15 de la ley, dando conocimiento 
inmediatamente de la designación á la Presidencia del Con-
sejo de Ministros y á la del Consejo de Estado. 
(2) El art. 3. 0 del Real decreto citado en la nota anterior, 
preceptúa qne los Presidentes de las Audiencias constituidos 
interinamente en Tribunal con los doa Magistrados que se 
designen á tenor de lo dispuesto en el art. 1. 0, procederán á 
designar por sorteo los dos Diputados provinciales Letrados 
que hayan de formar parte del Tribunal provincial hasta el 
día 15 de Diciembre próximo venidero en que debe tener 
lugar el sorteo definitivo, á tenor de lo dispuesto en el último 
párrafo del núni. 4.° del art. 17 de la ley. 
Los Diputados designados conforme al párrafo anterior, 
entrarán, desde luego, á formar parte del Tribunal, el cual 
quedará de este modo completo y constituido definitivamen, 
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Comercio que tengan la cualidad de Letrados. 4.° 
Abogados que sean 6 hayan sido Decanos de Cole-
gio ó acrediten el ejercicio do la profesión por más 
de diez arios. 
Los Gobernadores de la provincia remitirán á 
los Presidentes de las Audiencias territoriales ó de 
las de lo criminal, según los casos, antes del 1.° de 
Diciembre de cada ario, lista de los Diputados pro-
vinciales y de los comprendidos en las categorías 
enumeradas en el presente artículo. 
El sorteo se hará por el Tribunal provincial res-
pectivo el día 15 de Diciembre. Verificado que fuese, . 
no se admitirá reclamación alguna por falta de  in-
clusión en la lista. (Art. 17.) 
Los individuos que sin ser Magistrados de la Au- 
diencia formen parte de Tribunal provincial, ten-
drán derecho, en los días en que constituyan Sala, 
á iguales dietas que las asignadas á ]os vocales de 
te, dando de todo ello cuenta su Presidente al del Consejo 
de Ministros, al del Consejo de Estado y al Gobe ^nador de 
la provincia respectiva. 
Cuando en la lista remitida por el Gobernador, conforme 
al art. 2. 0, apareciesen los Diputados Letrados en número 
menor de cuatro, los Presidentes de las Audiencias reclama-
rán de los Gobernadores respectivos listas de los vecinos de 
la capital comprendidos en las cuatro categorías que estable-
ce el art. 17 de la ley, para proceder su sorteo, y, entre tan-
to, entrarán á formar parte del Tribunal los dos Diputados 
provinciales más antiguos comprendidos en la lista. 
Art. 4.0 Los Presidentes de los Tribunales provinciales 
de lo contencioso-administrativo remitirán á los de la Dipu- 
tación provincial respectiva certificaciones expedidas por los 
funcionarios que desempeûen el cargo de Secretarios de Sala, 
y visadas por ellos, en las cuales se acrediten los días de 
cada mes en que hayan constituido Sala los Diputados pro-
vinciales ó los vecinos comprendidos en el art. 17 de la ley, á 
fin de que por el Presidente de la Diputación provincial, 
como ordenador de pagos, se puedan acreditar y justificar 
las dietas establecidas en el art. 18 de la misma ley. 
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la Comisión provincial. Estas dietas serán satisfe-
chas con cargo al presupuesto provincial. 
El cargo de individuo del Tribunal provincial se-
rá obligatorio para los Diputados provinciales. Para 
los que no tengan ese carácter será voluntario; pero 
una vez aceptado no podrá renunciarse. 
La responsabilidad civil y criminal de los Tribu-
nales provinciales, se podrá hacer efectiva ante el 
Tribunal Supremo por las mismas causas y en igual 
forma que la exigida á los Magistrados de Audien-
cia territorial. (Art. 18.) 
El cap. 4.° se ocupa del Ministerio fiscal. 
Representa á la Administración del Estado en, los 
asuntos contencioso-administrativos de que conozca 
el Tribunal de lo Contencioso administrativo, el 
Fiscal del mismo, á quien auxiliarán, bajo su direc-
ción y responsabilidad, un Teniente fiscal y seis 
Abogados fiscales, debiendo ser todos Letrados. 
(Art. 19.) 
El Fiscal de lo contencioso-administrativo tendrá 
la categoría de Jefe superior de Administración, y 
disfrutará el haber anual de 15.000 pesetas. 
El Teniente fiscal tendrá la categoría de Jefe de 
Administración de primera clase, y disfrutará el ha-
ber anual de 10.000 pesetas. 
Los tres Abogados fiscales primeros tendrán la ca-
tegoría de Jefes de Administración de segunda clase, 
y disfrutarán el haber anual de 8.750 pesetas. 
Los tres Abogados fiscales segundos tendrán la 
categoría de Jefes de Administración de tercera cla-
se, y disfrutarán el haber anual de 7.500 pesetas. 
(Art. 20.) 
El Fiscal es de libre elección del Gobierno. 
Los demás funcionarios del Ministerio fiscal del 
Tribunal formarán cuerpo de escala cerrada, en el 
cual se ascenderá por orden de rigurosa antigüedad, 
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siendo nombrados á propuesta del Consejo de Esta-
do en pleno. 
Unicamente se entrará en dicho cuerpo por las 
plazas inferiores, mediante concurso entre Tenientes 
fiscales que hayan sido en el Consejo de Estado 
Oficiales de éste, ó Abogados del Estado que lleven, 
cuando menos, ocho años en el desempeño de sus 
cargos. (Art. 21.) 
El Fiscal y los Abogados fiscales sólo pueden ser 
separados por sentencia judicial ó mediante expo 
diente, con audiencia del interesado, promovido, 
bien por el Presidente del Consejo de Estado, bien 
por el Tribunal, bien por la Presidencia del Consejo 
de Ministros. (Art. 22.) 
El Fiscal defenderá por escrito y de palabra á la 
Administración y á las Corporaciones que estuvie-
sen bajo su especial inspección y tutela, mientras 
estas últimas no designen Letrado que las represen-
te, y cuando no litiguen contra aquélla 6 entre si 
mismas. 
El Gobierno podrá; sin embargo, cuando lo esti-
me conveniente, designar un Comisario que desem-
peñe las funciones del Fiscal en determinados nego-
cios. (Art. 23.) 
El Fiscal no podrá allanarse á las demandas diri-
gidas contra la Administración sin estar autorizado 
para ello por el Gobierno de S. M. Cuando conside- 
re de todo punto indefensible la resolución impug- 
nada, lo hará presente en comunicación razonada al 
Ministro de cuyo Centro dimane, para que acuerde 
lo que estime procedente. 
Entre tanto, está obligado a continuar la defensa 
de aquélla. Cuando el representante de la Adminis-
tración, debidamente autorizado, deje de impugnar 
la demanda, el Tribunal, llevando el pleito á la vis-
ta, dictará en su dia el fallo que estime justo. 
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Podrá abstenerse de intervenir en los asuntos quo 
no afectan al interés general de la Administración, 
limitándose á concretar su defensa al extremo ó ex-
tremos que aquéllos interesen. (Art. 24.) 
Representarán á la Administración en los Tribu-
miles provinciales, los Abogados del Estado ó de 
Beneficencia, cuando el litigio afecte á los intereses 
de esta clase (1). (Art. 25.) 
El cap. 5.0 trata de los Auxiliares de los Tribuna-
les de lo contencioso-administrativo, y los arts. 26 
al 31 que lo constituyen, establecen: que á las órde-
nes inmediatas del Tribunal de lo Contencioso haya 
un Secretario mayor, diez Secretarios de Sala y el 
número de subalternos que el Presidente del Conse-
jo de Ministros determine, á propuesta del Tribu-
nal; que el Secretario mayor disfrute el sueldo de 
10.000 pesetas anuales; los dos Secretarios de Sala 
primeros, el de 7.500; los dos segundos, el de 6.000; 
los dos terceros, el de 5.000, y los cuatro cuartos, el 
de 4.000: que los Secretarios formen cuerpo inde-
pendiente de los demás funcionarios del Consejo de 
Estado de escala cerrada, en el que se ascienda por 
rigurosa antigüedad, siendo nombrados por la Pre-
sidencia del Consejo de Ministros, sin que puedan 
ser separados sino en virtud de expediente, en el 
cualserán oídos y á propuesta del Tribunal; que sólo 
(1) El art. 7. 0 del decreto de 13 de Septiembre de 1888 
para la ejecución de la ley, dispone que los Presidentes de 
los Tribunales provinciales contencioso administrativos, re-
clamarían, tan pronto como se hallasen constituidos, de las 
Direcciones de lo Contencioso, de Hacienda pública y de Be-
neficencia y Sanidad, notas de los Abogados del Estado y de 
los de Beneficencia q'ue estén autorizados para actuar en 
cada provincia, y puedan, por lo tanto, ejercer la representa. 
ción de la Administración ante dichos Tribunales en los 
asuntos á que se refiere el art. 25 de la ley. 
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podrá entrarse en el cuerpo de Secretarios por las 
últimas plazas, previa oposición, exigiéndose para 
tomar parte en ella, ser mayor de edad y Letrado; 
permitiéndose, sin embargo, que puedan ser nom-
brados á propuesta del Tribunal los Oficiales del 
Consejo de Estado quo lo fuesen por oposición ó 
examen; que el Tribunal de oposiciones para Secre-
tarios sea formado por Consejeros de Estado, entro 
los cuales haya, por lo menos, dos Ministros del Tri-
bunal, verificándose las oposiciones, ínterin se dis-
ponga otra cosa, como previenen los Reglamentos 
del Consejo de Estado, y que los Secretarios, Oficia-
les do Sala y demás dependientes de las Audiencias 
respectivas, lo sean también de los Tribunales pro-
vinciales de lo contencioso-administrativo. 
El tít. 3.°, dividido en capítulos y secciones, com-
prende el procedimiento establecido para lo conten-
cioso, bien deba ventilarse en única instancia 6 en 
apelación ante el Tribunal de lo Contencioso, bien en 
primera instancia ante los Tribunales provinciales. 
Ocupándose la Sección 1.9 , del cap. 1. 0 de este 
título de las diligencias preliminares, establece que 
las partes puedan recurrir por sí mismas, conferir 
su representación á un Procurador 6 valerse tan 
sólo de Letrado con poder al efecto. (Art. 32.) 
Cuando las partes se valgan de Procurador, acep-
tado que sea el poder, tendrá las obligaciones y de-
rechos que se establecen por la ley de Enjuiciamien-
to civil (1), en cuanto no estén modificados por esta 
(1) Los arts. 5.°, 6. 0, 7.°, 8. 0  y 9.° de la ley de Enjuicia-
ciamiento civil disponen lo siguiente: 
Art. 5. 0 La aceptación del poder se presume por el hecho 
de usar de él el Procurador. Aceptado el poder, queda el Pro-
curador obligado: 
1.0 A seguir el juicio mientras no haya cesado en su car-






ley 6 por los Reglamentos que se dicten; los Proci  
radores que actúen ante el Tribunal de lo Conter  
cioso-administrativo, aplicarán el arancel vigent  
para los negocios en que interviniese ante el Tribt  
nal Supremo del fuero ordinario. En los Tribunale , 
2.0 A transmitir al Abogado elegido por su cliente 6 pa 
 el mismo, cuando á esto se extienda el mandato, todos lo 
documentos, antecedentes é instrucciones que se le remita 
ó pueda adquirir, haciendo cuanto conduzca á la defensa d 
su poderdante, bajo la responsabilidad que las leyes impone: 
al mandatario. 
Cuando no hubiese instrucciones 6 fueran insuficicsbtes la 
 remitidas por el mandante, hará lo que requiera la natnralf 
za 6 índole del negocio. 
3.° A recoger de poder del Abogado que cese en fa 
 dire 
 ción de un negocio las copias de los escritos y documentos 
demás antecedentes que obren en su poder, para entregarli 
 al que se encargue de continuarlo. 
4.° A tener al cliente y al Letrado siempre al c  rrier 
del curso del negocio que se le hubiere confiado, pasindo. 
segundo copias de todas las providencias que se le not fiqu6. 
6.0 A pagar todos los gastos que se causen á su in tan!, 
incluso los honorarios de los Abogados, aunque hay n si) 
elegidos por su poderdante.  
Art. 6° Mientras continúe el Procurador en s carp, 
oirá y firmará los emplazamientos, citaciones, reque 
tos y notificaciones de todas clases, incluso las de senterm 
que deban hacerse á su parte durante el curso del plitoy 
hasta que quede ejecutada la sentencia, teniendo estas¡¡acta-
ciones la misma fuerza que si interviniese en ellas direct-
mente el poderdante, sin que le sea lícito pedir que se 
 a-
tiendan con éste. 
Se exceptúan:  
1° Los emplazamientos, citaciones y requerimientos 'te 
la ley disponga se practiquen á los mismos interesados an 
persona. 
2.0 Las citaciones que tengan por objeto la comparecn-
cia obligatoria del citado. 
Art. 7.° Si después de entablado un negocio, el poderdante 
no habilitare á su Procurador con los fondos necesarios para 
continuarlo, podrá éste pedir que sea aquél apremiado á ie-
rificarlo. 
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f'aciales aplicarán las vigentes para los nego- civiles, seguidos ante las Audiencias territo- s. Para el cobro de los honorarios de los Abo- o y de los derechos y suplemento de los Procu-
lores, se concederá la via de apremio á tenor de 
ista pretensión se deducirá ante el Juzgado 6 Tribunal 
conozca del pleito, el cual accederá á ella fijando la can- 
d que estime necesaria y el plazo en que haya de entre- 
e bajo apercibimiento de apremio. 
rti 8.° Cuando un Procurador tenga que exigir de su 
erc^ante moroso las cantidades que éste le adeude por sus 
ch4 y por los gastos que le hubiese suplido para el pleito, 
evitará ante el Juzgado ó Tribunal en que radicase el ne-
, cuenta detallada y justificada, y jurando que le son de-
s y ' o satisfechas las cantidades que de ella resultan y 
ríame, mandará la Sala ó el Juez que se requiera al poder-
te p ra que las pague, con las costas, dentro de un plazo, 
no xcederá de diez días, bajo apercibimiento de apremio. 
ua derecho que los Procuradores tendrán sus herederos 
r ect á los créditos de esta naturaleza que aquéllos les 
 
rea. 
erifcado el pago, podrá el deudor reclamar cualquier  
a vio;y y si resultare haberse excedido el Procurador en su 
 
cnta,,devolverá el duplo del exceso con las costas que se 
cejen basta el completo resarcimiento. 
 
.rt. 9. 0 Cesará el Procurador en su representación: 
° Por la revocación expresa 6 tácita del poder, luego 
qe chnste en los autos. Se entenderá revocado tácitamente 
p( el nombramiento posterior de otro Procurador que se 
haa personado en el mismo negocio. 
0 Por el desistimiento voluntario del Procurador ó por 
cear en su oficio, estando obligado á poner con anticipación 
u» y otro caso en conocimiento de su poderdante, judicial-
mtite 6 por medio de acta notarial. 
Slientras no se acredite el desistimiento en los autos por 
mu de estos dos medios y se le tenga por desistido, no 
pdrá el Procurador abandonar la representación que tu-
vi se. 
3. 0 Por separarse el poderdante de la acción ó de la opo-
sidón que hubiese formulado. 
4.° Por haber tras:otlado el mandante A otro sus dere-
chos sobre la cosa litig ,sa, luego que la transmisión haya 
\\ 
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lo dispuesto en la ley de Enjuiciamiento civil 
(Art. 33.) 
El procedimiento contencioso - administratii 
cuando no se entable por la Administración, se i 
ciará por medio de un escrito, reducido á solici 
que se tenga por interpuesto el recurso, y que 
reclame el expediente gubernativo de las oficinas 
que se halle, y á manifestar el domicilio del act 
ó de su representante, para oir las notificacion 
(Art. 34.) 
A este escrito deberá acompalïarse necesariami 
te: 1.0 El poder quo acredito la personalidad ( 
compareciente, si no fuese éste el mismo interesa( 
2.° El documento 6 documentos que acrediten el 
rácter con que el actor se presente en juicio en 
caso de tener representación legal de alguna persc 
6 corporación, ó cuando el derecho que reclamo p 
venga de habérsele otro transmitido por herencia 
por cualquiera otro título. 3.° El traslado de la• 
solución reclamada, respecto de la cual se hubo 
sido reconocida por providencia ó auto firme, con audieia 
de la parte contraria. 
5.° Por haber terminado la personalidad con que litiga 
su poderdante. 
6.° Por haber concluido el pleito 6 acto en que se diel 
poder, si fuera para él determinadamente. 
7.° Por muerte del poderdante 6 del Procurador. 
En el primero de estos casos estará obligado el Procurtor 
á poner el hecho en conocimiento del Juez ó Tribunal au 
pronto como llegue á su noticia, para que se tenga por er• 
minada su representación, acreditando en forma el falici• 
miento; y si no presentase nuevo poder de los heredera 4 
causahabientes del finado, acordará el Juez 6 Tribunal lue 
se le cite, para que dentro del plazo que les fijara, se peso-
nen en autos, bajo apercibimiento de lo que haya lugar. 
Cuando fallezca el Procurador, se hará saber á su po er- 
dante con el objeto expresado. , 
(1) Art. 12 de la misma. 
r 
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hecho la notificación ó su copia, ó, cuando menos, 
indicación precisa del expediente en que hubiese 
recaído, ó del periódico oficial en que se hubiese 
publicado. 4.0 Los documentos quo acrediten el cum-
plimiento de las formalidades que, para entablar 
demandas, exijan á los Ayuntamientos y Diputacio-
nes provinciales sus leyes respectivas. No se dará 
curso al escrito que carezca de alguna de las ante-
riores formalidades, y su presentación no interrum-
pirá el lapso del término señalado para utilizar la 
vía contenciosa. (Art. 35.) 
Presentado el escrito interponiendo el recurso, la 
Secretaría del Tribunal pondrá á continuación de 
dicho escrito nota del día y hora de su presenta-
ción, y dará recibo en que se acredite esta circuns-
tancia. El Tribunal, en el primer día hábil, acorda-
rá que se reclame el expediente administrativo del 
Ministerio de donde proceda la resolución que mo-
tive el recurso, y que se publique en la Gaceta de 
Madrid, y en el Boletín oficial de la provincia res-
pectiva, el anuncio de haberse interpuesto, para co-
nocimiento de los que tuvieran interés directo eu el 
negocio, y quisieran coadyuvar en el á la Adminis-
tración. (Art. 36.) 
El Tribunal tendrá como parte á los que se ha-
llen en este caso, y comparezcan debidamente, en 
cualquier estado del recurso, cuya tramitación no 
podrá por esto retroceder ó interrumpirse. (Art. 37.) 
La remisión del expediente á que se refiere el ar-
tículo 36, tendrá lugar dentro de treinta días, con-
tad os desde la entrega, eu la respectiva dependen-
cia, de la comunicación del Tribunal en la cual se 
reclame. Por la dependencia en que se presente la 
comunicación aludida se dará en el acto recibo, ex-
pr4 Bando la fecha en que se hubiera presentado 
aquélla, y el recibo se unirá á los autos. Transcurrido 
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el plazo señalado en el párrafo primero, sin quo el 
Ministerio, de donde se reclame, haya remitido el 
expediente, el Tribunal, de oficio, dirigirá recordato-
rio, poniéndolo en conocimiento del Consejo de Ili-
nistros, por conducto de su Presidente. Pasados 
quince días sin que se hubiese recibido el expedien-
te reclamado, el Tribunal, también de oficio, rerviti-
rá testimonio al Congreso de los Diputados paralos 
efectos á que hubiese lugar. Sobre la indemnizacila 
de daños y perjuicios á que diese lugar la demora 
en la remisión del expediente, acordará el Tribual 
lo que estime oportuno. (Art. 38.) 
La Sección segunda de este cap. 1.° establece, 
para el procedimiento contencioso-administrativo, 
el beneficio de pobreza legal en la siguiente forna: 
Tendrán derecho al beneficio de litigar como po-
bres, los que se encuentren en los casos determiia-
dos al efecto por la ley de Enjuiciamiento civi, y 
aquellos á quienes las leyes reconozca expresanxn-
te este derecho. El incidente de pobreza se susan-
ciará y resolverá por el Juzgado, en quien delegase 
el Tribunal de lo Contencioso administrativo, en la 
forma y con los recursos que establece la citada 
ley (1), Cuando se otorga la declaración de pobreza, 
(1) La Sección segunda del tít. 1. ° de la ley de Enjuicia-
miento civil, establece la defensa por pobre de la siguiente 
manera: 
(Art. 13. La justicia se administrará gratuitamente á los 
pobres que por los Tribunales y Juzgados sean declarados 
con derecho á este beneficio. 
Art. 14. Los que sean declarados pobres disfrutarán los 
beneficios siguientes: 
1.° El de usar para su defensa papel del sello de pobres. 
2.0 El que se les nombre Abogado y Procurador, sin obli-
gación de pagarles honorarios ni derechos. 
3.° La exención de pago de toda clase de derechos el loe 
auxiliares y subalternos de los Tribunales y Juzgados. 
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luego que el auto sea firme, y si el declarado pobre 
no designa Letrado que le represente, dirigirá al 
Tribunal comunicación, al Decano del Colegio de 
Abogados de Madrid, para que nombre de oficio 
uno que representará al defendido por pobre sin 
necesidad de poder. En las incidencias de pobreza 
tendrá siempre intervención el Fiscal, quien delega-
rá al efecto en un funcionario público, para que in-
tervenga en la práctica de las pruebas. La solicitud 
de pobreza no producirá el efecto de suspender la 
sustanciación del pleito, á menos que el Tribunal 
de lo Contencioso-administrativo lo acordare de con 
formidad con el Fiscal. La denegación de dicho be-
neficio implica la condena de costas y el reintegro 
del papel de oficio usado en las actuaciones por el 
solicitante. Hasta que este reintegro tenga efecto, 
quedará en suspenso el procedimiento, salvo el caso 
en que la Administración sea demandante 6 recu-
rrente. (Art. 39.) 
4. 0 El de dar caución juratoria de pagar si viniesen á me-
jor fortuna, en vez de hacer les depósitos necesarios para la 
interposición de cualquiera recurso. 
6.0 El de que se cursen y cumplimenten de oficio, si así 
lo solicitaren, los exhortos y demás despachos que se expidan 
á su instancia. 
Art. 16. Sólo podrán ser declarados pobres: 
1.° Los que vivan de un jornal ó salario eventual. 
2.° Los que vivan sólo de un salario permanente ó de un 
sueldo, cualquiera que sea su procedencia, que no exceda del 
doble jornal de un bracero en la localidad donde tenga su 
residencia habitual el que solicitase la defensa por pobre. 
3.° pos que vivan sólo de rentas, cultivo de tierras ó cría 
de ganados, cuyos productos estén graduados en una suma 
que no' exceda de la equivalente del jornal de dos braceros 
en el lugar de su residencia habitual. 
4.° ;Los que vivan sólo del ejercicio de una industria ó de 
los productos de cualquier comercio por los cuales paguen de 
contribución una suma inferior á la fijada en la siguiente escala: 
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La Sección tercera trata de la demanda, presenta-
ción de documentos y del emplazamiento. 
Remitido que sea el expediente gubernativo, se 
pondrá de manifiesto al actor por término de vein-
te días, que podrá prorrogarse por otros diez, á jui-
cio del Tribunal, para que formalice la demanda, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 92. Si la de-
manda no se hubiese formalizado dentro de los 
treinta días, se entenderá caducado el recurso, decla-
rándose así de oficio. (Art. 40.) 
Cuando la Administración general del Estado sea 
quien reclame en vía contenciosa, el Fiscal presen-
tará desde luego la demanda, acompañando á ella, 
además de su copia, el expediente gubernativo en 
que hubiese recaído la resolución impugnada. El 
curso ulterior de la demanda será el mismo que 
para los demás se establece en los artículos siguien-
tes. (Art. 41:) 
En las demandas se consignarán con la debida 
En las capitales de provincia de l.a clase, 65 pesetas. 
En las de 2.a, 50 pesetas. 
En las de 3.a y 4.a y demás poblaciones que pasen de 
20.000 almas, 40 pesetas. 
En las cabezas de partido judicial de término que no estén 
comprendidas en algunos de los casos anteriores y demás po-
blaciones que, excediendo de 10.000 habitantes, no pasen de 
20.000, 30 pesetas. 
En las cabezas de partido judicial de ascenso y entrada y 
demás poblaciones que, excediendo de 5.000 habitantes, no 
pasen de 10.000, 25 pesetas. 
En las demás poblaciones, 20 pesetas. 
5.0 Los que tengan embargados todos sus bienes 6 los 
hayan cedido judicialmente á sus acreedores, y no ejerzan 
industria, oficio ó profesión, ni se hallen en el caso del art. 17. 
En estos casos, si quedasen bienes después de pagar á los 
acreedores, se aplicarán al pago de las costas causadas á ins-
tancia del deudor defendido como pobre. 
Art. 16. Cuando uno reuniese dos 6 más modos de vivir 
192 	 BIBLIOTECA JUDICIAL 
separación, entre los puntos.do hecho y los funda-
mentos de derecho, las alegaciones relativas á la 
competencia del Tribunal; á las condiciones de la 
resolución reclamada, que para poder impugnarla 
en vía contenciosa exige el tít. 1.0 de esta ley; á la 
personalidad del demandante; al término en que el 
recurso se interponga, y al fondo del asunto, formu-
lando con claridad la pretensión que se deduzca. 
(Art. 42.) 
A la demanda se acompañarán los documentos 
que el actor juzgase convenientes á la defensa de su 
derecho, designando en otro caso el archivo, oficina 
ó protocolo en que se encuentren. En este último 
caso se mandará librar, desde luego, á costa del 
demandante, certificación de lo que resultase de 
dichos documentos. Con la demanda se acompañará 
la copia ó copias que sean necesarias. (Art. 43.) 
Después de la demanda y de la contestación, no 
se admitirán al actor, ni al demandado, ni á los 
de los designados en el artículo anterior, se computarán los 
rendimientos de todos ellos, y no podrá otorgársele la defen-
sa por pobre, si, reunidos, excediesen de los tipos señalados 
en el artículo precedente. 
Art. 17. No se otorgará la defensa por pobre á los com-
prendidos en cualquiera de los casos expresados en el art. 15, 
cuando á juicio del Juez se infiera del número de criados que 
tenga á su servicio, del alquiler de la casa que habitase, ó de 
otros cualesquiera signos exteriores, que tienen medios supe-
riores al jornal doble de un bracero en cada localidad. 
Art. 18. Tampoco se otorgará la defensa por pobre al liti-
gante que disfrute una renta que, unida á la de su consorte 
ó al producto de los bienes de sus hijos, cuyo usufructo le 
corresponda, constituyan acumulados una suma equivalente 
al jornal de tres braceros en el lugar donde tenga su familia 
la residencia habitual. 
Art. 19. Cuando litiguen unidos varios que individual-
mente tengan derecho á ser defendidos por pobres, se les 
autorizará para litigar como tales, aun cuando los productos 
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coadyuvantes de la Administración, si los hubiese, 
otros documentos que los que se hallen en alguno 
de los casos siguientes: 1.o Que sean de fecha pos-
terior á dichos escritos. 2. 0 Los anteriores, respec-
to de los cuales jure la parte que los presente no 
haber tenido antes conocimiento de su existencia. 
3.0 Los que no haya sido posible adquirir con an-
terioridad por causas que no sean imputables á la 
parte interesada, siempre que se haya hecho oportu-
namente la designación expresada en el párr. 2.0 del 
artículo anterior. No se admitiiá documento alguno 
después de la citación para sentencia. El Tribunal 
repelará de oficio las que se presenten, mandando 
devolverlas á la parte sin ulterior recurso. (Art. 44.) 
Presentada la demanda, se emplazará con entre-
ga de la copia, al particular demandado 6 al Fiscal, 
y después á, los coadyuvantes, á fin de que la con-
testen sucesivamente en el término, para cada uno, 
de veinte días, prorrogable por otros diez más, que- 
unidos de los modos de vivir de todos excedan de los tipos 
que quedan señalados. 
Art. 20. El beneficio de la defensa por pobre, sólo se con-
cederá para litigar derechos propios. 
El cesionario que lo tenga no podrá utilizarlo para litigar 
los derechos del cedente ó los que haya adquirido de un ter-
cero, á quien no corresponda dicho beneficio, fuera del caso 
en que la adquisición haya sido por título de herencia. 
Los artículos siguientes hasta el 33 son relativos al proce-
dimiento para obtener la declaración de pobreza, cuya inser-
ción omitimos. 
Art. 34. No se otorgará la defensa por pobre al litigante 
á quien hubiese sido denegada, sino justifica cumplidamente 
que ha venido á ese estado por causas posteriores á la sen-
tencia que le negó anteriormente aquel beneficio. 
No se lord curso a su nueva demanda si no se funda en 
dicho motivo. 
Art. 35. La declaración de pobreza hecha en un pleito no, 
 puede utilizarse en otro, si á ello se opusiese el colitigante. 
Jurisel. esp:T. IVi 
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dando para ello de manifiesto en la Secretaría del 
Tribunal el expediente administrativo. (Art. 45.) 
La Sección cuarta se ocupa de las excepciones 
dilatorias que establece en la siguiente forma: 
El demandado y sus coadyuvantes podrán propo-
ner, dentro de los diez días siguientes al emplaza-
miento, como excepciones dilatorias, las siguientes: 
La Incompetencia de jurisdicción. 
2.a Falta de personalidad en el actor 6 en su re-
presentante y en el demandado. 
3.a Defecto legal en el modo de proponer la de-
manda. 
Se entenderá incompetente el Tribunal cuando 
por la índole de la resolución reclamada no se com-
prenda, á tenor del tít. 1.0 de esta ley, dentro de la 
naturaleza y condiciones del recurso contencioso-
administrativo, ó cuando éste se hubiere interpues-
to fuera de los plazos determinados en el art. 7.0 Se 
entenderá que existe defecto legal en el modo de 
Oponiéndose, deberá repetirse, con su citación y audiencia, 
la sustanciación del incidente hasta dictar nueva sentencia 
sobre la pobreza. 
Art. 36. La declaración de pobreza hecha en favor de cual-
quier litigante, no le librará de la obligación de pagar las cos-
tas en que haya sido condenado, si se le encontrasen bienes 
en que hacerlas efectivas. 
Art. 37. Venciendo el declarado pobre en el pleito que hu-
biese promovido, deberá pagar las costas causadas en su de-
fensa, siempre que no excedan de la tercera parte de lo que 
en él haya obtenido, en virtud de la demanda ó reconven-
ción. 
Si excediese, se reducirán á lo que importe dicha tercera 
parte. 
Art. 38. Cuando no haya bienes bastantes para cubrir los 
derechos de la Hacienda y los que pertenezcan á los Aboga-
dos, Procuradores y demás interesados en las costas, todos 
percibirán, á prorrata, la parte que les corresponda. 





proponer la demanda, cuando se hubiese formulado 
sin los requisitos establecidos en la ley. (Art. 46.) 
Cuando el demandado fuese nu particular que al. 
formularse la demanda no hubiese comparecido, se 
le emplazará para que lo verifique dentro del tér-
mino de nueve días y uno más por cada 30 kilóme-
tros que medien desde su domicilio al lugar de resi-
dencia del Tribunal; y desde que se persone, comen -
za.rá á contarse el término establecido en el artículo 
anterior, para proponer, por su parte, excepciones 
dilatorias. (Art. 47.) 
La alegación de excepciones dilatorias en la for-
ma y tiempo establecidos en los artículos anteriores, 
producirá, desde luego, el efecto de suspender el 
curso del emplazamiento para contestar la demanda. 
Las excepciones dilatorias que no se propusiesen en 
tiempo y forma, podrán utilizarse como perentorias 
al contestar la demanda, y acerca de ellas se pronun-
ciará el fallo en la sentencia definitiva. (Art. 48.) 
ción de pagar las costas expresadas en el art. 37, si dentro 
de tres años después de fenecido el pleito viniese á mejor 
fortuna. 
Se entiende que ha venido á mejor fortuna: 
1.0 Por haber adquirido salario permanente, sueldo, ren-
tas ó bienes, ó estar dedicado al cultivo de tierras ó crías de 
ganados, cuyos productos sean ó estén graduados en una can-
tidad superior al jornal de cuatro braceros de cada loca-
lidad. 
2.° Por pagar de contribución de subsidio cuotas dobles á 
las designadas en el núm. 4.° del art. 15. 
Art. 40. El que haya sido declarado pobre, podrá valerse 
de Abogado y Procurador de su elección, si aceptase el 
cargo. 
No aceptándolo, se les nombrará de oficio, pero con suje-
ción á lo que se prescribe en los artículos siguientes.' 
Los demás artículos, hasta el cincuenta, se ocupan de estos 
nombramientos y de la manera de plantear su defensa por 
pobre. 
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Presentado el escrito en que se propongan las ex-
cepciones dilatorias, se comunicará copia de él á las 
partes, señalándose, desde luego, la vista de este in-
cidente si no se hubiese solicitado el recibimiento á 
prueba; si se hubiese solicitado, el Tribunal dictará 
auto resolviendo las que hayan de practicarse, y ve-
rificado esto en la forma que se determina para las 
pruebas relativas al fondo, se pondrán de manifies-
to las actuaciones á las partes por termino de tres 
días, y se señalará el en que haya de celebrarse la 
vista. (Art. 49.) 
Celebrada la vista con audiencia de las partes que 
á ella concurrieren, se pronunciará, dentro del tér-
mino de tercero día, auto resolviendo si proceden ó 
no las excepciones dilatorias. Si se estimase, se de-
clarará sin curso la demanda, ordenándose la de-
volución del expediente administrativo á la oficina 
de donde procediere. Si se desestimase, se dispondrá 
que el demandado y sus coadyuvantes, si los hubie-
se, contesten la demanda dentro del término de 
quince días, prorrogables por otros cinco. Son apli-
cables á estos autos las disposiciones de los artícu-
los 61 y 62 referentes á las sentencias. (Art. 50.) 
La Sección quinta se ocupa de la contestación á 
la demanda en estos dos solos artículos. 
La contestación á la demanda se redactará consig-
nando con separación los puntos de hechos y fun-
damentos de derecho relativos al fondo del asunto, . 
y formulando con claridad la pretensión que se de-
duzca. (Art. 51.) 
El demandado deberá presentar con la contesta-
ción los documentos que fuesen pertinentes á su 
derecho, siéndole aplicables las disposiciones del ar-
tículo 44. (Art. 52.) 
La Sección sexta trata de la prueba en la forma 




del pleito á prueba por medio de otrosís en los es-
critos de demanda y de contestación á la demanda. 
(Art. 53.) 
Cuando las partes hayan hecho uso de este dere-
cho, pasarán las actuaciones á un Ministro ponente, 
que lo será para todo el curso ulterior del pleito, y 
que se designará por turno. El Tribunal, oyendo su 
propuesta, resolverá dentro del término de quince 
días, contados desde el en quo se presente el escrito 
de contestación á la demanda, si se recibe el pleito 
á prueba. Caso afirmativo, se prevendrá á las partes 
que en el término de diez días improrrogables pro-
ponga cada una todo lo que le interese, y se fijará 
el término dentro del cual haya de practicarse, sin 
exceder el segalado en la ley de Enjuiciamiento 
civil (1), en el segundo período de prueba. (Art. 54.) 
El Tribunal podrá delegar en uno de sus Minis-
tros ó en un Juez de primera instancia del lugar 
correspondiente las diligencias probatorias que se 
hubiesen de verificar. El Fiscal podrá á su vez de-
legar en el funcionario público quo tenga por con-
veniente, la facultad de intervenir en la práctica de 
las pruebas. (Art. 55.) 
Los medios ele prueba de que se podrá hacer uso 
en este juicio, serán los mismos que establece la ley 
(1) El art. 663 de ]a ley de Enjuiciamiento civil, dispone 
lo siguiente: 
(El término ordinario de prueba se dividirá en dos perio-
dos comunes á las partes. El primero, de veinte días impro-
rrogables, para proponer en uno .6 en varios escritos toda la 
prueba que les interese. El segundo, de treinta días, también 
improrrogables, para ejecutar toda la prueba que hubiesen 
propuesto las partes. Dentro de estos términos, el Juez con-
cederá el que estime suficiente, atendidas las circunstancias 
del pleito, sin que pueda bajar de diez días el primer periodo, 
ni de quince el del segundo; pero las prorrogará hasta el má-
xi t um cuando alguna de las partes lo solicitare., 
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de Enjuiciamiento civil (1) y cualquier otro que el 
Tribunal estimo conducente. El Tribunal podrá ha-
cer las preguntas quo estime convenientes á los tes-
tigos presentados por las partes. Las preguntas ha-
brán de ser precisamente por escrito, cuando no las 
haga directamente al testigo el Tribunal 6 el Minis-
tro ante quien declare. No se pedirán posiciones al 
representante de la Administración en el juicio. En 
su lugar, la parte contraria propondrá por escrito 
las preguntas que quiera hacer, las cuales serán 
contestadas, por vía de informe, por las autoridades 
6 funcionarios de la Administración á quienes con-
ciernan los hechos. Las comunicaciones al efecto se 
dirigirán por conducto de la persona que represente 
al Estado 6 Corporación del mismo en autos, cuya, 
persona estará obligada á presentar la contestación 
ó el dbcumento que acredite la entrega de la comu-
nicación en el centro administrativo correspondiente 
dentro del término que el Tribunal señale. (Artícu-
lo 56.) 
Para mejor proveer, podrá el Tribunal disponer 
la práctica de cualquiera otra diligencia de prueba 
antes de celebrarse la vista. Si el Tribunal hiciese 
después uso de este derecho, se pondrá de rnanifies- 
(1) El art. 578 de la ley de Enjuiciamiento civil, establece 
los siguientes medios de prueba: 
l.0 Confesión en juicio. 
2.° Documentos públicos y solemnes. 
3.0 Documentos privados y correspondencia. 
4.0 Los libros de los comerciantes que lleven con las for-
malidades prevenidas en la Sección segunda, tít. 2. 0 , lib. 1.0 
del Código de Comercio. 
6.0 Dictamen de peritos. 
6. 0 Reconocimiento judicial. 
7. 0 Testigos., 
Los arts. 579 al 666, se ocupan de la práctica de estos me-
dios de prueba. 
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to el resultado de la diligencia á las partes, las cua-
les, dentro del término de tercero día, podrán alegar 
por escrito, acerca de su alcance é importancia. (Ar-
tículo 57.) 
La Sección séptima se ocupa, por último, de las 
vistas y sentencias, disponiendo estos actos de esta 
manera: 
Presentados los escritos de contestación de la de-
manda, ó terminado el período de pruebas y unidas 
las que se hayan practicado á los autos, se acordará 
por el Tribunal quo la Secretaría, en el plazo que el 
mismo determine, redacte un extracto del pleito, del 
cual se dará copia á las partes en que se consigne: 
1.0 Un breve resumen del expediente adminis-
trativo y de los hechos y fundamentos de derecho 
alegados y sostenidos en la discusión escrita, por el 
mismo orden con que han sido enumerados y de 
las pretensiones establecidas por las partes. 
2.° Otro resumen, también breve, de la prueba 
practicada. 
3.0 Copia textual, en lo que fuese pertinente, de 
las disposiciones y decisiones citadas por las partes 
como aplicables al caso. Este extracto se podrá im-
primir á instancia y costa de las partes. (Art. 58.) 
Formado el extracto, se pondrá de manifiesto con 
las actuaciones y el expediente administrativo á las 
partes, que podrán solicitar la modificación de dicho 
extracto, dentro de quinto día. Pasado éste sin pro-
poner modificaciones ó introducidas las que el Tri-
bunal acordase, dentro del término de tercero día 
se señalará el de la vista. (Art. 59.) 
Las vistas se celebrarán por riguroso orden de 
antigüedad de los asuntos, a contar desde el en que 
se haya declarado conclusa la discusión escrita. No 
obstante, cuando el representante de la Administra-
ción pidiese que se dé preferencia á determinados 
i 
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asuntos, podrá el Tribunal, si estima fundada esta 
pretensión, alterar el orden prescrito para la cele-
bración de la vista. En el acto de la vista expondrán 
las partes ó su representacion, clara y sucintamen-
te, sus pretensiones y los fundamentos legales en 
que se apoyen. El Presidente llamará á la cuestión 
á los que no cumpliesen con este precepto. También 
podrá el Presidente ó cualquier Ministro, cou la ve-
nia de aquél, dirigir las preguntas quo estimen opor-
tunas para el esclarecimiento de los hechos y con-
ceptos.,Las partes ó sus representantes ó defensores 
podrán rectificar cualquier error de hecho ó de con- 
cepto que se les haya atribuído. Terminado el acto, 
el Presidente declarará el pleito visto y concluso pa-
ra sentencia, sin perjuicio de la facultad que al Tri-
bunal otorga el art. 57. (Art. 60.) 
La sentencia se dictará dentro del término de diez 
días desde la conclusión de la vista ó desde que se 
unieron á los autos las diligencias para mejor pro. 
veer, que después de dicho acto hubiesen sido prac-
ticadas. A la cabeza de las sentencias se pondrá: 
Consejo de Estad.—Tribunal de lo contencioso-admi-
nistrativo.—En la sentencia se establecerán, por me-
dio de párrafos separados, que empiecen con la pa-
labra «Resultando,» los hechos que aparezcan del 
expediente administrativo y de las demás actuacio-
nes y pruebas: consignándose después, por medio 
de párrafos que comiencen «Considerando,» las de-
claraciones de derecho que correspondan; transcri-
biéndose á continuación, en lo que sean pertinentes, 
las disposiciones legales citadas por las partes y las 
que sirvan de fundamento á la sentencia, y decidién-
dose, por último, en el fallo acerca de todos los pun-
tos controvertidos en el pleito. (Art. 61.) 
Para que haya sentencia, serán necesarios los vo-
tos conformes de la mayoría absoluta de los Minis- 
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tros que concurran á la vista. Todo el que tome 
parte en la votación de una sentencia, firmará lo 
acordado, aunque disintiese de la mayoría; pero po-
drá en este caso salvar su voto, extendiéndolo, fun-
dándolo é insertándolo con su firma al pie, á conti-
nuación do la sentencia, publicándose y notificán-
dose con ésta. Cuando hubiese discordia, por no 
reunir los votos necesarios para que baya sentencia, 
se citará á nueva vista ante el Tribunal en pleno, 
cuya sentencia, votada por la mayoría de los Minis-
tros presentes, ó por la mitad, con el voto de calidad 
del Presidente del Tribunal, será la definitiva. Los 
Ministros que disintiesen de la sentencia asf votada, 
no podrán excusarse de firmarla, aunque salvando 
su voto, en la forma que previene el párrafo ante-
rior. (Art. 62.) 
El cap. 2.° del título que venimos examinando, 
establece el procedimiento de primera instancia, 
ante los Tribunales provinciales, en  la forma si-
guiente: 
La interposición, sustanciación y decisión de los 
recursos contencioso administrativos, ante los Tri-
bunales provinciales, se acomodará á lo preceptua-
do en el cap. 1. 0 de este mismo título, para los que 
hayan de interponerse ante el Tribunal de lo Con-
tencioso administrativo, con las modificaciones si-
guientes: 
l. a La falta de remisión del expediente admi-
nistrativo, en el plazo que determina el art. 38, será 
considerada como desobediencia comprendida en 
el art. 380 del Código penal, debiendo pasar el Tri-
bunal provincial el oportuno testimonio al Juzgado 
b Tribunal competente para que proceda como co-
rresponda. Podrá acordar, además, el Tribuna pro-
vincial, á instancia y á favor del de mandarte, una 
indemnización de perjuicios á satisfacer por la auto- 
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ridad, corporación ó funcionario que no remita el 
expediente en el término expresado. 
2.a La autoridad ó corporación de quien proce-
da la resolución reclamada, al remitir el expediente 
administrativo, designará el Letrado que haya de re , 
 presentar la Administración en el negocio, á te-
nor del art. 25. 
3.a El anuncio á que se refiere el párrafo segun - 
do del art. 36, se publicará en el Boletín oficial do la 
provincia. 
4.a Contra el auto en que los Tribunales pro-
vinciales resuelvan sobre las excepciones dilatorias, 
conforme al art. 50, se podrá interponer el recurso 
de apelación para ante el Tribunal de lo Contencio-
so administrativo. 
5.° Las providencias, autos y sentencias de los 
Tribunales provinciales, se dictarán por mayoría de 
votos, pudiendo salvar los suyos los que disintie-
ren. (Art. 63.) 
El cap. 3.° establece los recursos que pueden 
intentarse contra las providencias, autos y sen-
tencias. 
Contra las providencias de mero trámite que dic-
ten en los negocios contencioso-administrativos, el 
Tribunal Contencioso-administrativo, ó los provin 
ciales, no procederá otro recurso que el de reposi-
ción ante el propio Tribunal. Este recurso se inter-
pondrá, dentro del término de tercero día, á contar 
desde el siguiente al de la notificación de la provi-
dencia, cuya reposición se pretenda. Del escrito en 
que se interponga el recurso, se dará copia á las de-
más partes para que expongan, dentro del término 
de tercero día, lo quo estimen procedente, y el Tri-
bunal, en su vista, y por auto fundado é inapelable, 
resolverá respecto de este incidente. (Art. 65.) 
Contra los autos del Tribunal de lo Contencioso- 
_L._ 
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administrativo no se dará más recurso que el de 
aclaración. Contra sus sentencias podrá utilizarse 
los de aclaración y revisión eu la forma determina-
da por los arts. 77 y siguientes. (Art. 65). 
Podrá reclamarse la nulidad de actuaciones por 
defectos esenciales eu el procedimiento, eu los casos 
siguientes: 
1.0 Por falta de emplazamiento de las personas 
que hubiesen debido ser citadas para el juicio. 
2.0 Por falta de citación para alguna diligencia 
de prueba ó para sentencia definitiva. 
3.0 Por denegación de cualquiera diligencia de 
prueba, admisible según las leyes, y cuya falta haya 
podido producir indefensión; 
Y 4.0 Por haber concurrido á dictar sentencia 
uno 6 más Ministros, cuya recusación, fundada en 
causa legal é intentada en tiempo y forma, hubiese 
sido estimada 6 se hubiese denegado, siendo pro. 
cedente. (Art. 66.) 
Para poder reclamar la nulidad á que se refiere 
el articulo anterior, será necesario que la subsana-
ción de la falta que la motiva, so haya solicitado 
dentro de los diez días desde que se cometió. (Art. 67.) 
Cuando la falta en el procedimiento á que se re-
fieren los artículos anteriores se haya cometido en 
el Tribunal provincial, éste deberá resolver la re-
clamación que se produzca. Si la falta se cometiese 
ante el Tribunal de lo Contencioso - administrativo, 
la sustanciación y fallo del incidente corresponderá 
al mismo Tribunal en pleno, y se acomodará á la 
tramitación que para los incidentes establece la ley 
de Enjuiciamiento civil (1). (Art. 68). 
(1) Dispone á este propósito la ley de Enjuiciamiento 
civil: 
'Art. 741. Las cuestiones incidentales de previo y espe- 
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Contra los autos y sentencias de los Tribunales 
provinciales podrá utilizarse el recurso de apelación 
para ante el Tribunal de lo Contencioso-administra-
tivo. Se exceptúan los autos ordenando la práctica 
de pruebas, contra las que no se da recurso alguno. 
(Art. 69.) 
El recurso de apelación se interpondrá ante el 
Tribunal que hubiese dictado el auto ó sentencia de 
quo se apele, dentro de los cinco días siguientes al 
de la notificación. 
Admitida la apelación, que se entenderá siempre 
en ambos efectos, se emplazará á las partes para 
que en tórmino de treinta días comparezcan ante el 
Tribunal de lo Contencioso administrativo. (Art. 71.) 
sial pronunciamiento que se promuevan en toda clase de 
juicios, con exclusión de los verbales, y no tengan señalada 
en esta ley tramitación especial, se ventilarán por los trámi-
tes que se establecen en el presente título. 
Art. 742. Dichas cuestiones, para que puedan ser califica-
das de incidentes, deberán tener relación inmediata con el 
asunto principal que sea objeto del pleito en que se promue-
van ó con la validez del procedimiento. 
Art. 743. Los Jueces repelerán de oficio los incidentes 
que no se hallen en ninguno de los dos casos del artículo 
que precede, sin perjuicio del derecho de las partes que los 
hayan promovido para deducir la misma pretensión en la 
forma correspondiente. Contra dicha providencia procederá 
el recurso de reposición, y si no se estimase, el de apelación 
en un solo efecto. 
Art. 744. Los incidentes que por exigir un pronuncia-
miento previo sirvan de obstáculo á la continuación del jui-
cm, se sustanciarán en la misma pieza de autos, quedando 
mientras tanto en suspenso el curso de la demanda prin-
cipal. 
Art. 746. Además de los determinados expresamente en 
la ley, se considerarán en el caso del artículo anterior los 
incidentes que se refieran: 1.0 A la nulidad de actuaciones o 
de alguna providencia. 2.0 A la personalidad de cualquiera 
de los litigantes ó de su Procurador, por hechos ocurridos 
después de contestada la demanda; y 3. 0 A cualquier otro 
JURISDICCIONES ESPECIALES. 	 205 
Si transcurrido este término el apelante no lo hu-
biera verificado, se declarará desierta la apelación: 
esta declaración deberá hacerse de oficio ó á instan- 
cia de parte, ordenándose la devolución de los autos 
al Tribunal de que procediesen, para la ejecución del 
auto ó sentencia apelados. (Art. 72.) 
Si en el expresado término no hubiesen compare. 
cido los apelados, continuará la sustanciación del re-
curso, sin su audiencia, y en las notificaciones se  en-
tenderán con los estrados del Tribunal. En cualquier 
estado del recurso en que comparezca el apelado, se 
le tendrá por parte, pero sin que esto interrumpa 
ni haga retroceder el curso de las actuaciones. (Ar- 
tículo 73.) 
incidente que ocurra durante el juicio, y sin cuya previa re., 
solución fuese absolutamente imposible de hecho ó de  dere-
cho la continuación de la demanda principal. 
Art. 746. Los incidentes que no opongan obstáculo al se- 
guimiento de la demanda principal, se sustanciarán en pieza 
separada, sin suspender el curso de aquélla. 
Art. 747. La pieza separada se formará á costa de la 
parte que haya promovido el incidente, y contendrá: 1.0 El 
escrito original en que se promueva el incidente ó testimonio 
del mismo, y de la providencia en la parte necesaria, si 
aquél contiene otras pretensiones. 2.° Los documentos origi-
nates relativos al incidente que se hayan presentado con dicha 
escrito; y 3. 0 Testimonio de los particulares que con referen-
cia á los autos principales designe la,parte que promueva 
el incidente, incluyendo también en él los que la contraria 
solicite que se adicionen si el Juez los estimara pertinentes. 
Art. 748. Esta designación deberá hacerse por el que pro-
mueva el incidente dentro de los tres días siguientes al de la 
notificación de la providencia mandando formar la pieza se-
parada, y por la otra parte dentro de las tres siguientes, á 
cuyo fin se les pondrán los autos de manifiesto en la Escriba-
nía. Transcurridos dichos plazos sin haber hecho la designa-
ción, el Actuario llevará á efecto desde luego la formación de 
la pieza separada con el escrito y documentos expresados en 
los números 1. 0 y 2.° del artículo anterior. En todo caso, se 
hará constar por nota en los autos principales la formación 
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Una vez personado el apelante, y transcurrido el 
término establecido en el art. 71, se redactará por el 
Secretario de la Sala, en el plazo quo ésta determine, 
una nota de lo actuado con posterioridad al extracto 
de primera instancia, y celebrada la vista conforme 
al art. 60, se pronunciará sentencia en la forma de-
terminada en el art. 61. La sentencia así pronuncia-
da, una vez quo se declare firme, se remitirá cou los 
autos al Tribunal inferior para que inste su ejecu-
ción en la forma que la presente ley establece. (Ar-
tículo 74.) 
Cuando el Tribunal provincial no admita una 
apelación, podrá la parte interesada recurrir en que-
ja ante el Tribunal de lo Contencioso-administrati 
de la pieza separada, y en ésta, que los Procuradores de las 
partes tienen acreditada su representación en aquéllos. 
Art. 749. Promovido el incidente y formada en su caso la 
pieza separada, se dará traslado á la parte contraria por tér-
mino de seis días para que conteste concretamente sobre la 
cuestion incidental. Si fueren varias las partes litigantes, se 
concederá dicho término á cada una de ellas por su orden. Se 
observará lo dispuesto en los artículos 515 y siguientes, res-
pecto á la presentación y entregas de copias. 
Art. 750. En el escrito promoviendo el incidente, y en el 
de contestación, deberán las partes solicitar que se reciba 
á prueba si la estiman necesaria. 
Art. 751. Si ninguna de las partes hubiese pedido el reci-
bimiento á prueba, el Juez, sin más trámites, mandará traer 
los autos á la vista para sentencia con citación de aquéllas. 
Art. 752. Se recibirá á prueba el incidente: 1.0 cuando lo 
hubiesen solicitado todos los litigantes; y 2." cuando habién-
dolo pedido una sola parte, el Juez lo estime procedente. 
Art. 753. El término de prueba en los incidentes no podrá 
bajar de diez días ni exceder de veinte. Este término será co-
mún para proponer y ejecutar la prueba, observándose en lo 
demás las disposiciones del juicio ordinario que á ella se refieren. 
Art. 754. Sólo podrá otorgarse el término extraordinario 
de prueba en los incidentes quo se sustancien en pieza sepa-
rada, y en los del número segundo del art. 745. 
Art. 755. Transcurrido el término de prueba, sin necesi- 
A t 
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vo, en el término de ocho días, contados desde el si-
guiente al de la notificación del auto denegatorio de 
la apelación. Interpuesto eu forma este recurso de 
queja, el Tribunal de lo Contencioso-administrativo 
mandará al provincial que informe con justificación 
en el término que le designe, y en vista de todo, con 
audiencia del Fiscal, confirmará 6 revocará el auto 
del inferior. (Art. 75.) 
También podrá utilizarse contra las sentencias 
firmes de los Tribunales provinciales recurso de re-
visión, que se interpondrá ante el Tribunal de lo 
Contencioso-administrativo, y se acomodará á lo es-
tablecido en los arts. 79 y siguientes. (Art. 76.) 
El cap. 4.° establece los recursos contra las sen- 
dad de que lo soliciten los interesados, mandará el Juez que 
se unan á los autos las pruebas practicadas, y que se traigan 
á la vista para sentencia, con citación de las partes. 
Art. 756. Tanto en el caso del artículo anterior como en el 
del 751, si cualquiera de las partes lo pidiere dentro de los 
dos días siguientes al de la citación, el Juez señalará á la po-
sible brevedad día para la vista. En este acto oirá á los de-
fensores de las partes si se presentaren. 
Art. 757. En el caso del artículo anterior se pondrán las 
pruebas de manifiesto á las partes en la Escribanía para ins-
trucción, por el termino que medie entre el señalamiento y 
el día de la vista. 
Art. 758. Verificada ésta 6 transcurridos los dos días si-
guientes al de la citación sin haberla solicitado, el Juez dic-
tará sentencia dentro del quinto día. Esta sentencia será ape-
lable en ambos efectos. 
Art. 759. Las disposiciones que preceden serán aplicables 
á los incidentes que se promuevan durante la segunda ins-
tancia y en los recursos de casación. La sentencia que en ellos 
recaiga será suplicable para ante la misma Sala. 
Art. 760. Dentro de los tres días siguientes al de la entre-
ga de la copia del escrito de súplica á los otros colitigantes, 
podrán éstos contestar lo que estimen conveniente. Transcu-
rrido dicho término, la Sala dictará la resolución que estime 
justa, previo informe del Magistrado Ponente y sin ningún 
tramite., 
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tencias del Tribunal de lo Contencioso-administra-
tivo en la siguiente forma: 
Notificada la sentencia á 'las partes con entrega 
de cédula en que se inserta literalmente, podrán 
proponer el recurso de aclaración dentro de los tres 
días siguientes. (Art. 77.) 
El recurso de aclaración se resolverá por auto del 
Tribunal, que habrá de dictarse dentro de los dos 
días siguientes á la petición de la aclaración. (Ar-
tículo 78.) 
El recurso de revisión no dará lugar á que se 
suspenda la declaración de quedar firme la senten-
cia ni su ejecución, y procederá: 1.0 Si en la parte 
dispositiva de la sentencia resultare contradicción 
en sus disposiciones, y si en ella no se resolviera 
alguna de las cuestiones planteadas en la demanda 
y contestación. 2:° Si los Tribunales de lo conten-
cioso-administrativo hubieren dictado resoluciones 
contrarias entre sí respecto á los mismos litigantes 
acerca del propio objeto y en fuerza de idénticos 
fundamentos. 3.° Si después de pronunciada se re-
cobrasen documentos decisivos detenidos por fuer-
za mayor ó por obra de la parte en cuyo favor se 
hubiese dictado. 4.° Si hubiese recaído en virtud de 
documento que al tiempo de dictarse la sentencia 
ignoraba una de las partes haber sido reconocidos 
y declarados falsos, ó cuya falsedad se reconociere 
ó declarase después. 5.° Si habiéndose dictado en 
virtud do prueba testifical, los testigos hubiesen 
sido condenados por falso testimonio, dado en las 
declaraciones que sirvieron de fundamento á la sen-
tencia; y 6.° Si la sentencia firme se hubiera ganado 
injustamente en virtud de prevaricación, cohecho, 
violencia ú otra maquinación. fraudulenta. (Ar-
tículo 79.) 
El recurso de revisión se interpondrá ante el Tri- 
1 
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bunal de lo Contencioso-administrativo en pleno. 
(Art. 80.) 
La sentencia se pronunciará, notificará y ejecu-
tará en la forma y manera determinada para las de-
finitivas en el fondo del negocio. (Art. 81.) 
En todo lo referente á los términos y procedi-
miento respecto al recurso de revisión, regirán las 
disposiciones de las Secciones 2.a, 3.a y 4.a (1) del 
tít. 22, lib. 2.° de la ley de Enjuiciamiento civil. 
Exceptáanse los casos previstos en los núms. 1.° 
y 2.° del art. 79., eu los cuales el recurso de revisión 
deberá formularse en el término de un mes, conta-
do desde la notificación de la sentencia. (Art. 82.) 
El cap. 5.° se ocupa de la ejecución de las senten-
cias en la siguiente forma: 
Declaradas firmes las sentencias del Tribunal de 
lo Contencioso-administrativo 6 las de los Tribuna- 
(1) SECCIÓN SECUNDA. —De los plazos para interponer 
el recurso de revisión. 
Art. 1.798. En los casos previstos en el art. 1.796, el plazo 
para interponer el recurso de revisión será el de tres meses, 
contados desde el día en que se descubrieran los documeutos 
nuevos 6 el fraude, ó desde el día del reconocimiento ó decla-
ración de la falsedad. 
Art. 1.799. Para que pueda tenerse por interpuesto el re-
curso, será indispensable que con el escrito en que se solicite 
• la revisión, acompañe el recurrente, si no estuviese declarado 
pobre, documento justificativo do haber depositado en el es-
tablecimiento destinado al efecto 2.000 pesetas; si el valor de 
lo que fuese objeto del litigio es inferior á 12.000 pesetas, el 
depósito no excederá de una sexta parte. Estas cantidades 
serán devueltas si el recurso se declarase procedente. En caso 
contrario, tendrá la aplicación señalada á los depósitos exi-
gidos para interponer el recurso de casación. 
Art.1.800. En ningóín caso podrá interponerse el recurso de 
revisión después de transcurridos cinco años, desde la fecha 
de la publicación de la sentencia que hubiese podido motivar-
lo. Si se presentase pasado este plazo, se rechazará de plano. 
Jurisd. esp.—T. IV. 	 14 
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les provinciales, en su caso, se comunicarán en el 
término de diez días por medio de testimonio eu 
forma, al Ministro ó autoridades administrativas a 
quien corresponda, para que la lleve a puro y debi-
do efecto, adoptando las resoluciones que procedan, 
6 practicando lo que exija el cumplimiento de las 
declaraciones contenidas en el fallo. (Art. 83.) 
El Ministro ó autoridad administrativa á quien co-
rresponda, deberá acusar recibo de la sentencia en el 
término de tres días, y dar en el de un mes cuenta de 
sa cumplimiento. Cuando por razones de interés pú-
blico la Administración estimare necesaria y acorda-
se la suspensión del cumplimiento de la sentencia, 
lo hará saber al Tribunal comunicándole la resolu-
ción y sus motivos, y el Tribunal declarará la in-
demnización que corresponda al particular por el 
aplazamiento. En todo caso de suspensión, el Gobier- 
SECCIÓN TERCERA. —De la sustanciación de los recursos 
de revisión. 
Art. 1.801. El recurso de revisión, únicamente podrá in-
terponerse ante la Sala tercera del Tribunal Supremo, cual-
quiera que sea el grado del Juez ó Tribunal en que haya que-
dado firme la sentencia que lo motive. Una vez presentado al 
Tribunal, llamará á sí todos los antecedentes del pleito cuya 
sentencia se impugne, y mandará emplazar á cuantos en él 
hubiesen litigado, ó á sus causa-habientes, para que dentro 
del término de cuarenta días comparezcan á sostener lo 
que convenga á su derecho. 
Art. 1.802. Personada la parte, ó declarada su rebeldía, 
los trámites sucesivos se seguirán conforme á lo establecido 
para la sustanciación de los incidentes, oyéndose siempre al 
Ministerio Fiscal antes de dictar sentencia acerca de si há 6 
no lugar á la admisión del recurso. 
Art. 1.803. has demandas de revisión no suspenderán la 
ejecución de las sentencias firmes que las motiven. Podrá, 
sin embargo, el Tribunal, con vista de las circunstancias, á 
petición del recurrente, dando fianza, y oído el Ministerio 
fiscal, ordenar que se suspendan las diligencias de ejecución 
^
.. 
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no dará cuenta á las Cortes dentro del primer mes 
 
de estar abiertas ó constituidas, de la suspensión y 
 
sus fundamentos. (Art. 84.)  
Cuando la Administración fuese condenada al  
pago de cantidad liquida, deberá acordarlo y verifi-
carlo en la forma y dentro de los límites que permi-
tan los Presupuestos y determinen las disposicio-
nes legales referentes al pago de las obligaciones y  
deudas del Estado, de la provincia ó el Municipio. 
 
Si para verificar el pago fuese preciso un presupues-
to extraordinario, se presentará éste para la aproba-
ción de las Cortes ó de la corporación ó autoridades 
 
respectivas, dentro del mes siguiente al dia de la 
notificación de la sentencia. Si las Cortes no estuvie-
sen reunidas, deberá presentarse dentro del primer 
 
mes de su reunión más próxima. (Art. 85.) 
 
Será caso de responsabilidad civil ó criminal la 
 
de la sentencia. La Sala señalará la cuantía de la fianza, la cual 
comprenderá el valor de lo litigado y los daños y perjuicios 
consiguientes á la inejecución de la sentencia para el caso de 
que el recurso fuese desestimado. 
Art. 1.804. Si interpuesto el recurso de revisión, y en 
 
cualquiera de sus trámites, se suscitasen cuestiones cuya de- 
cisión, determinante de la providencia de aquél, competa á la 
jurisdicción de los Tribunales de lo criminal, se suspenderá 
el procedimiento en la Sala tercera del Tribunal Supremo, 
hasta que la acción penal se resuelva por sentencia firme. 
Art. 1.805. En el caso del artículo anterior, el plazo de 
cinco afios de que trata el art. 1.800 quedará interrumpido 
desde el momento de incoarse el procedimiento criminal, 
hasta su terminación definitiva por sentencia ejecutoria, vol-
viendo á correr desde que ésta se hubiese dictado.  
SECCIÓN cumcra.—Dc las sentencias dictadas en virtud  
del recurso de revisión.  
Art. 1.806. Si el Tribunal Supremo estimase procedente 
la revisión solicitada por haberse fundado la sentencia en los 
documentos ó testigos declarados falsos, ó haberse dictado 
injustamente en los demás casos del art. 1.796, lo declarará 
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infracción de lo preceptuado en los artículos ante-
riores acerca de la ejecución de las sentencias de los 
Tribunales Contencioso-administrativos, entendién-
dose como desobediencia punible, en forma igual á 
la establecida respecto á las sentencias de los Tribu-
nales en lo civil y en lo criminal. Denunciada la de-
mora al Tribunal de lo Contencioso-administrativo, 
cuando se trate de sus sentencias, se pasará el tanto 
de culpa al Tribunal de justicia correspondiente, y 
en su caso ti las Cortes. Cuando se trate de senten-
cias dictadas por los Tribunales provinciales, tras-
mitirán éstos las denuncias al Tribunal de lo Con -. 
 teucioso.administrativo para lo que hubiese lugar. 
(Art. 86.) 
Al principio de cada año judicial se publicará en 
la Gaceta de Madrid, uu estado expresivo del cum-
plimiento que en el año anterior hubiesen tenido las 
así y rescindirá en todo, ó en parte, la sentencia impugnada, 
según que los fundamentos del recurso se refieran á la tota-
lidad, ó tan sólo á alguno de los capítulos de la misma sen-
tencia. 
Art. 1.807. El Tribunal Supremo, una vez dictada la sen-
tencia que por admitirse el recurso de revisión rescinda la 
sentencia impugnada, mandará expedir certificación del fallo, 
devolviéndose los autos al Tribunal de que procedan, para que 
las partes usen de su derecho, según les convenga en el juicio 
correspondiente. En todo caso, servirán de base al nuevo 
juicio, las declaraciones que se hubiesen hecho en el recurso 
de revisión, las cuales no podrán ser discutidas. 
Art. 1.808. La rescisión de una sentencia firme, como re-
sultado del recurso de revisión, cuando fuera admitido, pro-
ducirá todos sus efectos legales, salvo los derechos adquiridos, 
que deben respetarse con arreglo á lo establecido por el ar-
tículo 34 de la ley Hipotecaria. 
Art. 1.809. Cuando el recurso de revisión se declare im-
procedente, se condenará en todas las costas del juicio y en 
la pérdida del depósito al que lo hubiese promovido. 
Art. 1.810. Contra la sentencia que recaiga en el recurso 
de revisión, no se dará recurso alguno. 
• 
sentencias sobre negocios contencioso-administrati-
vos, expresando, en cuanto á las que no se hubie-
sen ejecutado, la razón por virtud de la cual no hu-
biese tenido lugar. (Art. 87.) 
 
El tít. 4.° contiene las disposiciones generales en 
 
la siguiente forma:  
El Tribunal de lo Contencioso-administrativo ce-
lebrará audiencia todos los días hábiles. Todas las 
 
actuaciones deberán escribirse en el papel sellado 
 
que prevengan las leyes y Reglamentos (1), bajo las 
 
penas que en ella se determinen. Igual sello usará 
 
para su defensa el que litigue como pobre. Los es-
critos á nombre de la Administración se extenderán 
 
en papel del sello de oficio. (Art. 89.) 
 
De todo escrito se acompaflarán tantas copias 
 
cuantos fuesen las demás partes que hubiesen com-
parecido en el pleito. (Art. 90.) 
 
Tanto el escrito interponiendo el recurso, como 
 
todos los demás que se presenten, serán extendidos 
 
en el papel sellado correspondiente y firmados por 
 
un Abogado que ejerza la profesión ó por un Pro-
curador, con poder bastante en ambos casos. Cuan-
do los interesados gestionen por medio de Procura-
dor, los escritos deberán ser autorizados por Letra-
dos. En todos los asuntos propios, los interesados 
 
podrán defenderse sin la intervención de Letrados. 
 
(Art. 91.)  
Cuando los interesados gestionen por medio de 
 
Abogado, podrá el Tribunal acordar se entreguen 
 á 
éste ó al Procurador, si lo hubiere, las actuaciones 
 
con el expediente, bajo recibo en forma para formu-
lar los escritos de demanda y contestación. (Art 92.) 
 
(1) La ley de 31 de Diciembre de 1881 en su cap. 4. 0, con-
tiene las disposiciones vigentes en esta materia, corroboradas 
 




^^, . 	 —11n.,,,*-.  
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Los Tribunales de lo Contencioso-administrativo, 
al fallar en definitiva sobre el fondo y al resolver los 
incidentes que se promovieren, impondrán las cos-
tas á las partes que sostuviesen su acción en el 
pleito 6 promoviesen los incidentes con notoria te-
meridad. Las costas causadas en los autos, serán 
reguladas y tasadas, según lo dispuesto en el títu-
lo 11 (1), lib. 1.0 de la ley de Enj uiciamiento civil. 
Se exceptúan de esta regulación las correspondien-
tes á la. Administración por su defensa que en todo 
caso se graduarán: en 100 pesetas, cuando se trate 
de un incidente; en 250, cuando la demanda se de-
clare improcedente, y en 500, cuando se desestimen 
totalmente las pretensiones del demandante ó recu-
rrente. No se comprenderán en las indicadas sumas 
los honorarios de los peritos, indemnizaciones de 
testigos y demás gastos que origine á la Adminis 
(1) El tít. 11, lib. 1.° de la ley de Enjuiciamiento civil 
dispone lo siguiente: 
(Art. 421. Cuando hubiese condena de costas, luego que 
sea ejecutoria, se procederá á la exacción de las mismas, por 
la vía de apremio, previa su tasación, si la parte condenada 
no las hubiera satisfecho antes de que la contraria solicite 
dicha tasación. 
Art. 422. La tasación de costas se practicará en los Juzga-
dos y Tribunales por el Secretario ó Escribano que haya ac-
tuado en el pleito, incluyendo en ella todas las que compren-
da la condena y resulte que han sitio devengadas hasta la 
fecha de la tasación. 
Art. 423. Se regularán, con sujeción á los Aranceles, los 
derechos que correspondan á los funcionarios que á ellos 
están sujetos. Los honorarios de los Letrados, peritos y de-
más funcionarios que no están sujetos á Arancel, se regularán 
por los mismos interesados en minuta detallada y firmada 
que presentarán en la Escribanía por sí mismos, sin necesi-
dad de escrito ó por medio del Procurador de la parte 
 A, . 
quien hayan defendido, luego que sea firme la sentencia 6 
auto en que se hubiese impuesto la condena. El actuario in-
cluirá en la tasación la cantidad que resulte de la minuta. 
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tración la prueba de sus derechos, todos los que 
serán abonados por el litigante condenado en cos-
tas. Con el importe de las costas que deban abonar-
se á la Administración, se constituirá un fondo es-
pecial en la Caja general de Depósitos, á disposición 
del Tribunal de lo Contencioso-administrativo, para 
atender á las condenas de costas que se impongan 
á la Administración. Para la exacción de las costas 
impuestas á particulares ó Corporaciones, procederá 
el apremio administrativo en caso de resistencia. (Art. 93.) 
Los plazos que esta ley señala por meses, se con-
tarán por meses enteros, sin tomar en cuenta el nú-
mero de días de que se compongan, ni los feriados, 
y los meses se entenderán de treinta días. Al. com-
pletarse los plazos señalados por días, se desconta-
rán los feriados; y si en uno de éstos espirase el  ter- 
Art. 424. No se comprenderán en la tasación los derechos 
correspondientes á escritos, diligencias y demás actuaciones 
que sean inútiles, supérfivas ó no autorizadas por la ley, ni 
las partidas de las minutas que no se expresen detalladamen-
te 6 que se refieran á honorarios que no se hayan devengado 
en el pleito. Tampoco se comprenderán las costas de actua-
ciones ó incidentes en que hubiese sido condenada expresa-
mente la parte que obtuvo la ejecutoria, cuyo pago será siem-
pre de cuenta de la misma. 
Art. 425. Hecha y presentada por el actuario la tasación 
de costas, no se admitirá la inclusión 6 adición de partida 
alguna, reservando al interesado su derecho para reclamarla, 
si le conviniese, de quién y como corresponda. 
Art. 426. De la tasación de costas se dará vista á las par-
tes, por término de tres días, á cada una, principiando por la 
condenada al pago. 
Art. 427. Si los honorarios de los Letrados fuesen impug-
nados por excesivos, se oirá, por el término de dos días, al 
Letrado contra quien se dirija la queja, y después se pasarán 
los autos al Colegio de Abogados, y donde no le hubiere, 
á 
 
dos Letrados designados por el Juez 6 la Sala, para que 
den su dictamen. 
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mino, se entenderá prorrogado hasta el primer día  
hábil siguiente. Los términos señalados para utilizar  
los recursos contencioso administrativos y los de re-
visión y nulidad correrán durante las vacaciones de 
 
verano. Los términos fijados en esta ley empezarán  
á correr desde el día siguiente al en que se hubiese 
 
hecho el emplazamiento, citación ó notificación, y  
so contará en ellos el día del vencimiento. No po-
drán reducirse ni ampliarse por el Tribunal, sino en 
 
los casos en quo se les conceda expresamente la fa-
cultad do hacerlo. El transcurso de un término seña-
la do para el ejercicio de algún derecho, producirá el  
efecto de la pérdida de este derecho. (Art. 94.) 
 
Se tendrá por abandonado todo pleito cuyo curso 
 
se detenga durante un año por culpa del demandan-
te ó recurrente. En este caso, declarará el Tribunal  
caducada la demanda ó el recurso y consentida la 
 
Si no los hubiere en el lugar del juicio ó estuvieran todos 
interesados en el asunto, se pasarán los antecedentes al Co-
legio de Abogados más próximo, por medio del Juez de pri-
mera instancia respectivo. 
Lo mismo se p a^cticará cuando sean impugnados por ex-
cesivos los honorarios de los peritos ó de cualquiera otro fun-
cionario no sujetos á Arancel, oyéndose en este caso el dicta-
men de la Academia, Colegio 6 gremio á que pertenezcan, y 
en su defecto, el de dos individuos de su clase. No habiéndo-
les en el lugar del juicio, podrá recurrirse al de los inme-
diatos. 
Art. 428. La Sala, ó en su caso el Juez, con presencia de 
lo que las partes 6 los interesados hubieren expuesto, y de 
los informes recibidos sobre los honorarios, aprobarán la 
tasación ó mandarán hacer en ella las alteraciones que esti-
men justas y A costa de quien proceda sin ulterior recurso. 
Art. 429. Cuando sea impugnada la tasación por haber 
incluido en ella partidas de derechos ú honorarios cuyo pago 
no corresponda al condenado en costas, se sustanciará y de-
cidirá esta reclamación por los trámites y con los recursos 
establecidos para los incidentes., 
^4. 
f.j 
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orden gubernativa ó la sentencia que haya motiva-
do el pleito. (Art. 95.) 
Del auto á que so refiere el artículo anterior, po-
drá el demandante, apelante ó recurrente, pedir repo-
sición dentro de cinco días, si creyese que se ha 
procedido con equivocación al declarar transcurrido 
el término legal. No podrá fundarse la pretensión 
en ningtín otro motivo. Este recurso se sustanciará, 
admitiéndose, al que pida la reforma, la justificación 
que ofrezca sobre el hecho en que la funde, conce-
diéndose, á este fin, un plazo que no podrá exceder 
de diez días. (Art. 96.) 
Las disposiciones de los dos artículos anteriores, 
no son aplicables á los pleitos en que la Adminis-
tración sea demandante ó recurrente. (Art. 97.) 
El Tribunal de lo Contencioso administrativo po-
drá dividirse en dos secciones si lo exigiese el des-
pacho de los asuntos. Cuando el Presidente y el Vi-
cepresidente no concurriesen, presidirá el Ministro 
.!, más antiguo. En todo caso, será necesaria la presen-
cia de siete Ministros para pronunciar sentencias de-
finitivas, y la de cinco para resolver sobre excepcio-
nes dilatorias ó práctica de pruebas, bastando tres 
Ministros para dictar providencias. Las sentencias 
relativas á asuntos contencioso-administrativos, en 
que se impugnen disposiciones administrativas dic-
tadas á consulta del Consejo de Estado en pleno, 
las que hayan de dictarse en el caso de discordia 
previsto en el art. 62, y las que resuelvan los con-
cursos do revisión, se pronunciarán, en todo caso, 
por el Tribunal en pleno. (Art. 98.) 
Las sentencias definitivas y los autos resolviendo 
sobre excepciones dilatorias que pronuncie el Tri-
bunal de lo Contencioso-administrativo y los votos 
particulares que se refieran á unas y otros, se publi-
carán en la Gaceta de Madrid. (Art. 99.) 
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Los Tribunales de lo Contencioso-administrati-
vo podrán acordar, oído el Fiscal, la suspensión de 
las resoluciones reclamadas en la vía contenciosa, 
cuando la ejecución pueda ocasionar daños irrepa-
rables, exigiendo fianza de estar á las resultas al que 
hubiese pedido la suspensión. Si el Fiscal se opu-
siera á la suspensión, fundado en que de ésta puede 
seguirse perjuicio al servicio público, no podrá lle-
varse á efecto sin acuerdo del Gobernador ó del Go-
bierno, según que la resolución reclamada proceda 
de la Administración local ó provincial ó de la Cen-
tral, los cuales expondrán, corno fundamento de su 
acuerdo, las razones que aconsejen tal medida. 
Cuando de la suspensión de las resoluciones de que 
trata el párrafo anterior pueda seguirse menoscabo 
al servicio público, se limitará el Tribunal á dar 
curso á las pretensiones de suspensión, elevándolas 
con su informe al Ministerio ó autoridad á quien in-
cumba resolverlas. (Art. 100.) 
Admitida que sea la demanda, el Tribunal podrá 
requerir de inhibición á cualquier otro que estuvie-
se entendiendo en el negocio, acompañando testi-
monio del auto de admisión de la demanda cou los 
antecedentes necesarios. El Tribunal requerido pro-
cederá en igual forma que si lo fuese por autoridad 
administrativa; pero no pudiendo dirigirse al Tribu-
nal de lo Contencioso-administrativo más que para 
enviarle los autos, caso de haberse declarado incom-
petente, 6 para manifestarle que los envía á la Presi-
dencia del Consejo de Ministros para sostener la. 
competencia. (Art. 101.) 
Los Jueces y Tribunales no podrán suscitar cues-
tiones de competencia al Tribunal de lo Contencio-
so administrativo. Sin embargo, podrán sostener la, 
jurisdicción y atribuciones que la Constitución y las 
leyes les confieren, reclamando contra el conoci- 
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miento por el Tribunal de lo Contencioso-adminis-
trativo de negocios que le pertenezcan, después quo 
sea firme el auto admitiendo la demanda. Estas re• 
clamaciones se elevarán al Gobierno por medio de 
recurso de queja, los cuales se sentenciarán del mo-
do estableciçlo para los que se promuevan contra las 
autoridades administrativas. (Art. 102.) 
El Fiscal del Tribunal de lo Contencioso-adminis-
trativo podrá, durante la sustanciación del pleito, y 
antes de la citación para sentencia, requerir al Tri-
bunal para que se abstenga de conocer de él, si en-
tendiera que carecía de competencia ó incurría en 
abuso de poder, y si el Tribunal insistiese en su 
conocimiento, se entenderá preparado el recurso 
extraordinario de revisión. Una vez dictada la sen-
tencia definitiva eu asunto en que el Fiscal hubiese 
preparado el recurso extraordinario de revisión, lo 
formalizará dicho funcionario si lo estimare prece-
dente, después de recibir instrucciones del Gobier-
no, en término de treinta días, contados desde el 
de la publicación de la sentencia. Interpuesto el re-
curso, el Tribunal pasará los autos á la Presidencia 
del Consejo de Ministros, y ésta propondrá al Con-
sejo de Ministros el examen y resolución del asunto, 
limitándose á decidir, en el término de tres meses, 
contados desde la notificación de la sentencia, si 
hubo falta de competencia ó abuso de poder, y dic-
tando la resolución que en su concepto proceda, pu-
blicándose lo acordado en la Gaceta de Madrid, y 
dando cuenta á las Cortes eu su primera reunión. 
No podrá formalizarse el recurso extraordinario de 
revisión si habiendo surgido el conflicto durante la 
sustanciación del pleito por falta de competencia 6 
abuso de'poder, hubiese sido ya resuelto como se 
previene en el artículo siguiente. (Art. 103.) 




anteriores, se resolverán por el Rey en la misma  
forma y con iguales trámites quo las contiendas de  
competencia y los recursos de queja por abuso de  
poder. (Art. 104.)  
La ley de Enjuiciamiento civil regirá como suple-
toria de la legislación que contiene los procedimien-
tos contencioso administrativos, siendo aplicable en  
todo lo que fuese compatible con la índole de los  
mismos. Las notificaciones, citaciones y demás dili-
gencias análogas que puedan practicarse en estra-
dos por estar presentes las partes, se harán apud 
acta por los Secretarios de Sala, y las que haya que  
practicar fuera de estrados, se ejecutarán y autori-
zarán por los hugieres del Tribunal. (Art. 105.)  
El Tribunal de lo Contencioso administrativo va-
cará desde el 15 de Julio al 15 de Septiembre, du-
rante cuya época funcionará una Sala compuesta de  
cinco Ministros, que se limitará al despacho ordina-
rio de los asuntos, acordando en ellos las providen-
cias 6 autos, para dictar los que no se requiera la  
presencia de siete Ministros. La mitad de los auxi-
liares del Tribunal disfrutarán también de vacacio-
nes. (Art. 106.) 
 
El Gobierno, en el plazo máximo de un año, á 
contar de la publicación de la presente ley, dictará 
 uu Reglamento general, comprensivo del procedi-
miento á que deberá ajustarse la sustanciación de  
lo contencioso-administrativo y de sus incidentes.  
(Art. 107.) 
 
Quedan derogadas todas las leyes y disposiciones  
que se opongan á las contenidas en la presente ley.  
(Art. 108.) 
 
Como complemento de todo lo dispuesto, siguen 
 á los artículos de la ley las siguientes disposiciones 
transitorias:  
1.a Los pleitos en única instancia 6 en recurso  
^. 	 ' 
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de apelación y nulidad pendientes actualmente en 
el Consejo de Estado, y en que no se hubiese cele-
brado la vista sobre el fondo, pasarán al Tribunal 
' de lo Contencioso-administrativo, que continuará 
su sustanciación y resolverá en definitiva, según las 
prescripciones de la presente ley. Los en que se hu-
biese celebrado dicha vista, se resolverán por la Sala 
de lo Contencioso del Consejo de Estado, fallándose, 
según la forma establecida en la legislac i ón vigente 
cuando aquel acto se celebrara, pero debiendo eje-
cutarse las sentencias con arreglo á las disposiciones 
de esta ley. Las demandas pendientes de admisión 
á la cual se hubiese opuesto el Fiscal, se sustancia-
rán y determinarán con arreglo á las prescripciones 
de esta ley, á cuyo efecto se entregarán de nuevo á 
aquél para que formule la pretensión que estime 
procedente, según el estado del asunto. Los recursos 
de revisión pendientes actualmente de sustanciación 
pasarán del mismo modo al Tribunal de lo Conten-
cioso administrativo, que los tramitará y fallará en 
la forma determinada por el Reglamento á cuyo 
tenor se interpusieran dichos recursos. Los pleitos 
pendientes en las Diputaciones provinciales, pasa-
rán, desde luego, á los Tribunales provinciales de lo 
Contencioso administrativo en el estado en que se 
encuentren, salvo aquellos en que por haberse cele-
brado la vista, solamente pendan de sentencia ó del 
auto de admisión de la demanda, los cuales serán 
resueltos por la Comisión provincial, pero debiendo 
tramitarse y resolverse la apelación del auto ó de la 
sentencia que dicha Corporación dicte ante et Tri-
bunal de lo Contencioso-administrativo, y con arre-
glo á las disposiciones de esta ley. Lo dispuesto en 
el art. 95 tendrá aplicación á los negocios pendien-
tes, contándose el año desde la fecha de la publica-
ción de esta ley. 
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2. 1  Para hacer compatible lo dispuesto en esta 
ley con el personal de Consejeros que establece el 
art. 2.0 de la Orgánica del Consejo de Estado de 7 
de Agosto de 1860, sin aumento de personal, el 
Gobierno refundirá las secciones de dicho Consejo 
eu la forma que estime más conveniente. 
3.a Se reconoce aptitud para desempeñar plazas 
del Ministerio fiscal ante el nuevo Tribunal, á los 
que sean ó hayan sido Tenientes fiscales del Conse-
jo de Estado. Si el Gobierno de S. M. no estimase 
pertinente la separación de cualquiera de las actua-
les, con arreglo á las disposiciones vigentes segui-
rán desempeñando sus funciones en el nuevo Tri-
bunal, ocupando los primeros lugares del Ministerio 
fiscal, desde Teniente fiscal inclusive, por el orden 
de su respectiva antigüedad. Las plazas restantes 
se proveerán por concurso, á propuesta en terna del 
Consejo de Estado, entrelos que tengan condiciones, 
con arreglo á lo dispuesto en el art. 21 de esta ley. 
4.a El Mayor y los Oficiales del Consejo de Es-
tado que pertenezcan en la actualidad á la Sección 
de lo Contencioso, continuarán sus servicios como 
Secretario mayor y Secretarios de Sala del nuevo 
Tribunal, ocupando las plazas de sueldo inmediata-
mente superior á la que hoy disfrutan, si han servi-
do más de dos arios en la expresada Sección. Las 
demás plazas que resulten sin proveer, serán cu-
biertas, mediante concurso, entre los Oficiales del 
Consejo de Estado, de sueldo inmediatamente infe-
rior, formándose las propuestas por el Tribunal, de 
acuerdo con el Presidente del Consejo de Estado, y 
elevándolas para su resolución al del Consejo de 
Ministros. Se organizará un nuevo servicio de las 
Secciones del Consejo de Estado, suprimiendo las 
plazas de los Oficiales que pasen al Tribunal. 
5. a Esta ley es aplicable á las provincias de 
i 
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Cuba, Puerto Rico y Filipinas; para lo cual el Go-
bierno dictará las disposiciones que exija su plan-
teamiento, en virtud de la especial organización de 
aquellas provincias. 
6. °' Por la Presidencia del Consejo de Ministros 
se adoptarán cuantas disposiciones sean necesarias 
para la ejecución y cumplimiento de la presen-
te ley. 
En esta forma, y con la publicación de dos Rea-
les decretos que, como la ley, llevan fecha de 13 de 
Septiembre de 1888, quedó reformada la organiza-
ción y establecido el nuevo procedimiento de lo 
contencioso-administrativo. 
CAPÍTULO VII. 
Conflictos do jurisdicción. 
Demostrado ha quedado en los, capítulos prece-
dentes la facilidad con que, á pesar de las reglas que 
sirven para determinar la materia contencioso-ad-
ministrativa, se producen los conflictos de jurisdic-
ción. Realmente, esto tiene una explicación sencilla; 
en multitud de casos, los derechos civiles que se 
ejercitan afectan gran semejanza con los que, regu-
lados por la Administración, adquieren carácter ad-
ministrativo, ó viceversa; en otra gran parte de ellos, 
la responsabilidad criminal aparece envuelta dentro 
de las mallas que constituyen el crecido número de 
disposiciones administrativas, reglamentando y has-
ta imponiendo cláusulas penales que no son del or-
den criminal que dan lugar á que las autoridades 
de una y otra potestad pretendan conocer de los 
mismos. La dificultad, pues, principal de esta deli-
cadísima y trascendental materia, está en su ori-
gen y no en otra parte. Un notable escritor, á quien 
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repetidamente hemos aludido en el curso de este tra-
bajo, expresaba este mismo pensamiento, diciendo 
que la Constitución del Estado y las leyes orgáni-
cas pudieron haber distribuido de un modo ó de 
otro las facultades del Poder ejecutivo, siendo, por 
no haberlo hecho, en extremo difícil establecer una 
máxima que fije la esfera del Poder administrativo 
y del judicial, porque las leyes unas veces marcan 
las atribuciones de estos poderes de un modo espe-
cial, señalando los objetos ó los negocios de que de-
be conocer una magistratura dada, y otras abrazan, 
en términos generales y bajo una sola atribución ó 
facultad, multitud de negocios distintos. 
De este segundo sistema es de donde generalmen-
te provienen todas las cuestiones de competencia. 
Subsistiendo estos conflictos, dicho se está que 
es preciso resol verlos, y como para ello no puede 
haber organismo político alguno que tenga fuerza y 
autoridad bastantes, no siendo el Rey, á éste toca 
poner término á las cuestiones de jurisdicción que 
se susciten entre el poder administrativo y el judi-
cial, manteniéndolos dentro de sus límites y trayén-
dolos al camino verdadero. Dicho se está que para 
adoptar resoluciones tan delicadas é importantes, y 
para mantenerlas dentro de los mismos principios, 
librándolas del diverso criterio que puedan abrigar 
los diferentes Ministros que constituyen el Consejo 
de la Corona, es conveniente y necesario que el . 
Rey se asesoro de otra entidad más constante, cuyas 
funciones seau más propias del objeto á que en 
este punto van dirigidas. 
Esto sentado, veamos las disposiciones legales 
que han regido en tan importante y complicada 
materia. Las primeras disposiciones que se dictaron 
para resolver los conflictos de jurisdicción, fueron 
las reglas contenidas en el Real decreto de 6 de 
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Junio de 1844, que modificadas esencialmente por 
las que con posterioridad á la creación del Consejo 
Real contuvo el Real decreto de 4 de Junio de 1847, 
vinieron á constituir parte de la ley de gobierno y 
administración de las provincias de 25 de Septiem-
bre de 1863. Aunque ésta f.ué derogada posterior-
mente por las de 1868, 20 de Agosto de 1870 y 16 
do Septiembre de 1876, las disposiciones aludidas 
en materia de competencias de jurisdicción han 
subsistido como vigentes hasta una época en extre-
mo reciente. 
Multitud de decisiones recaídas en competencias 
promovidas han venido á mantener viva y cons-
tante, en cuanto á su forma, la preeminencia de las 
resoluciones contenidas en el Reglamento de qua 
venirnos haciendo mérito. 
Así ocurre, por ejemplo, con relación al precepto 
del art. 53, que dispone que sólo los Gobernadores 
pueden promover contiendas de competencia, en 
cuya conformidad había declarado el Consejo Real, 
y después el de Estado, en multitud de casos, no ya 
sólo que no podían promoverlas ni los Tribunales, 
ni las Diputaciones y Consejos de provincia, ni las 
Autoridades militares, ni los Comandantes do Mari-
na, ni el Diputado general de Alava, ni ninguna 
otra autoridad que no fuese el Jefe político (el Go • 
bernador de la provincia), sino que las suscitadas 
de este modo estaban mal formadas y no había lu-
gar á decidirlas (1). 
Por Real decreto de 3 de Agosto de 1867, dictado 
(1) Decisiones de 26 de Mayo, 28 de Junio y 29 de Julio 
de 1846; 16 y 23 de Febrero de 1848, 24 de Octubre de 1849, 
17 de Marzo de 1852, 13 de Julio de 1853; 5 de Marzo, 13 de 
Agosto, 10 y 17 de Diciembre de 1856, 10 de Junio de 1857, 
2 de Enero de 1864, 3 de Agosto de 1867, 11 de Marzo y 2 
de Julio de 1869. 
Jurisd. esp.—T. IV. 	 15 
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en competencia entre el Gobernador de Toledo y el 
Juez privativo del Cuerpo de Artillería, se declaró, 
que cuando un Juez 6 autoridad entendía que la 
Administración se excede en algún asunto de sus 
propias atribuciones, ó invade su jurisdicción, en 
 vez de provocar y mantener desagradables contes-
taciones que turban la buena armonía que debe 
existir entre las autoridades públicas sin conducir 
á la resolución del conflicto, puede acudirse á los su-
periores jerárquicos con un recurso de abuso de 
poder ó de incompetencia, según los casos. 
En esta misma contienda, y resolviendo la cues-
tión de fondo, se declaró que los Gobernadores y 
los Consejos provinciales, que habían de ser oídos 
siempre antes de promoverse alguna competencia, 
debían mirar muy cuidadosamente para decidirse á 
suscitarla: 1.0 Si la represión del delito ó falta de 
que se hallase conociendo algún Juez ó Tribunal 
estaba reservada por la ley ó por alguna otra dispo-
sición expresa á los funcionarios de la Administra. 
ción. Y 2.0 Si el fallo que pudiera recaer en lo prin-
cipal exigía la decisión previa de alguna cuestión 
administrativa, porque fuera de esos dos casos, 
cuantas competencias se habían suscitado en mate-
ria criminal, habían sido resueltas, como correspon 
día, en favor de la autoridad judicial; no pudiendo 
ser de otro modo en buenos principios, porque la 
acción de la justicia penal debía marchar con entera 
libertad é independencia en el cumplimiento de su 
importante misión, en que se cifra la felicidad pú-
blica, y porque de no ser así, so rebajaría la digni-
dad y prestigio de su alto poder del Estado, que en 
la prosecución y castigo de los delitos estaba defen-
diendo constantemente la libertad, la seguridad de 
los individuos, su vida, su honor y su fortuna. 
Por decisión de 22 de Enero de 1867, se declaró 
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asimismo que el hecho de abandonar un facultativo 
titular el pueblo, cuya asistencia tenía contratada, 
tocaba corregirlo á la autoridad administrativa, 
pudiendo, por consiguiente, los Gobernadores, sus-
citar contienda de competencia al Juez que conocie-
se del asunto. 
En razón á no estar ajustada á lo que disponía el 
párr. 1. 0 del art. 54 del Reglamento de 25 de Sep-
tiembre de 1863, se declaró, por decisión de 24 de 
Mayo de 1865, mal formada una competencia que 
versaba sobre el conocimiento sostenido por los Tri-
bunales, de abusos que se atribuían á uu Alcalde en 
el ejercicio de sus funciones; y de la misma suerte 
fué resuelta por decisión de 25 de Julio de 1867 
otra contienda, declarándose que para quo pueda 
estimarse que existe la cuestión previa, es preciso 
que el conocimiento de ésta esté sometido exclusi-
vamente á la Administración, como dispone aquella 
misma disposición, no hallándose en este caso la 
circunstancia de haber obrado un Alcalde en virtud 
de mandato del Gobernador de la provincia. 
Multitud de decisiones podíamos insertar en co-
rroboración á lo que anteriormente hemos afirmado; 
esto es, que las prescripciones contenidas en el Re. 
glamento de 25 de Septiembre de 1863, han perma-
necido vigentes en materia de competencias hasta 
época muy reciente. Así lo confirmó la Circular de 
la Fiscalía del Tribunal Supremo de Justicia, de 7 de 
Febrero de 1867, y así lo hallaremos demostrado en 
las disposiciones posteriores de que más adelante se 
 hará mérito. 
La ley orgánica del Poder judicial, de 15 de Sep-
tiembre de 1870, se ocupó también de esto asunto, 
disponiendo, en su consecuencia, lo siguiente: 
«Art. 286. Los Gobernadores de provincia serán, 
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las únicas autoridades que podrán suscitar, en nom-
bre de la Administración, competencias positivas 6 
negativas á los Juzgados y Tribunales por exceso de 
atribuciones, en el caso de que éstos invadan las que 
corresponden al orden administrativo. 
Art. 287. Las competencias positivas 6 negati-
vas de atribuciones que la Administración suscitare, 
se sustanciarán y decidirán en la forma actualmen-
te establecida, 6 en la que se estableciese en ade-
lante. 
Art. 288. Los Juzgados y Tribunales no pueden 
suscitar cuestiones de competencias á la Adminis-
tración. 
Art. 289. Las decisiones de competencia de que 
trata este capítulo, so insertarán en la Gaceta de 1lla-
drid y en la Colección Legislativa.» 
La ley de Enjuiciamiento criminal, de 14 de Sep-
tiembre de 1882, tratando de lo que se relaciona con 
la jurisdicción administrativa, dispone lo siguiente: 
«Art. 3. 0 Por regla general, la competencia de 
los Tribunales encargados de la justicia penal se  ex 
 tiende á resolver para sólo el efecto de la reprensión, 
las cuestiones civiles y administrativas prejudiciales 
propuestas con motivo de los hechos perseguidos, 
Cuando tales cuestiones aparezcan tan íntimamente 
ligadas al hecho punible, que sea racionalmente im-
posible su separación. 
Art. 4.0 Sin embargo, si la cuestión prejudicial 
fuese determinante de la culpabilidad ó de la ino 
cencia, el Tribunal de lo criminal'suspenderá el pro-
cedimiento hasta la resolución de aquella por quien 
corresponda; pero puede fijar un plazo que no ex-
ceda de dos meses para que las partes acudan al 
Juez 6 Tribunal civil ó contencioso-administrativo 
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competente. Pasado este plazo sin que el interesado  
acredite haberlo utilizado, el Tribunal de lo crimi-
nal hará la suspensión y continuará el procedimien-
to. En estos juicios será parte el Ministerio fiscal.  
Art. 7.0 El Tribunal de lo criminal se atempera-
rá respectivamente á las reglas de derecho civil 6 
 
administrativo, en las cuestiones prejudiciales que 
 
con arreglo á los artículos anteriores deba resol-
ver.»  
La ley Provincial vigente de 29 de Agosto de 1882,  
dispone en su art. 27, que corresponde á los Gober-
dores, como atribución exclusiva, provocar compe-
tencias á los Tribunales y Juzgados de todas las ór-
denes cuando éstos invaden las atribuciones de la  
Administración.  
Por Real decreto de 3 de Mayo de 1887, se dis-
puso que las providencias de los Gobernadores, de-
sistiendo de las competencias que, según el art. 65  
del Reglamento de 1863, dejaban expedita la juris-
dicción contendiente para continuar por sus trámi-
tes, puedan ser apelables en término de diez días  
para ante el Ministro de quien dependa el asunto 
concreto que haya dado origen al requerimiento,  
cuyo recurso ha de ser resuelto, previo dictamen eva-
cuado en el preciso término de un mes por la Sec-
ción de Estado y Gracia y Justicia. del Consejo de 
 
Estado, entendiéndose que, de no hacerlo, quedará  
firme é irrevocable el desestimiento del Gobernador  
y en libertad los Tribunales para sentenciar y fallar  
en derecho el negocio á ellos sometido y que haya  
motivado el requerimiento inhibitorio.  
Finalmente, respondiendo á una necesidad gene-
ralmente sentida por las dudas y confusiones que  
por el transcurso del tiempo y por la pluralidad de  
^ 
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las disposiciones especiales se crearon, se dictó el 
Real decreto de 8 de Septiembre de 1887, que cons-
tituye la legislación vigente en materia de competen-
cias, cuya importancia y trascendencia nos mueve 
á transcribirlo íntegro, sin omitir la Exposición del 
mismo para conocimiento de los lectores. 
Dicha soberana disposición dice así: 
«El Reglamento de 25 de Septiembre de 1863, 
dado para la ejecución de la ley relativa al gobierno y 
administración de las provincias, y que apenas hizo 
más que transcribir las prescripciones del Real de-
creto de 4 de Junio do 1847, en lo concerniente a 
las competencias entre la Administración y los Tri-
bunales, es la única disposición por que éstas se ri-
gen, á pesar de las diferentes leyes que sobre la ad-
ministración y gobierno referidos se han publicado 
posteriormente, de la distinta organización dada a 
las Diputaciones provinciales y de las reformas in-
troducidas en los Tribunales de justicia por las le-
yes de Enjuiciamiento civil y criminal, la orgánica 
del Poder judicial de 1870 y la adicional á la misma 
de 1882. 
Por estos motivos, la aplicación estricta y literal 
de los preceptos del expresado Reglamento da lugar 
á dudas y á diversidad de jurisprudencia sobre va-
rios extremos, lo cual no es imputable, por tanto, á 
las Corporaciones y Tribunales encargados de apli-
car dichos preceptos, sino al estado de la legislación 
sobre el particular. 
Es preciso, pues, armonizar las disposiciones del 
Reglamento do que se trata con la situación legal 
respectiva de las autoridades á quienes afecta, y este 
es el principal objeto que el Gobierno se propone al 
dictar nuevas reglas para la sustanciación y decisión 
de las competencias, modificando ó aclarando aigu- 
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nos artículos en el sentido aconsejado por la razón 
y la experiencia. 
Principio general es, según dicho Reglamento, 
la prohibición impuesta á los Gobernadores de sus-
citar contiendas de competencia en materia crimi-
nal, con sólo dos excepciones, á saber: cuando ex-
presamente haya encargado la ley á los funcionarios 
de la Administración el castigo del delito ó falta do 
que se trate, ó cuando exista alguna cuestión admi-
nistrativa, sin cuya previa resolución no sea posible 
fallar el juicio. 
Es evidente que en el primero de limbos casos la 
competencia de la Administración para conocer del 
asunto, ha de ser definitiva y absoluta, pero tam-
bién es de toda evidencia que no debe suceder otro 
tanto en el segundo. 
La cuestión previa administrativa de la cual de-
penda el fallo que los Tribunales hayan de pronun-
ciar, puede resolverse de distinta y aun de contraria 
manera; si se resuelve en el sentido de falta de legi-
timidad en el procedimiento judicial, no habrá lugar 
á su continuación, pero si queda resuelta en otra 
forma que permita la continuación del juicio, habrá 
de seguirse éste y sustanciarse por los Tribunales. 
En uno y en otro caso, la autoridad administra-
tiva deberá comunicar á la judicial, en el término 
más breve que fuere posible, la resolución que adop-
te, y en su vista, el Juez ó Tribunal competente pro-
cederá corno en derecho corresponda. 
Dada la naturaleza excepcional ciel recurso de ca-
sación, así como la índole especial del de revisión, 
entiende el Gobierno que cuando en virtud de estos 
recursos conoce el Tribunal Supremo, pueden consi-
derarse fenecidos los juicios, tanto civiles como cri-
minales, para los efectos de la competencia. 
La ley de Enjuiciamiento criminal concede á los 
Ii 
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Jueces de instrucción jurisdicción propia, é indepen-
diente de la que corresponde á las Audiencias de lo 
criminal, aún más independiente de la que á veces 
solían tener con el procedimiento antiguo durante 
la sustanciación del sumario. Esto obliga á atribuir-
les facultades para sostener las cuestiones de com-
petencia que se les promueva durante dicha instruc-
ción, y a reconocer, que teniendo el Ministerio fiscal, 
y en general las partes acusadoras, las llaves del 
juicio oral, según el sistema acusatorio vigente, 
basta con el recurso de apelación para que cuando 
lo conceptuasé oportuno lleven el conocimiento de 
las cuestiones de competencia á la Audiencia ó Sala 
respectiva. 
La Administración, en ningún caso puede quedar 
indefensa, porque, aun suponiendo inclinado el Mi-
nisterio fiscal en favor de los Tribunales, basta que 
el Gobernador insista en la competencia, para que 
ésta haya de decidirse por el Rey, á consulta del 
Consejo de Estado, cualquiera que sea el Juez ó 
Tribunal que sostenga la contienda jurisdiccional. 
Complétase, por último en este asunto, el pensa-
miento del Gobierno, con una disposición referente 
á las competencias negativas, que, aunque poco fre-
cuentes, suelen á las veces promoverse. 
Fundado en las consideraciones expuestas, y de 
acuerdo con el Consejo de Ministros, el que suscribe 
tiene el honor de someter la aprobación de V. M. 
el adjunto proyecto de 
REAL DECRETO. 
En atención á las razones expuestas por el Presi-
dente del Consejo de Ministros, de acuerdo con el 
mismo Consejo; 
En nombre de mi Augusto hijo el Rey D. Alfon-
so XIII, y como Reina Regente del Reino, 
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Vengo en decretar lo siguiente: 
Artículo 1.° Corresponde al Rey decidir las com-
petencias de atribuciones y de jurisdicción que ocu-
rran entre las Autoridades administrativas y los 
Tribunales ordinarios y especiales. - 
Art. 2.0 Sólo los Gobernadores de provincias po-
drán promover cuestiones de competencia, y única-
mente las suscitarán para reclamar el conocimiento 
de los negocios que en virtud de disposición expre-
sa corresponda á los mismos Gobernadores, á las 
autoridades dependientes de ellos ó á la Administra-
ción pública en general. Las partes interesadas po-
drán deducir ante la autoridad administrativa las 
declinatorias que creyesen convenientes. 
Art. 3. 0 Los Gobernadores no podrán suscitar 
contiendas de competencia: Primero, en los juicios 
criminales, á no ser que el castigo del delito 6 falta 
haya sido reservado por la ley á los funcionarios de 
la Administración, ó cuando en virtud de la misma 
ley deba decidirse por la autoridad administrativa 
alguna cuestión previa de la cual dependa el fallo 
que los Tribunales ordinarios ó especiales hayan de 
pronunciar: Segundo, en los juicios fenecidos por 
sentencia firme y en aquellos que sólo pendan de 
recurso de casación 6 de revisión ante el Tribunal 
Supremo. Tercero, por no haber procedido la auto-
rización correspondiente para perseguir en juicio á 
los empleados, en concepto de tales. Cuarto, por fal-
ta de lo que deben conceder los mismos Goberna-
dores, con arreglo á las leyes, cuando se trata de 
pleitos en que litiguen los pueblos ó establecimien-
tos públicos. En los dos últimos casos precedentes 
quedarán expeditos á los interesados los recursos á 
que puedan dar margen la omisión de dichas for-
malidades. 
Art. 4.0 Cuando la contienda de competencia se 
- 
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fundase en la existencia de una cuestión previa ad-
ministrativa, resuelta que sea ésta por la autoridad 
á que corresponda, se devolverán los autos al Juez 
6 Tribunal competente para que proceda con arre-
glo á derecho, - declarando no haber lugar á lo con-
tencioso del juicio si la decisión administrativa en-
volviera falta de legitimidad del procedimiento, y 
continuándolo, en caso contrario, eu el estado en 
que quedó al establecerse la competencia. La auto-
ridad administrativa, llamada á resolver la cuestión 
previa, la decidirá en el plazo que las leyes ú otras 
disposiciones hayan establecido. Cuando no exista 
plazo prefijado, la cuestión previa habrá de resol-
verse en el término máximo de seis meses, á no ser 
que los trámites marcados por las leyes y Reglamen-
tos exigiesen un período más largo. Transcurrido 
dicho plazo, el Juzgado ó Tribunal que antes cono-
cía del asunto, reclamará los autos al Gobernador y 
continuará el procedimiento en la forma legal. 
Art. 5.e Los Gobernadores, oídas las Comisio-
nes provinciales, harán los requerimientos de inhi-
bición á los Jueces y Tribunales que estén conocien-
do del asunto, y sólo cuando unos ú otros procedan 
por delegación, se dirigirán aquéllos al Tribunal de-
legante. Por tanto, los Jueces de instrucción deberán 
sostener, en su caso, las cuestiones de competencia 
que promuevan los Gobernadores, mientras los pro-
cesos se encuentren en el período de sumario (1). 
(1) El art. 303 de la ley de Enjuiciamiento criminal, de-
termina explícitamente cuándo ejercen los Jueces de instruc-
ción atribuciones propias en la formación de los sumarios. 
Dice así: 
(Art. 303. La formación del sumario, ya empiece de ofi-
cio, ya á instancia de parte, corresponde á los Jueces de ins-
trucción por los delitos que se cometan dentro de su partido 
ó demarcación respectiva, y en su defecto á los demás de la 
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Art. 6.0 Así los Jueces y Tribunales, oído el Mi. 
nisterio fiscal, ó á excitación á éste, como los Go-
bernadores, oídas las Comisiones provinciales, se 
declararán incompetentes, aunque no intervenga 
reclamación de autoridad extraña cuando se someta 
á su decisión algún negocio, cuyo conocimiento na 
les pertenece. 
Art. 7.0 El Ministerio fiscal, así en la jurisdicción 
ordinaria como en las especiales, y en todos los gra-
dos de cada una de ellas, interpondrá de oficio decli-
natoria ante el Juez 6 Tribunal respectivo, siempre 
que estime que el conocimiento del negocio perte-
nece a la Administración, salvo lo dispuesto en el 
misma ciudad ó población, cuando en ella hubiese más de 
uno, y á prevención con ellos 6 por su Delegación á los Jue-
ces municipales. 
Esta disposición no es aplicable á las causas encomenda-
das especialmente por la ley orgánica á determinados Tribu-
nales, pues para ellas, podrán éstos nombrar un Juez ins-
tructor especial, ó autorizar al ordinario para el seguimento 
del sumario. 
El nombramiento del Juez instructor, únicamente podrá 
recaer en un Magistrado del mismo Tribunal 6 en un funcio-
nario del orden judicial en activo servicio de los existentes, 
dentro del territorio de dicho Tribunal. Una vez designado, 
obrará con jurisdicción propia é independiente. 
Cuando el instructor fuese un Magistrado, podrá delegar 
sus funciones, en caso de imprescindible necesidad, en el 
Juez de instrucción del punto donde hayan de practicarse las 
diligencias. 
Cuando el delito fuese por su naturaleza, de aquellos en 
que solamente pueden consultarse por autoridades 6 funcio-
narios sujetos á un fuero superior, los Jueces de instrucción 
ordinarios, o  casos urgentes, podrán acordar las medidas. 
de precaución necesarias, para evitar su ocultación, pero re-
mitirán las diligencias en el término más breve posible, que 
en ningún caso podrá exceder de tres días, al Tribunal  corn-. 
petente, el cual resolverá sobre la incoación del sumario, y en 
su día, sobre si há 6 no lugar al procesamiento de la Autori-
dad 6 funcionario inculpador., 
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núm. 2.° del art. 3.° Cuando el Juez ó Tribunal no 
decretare la restitución al Ministerio fiscal, la comu-
nicará al Gobernador, pasándole sucinta relación 
de las actuaciones y copia literal del escrito en que 
propuso la declinatoria. 
Art. 8.° Siempre que el Gobernador requiera de 
inhibición á un Tribunal ó Juzgado ordinario ó es-
pecial, manifestará indispensablemente las razones 
que le asistan y el texto de la disposición legal en 
que se apoya para reclamar el conocimiento del ne-
gocio. 
Art. 9.° El Tribunal ó Juzgado requerido de 
inhibición, luego que reciba el oficio; suspenderá 
todo procedimiento en el asunto á que se refiera 
mientras no termine la contienda por desestimiento 
del Gobernador ó por decisión Real, so pena de 
nulidad de cuanto después se actuase. 
Sin embargo, los Jueces de instrucción podrán 
seguir practicando las diligencias más urgentes y 
necesarias para comprobación del hecho, abstenién-, 
se en todo caso de dictar auto de procesamiento ni 
de detención. 
Art. 10. Sin pérdida de tiempo, el requerido acu-
sará recibo del oficio al Gobernador y comunicará 
el asunto al Ministerio fiscal por tres días á lo más, 
y por igual término á cada una de las partes. 
Art. 11. Inmediatamente se citará al Ministerio 
fiscal y á las partes para la vista, que deberá cele-
brarse dentro del tercero día. Verificada ésta, el re-
querido dictará auto en otro plazo igual, declaráis. 
dose competente ó incompetente. 
Art. 12. Dentro de tres días podrá interponerse 
el recurso de apelación, que deberá admitirse libre-
mente: primero, contra los autos dictados por los 
Jueces municipales para ante los de instrucción ó 
los de primera instancia, según el asunto fuese, 
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criminal ó civil; segundo, contra los dictados por los 
Jueces de instrucción para ante las Audiencias 6 
Salas de lo criminal; tercero, contra los dictados por 
los Jueces do primera instancia para ante las Salas 
de lo civil de las Audiencias territoriales; contra los 
autos pronunciados por las Audiencias ó Salas de 
lo criminal, por las Salas do lo civil de las Audien• 
cias territoriales y por el Tribunal Supremo; si éste 
fuese el requerido en los casos en que pueda serlo, 
no se da recurso alguno; si el requerido es un Tribu. 
nal especial, sólo habrá lugar á la apelación cuando 
tenga superior jerárquico que pueda conocer de 
dicho recurso. 
Art. 13. Admitida la apelación cuando proceda, 
se citará y emplazará en el acto al Ministerio fiscal 
y á las partes para que comparezcan, dentro del tér-
mino de diez días, ante el Tribunal que haya de co-
nocer del recurso, remitiéndose, desde luego, los au-
tos á dicho Tribunal. 
Art. 14. Si transcurriese el término del emplaza-
miento sin que comparezca el apelante, se le tendrá 
por desistido; sin necesidad de instancia contraria 
se lo impondrán las costas de la apelación y se de-
volverán los autos al inferior. Si compareciese en el 
expresado término, se sustanciará el asunto por los 
propios trámites establecidos para la primera ins-
tancia. Contra el auto que recaiga no se da recurso 
alguno. 
Art. 15. El requerido que se declare incompe-
tente por auto firme, remitirá los autos dentro de 
segundo día al Gobernador, haciendo extender al 
Escribano, Actuario 6 Secretario judicial, en un li 
bro destinado al efecto, certificación de la remesa. 
Art. 16. Cúando el requerido se declare compe-
tente por auto firme, oficiará inmediatamente al Go-
bernador para que deje expedita su jurisdicción, 6 
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de lo contrario, tenga por formada la competencia. 
Al oficio se acompaüarán los dictámenes emitidos 
por el Ministerio fiscal en cada instancia y los autos 
con que en cada una se haya terminado el artículo. 
Art. 17. El Gobernador, oída la Comisión pro-
vincial y dentro de los tres días siguientes á la re-
misión del oficio, dirigirá nueva comunicación al 
requerido, insistiendo ó no en estimarse compe-
tente. • 
Art. 18. Si el Gobernador desistiese de la com-
petencia, quedará sin más trámites expedito, al re-
querido, el ejercicio de su jurisdicción (1). 
Art. 19. Si insistiese el Gobernador, ambos con-
tendientes remitirán directamente por el primer co-
rreo al Presidente del Consejo de Ministros las ac-
tuaciones que ante cada cual se hayan instruido, ha-
ciendo Poner al Oficial público á quien respectiva-
mente corresponda, la certificación prevenida en el 
art. 15, y dándose mutuo aviso de la remesa sin ul-
terior procedimiento. 
Art. 20. El Presidente del Consejo de Ministros 
acusará á los contendientes el recibo del expediente 
y de los autos que le hayan remitido, y dentro de los 
dos días siguientes á su recepción los pasará al Con-
sejo de Estado. 
Art. 21. El Consejo de Estado, oyendo á la Sec-
ción de Estado y Gracia y Justicia, la cual dará al 
asunto la instrucción que crea necesaria, consultará 
la decisión motivada que estime procedente, dentro 
de dos meses, contados desde el dia que se le pasen 
las actuaciones. 
Art. 22. El Consejo de Estado remitirá la con-
sulta original al Presidente del Consejo de Minis- 
(1) Este artículo revoca lo dispuesto en el Real decreto 
de 3 de Mayo de 1887, anteriormente mencionado. 
tros, acompañada de todas las diligencias relativas 
á la contienda. 
Al mismo tiempo dirigirá copias literales de la 
consulta al Ministro de la Gobernación y al Ministro 
ó Ministros de quienes dependan los otros Jueces y 
Autoridades con quienes se haya seguido la compe-
tencia. 
Art. 23. Si el Ministro de la Gobernación y el 
Ministro ó Ministros de quienes dependan los otros 
Jueces y Autoridades, estuviesen conformes con la 
decisión consultada, lo manifestarán al Presidente 
del Consejo de Ministros. 
Art. 24. Cuando alguno de los Ministros indica-
dos en los artículos anteriores, antes de emitir su 
opinión y con objeto de instruirse, considerase ne-
cesario reclamar el expediente y los autos originales 
que hayan sido objeto do la competencia, podrá pe-
dirlos al Presidente del Consejo de Ministros dentro 
del término de un mes. 
Art. 25. Si alguno de los Ministros no estuviese 
conforme con la decisión consultada, lo manifestará 
al Presidente del Consejo de Ministros para que la 
someta á la resolución de dicho Consejo. 
Art. 26. La decisión que el Rey adopte á pro, 
 puesta del Consejo de Ministros ó de su Presidente, 
será irrevocable; se extenderá motivada y eu forma 
de Real decreto, refrendada por el referido Presi-
dente, y, para su cumplimiento, se comunicará á 
los contendientes, y se publicará en la Gaceta de 
Madrid. 
Art. 27. Los términos señalados en este decreto 
serán fatales é improrrogables. 
Art. 28. Sólo los Gobernadores podrán promo-
ver contiendas de competencia para separarse del 
conocimiento de los negocios que no estén enco-
mendados por disposición expresa de la Admini .s- 
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tración. En la sustanciación y decisión de las com-
petencias negativas, so observarán las prescripcio-
nes que para las positivas establece este decreto. 
Como bien puede observarse, el Real decretó que 
queda transcrito y que constituye lo más nuevo en 
cuanto á disposiciones que regulen esta materia de 
competencias de jurisdicción, reproduce y sanciona 
en gran parte los preceptos que contenía el Regla-
mento de 25 de Septiembre de 1863, sin introducir 
en él más variaciones que las que se especifican en 
la exposición de motivos del decreto. 
Entre estas variaciones hay una importantísima, 
que es la contenida eu el núm. 2.° del art. 3.°, que 
establece que los Gobernadores no puedan suscitar 
competencias en los juicios que sólo pendan de re-
curso de casación ó de revisión ante el Tribunal Su-
premo: la explicación de esta variante la especifica 
el decreto, diciendo, como se ha visto, que la natu-
raleza y la índole especial de esos recursos hacen 
que el Gobierno entienda que cuando en virtud de 
estos recursos conoce el Tribunal Supremo, pueden 
considerarse fenecidos los juicios, tanto civiles como 
criminales, para los efectos de las competencias. No 
hay que poner en duda la firmeza é importancia del 
criterio que ha inspirado esta variación, que da por 
resultado, al hecho verdaderamente trascendental 
de que conservándose el prestigio que merece el 
Tribunal más elevado de la Nación, se evite el de-
deplorable resultado que antes ofrecía ver que por 
medio de las competencias quedasen anuladas las 
sentencias dictadas en última instancia por las Au-
diencias, lo cual sólo puede hacerse por el referido 
Tribunal eu los términos, en la forma y en los casos 




Los términos gramaticales en que aparece redac-
tada la disposición que venimos señalando, vienen 
claramente á dar á entender, que al decir los asun-
tos que sólo pendan de recurso de casación ó revi-
sión del Tribunal Supremo, se entiende que basta 
que se haya dictado sentencia en segunda instancia, 
cuando no haya contra ella otro recurso que el de 
casación, para que no pueda ya suscitarse compe-
tencia, esté ya 6 no esté conociendo de dicho recur-
so el Tribunal Supremo. La innovación no puede 
ser ni más sustancial ni más justa. 
Para terminar cuanto en el orden de las disposi-
ciones hace relación á la materia de competencias, 
fáltanos reproducir aquí lo que preceptúan los ar -
tículos 101. al 104 de la ley de 13 de Septiembre del 
año próximo pasado, en lo que tiene relación al pro-
cedimiento contencioso administrativo. 
Dicen así: 
(Art. 101. Admitida que sea la demanda, el Tri-
bunal podrá requerir de inhibición á cualquier otro 
que estuviese entendiendo en el negocio, acompa-
ñando testimonio del auto de admisión de la deman-
da con los antecedentes necesarios. 
El Tribunal requerido procederá en igual forma 
que si lo fuese por autoridad administrativa, pero no 
pudiendo dirigirse al Tribunal de lo Contencioso 
más que para enviarle los autos, caso de haberse de-
clarado incompetente, 6 para manifestarle que los 
envía á la Presidencia del Consejo de Ministros, ca-
so de sostener la competencia. 
Art. 102. Los Jueces y Tribunales no podrán 
suscitar cuestiones de competencia al Tribunal Con-
tencioso -administrativo. 
Sin embargo, podrán sostener la jurisdicción y 
atribuciones que la Constitución y las leyes les con- 
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fieren, reclamando contra el conocimiento por el 
Tribunal de lo Contencioso-administrativo de nego-
cios que le pertenezcan después que sea firme el au-
to admitiendo la demanda. 
Estas reclamaciones se elevarán al Gobierno por 
medio de recursos de queja, los cuales se sustancia-
rán del modo establecido para los que se promue-
van contra las autoridades administrativas. 
Art. 103. El Fiscal del Tribunal de lo Conten-
cioso-administrativo podrá, durante la sustanciación 
de un pleito y antes de la citación para sentencia, 
requerir al Tribunal para que se abstenga de cono-
cer de él, si entendiera que carecía de competencia 
ó incurría en abuso de poder, y si el Tribunal insis-
tiese en su conocimiento, se entenderá preparado el 
recurso de revisión. 
Una vez dictada la sentencia definitiva en asun-
to en que el Fiscal hubiera preparado el recurso ex-
traordinario de revisión, lo formalizará dicho fun-
cionario si lo estimare procedente, después de reci-
bir instrucciones del Gobierno, en termino de treinta 
días, contados desde el de la publicación de la sen-
tencia. 
Interpuesto el recurso, el Tribunal pasará los 
autos á la Presidencia del Consejo de Ministros, y 
ésta propondrá al dicho Consejo el examen y reso-
lución del asunto, limitándose á decidir, en término 
de tres meses, contados desde la notificación de la 
sentencia, si hubo falta de competencia o abuso de 
poder, y dictando la resolución que en ese concepto 
proceda, publicándose lo acordado en la Gaceta de 
Madrid, y dando cuenta á las Cortes en su primera 
reunión. 
No podrá formalizarse el recurso extraordinario 
de revisión, si habiendo surgido el conflicto duran-




cia ó abuso de poder, hubiese sido ya resuelto como 
se previene en el artículo siguiente: 
A.rt. 104. Los conflictos á que se refieren los 
tres artículos anteriores, se resolverán por el Rey en 
la misma forma y con iguales trámites que las con-
tiendas de competencia y los recursos de queja por 
abusos de poder.» 
La importancia práctica y la extensión que alcan-
za cuanto se relaciona con la decisión de competen-
cias de jurisdicción que tenemos extractado, nos 
mueve á hacer objeto exclusivo de este asunto el 
tomo siguiente de esta obra. Aplazando para enton-
ces tan importante materia, vamos á tratar ahora de 
otras jurisdicciones especiales. 
- -771n•nniót.i- 
TITULO SÉPTIMO, 
DE OTRAS JURISDICCIONES BSPECIALBS 
CAPITULO PRIMERO. 
Del Tribunal de Cuentas del Reino. 
De origen histórico y considerablemente antiguo, 
el Tribunal de Cuentas, según datos oficiales, fué 
creado por la Ordenanza de 2 de Julio de 1437 que 
otorgó el Rey D. Juan II, en Valladolid, á conse-
cuencia de petición hecha por los Procuradores de 
las ciudades y villas del Reino, disponiéndose en 
 ella que tuviese fuerza y vigor de ley, como si hu-
biese sido hecha en Cortes. 
Por esta razón, dice el Sr. Canga, que el Tribunal 
de Cuentas «es el Cuerpo más antiguo de la Hacien-
'da, a cuyo cargo se ha confiado desde la más re-
»mota antigüedad inspeccionar la administración y 
distribución de las rentas, pudiendo exigir cuentas 
»á todos los que hubiesen recibido caudales del Es-
»tado.» 
Su denominación fué en un principio, y bastantes 
aiios después, la de Tribunal de Contaduría Ma- 
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yor; se le concedieron muchas prerrogativas y facul-
tades como autoridad privativa y absoluta para re-
clamar, censurar y fallar todas las cuentas de los 
funcionarios públicos que manejaban caudales y 
efectos. 
Todos los Monarcas tuvieron gran predilección á 
esta Corporación, y los Reyes Católicos le concedie-
ron mayores facultades; estuvo incorporada por es-
pacio do doscientos veintiséis anos al Consejo de 
Hacienda, como Sala tercera; sufrió algunas veces 
cercenamientos en sus atribuciones, aunque por 
poco tiempo, puesto que á virtud de sus protestas 
y reclamaciones pronto fué reintegrada en el pleno 
ejercicio de sus primitivas funciones. 
Por Real cédula de 10 de Noviembre de 1828 se 
dió nueva planta al Tribunal de Cuentas, estable-
ciendo sus Ordenanzas y determinándose sus atri-
buciones gubernativas y judiciales, reducidas éstas 
á las tres siguientes: 
l. a Al conocimiento de los casos y causas sobre 
presentación de cuentas, cuando no había sido bas- 
tante la vía gubernativa. 
2.a Al de los delitos de falsificación, infidencia 
cualquier otro en que median dolo 6 malversación 
y que resultara del examen de las cuentas; 
Y 3.a Al procedimiento ejecutivo contra los que 
resultasen deudores á la Hacienda en el manejo de 
sus caudales 6 efectos, ya como principales respon-
sables, ya como herederos 6 fiadores de ellos. 
Por la ley de 25 de Agosto de 1851 se le dió el 
nombre de Tribunal de Cuentas del Reino, y en 
consonancia con lo dispuesto en las leyes de Admi-
nistración y Contabilidad que entonces regían, fué 
revestido de amplias facultades para residenciar los 
actos de los funcionarios cuentadantes y para exi-
girles el reintegro de las cantidades que hubie- 
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sen defraudado ó distraído de su legítima aplica-
ción. 
• Por el art. 58 do la Constitución de 1869 se co-
metió á las Cortes la facultad de nombrar y se-
parar al Presidente y Ministros de dicho Tribunal;  
y por la de 1876 y la ley de 3 de Julio de 1877 so 
 
reformó aquél, disponiendo que los referidos nom-
bramientos se hicieran por Real decreto acordado  
en Consejo de Ministros. 
 
El Tribunal de Cuentas (comprendido en la cate-
goría de los Supremos) se rige en la actualidad por 
 
la ley Orgánica de 25 de Junio de 1870 y su Re-
glamento de 8 de Noviembre de 1871, en los cuales  
se encuentran perfectamente determinadas todas sus  
funciones, su organización y procedimiento. 
 
El cap. 1.° de la referida ley Orgánica trata del 
 
carácter y  atribuciones del Tribunal de Cuentas, 
 
disponiendo en su art. 1.0 que el Tribunal es la au-
toridad á quien compete el conocimiento y resolu-' 
 
ción final de las cuentas del Estado y de los demás 
 
asuntos que son objeto de la ley, con jurisdicción 
 
especial y privativa; y el 2.°, que el Tribunal corres-
ponde, como se ha dicho, á la categoría de los Su-
premos, y que contra sus ejecutorias no se da re-
curso alguno, salvo las facultades de las Cortes para 
 
los efectos de los arts. 61 y 73 de la ley de Admi-
nistración y Contabilidad.  
Compuesto el Tribunal de un Presidente, nueve  
Ministros, un Fiscal y un Secretario general, cou el  
número necesario de Contadores, auxiliares y de-
pendientes para el buen régimen de la dependencia,  
las condiciones exigidas para el nombramiento de  
los primeros fueron modificadas por la ley de 3 de 
Julio de 1877, que derogando los arts. del 4.° al 13  
y el 1.° de las disposiciones transitorias de la ley  
Orgánica de 1871, estableció también los motivos  
^ 
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en que pudiese fundarse la cesantía y la jubilación 
de aquellos altos funcionarios (1). 
Suprimido por Real decreto de 12 de Agosto de 
1887 el Tribunal de Cuentas de la isla de Cuba, y 
posteriormente el de Filipinas, el del Reino sufrió 
algunas modificaciones en su constitución por los 
de 26 de Septiembre y 26 de Octubre del año pró-
ximo pasado. El aludido de 26 de Septiembre dis-
puso lo siguiente: 
«Artículo 1.0 Se suprimen tres plazas de Minis-
tros de las nueve establecidas en el art. 3.° de la ley 
Orgánica del Tribunal de Cuentas de 25 de Junio 
de 1870. 
Art. 2.° En vez de las tres Salas que determina 
(1) La referida ley de 8 de Julio de 1877 dispone lo si-
guiente: 
cArtícnlo 1.° Los nombramientos de Presidente y Mi-
nistros del Tribunal de Cuentas del Reino se harán por Real 
decreto acordado en Consejo de Ministros, y refrendado 
por el Presidente del mismo; y para desempeñar dichos car-
gos habrá de exigirse alguna de las condiciones siguientes: 
Primera. Para ser nombrado Presidente del Tribunal, ser 
6 haber sido Ministro de la Corona, Presidente del mismo 
Tribunal, Consejero de Estado durante dos años, ó Ministro 
6 Fiscal del Tribunal Supremo por el mismo período de 
tiempo. 
Segunda. Para ser nombrado Ministro del mismo Tribu-
nal, ser 6 haber sido Senador 6 Diputado á Córtes en cuatro 
legislaturas, y tener en cualquiera de estos casos título de 
Licenciado en Jurisprudencia ó Administración, con ocho 
años de ejercicio en la abogacía ó de servicios en la Adminis-
tración del Estado. 
Haber ejercido ya el cargo de Ministro del propio Tribu-
nal, en virtud del nombramiento ajustado á las prescripcio-
nes de la ley de 25 de Agosto de 1851, ó de la provincial de 
25 de Junio de 1870. 
Haber desempeñado, durante dos afios, puesto de Jefe su-
perior de Administración, ó su equivalente en los cuerpos ad-
ministrativos del ejército ó armada, contando por lo menos 
- 
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el art. 27 de la ley Orgánica citada, se formarán dos 
que conozcan de todos los asuntos que procedan de 
la Península é islas adyacentes, y cuyo conocimiento 
se atribuye al Tribunal por las leyes vigentes. 
Art. 3.° Interin por el Ministerio de Ultramar 
se determina lo conveniente, la Sala especial creada 
por Real decreto de 12 de Agosto de 1887 conocerá, 
además de los asuntos que hoy le competen, de 
todos los atribuidos al Tribunal, procedente de 
Puerto Rico y Filipinas. 
Art. 4.° Los Ministros que formen las Salas á 
que se refiere el art. 2.° de este decreto, habrán de 
reunir las condiciones señaladas en el art. 1.0 de la 
ley de 3 de Junio de 1877, y por lo menos dos de 
ellos, las determinadas en el art. 2.° de la misma. 
quince años de servicios efectivos en cualquiera de las carre-
ras civiles ó militares del Estado. 
Ser ó haber sido Jefe de Administración de primera clase 
dos años por lo menos, contando veinte años de servicios en 
cualquiera de las carreras del Estado. 
Art. 2.° Tres de los nueve Ministros serán Letrados, y 
para obtener estas plazas, además de los quince años de ser-
vicios exigidos en el artículo anterior, deberá el nombrado 
haber sido por espacio de dos años Regente ó Presidente de 
Audiencia fuera de Madrid, Presidente de Sala ó Fiscal de la 
de Madrid, Teniente Fiscal del Tribunal Supremo, Asesor 
general de Hacienda ó Fiscal del mismo Tribunal de Cuentas. 
También podrán ser nombrados Ministros togados los que 
lo sean del Tribunal y reunan la cualidad de Letrados. 
Art. 3. 0 La cesación y jubilación del Presidente y Minis-
tros del Tribunal de Cuentas del Reino se dispondrá también 
por Real decreto acordado en Consejo de Ministros, previa 
formación del oportuno expediente, en el que serán oídos el 
interesado, el Presidente del Tribunal y el Consejo de Estado: 
Primero. Cuando hubiese sido condenado por sentencia 
firme á pena correccional ó aflictiva. 
Segundo. Cuando hubiese faltado gravemente á los debe-
res de su cargo ó los desatendiese por ignorancia inexcusable 
6 negligencia notoria. 
Tercero. Cuando hubiese faltado á la obediencia debida 
r 
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Art. 5. 0 Para la constitución del Tribunal pleno 
y resolución de los asuntos que al mismo corres-
ponde, concurrirán indistintamente los Ministros 
que formen las Salas de la Península y de Ultramar. 
Art. 6.° El Gobierno dará cuenta á las Cortes 
del presente decreto.» 
El Real decreto de 26 de Octubre de 1888 dis-
pone: 
«Artículo 1.° Se suprime el Tribunal territorial 
de Cuentas de las islas Filipinas; del servicio que le 
está encomendado se hará cargo el superior del 
Reino. 
ó sostenido desavenencias graves é inmotivadas con sus com-
pañeros. 
Cuarto. Cuando por su conducta no pueda continuar des-
empeñando con prestigio las funciones de su cargo. 
Art. 4.° Podrán ser jubilados el Presidente y los Ministros 
a su instancia ó por resolución del Gobierno, sin necesidad 
de los trámites exigidos en el artículo anterior, cuando hubie-
sen cumplido setenta años ó se inutilizasen para el servicio. 
Art. 5.° El Presidente y Ministros del Tribunal de Cuen-
tas podrán entablar recurso contencioso contra la Adminis-
tración cuando fuesen suspendidos, destituidos ó jubilados 
por el Gobierno sin xpresión de motivo ó por otras causas, 
o en otra forma que las que en esta misma ley se determinan. 
Art. 6.0 La plaza de Fiscal, amovible cuando el Gobierno 
estime conveniente, se proveerá en los mismos términos que 
las de los Ministros, debiendo el que la obtenga hallarse en 
cualquiera de los casos marcados por los arts. 1.° y 2.°, y 
haber desempeñado además, durante seis afios, cargos de la 
carrera judicial, de la fiscal ó de Letrado de la Administración 
económica, ó haber ejercido durante igual tiempo la Abogacía. 
Art. 7. ° Quedan modificados los arts. 4.0, 5. 0, 9.0, 10, 12 y 
13 y el 1. 0 de las disposiciones transitorias de la ley Orgánica 
del Tribunal de Cuentas del Reino de 25 de Junio de 1870, y 
los arts. 13, 18, 20 y 121 del Reglamento orgánico del mismo 
de 8 de Noviembre de 1871, y cualesquiera otro que se opon-
ga en algo á lo dispuesto en esta ley., 
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Art. 2.° Del conocimiento y resolución de loa 
asuntos propios do la competencia del Tribunal 
 su-
perior, en cuanto se refiere á las provincias y 
 pose-
siones de Ultramar, conocerán dos Salas: una para 
las islas de Cuba y Puerto Rico, y. otra para las 
islas Filipinas,y posesiones del Golfo de Guinea, 
las cuales estarán asimiladas á las demás del 
 Tribu-
nal y formarán parte integrante del mismo. 
Art. 3.° Los gastos que origine este servicio se-
rail sufragados por los respectivos Tesoros en la 
proporción y cantidad que expresan las adjuntas 
plantilla, ó lag que en lo sucesivo se determinaren, 
figurando los créditos que se conceden para la isla 
de Puerto Rico y posesiones españolas del Golfo de 
Guinea en un capítulo adicional de la Sección pri-
mera de los respectivos presupuestos de gastos, en 
los cuales el Ministro de Ultramar realizará una 
economía igual ó mayor que la representada por los 
créditos concedidos para el servicio de examen y 
fallo de las cuentas. 
Art. 4.° El nombramiento de los funcionarios 
de todas las categorías y clases, sin excepción, que 
han de constituir las referidas Salas, se hará por el 
Ministerio de Ultramar, con sujeción á las condicio-
ne3 establecidas por la ley de 21 de Julio de 1876, 
hasta tanto que por una ley no se fije la organiza- 
ción definitiva de estos servicios. 
Art. 5.° La Caja general de fondos locales de las 
islas Filipinas seguirá contribuyendo con el 40 por 
100 de los gastos que ocasiona el servicio de exa-
men y fallo de cuentas de aquel Archipiélago, y su 
importe se reintegrará al Tesoro público mensual. 
mente con aplicación al art. 11, cap. 1.0 de la Sec-
ción sexta del presupuesto general de ingresos de 
las referidas islas. 
Art. 6.° La Contaduría general de Hacienda de 
J 
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las islas Filipinas tomará el nombre de :Intervención 
general del Estado,» y como tal, tendrá á su cargo la 
dirección y fiscalización del ramo de todos los ser. 
vicios civiles y de Guerra y Marina que hoy son de 
la competencia de la Contaduría general, con arreglo 
á. los preceptos de la ley de Contabilidad vigente en 
aquellas islas por decreto de 12 de Septiembre do 
1870, Instrucción de 4 de Octubre siguiente, y dis-
posiciones posteriores que la modifican. 
La intervención y contabilidad de los ingresos y 
pagos que se realicen por la Tesorería general, esta-
tará á cargo de una Contaduría especial qie se de-
nominará (Central,» con los deberes y atribuciones 
propios de esta misión, comprendidos en la ley é 
instrucciones citadas. 
Para el pago de estas atenciones se considerará 
ampliado el crédito concedido en el art. 2.°, cap. 1.0, 
Sección 5.a del presupuesto de gastos de las islas 
Filipinas, hasta la cantidad necesaria que repre-
sentan las adjuntas plantillas que organizan dichos 
servicios. 
Art. 7.° La Intervención general del Estado se 
hará cargo inmediatamente de los documentos y de-
más asuntos quo están encomendados al Tribunal 
suprimido, y remitirá al superior del Reino los que 
procedan, según y en la forma que se disponga por 
el mismo. • 
Art. 8.° El Ministerio de Ultramar adoptará las 
disposiciones convenientes para la puntual ejecu-
ción de este decreto, del que dará cuenta á las Cortes 
oportunamente. 
El cap. 2.° de la mencionada ley Orgánica de 25 
de Junio de 1870 establece las atribuciones del Tri-
bunal de Cuentas, á quien comete como autoridad 
superior: 
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41.° Requerir la presentación de todas las cuen-
tas que deban someterse á su calificación en l a . 
forma y época prevenida por las leyes, reglamen-
tos 6 instrucciones, compeliendo á los morosos en 
presentarlas por los medios que se establecen en 
esta ley. 
2.° Revisar el examen que de las cuentas some-
tidas á su calificación hubieran hecho la dirección 
general de la Contabilidad pública y la Sección quo 
en el Ministerio de Gobernación tenga á su cargo l a . 
contabilidad provincial y municipal: exigir de quien 
corresponda los documentos que las expresadas . 
cuentas requieran: poner los reparos que cada una 
ofrezca, oyendo las contestaciones de los interesa-
dos, y confirmar 6 reponer el acuerdo adoptado por 
la Administración: y actuar en los términos y por 
los trámites que esta ley establece. 
3.0 Conocer de los expedientes de reintegro á la . 
Hacienda por alcances 6 malversaciones de fondos . 
públicos descubiertos fuera del examen de las 
cuentas. 
4.° Declarar la absolución de responsabilidades . 
y cancelación de sus obligaciones en favor de los 
que tengan fianzas presentadas para el manejo do 
caudales pertenecientes al Estado 6 de fondos pro-
vinciales y municipales de que trata el art. 1.° 
5.° Conocer, en la forma que se determine por 
reglamento, de los recursos de apelación que de los 
fallos de las Diputaciones provinciales interpusiesen 
los depositarios de Ayuntamientos y los adminis-
tradores de fondos de Beneficencia que resulten al-
canzados en sus cuentas respectivas con arreglo é 
lo que dispone la ley. 
6.0 Examinar y comprobar las cuentas genera. 
les del Estado que redacte la Dirección general de 
Contabilidad pública, y declarar su conformidad 6 
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las diferencias que ofrezcan cotejadas con las parti-
culares presentadas al Tribunal y con las disposi-
ciones del presupuesto correspondiente. 
7.° Exigir de todas las dependencias del Estado, 
sin distinción de ramos ni Ministerios, ó de quien 
corresponda, cuantos informes, estados, documentos 
ú otros comprobantes considere útiles 6 conducen-
tes á los fines de su institución, ya se trate del exa-
men de las cuentas, ó de la instrucción de los expe-
dientes de alcances, desfalcos ó liberación de fianzas; 
y tanto en estos casos como en los de rendición y 
presentación de cuentas por los Centros, oficinas 6 
particulares, sujetos á darlas, y compeler á los moro-
sos por los medios de apremio gradual que se esta-
blecen por esta ley. 
8.° Librar y pasar al Gobierno certificación de l . 
resultado que ofreciera el examen y comprobación 
de las cuentas generales del Estado. 
9.0 Redactar y presentar las Cortes, dentro de 
los plazos señalados en la ley de Administración y 
Contabilidad, una Memoria relativa á la cuenta ge-
neral de cada presupuesto, haciendo las observacio-
nes y proponiendo las reformas á• que diesen lugar 
los abusos advertidos en la recaudación y distribu-
ción de los fondos públicos. Esta Memoria se publi-
cará en la Gaceta del día siguiente á aquel en que 
sea presentada á las Cortes. 
10. Pasar al Gobierno copia de la Memoria ex-
presada en el caso anterior, en la misma fecha eu 
que ésta sea entregada á las Cortes, á fin de que 
dentro del plazo de dos meses puedan, los Ministros 
responsables, presentar las mismas Cortes la opor-
tuna contestación de descargo. 
11. Tomar razón de los expedientes sobre con-
cesión de créditos extraordinarios ó suplementos de 
créditos que le pase el Gobierno, y presentar á las 
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Cortes, dentro del primer mes de su reunión, una 
Memoria relativa á los créditos concedidos por el 
Gobierno durante la suspensión de sesiones, con las 
observaciones que juzgue oportunas, respecto á la 
legalidad de cada uno de los créditos. 
12. Examinar los expedientes de contratos para 
la adquisición de fondos que la pase el Gobierno, y 
ciar cuenta á las Cortes en una Memoria extraordi-
naria, siempre que, á su juicio, se hubiese cometido 
en ellos faltas, abusos ó ilegalidades. 
13. Dar cuenta á las Cortes, en Memoria extra-
ordinaria, de todo acto ilegal que los ordenadores ó 
interventores de la Administración del Estado pon-
gan en su conocimiento en descargo de su respon- 
sabilidad. v 
Además de estas facultades, reconoce el art. 17 
al Tribunal, la de que cuando observe retraso en 
la rendición de cuentas, requiera y compela directa 
mente ó de oficio para su presentación á la Dirección 
de Contabilidad pública ó á cualquiera otra de las 
oficinas centrales de Contabilidad que incurriese en 
demora; y la de que, con relación á funcionarios 
particulares obligados á rendir cuentas, las oficinas 
centrales de su respectivo ramo empleen, desde lue 
go, los medios de coación que estén al alcance de su 
autoridad contra los morosos, y que en el caso de 
ser ineficaces sus esfuerzos, den cuenta al Tribunal, 
quien procederá á compeler los responsables eu 
usode su jurisdicción superior. 
El art. 18 establece, como medio de apremio, que 
el Tribunal podrá emplear gradualmente: 
«1.0 El requerimiento conminatorio. 
2.° La imposición de multas hasta 750 pe. 
setas. 
}1 
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3.° La suspensión de empleo y sueldo que nœ 
exceda de dos meses. 
4.° La formación de oficio de la cuenta retrasa-
da, á cargo y riesgo del apremiado. 
5.° La propuesta al Gobierno de la destitución 
del mismo, sin perjuicio de la formación de causa 
por desobediencia, cuando en ella concurriesen cir-
cunstancias agravantes, a juicio del Tribunal pleno 
ó de las Salas respectivas.» 
Estos medios de apremio so dispone que rijan en 
toda su extensión para los cuentadantes particulares 
directos, y que respecto á los Directores generales, . 
la suspensión de empleo y sueldo de que se habla 
en el caso 3.° se proponga al Gobierno, y no estima-
da por éste, su negativa sea objeto de la Memoria 
anual sobre los vicios 6 abusos de la contabilidad, 
ó de una Memoria extraordinaria, según las circuns-
tancias del caso. 
El art. 19 establece que la jurisdicción del Tribu-
nal en los asuntos especificados alcanza, con deroga. 
ción de todo fuero, á todos los que por su empleo 6 
por comisión temporal 6 especial administren, recau-
den ó custodien efectos, caudales ó pertenencias del 
Estado; á los Ordenadores, Interventores y Pagado-
res, y a los herederos y causa-habientes de todos 
ellos, y que en los casos de responsabilidad por abu 
sos, infracciones 6 faltas, ningún empleado 6 comi-
sionado podrá excusarse por obediencia debida, si 
no acreditara inmediatamente ante el Tribunal que 
hizo observar por cierto á su Jefe ó superior inme-
diato la ilegalidad del acto, y que éste repitió, sin 
embargo, orden escrita para su ejecución, con cuyos 
requisitos el Tribunal exigirá la responsabilidad á 
los Jefes ordenadores, ó acordará lo conveniente, con-
forme á los párrafos 9.°, 10 y 13 del art. 16. 
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El conocimiento de los delitos de falsificación 6 
malversación, y cualquiera otro que puedan come-
terse por los empleados en el manejo de fondos pú-
blicos, corresponde, según el art. 20, á los Tribuna-
les competentes, á quienes el de Cuentas remitirá el 
tanto de culpa que aparezca, cuando eu las cuentas 
ó expedientes de alcance hallare indicios de aquellos 
delitos y no constase que se había ya pasado el tan-
to de culpa por las dependencias interventoras de la 
Administración activa. 
Ese trámite se entenderá sin perjuicio de los pro-
cedimientos que correspondan administrativamente 
para el reintegro de los descubiertos. 
Si al terminar el proceso criminal con sentencia 
condenatoria no estuviese todavía reintegrada la Ha-
cienda por la vía administrativa, el que hubiese en-
tendido en la causa remitirá, al Jefe ó Centro que 
conozca del reintegro, testimonio de la ejecución y 
de los embargos que resultasen hechos para sólo el 
efecto de cobrar el importe del alcance é interese 
en su caso.  
El sobrante de los bienes embargados quedara a 
disposición del Juzgado, y así se lo avisará inmedia-
tamente al J efe que entienda en el reintegro. 
Los expedientes sobre cobranza de alcances y des-
cubiertos se instruirán por la Dirección de Conta-
bilidad pública 6 por sus Delegados, pasando, des-
pués de resueltos administrativamente, á la jurisdic-
ción del Tribunal, según el art. 21. 
Si en estos procedimientos se suscitasen tercerías 
de dominio 6 de prelación de créditos, se reservará 
su conocimiento á los Tribunales de justicia a quie-
nes corresponda. 
También tocará á estos mismos Tribunales el co-
nocimiento de las contiendas sobro la logitimidad 
de las escrituras de fianza; sobre la extensión de las 
Jurisd. esp.—T. IV. 	 17 
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obligaciones generales contraídas por los fiadores, 
además de la hipoteca; sobre la calidad de heredero 
de los responsables, y eu general sobre todas las 
cuestiones que puedan suscitarse en los expedientes 
de alcances ó de cuentas en que haya de hacerse la 
declaración do un derecho civil. 
Mientras se ventilan las tercerías de dominio ó 
las cuestiones de derecho civil que sean necesaria-
mente prejudiciales, el Tribunal de Cuentas suspen-
derá su procedimiento en sólo lo relativo á los bie-
nes y derechos controvertidos. 
Por las tercerías sobre prelación de créditos no se 
suspenderá el apremio; pero se conservará en depó-
sito el producto en venta de los bienes litigiosos 
para su adjudicación al acreedor que sea declarado 
de mejor derecho. 
Después de establecer el cap. 3.° las atribuciones 
peculiares del Presidente, del Fiscal y del Secretario 
del Tribunal de Cuentas, el resto de su ley Orgáni-
ca que venimos estudiando establece el procedi-
miento y recursos que corresponden á los asuntos 
propios de su jurisdicción, de los cuales, así como 
de las oportunas disposiciones del reglamento, he-
mos de dar nuestros lectores una sucinta idea que 
complete su juicio acerca de la jurisdicción que nos 
ocupa. 
El Tribunal de Cuentas despachará en pleno, y 
dividido en Salas, componiéndose aquél del Presi-
dente, Ministros, Fiscal y Secretario con voto infor-
mativo: la distribución de Salas y la manera de 
funcionar cada uua de ellas se ajusta á lo prevenido 
en los Reales decretos de 26 de Septiembre y 26 de 
Octubre de 1888, que modificaron, como se ha visto, 
las disposiciones de la ley Orgánica; cada una de 
las Salas' conocerá de los asuntos que por las refe-
ridas disposiciones están encomendadas á las mis- 
INC 
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mas, y el pleno de los recursos de casación ó súpli-
ca que entre otros asuntos se interpongan por el 
Ministerio fiscal 6 por los interesados de los fallos 
de las Salas 
Para el examen de las cuentas y proposición del juicio ante éstas, se distribuirían los Contadores y 
demás subalternos del Tribunal en secciones, cada 
una de las cuales estará á cargo de un Ministro, 
procurándose que cada Sección conozca de las cuen-
tas por servicios concretos 6 Ministerios, según se 
rindan al Tribunal. 
El Contador encargado del examen de una cuen-
ta reconocerá y comprobará todas las partidas con 
los documentos que las justifiquen; examinará los 
reparos y la censura de la dependencia encargada 
del examen administrativo, y extenderá á continua-
ción de éste la suya, proponiendo la confirmación 
de los acuerdos ó los reparos que juzgue proceden-
tes, para preparar el fallo del Tribunal. 
Censurada así la cuenta, se pasará al Ministro de 
la Sección para el acuerdo correspondiente. 
Este Ministro consignará á continuación su acuer-
do, ya sea conformándose con la censura del Conta-
dor ó mandándole rectificar, según proceda; y para 
que este acto se ejecute con suficiente conocimiento 
de causa, so verá el Ministro obligado á comprobar 
por sí algunos artículos de la cuenta con los docu-
mentos de su justificación. 
Según lo acordado por el Ministro de la Sección, 
se formarán eon orden y claridad los pliegos de re-
paros, debiendo extenderse por separado uno para 
cada uno de los responsables á quienes se refieran. 
Cuando la formalización de los reparos ofrezca duda 
6 grave interés, á juicio del Ministro, se dará cuenta 
de ellos á la Sala á quien corresponda, para que los 
autorice 6 acuerde lo más oportuno. 
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Formalizados los pliegos de reparos, se emplazará 
á los obligados á contestarlos por un término, que 
en ningún caso exceda de dos meses, contados desde-
el día siguiente al del recibo ó diligencia de empla-
zamiento. El emplazamiento se liará por la Secreta. 
ría del Tribunal á los responsables que hayan com-
parecido ante él, 6 por medio de sus Jefes respecti-
vos á los ausentes, para lo cual se remitirán los plie-
glos de reparos á la Intervención general del Estada 
ó Centros de Contabilidad respectivos, y consistirá 
en la entrega personal de una copia autorizada del 
pliego de reparos, exigiendo recibo, que se unirá al 
expediente de la cuenta. Si el interesado no fuese 
habido, la entrega del pliego de reparos se hará á, 
su familia, 6 criados, de quienes se recogerá recibo, 
y cuando unos y otros se nieguen á ello, se exten 
derá diligencia que lo acredite, firmada por el en-
cargado del acto y dos testigos. Cuando no fuese 
conocido el domicilio del responsable, el Centro res-
pectivo le llamará por anuncios y edictos, que so 
publicarán en la Gaceta de Madrid, y en el Boletín 
oficial de la provincia de donde procedan las cuentas, 
con apercibimiento de que no presentándose por sí 
6 por medio de legítimo apoderado á recoger y con-
testar el pliego, dentro del plazo marcado, lo parará 
el perjuicio que hubiese lugar. 
Durante este tiempo, el Centro continuará practi-
cando gestiones en averiguación de la residencia del 
responsable, y si fuesen inútiles y pasase el plaza 
sin la comparecencia del citado, el Centro devolverá 
original el pliego de reparos, con ejemplares de la 
Gaceta y Boletín indicados para unirlos á la cuenta 
respectiva. 
Así en este caso, como en el de que el emplazada 
personalmente deje transcurrir el térmico sin con-
-testación, el Contador lo hará presente sin demora 
JURISDICCIONES ESPECIALES. 
	 261 
al Ministro jefe, y éste dispondrá que en término 
de ocho días se reproduzca el pliego de los reparos 
con sefialamiento de nuevo término, que no excede-
rá de treinta, practicándose lo mismo que queda 
establecido para el primero. Si pasase este segundo 
término sin contestación, se darán por contestados 
los reparos, declarándose en rebeldía el empleado, 
y se procederá á la censura, liquidación y fallo 
final. 
Los interesados en los reparos podrán compare-
cer por sí, 6 por medio de apoderado, en el Tribu-
nal, contestar por escrito á los reparos y acompariar 
también documentos, solicitando del Ministro de la 
Sección que se pidan de oficio los que contribuyan 
A su descargo y deban de obrar en las oficinas pú-
blicas, pudiendo, si no compareciesen, hacer por 
escrito las mismas gestiones desde el punto en que 
residan. 
Contestados los reparos, 6 transcurrido el término 
concedido para ello, se procederá á la censura que 
se llamará de «Calificación,» de la cual se dará co-
pia á los interesados, despachándose los pliegos en 
la misma forma que los primeros, pues el plazo 
para su contestación no excederá de treinta días. 
Los interesados, desde el punto en que se halla-
sen, bien por sí, ó por medio de representantes con 
poder en forma, podrán contestar lo que tuviesen 
por conveniente á su descargo, presentando nuevos 
documentos ó manifestando las oficinas 6 depen-
dencias públicas donde puedan hallarse. 
Cuando algún interesado quisiera enterarse del 
origen y fundamento del reparo que le afecta, se le 
pondrá de manifiesto la cuenta y los documentos, y 
si se le negase, acudirá á la Sala, quien, oyendo al 
ponente, resolverá de plano, formándose después 
la cènsura y liquidación final, oyendo luego la Sala 
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las explicaciones verbales del Contador y el dicta-
men del Fiscal, si lo considerase necesario. 
El Presidente de la Sala designará luego el térmi-
no, que no excederá de veinte días, para dictar el 
fallo, confirmando, revocando 6 modificando el de 
la Intervención general 6 el del Centro de Contabi-
lidad, 6 haciendo las declaraciones que procedan. 
Este fallo se notificará á los interesados, se publica-
rá en la Gaceta, y se comunicará á la Dirección de 
Contabilidad cuando contenga declaración de 
 des-
cubiertos. 
Contra las resoluciones definitivas se podrán in-
tentar el recurso de aclaración y de revisión, ambos 
ante la misma Sala que dictó el acuerdo, y el de 
casación ante el Tribunal en pleno, sin perjuicio 
además del do nulidad, 6 sea de recusación, que si 
es desatendido por la Sala puede ser motivo del de 
casación. La importancia de estos recursos hace ne-
cesario que los tratemos separadamente. 
El recurso de aclaración procede siempre que el 
fallo fuese obscuro 6 ambiguo en sus cláusulas, 
viendo para que se suplan las omisiones que en el 
mismo se hubiesen padecido. Se interpone por es-
crito, en el término de tres días, por los presentes, 
en el de veinte por los ausentes, y en el que corres-
ponda por los que residen en Ultramar; se da cuen-
ta á la Sala por el Ministro ponente y se dicta pro-
videncia en término de quinto día, de la cual no se 
podrán pedir otras aclaraciones ni suplemento de 
omisión; pero sí interponerse los demás recursos 
que la ley establece. 
Habrá lugar al recurso de revisión contra la reso-
lución definitiva, cuando después de haber recaído 
decisión definitiva sobre una cuenta, hubiese el in-
teresado obtenido documentos nuevos que justifi-
quen las partidas desechadas, y cuando por examen 
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de otras cuentas se descubran en la que haya sido 
objeto de una decisión definitiva, errores trascen-
dentales, omisiones de cargos 6 dobles datas y falsas 
aplicaciones de los fondos públicos. 
Este recurso podrá interponerse por los particula-
res 6 por el Fiscal, dentro de los cinco arios que se-
ñala la ley de Contabilidad para la prescripción de 
créditos. El plazo se contará desde la notificación 
del fallo, y al interponer el recurs° se acompa ^iarán 
siempre los documentos en que el mismo se funde. 
Pasado el recurso á la Sección que hubiese entendi-
do de la cuenta fallada, el Contador emitirá informe 
sobro si procede 6 no admitir la revisión, y el Minis-
tro-jefe con su dictamen dará cuenta á la Sala. 
La Sala, oído el Fiscal por escrito, dictará provi-
dencia admitiendo 6 desechando el recurso. Si le ad-
mitiese, volverá la cuenta á la Sección, y ésta, exa-
minando de nuevo los reparos, propondrá su censu-
ra de revisión, siguiéndose los trámites de la ley, 
pasados los cuales, la Sala dictará nuevo fallo den-
tro del término de veinte días, confirmando el ante-
rior, ampliando 6 modificando, según corresponda. 
Contra este fallo, lo mismo que contra la providen-
cia declarando inadmisible el recurso, podrán los 
interesados, 6 el Fiscal en su caso, interponer el de 
casación. 
El recurso de casación, cuya resolución correspon-
de al Tribunal pleno, podrá interponerse cuando en 
la resolución ejecutoriada haya infracción manifiesta 
de las disposiciones legales, ó violación de formas 
sustanciales en el procedimiento; se presentará en la 
Sala que dictó la resolucion en término de diez 6 de 
treinta días, según que las partos hubiesen compa-
recido 6 no ante el Tribunal, previo depósito de 
1.250 pesetas, del cual estará relevado el Fisca l. 
En estos recursos se precisarán las cuestiones de 
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infracción de ley 6 instrucciones, ó de quebranta- 
miento de forma, citando el texto legal 6 el trámite 
omitido, y se admitirá por la Sala desde luego. 
Se entenderán decisiones definitivas 6 violaciones 
de formas para el efecto de poderse interponer el 
recurso de casación, las que respectivamente se ex-
ponen en los arts. 79 y 80 del Reglamento, proce-
diendo sólo en el segundo caso cuando la subsana-
ción de la falta se haya solicitado durante el juicio, 
si hubiese sido posible según su estado. 
Señalada por el Presidente del Tribunal la vista 
pública del recurso, se comenzará el acto por la lec-
tura de los reparos y documentos necesarios, el fa-
llo reclamado, el recurso y demás piezas que los in-
teresados pidieren y procedan, á juicio del que pre-
sida, declarándose después visto el recurso, á menos 
que las partes 6 el Fiscal, si hubiesen concurrido, 
pidiesen la palabra. Concurrirán á este acto todos 
los Ministros que forman el Tribunal pleno, con ex-
clusión de los que hayan dictado la resolución re-
currida; y una vez terminado, se pasarán al Minis-
tro ponente los antecedentes por el término que el 
Presidente designe, que no podrá exceder de ocho 
días, En uno do los doce inmediatos se dictará sen-
tencia, para cuya validez es necesaria la mayoría ab-
soluta de votos. 
Si el Tribunal en pleno declara la nulidad de un 
fallo, determinará la Sala que ha de fallar de nuevo 
el asunto, subsanándose, ante todo, los vicios del 
anterior procedimiento; si declarase no haber lugar 
al recurso, se condenará al recurrente en la pérdida 
de la cantidad depositada con aplicación al Erario 
público; y si el recurrente desistiese del recurso an-
tes de la vista, se devolverá el expediente á la Sala 
de donde proceda, dejando aplicado á la extinción 
del alcance el importe del depósito. 
ti 
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El recurso de nulidad, que pudiera llamarse de re-
cusación, tendrá lugar siempre que en el examen y juicio de una cuenta hayan intervenido Contadores 
6 Ministros recusables, con arreglo al derecho común 
d al administrativo en los casos siguientes: 
1.° Ser consanguíneo ó afin dentro del cuarto 
grado civil de los cuentadantes. 
2.° Haber emitido dictamen sobre alguno de los 
puntos controvertidos en la cuenta, desempeñando 
un destino anterior. 
3.0 Tener interés directo 6 indirecto en la cuen-
ta que se examina. 
4.° Tener pleito pendiente con el cuentadante 6 
interesados en la cuenta. 
5.° Ser 6 haber sido denunciador 6 acusador del 
cuentadante ó haber sido 6 estar acusado por este 
de alguna falta 6 delito. 
6.° Tener amistad íntima ó enemistad manifies-
ta con algún interesado ó cuentadante. 
Este recurso deberá interponerse por escrito antes 
de dictarse el fallo, expresando la causa 6 causas de 
recusación, acompagando los documentos 6 justifi-
cantes en que se apoye. 
El escrito se presentará por la misma parte inte-
resada, ó por apoderado expresamente autorizado 
para ello. 
Si el recusado no se separa desde luego del asun-
to, ha de contestar con justificación lo que tenga 
por conveniente, dentro del término preciso de tres 
días, y venidos los antecedentes necesarios, la Sala 
dictará providencia en los diez días siguientes. Si 
admitiese la recusación y el recusado fuere Conta-
dor, se pasará la cuenia á otro: si fuese Ministro, se 
llamará al más moderno de las otras Salas por desig-
nación del Presidente del Tribunal, a quien se dará 
conocimiento oportuno de la recusación. Si ésta 
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se denegare, no queda otro recurso que el de ca-
sación. 
Como complemento de estas disposiciones esta-
blece el art. 91, que el Presidente, Ministros y su-
plentes que hayan de fallar en casación, son tam -, 
 bién recusables antes del día de la vista, en la forma 
anteriormente consignada. 
Con relación al procedimiento para hacer efecti-
vos los alcances y desfalcos que resulten de las cuen-
tas, hay dos clases de recursos: el de apelación de 
las providencias que dicte la Dirección de Contabi-
lidad pública para ante la Sala correspondiente del 
Tribunal, y el de súplica de las sentencias de la Sa-
la ante el Tribunal en pleno. 
El recurso de apelación se interpondrá dentro de 
los cinco días siguientes al de la notificación del 
acuerdo reclamado; admitido y suspendido el pro-
cedimiento, se emplazará á los interesados para que 
comparezcan ante la Sala en término de quince 
días en la Península, treinta en las islas adyacentes, 
y el que se considere necesario en el extranjero y 
Ultramar. 
Si el recurrente se persona en tiempo, se forma-
rá el apuntamiento y se pondrán los antecedentes 
de manifiesto por término de ocho días, para que el 
interesado alegue y proponga la prueba que le  con-
viniere, pasándose luego el expediente al Fiscal para 
los mismos fines. Admitida la prueba pertinente 
que se propusiese, se practicará dentro de un tér-
mino que no podrá exceder de treinta días para  la 
 Peninsula, de cuarenta y cinco para las islas adya-
centes, y el que se considere necesario para las po-
sesiones Ultramarinas y del Extranjero. Puesto de 
manifiesto el expediente por término de seis días, y 
ampliado el apuntamiento, se celebrará vista pública, . 
en que podrán informar los interesados y el Fiscal. 
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Eu los veinte días siguientes, la Sala dictará su 
fallo, confirmando, revocando ó modificando el ape-
lado, el cual causará ejecutoria, á no ser que fuese 
contra ley ó instrucción expresa, 6 se hubiese viola-
lo al dictarle las formas sustanciales del procedi-
miento, en cuyo caso cabe recurso de súplica ante 
el Tribunal en pleno. 
Para la interposición del recurso de súplica se 
conceden los diez días siguientes al de la notifica-
ción de la sentencia, y se observarán en su sustan-
ciación los trámites señalados para el de casación 
en cuanto sean aplicables. 
Finalmente; es atribución también privativa del 
Tribunal la cancelación de las fianzas que tuviesen 
prestadas los cuentadantes, la que se decretará por 
la Sala que entienda en las cuentas del ramo res-
pectivo; concediéndose contra sus fallos el recurso 
de súplica, que no se debe confundir cou el ante-
riormente mencionado, puesto que el que nos ocu-
pa debe interponerse ante la misma Sala dentro del 
término perentorio de diez días, contados desde el 
siguiente al de la notificación del fallo, pasando el 
expediente original á otra Sala con emplazamiento 
del interesado por otros quince días: si se supliese 6 
se enmendase el fallo, la misma Sala ejecutará lo 
juzgado, y si se confirmase, no se dará recurso al-
guno, devolviéndose el expediente a la Sala origi-
naria. 
La tramitación de este recurso consiste en que, 
personado el suplicante, se le ponga de manifiesto el 
expediente por término de ocho días, y alegue cou 
justificación, ó pida que se traigan documentos que 
la Sala mandará reclamar. Después, previo informe 
de la sentencia y oído también el Fiscal, se dará pro-
videncia dentro de veinte días 
Si con motivo de la cancelación de fianzas surgie- 
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ran cuestiones de derecho civil por la prescripción de 
las mismas, extensión del contrato de afianzamien • 
to ú otra causa análoga, se suspenderá el procedi-
miento, señalándose un término, dentro del cual los 
interesados acrediten haber deducido sus demandas 
ante los Tribunales ordinarios. Recaída ejecutoria, 
la Sala del Tribunal de Cuentas acordará lo que 
definitivamente corresponda. 
Con estas y otras disposiciones reglamentarias, 
inclinadas á determinar detalles de procedimiento, 
se halla establecida y funcionando la jurisdicción 
especial del Tribunal de Cuentas del Reino, que, 
como se ve, participa de lo administrativo y de lo 
contencioso, con jurisdicción especial y privativa de 
todo fuero, sin perjuicio de la competencia que los 
Tribunales ordinarios tienen para conocer en cual-
quiera clase de delito que se derive ó sea consecuen-
cia de los actos que aquél juzga, sustancia y califica 
administrativamente. 
CAPÍTULO II. 
De la jurisdicción de las Diputaciones provinciales en punto 
al reclutamiento y reemplczo del Ejército y Armada. 
El núm. 1.° del art. 99 de la ley Provincial vigen-
te de 29 de Agosto de 1882, comete á las Comisio-
nes provinciales, en concepto de superiores jerárqui-
cos de los Ayuntamientos, la facultad de decidir 
todos los incidentes de quintas, fallando los recursos 
que se promuevan con sujeción á la ley de Reem-
plazo del Ejército; y esta disposición, que en la 
actualidad es la de 11 de Julio de 1885, marca con 
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notable precisión toda la extensión y alcance que en 
esta obligación constitucional y sus trámites tienen 
los Ayuntamientos y las Comisiones de las Diputa-
ciones provinciales. 
Encomendadas á los primeros todas las operacio-
nes propias del alistamiento y sorteo, cuyos detalles 
no conceptuamos necesario enumerar, el art. 56 de 
la referida ley establece, que los interesados que pre-
tendan reclamar contra las resoluciones del Ayunta-
miento propias del alistamiento, lo manifestarán 
por escrito ó por comparecencia ante el Secretario 
en el término preciso y perentorip de tres días, si-
guientes al de la publicación de aquéllas, pidiendo 
al mismo tiempo la certificación conveniente para 
apoyar su queja, comprendiendo dicha certificación 
los demás pormenores que señale el Ayuntamiento, 
entregándosela al interesado dentro de los tres días 
siguientes al de su reclamación, sin exigir por ello 
derecho alguno, anotando en la misma certificación 
el día en que se verifica su entrega, y dando cono-
cimiento de su expedición á los demás mozos into. 
resados por medio de edictos fijados en los sitios 
públicos de costumbre. 
Dentro de los quince días siguientes, acudirá el 
interesado á la Comisión provincial, presentando el 
certificado que se le haya librado, sin el cual, y pa-
sado dicho término, no se admitirá su instancia, á 
no ser en queja de que se le niegue ó retarde in-
debidamente aquel documento. 
Si la Comisión provincial considerase que podía 
resolver sobre la reclamación, sin más instrucción 
del expediente, lo hará, desde luego, y en caso con-
trario, dispondrá la instrucción que deba dársele, 
limitando el término para ello al puramente preciso, 
según las respectivas circunstancias, á fiu de que 
no haya dilación ni entorpecimiento. 
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La resolución de la Comisión provincial será eje-
cutiva, desde luego, sin perjuicio de que los intere-
sados puedan recurrir al Ministerio de la Goberna-
ción en el plazo y forma que la ley establece para 
todas las reclamaciones. 
Verificadas las exclusiones y excepciones del ser-
vicio y las operaciones propias de la clasificación y 
declaración de soldados (algunas de cuyas opera-
ciones pueden dar lugar á recursos que la ley mar-
ca taxativamente), los caps. 12 y 13 de la ley se 
ocupan de las reclamaciones que puedan producirse 
ante las Comisiones provinciales y de los recursos 
que proceden contra la resolución de estas Comi-
siones. 
Según los referidos capítulos, corresponde á las 
Comisiones provinciales el conocimiento de los re-
cursos que se promuevan contra los fallos dictados 
por los Ayuntamientos con motivo de las operacio-
nes relativas al reemplazo y de las multas impues-
tas á los individuos de aquellas Corporaciones. 
También corresponde á las mismas la práctica de 
diligencias propias para decidir las reclamaciones 
de los mozos, señalando á éstos un plazo que no 
exceda de un mes para la presentación de docu-
mentos y justificaciones, término que podrá am-
pliarse hasta seis meses, cuando los documentos 6 
justificaciones se hayan de traer 6 practicar en 
Ultramar. 
Las reclamaciones acerca de la talla de los mozos, 
también son de la competencia de las Comisiones 
provinciales, pudiendo éstas pedir el nombramiento 
de medidores que le facilitará la autoridad militar 
correspondiente, y resolviéndose la reclamación por 
uu tallador tercero, nombrado de la misma manera. 
Las reclamaciones por enfermedad 6 defecto físi-
co alegado por un mozo, corresponden también á 
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las Comisiones provinciales, que para resolverlas 
pueden proceder al reconocimiento de aquél por fa-
cultativos nombrados, el uno por la Comisión pro-
vincial y el otro por la autoridad militar, nombrán- 
dose en su caso un tercero, y dos cuando el caso se 
conceptúe difícil por los primeramente nombrados. 
Los acuerdos que dicten las Comisiones provin-
ciales en los asuntos que quedan enumerados, serán 
definitivos, y no se admitirá, respecto de ellos, re-
curso al Ministerio de la Gobernación, á no ser en 
el caso de que los fallos de dichas Corporaciones 
hubiesen sido contrarios al dictamen de dos de los 
facultativos ó talladores, sin perjuicio de las respon-
sabilidades á que hubiese lugar, con arreglo á los 
arts. 174, 176 y 177 de la ley. 
Los interesados en el reclutamiento podrán acu-
dir en queja ante el Ministerio de la Gobernación, 
de las resoluciones que dicten las Comisiones pro-
vinciales con respecto á su inclusión 6 exclusión en 
el alistamiento; pero este recurso no cabe contra los 
acuerdos de las Comisiones confirmando los fallos 
de los Ayuntamientos, en cuyo caso, sólo cabe el re-
curso de nulidad, fundado en alguna infracción de 
ley, pero sin aducir pruebas ni ventilar ninguna 
cuestión de hecho. 
Las cuestiones de aptitud física ó de talla, que 
produzcan la declaración de inclusión 6 de exclu-
sión del interesado en el servicio, no dan lugar á 
recurso, según los arts. 112 y 113, con la sola ex-
cepción del previsto en el art. 114. 
Las reclamaciones que vienen de iniciarse serán 
resueltas definitivamente, y sin ulterior recurso, por 
el Ministerio de la Gobernación, previa consulta 
Consejo de Estado. De igual manera podrá este Mi-
nisterio revisar y anular las resoluciones por las 
cuales se haya infringido alguna disposición de la 
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ley, aunque no se reclamen, si con ellas se infiere 
perjuicio al Estado. 
Con relación al reclutamiento de las fuerzas de 
mar, la disposición vigente la constituye el Real de-
creto de 9 de Mayo de 1878, cuyas disposiciones 
son las siguientes: 
«Artículo 1.° Los Ayuntamientos, por delega-
ción de las autoridades de Marina, admitirán y  fa-
llaran las exenciones del servicio de tripulación de 
buques que los individuos de la inscripción maríti-
ma de las industrias á flote de pesca y navegación 
presenten, con citación de los interesados, previa la 
tramitación que se observa para el reemplazo del 
ej ército. 
Art. 2.° Contra los acuerdos de los Ayuntamien-
tos se admitirá reclamación, dentro del plazo de 
treinta días, ante el respectivo Capitán general del 
departamento de Marica, el que fallará en la mis -
nma forma que las Comisiones provinciales, respecto 
á los mozos del reemplazo del Ejército. 
Art. 3.° Contra los acuerdos de los Capitanes 
generales de los departamentos se admitirá el recur-
so de alzada ante el Ministro de Marina, quien re-
solverá en definitiva, con audiencia de las Secciones 
de Guerra y Marina y Gobernación del Consejo de 
Estado, en analogía á lo que preceptúan los artícu-
los 136, 137 y 138 de la ley de 30 de Enero de 1856. 
Art. 4.° Los Ayuntamientos pasarán oportuna 
noticia á los Comandantes de Marina de las provin-
cias respectivas, de los individuos que resulten le-
galmente exentos del servicio de tripulaciones, para 
que no ingresen en la primera reserva do marine-
ría, ó sean baja en la misma si ya hubiesen ingre-
sado.» 
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ADVERTENCIA. 
Con fecha 1. 0 del actual hemos escrito individual-
mente a todos los Suscriptores que se hallan en des-
cubierto por el importe del plazo que vence con el 
tomo actual, para que antes del día 25 satifavau las 
cantidades que adeudan, anunciándoles, en cà4o con-
trario, un giro que libraremos el 1.° de Enero. Reprodu-
cimos aquí dicho aviso, por si se hubiera extraviado 
alguna carta, y les recomendamos que envíen desde 
luego el importe, para evitar el recargo de una peseta 
que cuesta dicho giro. 
Esta obra, así como las demás publicadas por esta 
Biblioteca, se halla de venta en las principales librerías 
y en la Administración, 
Barrio Nuevo, S y 10, entresuelo izquierdo. 
